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SENTENCIA DE FECHA '7 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de enero, 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: José Francisco Gil Tamariz. 
Abogado: Lic. Juan Eduardo Bon. 

Recurrido: Salvador B. Dájer Scheker. 

Abogados: Dres. Carlos R. González Batista y Luis R. del Castillo M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día siete de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Fran-
cisco Gil Tamariz, dominicano, mayor de edad, chófer, cé-
dula 32688, serie 11 , sello 125696, del domicilio y residencia 
de Ciudad Trujillo, contra sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha doce de enero del año mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. Juan Eduardo Bon, cédula 3711, serie la, 
sello 74803, abogado de la parte recurrente en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Carlos R. González Batista, cédula 40583, 

serie la, sello 75382, por sí y por el Dr. Luis R. del Castillo 
Morales, cédula 26102, serie In, sello 11123, abogado de la 
parte recurrida, Salvador B. Dájer Scheker, dominicano, 
ingeniero, mayor de edad, casado, domiciliado y residente 
en esta ciudad, cédula 28498, serie P, sello 1131, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
te de julio de mil novecientos sesenta, por el Lic. Juan Eduar-
do Bon, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los 
medios que más adelante se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
Luis R. del Castillo Morales y Carlos R. González Batista, 
abogados del recurrido, depositado en fecha tres de octubre 
de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 63 de la Ley 637 sobre Con-
tratos de Trabajo, del 16 de junio de 1944, 7 y 8 de la Ley 
4652, del 20 de marzo de 1957 y 1 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de la demanda intentada por el trabajador José 
Francisco Gil Tamariz, contra el ingeniero Salvador B. Dá-
jer Scheker, en pago de las indemnizaciones que le acuerda 
la ley por despido injustificado, vacaciones anuales no con-
cedidas y Regalía Pascual Obligatoria, previa tentativa de 
conciliación infructuosa, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha siete de abril del año mil 
novecientos cincuentinueve, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar como al efecto de- 

clara rescindido el contrato de trabajo que existió entre las 
partes por causa de despido; SEGUNDO: Rechazar, como 
al efecto rechaza la demanda incoada por el trabajador José 
Francisco Gil Tamariz por improcedente y mal fundada; 
TERCERO: Acoge, las conclusiones de la parte demandada 
por reposar en prueba legal; CUARTO: Condenar, como al 
efecto condena al trabajador José Francisco Gil Tamariz 
al pago de los gastos del procedimiento"; 

Considerando que contra esta decisión recurrió en ape-
lación el trabajador Gil Tamariz, y la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional dictó con dicho motivo en fecha doce 
de enero de mil novecientos sesenta, la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por José Francisco Gil Ta-
maris contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo de 
este Distrito Nacional, de fecha 7 de abril de 1959, dictada 
en favor del ingeniero Salvador Bienvenido Dájer Scheker, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar de esta 
sentencia; SEGUNDO: Rechaza, en cuanto al fondo y en su 
mayor parte, dicho recurso de alzada y, en consecuencia, 
confirma la sentencia impugnada, revocándola en lo que 
se refiere al rechazamiento de las vacaciones que reclama el 
trabajador intimante; TERCERO: Condena al ingeniero 
Salvador Bienvenido Dájer Scheker a pagarle al trabajador 
José Francisco Gil Tamariz veintiocho (28) días por con-
cepto de las vacaciones correspondientes a los dos años que 
estuvo vigente el contrato de trabajo entre dichas partes, 
a razón de seis pesos oro (RD$6.00) por día; CUARTO: 
Condena al trabajador José Francisco Gil Tamariz al pago 
de las costas en proporción a los puntos en que ha sucum-
bido, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo con 
los artículos 691 del Código de Trabajo y 52 mod. de la Ley 
N" 637, sobre Contratos de Trabajo, vigente"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Violación del artículos 63 de la Ley /\T<' 637 sobre 
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Contratos de Trabajo; violación de los artículos 77, 81, 82 y 
84 del Código de Trabajo, 1315 del Código Civil, y por últi-
mo, la violación del artículo 8 de la Ley 4652 sobre Regalía 
Pascual Obligatoria"; 

Considerando en cuanto a la invocada violación del ar-
tículo 63 de la Ley N9  637 sobre Contratos de Trabajo, que 
el recurrente alega en síntesis, que la acción por él intenta-
da estaba sujeta a la prescripción de seis meses y no a la de 
tres meses, que el texto mencionado reserva para "las ac-
ciones en pago de las indemnizaciones correspondientes a 
los incisos 2 y 3 del artículo 84 del Código de Trabajo, como 
preaviso y auxilio de cesantía", y no a las que se fundan en 
la intentada; pero, 

Considerando que en la designación de acciones "por 
preaviso y auxilio de cesantía" del sustituido artículo 63 
de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente cuando 
el obrero intentó su acción, estaban comprendidas además 
de las acciones específicamente designadas por la ley, tam-
bién las intentadas por causa de dimisión o de despido; que 
en la decisión impugnada consta "que el contrato de traba-
jo que existió entre los actuales litigantes terminó en fecha 
15 de agosto de 1958, por la voluntad unilateral del patrono 
ingeniero Dájer Scheker, es decir por despido"; e igualmente 
que "desde el 15 de agosto de 1958 (fecha de la terminación 
del contrato de trabajo) al 19 de febrero de 1958 (fecha de 
la demanda en justicia) habían transcurrido seis meses (6) 
y cuatro (4) días, a lo cual hay que descontarle el período 
(del 26 de diciembre de 1958 al 30 de enero de 1959) que 
estuvo el asunto sometido al Departamento de Trabajo para 
fines de conciliación, es decir un (1) mes y cuatro (4) días"; 
de donde es preciso admitir que el juez a qua estatuyó coi 
rrectamente al declarar prescrita la acción del obrero Gil 
Tamariz, por haber sido intentada "fuera del plazo de tres 
meses que establece el ya citado artículo 63 de la Ley sobre 
Contratos de Trabajo, o sea cinco (5) meses después de la 
terminación del contrato"; que, por otra parte, en cuanto a  

las violaciones de los artículos 1315 del Código Civil, 77, 81, 
82 y 84 del Código de Trabajo, al igual que la del artículd 
141 del Código de Procedimiento Civil y falta de base legal, 
que se invocan por no haber el patrono comunicado en nin-
gún momento el despido al Departamento de Trabajo, y no 
responder la decisión impugnada a las conclusiones de la 
recurrente en este aspecto, preciso es reconocer que una 
vez declarada inadmisible la demanda del obrero por haber 
prescrito su derecho a intentarla, el juez a quo no podía 
examinar el fondo de la demanda, por lo cual al no haber 
tenido dicho juez que hacer aplicación de los textos citados, 
no pudo incurrir en la violación de éstos; que, por tanto, 
dichos medios deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 8 de 
la Ley N" 4652 sobre Regalía Pascual Obligatoria; que en 
apoyo de lo invocado se alega que la Cámara a qua ha apli-
cado mal dicho texto legal, "al considerar que el contrato 
del demandante... no tenía en el mes de diciembre más de 
seis meses de duración, ya que fué despedido el 15 de agosto 
de 1958, lo cual establece una existencia al contrato de que 
se trata, en 1958, de 8 meses y medio, y hace acreedor al 
trabajador, en virtud del acápite b) del artículo 8 de la Ley 
N9  2652, a lo establecido por el artículo 9 de la misma ley"; 
pero 

Considerando que al tenor de lo que se preceptúa en el 
apartado e) del artículo 7 de la Ley N ..  4652 del 20 de marzo 
de 1957, vigente ya a la terminación del contrato, quedaron 
excluidos de los beneficios de dicha ley los trabajadores "por 
cierto tiempo o por obra o servicio determinado", cuyo con-
trato tuviera en el mes de diciembre una duración menor de 
seis meses, o cualquiera que fuere su duración para igual 
época, "siempre que el contrato para la obra o servicio prin-
cipal donde se ocupe el trabajador, haya sido celebrado con 
anterioridad a la promulgación de la presente Ley"; 

Considerando que la sentencia impugnada da por esta-
blecido, contrariamente a las aseveraciones de la recurrente, 
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bién las intentadas por causa de dimisión o de despido; que 
en la decisión impugnada consta "que el contrato de traba-
jo que existió entre los actuales litigantes terminó en fecha 
15 de agosto de 1958, por la voluntad unilateral del patrono 
ingeniero Dájer Scheker, es decir por despido"; e igualmente 
que "desde el 15 de agosto de 1958 (fecha de la terminación 
del contrato de trabajo) al 19 de febrero de 1958 (fecha de 
la demanda en justicia) habían transcurrido seis meses (6) 
y cuatro (4) días, a lo cual hay que descontarle el período 
(del 26 de diciembre de 1958 al 30 de enero de 1959) que 
estuvo el asunto sometido al Departamento de Trabajo para 
fines de conciliación, es decir un (1) mes y cuatro (4) días"; 
de donde es preciso admitir que el juez a qua estatuyó col 
rrectamente al declarar prescrita la acción del obrero Gil 
Tamariz, por haber sido intentada "fuera del plazo de tres 
meses que establece el ya citado artículo 63 de la Ley sobre 
Contratos de Trabajo, o sea cinco (5) meses después de la 
terminación del contrato"; que, por otra parte, en cuanto a 
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las violaciones de los artículos 1315 del Código Civil, 77, 81, 
82 y 84 del Código de Trabajo, al igual que la del artícuki 
141 del Código de Procedimiento Civil y falta de base legal, 
que se invocan por no haber el patrono comunicado en nin-
gún momento el despido al Departamento de Trabajo, y no 
responder la decisión impugnada a las conclusiones de la 
recurrente en este aspecto, preciso es reconocer que una 
vez declarada inadmisible la demanda del obrero por haber 
prescrito su derecho a intentarla, el juez a quo no podía 
examinar el fondo de la demanda, por lo cual al no haber 
tenido dicho juez que hacer aplicación de los textos citados, 
no pudo incurrir en la violación de éstos; que, por tanto, 
dichos medios deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 8 de 
la Ley N" 4652 sobre Regalía Pascual Obligatoria; que en 
apoyo de lo invocado se alega que la Cámara a qua ha apli-
cado mal dicho texto legal, "al considerar que el contrato 
del demandante... no tenía en el mes de diciembre más de 
seis meses de duración, ya que fué despedido el 15 de agosto 
de 1958, lo cual establece una existencia al contrato de que 
se trata, en 1958, de 8 meses y medio, y hace acreedor al 
trabajador, en virtud del acápite b) del artículo 8 de la Ley 
N9  2652, a lo establecido por el artículo 9 de la misma ley"; 
pero 

Considerando que al tenor de lo que se preceptúa en el 
apartado c) del artículo 7 de la Ley N" 4652 del 20 de marzo 
de 1957, vigente ya a la terminación del contrato, quedaron 
excluidos de los beneficios de dicha ley los trabajadores "por 
cierto tiempo o por obra o servicio determinado", cuyo con-
trato tuviera en el mes de diciembre una duración menor de 
seis meses, o cualquiera que fuere su duración para igual 
época, "siempre que el contrato para la obra o servicio prin-
cipal donde se ocupe el trabajador, haya sido celebrado con 
anterioridad a la promulgación de la presente Ley"; 

Considerando que la sentencia impugnada da por esta-
blecido, contrariamente a las aseveraciones de la recurrente, 
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que el contrato intervenido entre las partes fué "para una 
obra determinada" y que al momento de su terminación el 
15 de agosto de 1958, el trabajador había prestado servicios 
ininterrumpidos a su patrono "durante dos (2) años y frac-
ción", y por tanto iniciado el contrato con anterioridad a la 
fecha de la ley, o sea el 20 de marzo de 1957; que de lo ante-
riormente resulta que el presente medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por José Francisco Gil Tamariz, contra sentencia 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en 
fecha doce de enero de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamientó, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 24 de febrero de 1960. 

   

Materia: Civil. 

Recurrente: Juan Esteban Soriano Encarnación. 

Abogado: Dr. W. R. Guerrero Pou. 

 

    

   

Recurrido: Fernando Cristóforis. 
Abogado: Dr. Manuel Tomás Rodríguez. 

  

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Seecretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Es-

teban Soriano Encarnación, dominicano, mayor de edad, 
casado, constructor, domiciliado y residente en la planta 
alta de la casa N" 34 de la calle Otilio Meléndez, de esta 
ciudad, cédula 8688, serie 1, sello 4560, contra sentencia 
civil dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 24 de febrero de 1960. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Juan Esteban Soriano Encarnación. 

Abogado: Dr. W. R. Guerrero Pou. 

Recurrido: Fernando Cristóforis. 
Abogado: Dr. Manuel Tomás Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Seecretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Es-

teban Soriano Encarnación, dominicano, mayor de edad, 
casado, constructor, domiciliado y residente en la planta 
alta de la casa N" 34 de la calle Otilio Meléndez, de esta 
ciudad, cédula 8688, serie 1, sello 4560, contra sentencia 
civil dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

que el contrato intervenido entre las partes fué "para una 
obra determinada" y que al momento de su terminación el 
15 de agosto de 1958, el trabajador había prestado servicios 
ininterrumpidos a su patrono "durante dos (2) años y frac-
ción", y por tanto iniciado el contrato con anterioridad a la 
fecha de la ley, o sea el 20 de marzo de 1957; que de lo ante-
riormente resulta que el presente medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por José Francisco Gil Tamariz, contra sentencia 
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en 
fecha doce de enero de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés •Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 

I 	Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamientd, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula 41560, serie 

1, sello 32965, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. Manuel Tomás Rodríguez, cédula 42155, 
serie 1, sello 73869, abogado del recurrido Fernando Cristó-
foris, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, domi-
ciliado y residente en la casa N° 13 de la calle Benigno F. de 
Rojas, de esta ciudad, cédula 5496, serie 39, sello 2576, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha seis de marzo 
de mil novecientos sesenta, por el abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación del artículo 145 del Código de Procedimiento Civil. 
Segundo Medio: Violación del principio "no hay caducidad 
sin texto" y del artículo 1029 del Código de Procedimiento 
Civil. Tercer Medio: Violación de los artículos 678 y 715 
del Código de Procedimiento Civil"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido, y notificado al abogado del recurrente el dieci-
siete de junio de mil novecientos sesenta; 

Vistos los escritos de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 679, 680 y 731 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65, apartado 2, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la demanda en nulidad de embargo inmobiliario intentada 
por Juan Esteban Soriano Encarnación contra Fernando 
Cristóforis, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha nueve de 
junio de mil novecientos cincuenta y nueve, en sus atribu- 

     

   

ciones civiles, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Rechaza, por improcedente e infun-
dado, según los motivos ya expuestos, la demanda incidental 
en nulidad del procedimiento de embargo inmobiliario de que 
se trata, interpuesta por el embargado, Juan Esteban Soria-
no Encarnación, contra el embargante, Fernando Cristófo-
ris; y SEGUNDO: Ordena, consecuentemente, la prosecu-
ción de los procedimientos detenidos a causa de dicha de-
manda incidental que se rechaza, y, al efecto, fija la au-
diencia pública de pregones que celebrará este Tribunal, 
en atribuciones civiles, el día treinta (30) del mes de julio 
en curso, y año 1959, a las nueve (9) horas de la mañana, : 

 para proceder a la venta y adjudicación del inmueble em-
bargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 (tres) de la 
manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cinco), Distrito 
Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, Ciudad Tru-
jillo, y sus mejoras: casa Núm. 34 (treinticuatro) de la calle 
"Dr. Otilio Meléndez", previo cumplimiento de las forma-
lidades legales del caso"; b) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por Juan Esteban Soriano Encarnación, la 
Corte a qua dictó en fecha veintiuno de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve una sentencia en defecto que 
contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto contra el intimante, Juan Esteban Soriano 
Encarnación, por falta de concluir de sus abogados consti-
tuidos; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia pronunciada por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de 
fecha nueve de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Rechaza, 
por improcedente e infundada, según los motivos ya expues-
tos, la demanda incidental en nulidad del procedimiento de 
embargo inmobiliario de que se trata, interpuesto por el 
embargado, Juan Esteban Soriano Encarnación, contra el 
embargante, Fernando Cristóforis; y SEGUNDO: Ordena, 
consecuentemente, la prosecución de los procedimientos de- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula 41560, serie 

1, sello 32965, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. Manuel Tomás Rodríguez, cédula 42155, 
serie 1, sello 73869, abogado del recurrido Fernando Cristó-
foris, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, domi-
ciliado y residente en la casa 1\1 9  13 de la calle Benigno F. de 
Rojas, de esta ciudad, cédula 5496, serie 39, sello 2576, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha seis de marzo 
de mil novecientos sesenta, por el abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación del artículo 145 del Código de Procedimiento Civil. 
Segundo Medio: Violación del principio "no hay caducidad 
sin texto" y del artículo 1029 del Código de Procedimiento 
Civil. Tercer Medio: Violación de los artículos 678 y 715 
del Código de Procedimiento Civil"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido, y notificado al abogado del recurrente el dieci-
siete de junio de mil novecientos sesenta; 

Vistos los escritos de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 679, 680 y 731 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65, apartado 2, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la demanda en nulidad de embargo inmobiliario intentada 
por Juan Esteban Soriano Encarnación contra Fernando 
Cristóforis, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha nueve de 
junio de mil novecientos cincuenta y nueve, en sus atribu- 
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ciones civiles, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Rechaza, por improcedente e infun-
dado, según los motivos ya expuestos, la demanda incidental 
en nulidad del procedimiento de embargo inmobiliario de que 
se trata, interpuesta por el embargado, Juan Esteban Soria-
no Encarnación, contra el embargante, Fernando Cristófo-
ris; y SEGUNDO: Ordena, consecuentemente, la prosecu-
ción de los procedimientos detenidos a causa de dicha de-
manda incidental que se rechaza, y, al efecto, fija la au-
diencia pública de pregones que celebrará este Tribunal, 
en atribuciones civiles, el día treinta (30) del mes de julio 
en curso, y año 1959, a las nueve (9) horas de la mañana,: 
para proceder a la venta y adjudicación del inmueble em-
bargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 (tres) de la 
manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cinco), Distrito 
Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, Ciudad Tru-
jillo, y sus mejoras: casa Núm. 34 (treinticuatro) de la calle 
"Dr. Otilio Meléndez", previo cumplimiento de las forma-
lidades legales del caso"; b) que sobre el recurso de apela-
ción interpuesto por Juan Esteban Soriano Encarnación, la 
Corte a qua dictó en fecha veintiuno de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve una sentencia en defecto que 
contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto contra el intimante, Juan Esteban Soriano 
Encarnación, por falta de concluir de sus abogados consti-
tuidos; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia pronunciada por la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de 
fecha nueve de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Rechaza, 
por improcedente e infundada, según los motivos ya expues-
tos, la demanda incidental en nulidad del procedimiento de 
embargo inmobiliario de que se trata, interpuesto por el 
embargado, Juan Esteban Soriano Encarnación, contra el 
embargante, Fernando Cristóforis; y SEGUNDO: Ordena, 
consecuentemente, la prosecución de los procedimientos de- 
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tenidos a causa de dicha demanda incidental que se rechaza, 
y, al efecto, fija la audiencia pública de pregones que celebra-
rá este Tribunal, en atribuciones civiles, el día treinta (30) 
del mes de julio en curso, y año 1959, a las nueve horas de 
la mañana, para proceder a la venta y adjudicación del 
inmueble embargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 
(tres) de la Manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cinco), 
Distrito Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, Ciu-
dad Trujillo, y sus mejoras: Casa Núm. 34 (treinticuatro) de 
la calle "Dr. Otilio Meléndez", previo cumplimiento de las 
formalidades legales del caso'. TERCERO: Condena en cos-
tas al intimante Juan Esteban Soriano Encarnación, dis-
trayéndolas en favor del Doctor Manuel Tomás Rodríguez, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; c) 
que contra esta sentencia interpuso recurso de oposición 
Juan Esteban Soriano Encarnación; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma, el presente recurso de oposición; SEGUNDO: 
Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedimento de 
nulidad de sentencia del oponente; TERCERO: Confirma 
en todas sus partes la sentencia pronunciada por la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional de fecha 9 de julio de 1959, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por im-
procedente e infundada, según los motivos ya expuestos, 
la demanda incidental en nulidad del procedimiento de em-
bargo inmobiliario de que se trata, interpuesto por el embar-
gado, Juan Esteban Soriano Encarnación, contra el embar-
gante, Fernando Cristóforis; y SEGUNDO: Ordena, conse-
cuentemente, la prosecución de los procedimientos detenidos 
a causa de dicha demanda incidental que se rechaza, y, al 
efecto, fija la audiencia pública de pregones que celebrará 
este Tribunal, en atribuciones civiles, el día treinta (30) 
del mes de julio en curso, y año 1959, a las nueve (9) horas  

de la mañana, para proceder a la venta y adjudicación del 
inmueble embargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 
(tres) de la Manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cin-
co), Distrito Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, 
Ciudad Trujillo, y sus mejoras: Casa Núm. 34 (treinticua-
tro) de la calle Dr. Otilio Meléndez, previo cumplimiento de 
las formalidades legales del caso"; CUARTO: Condena en 
costas al oponente, Etseban Soriano Encarnación, distra-
yéndolas en provecho del Doctor Manuel Tomás Rodríguez, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que es constante en el fallo impugnado 
lo que a continuación se expone: a) que de conformidad 
con 'un contrato de hipoteca pactado el día siete de mayo 
de mil novecientos cincuentidós entre Juan Esteban Soriano 
Encarnación y Fernando Cristóforis, este último dio al pri-
mero en calidad de préstamo, la suma de siete mil pesos 
oro, para ser pagado en un solo pago al vencimiento del 
término de un año, más los intereses a razón de uno por 
ciento mensual, y, para garantía del pago de la indicada 
suma y los intereses, el mencionado deudor "afectó en hipo-
teca de segundo rango en favor de su acreedor, el solar 1\1^,. 
3 de la manzana N^ 865, del Distrito Catastral N^ 1, del 
Distrito Nacional, con todas sus mejoras, de su propiedad"; 
b) que previo mandamiento de pago, "el día treinta de sep-
tiembre del mil novecientos cincuenta y ocho, ... el minis-
terial Miguel Angel Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Su-
prema Corte de Justicia, practicó un embargo inmobiliario 
sobre el solar N° 3, manzana N^ 865, del Distrito Catastral 
N° 1, del Distrito Nacional, propiedad de Juan Esteban So-
riano; y en ésa misma fecha y por acto del mismo alguacil, 
le fué denunciado dicho embargo inmobiliario al (embar-
gado) "; c) "que el día diecisiete de octubre del año mil 
novecientos cincuenta y ocho, el Registrador de Títulos del 
Distrito Nacional, acogiéndose a las disposiciones del ar-
tículo 680 del Código de Procedimiento Civil, no inscribió el 
embargo de que se trata e hizo constar su negativa al dorso 
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tenidos a causa de dicha demanda incidental que se rechaza, 
y, al efecto, fija la audiencia pública de pregones que celebra-
rá este Tribunal, en atribuciones civiles, el día treinta (30) 
del mes de julio en curso, y año 1959, a las nueve horas de 
la mañana, para proceder a la venta y adjudicación del 
inmueble embargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 
(tres) de la Manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cinco), 
Distrito Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, Ciu-
dad Trujillo, y sus mejoras: Casa Núm. 34 (treinticuatro) de 
la calle "Dr. Otilio Meléndez", previo cumplimiento de las 
formalidades legales del caso'. TERCERO: Condena en cos-
tas al intimante Juan Esteban Soriano Encarnación, dis-
trayéndolas en favor del Doctor Manuel Tomás Rodríguez, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; c) 
que contra esta sentencia interpuso recurso de oposición 
Juan Esteban Soriano Encarnación; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
a la forma, el presente recurso de oposición; SEGUNDO: 
Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedimento de 
nulidad de sentencia del oponente; TERCERO: Confirma 
en todas sus partes la sentencia pronunciada por la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional de fecha 9 de julio de 1959, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por im-
procedente e infundada, según los motivos ya expuestos, 
la demanda incidental en nulidad del procedimiento de em-
bargo inmobiliario de que se trata, interpuesto por el embar-
gado, Juan Esteban Soriano Encarnación, contra el embar-
gante, Fernando Cristóforis; y SEGUNDO: Ordena, conse-
cuentemente, la prosecución de los procedimientos detenidos 
a causa de dicha demanda incidental que se rechaza, y, al 
efecto, fija la audiencia pública de pregones que celebrará 
este Tribunal, en atribuciones civiles, el día treinta (30) 
del mes de julio en curso, y año 1959, a las nueve (9) horas 
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de la mañana, para proceder a la venta y adjudicación del 
inmueble embargado de que se trata, o sea Solar Núm. 3 
(tres) de la Manzana Núm. 865 (ochocientos sesenta y cin-
co), Distrito Catastral Núm. 1 (uno) del Distrito Nacional, 
Ciudad Trujillo, y sus mejoras: Casa Núm. 34 (treinticua-
tro) de la calle Dr. Otilio Meléndez, previo cumplimiento de 

las formalidades legales del caso"; CUARTO: Condena en 
costas al oponente, Etseban Soriano Encarnación, distra-
yéndolas en provecho del Doctor Manuel Tomás Rodríguez, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que es constante en el fallo impugnado 
lo que a continuación se expone: a) que de conformidad 
con 'un contrato de hipoteca pactado el día siete de mayo 
de mil novecientos cincuentidós entre Juan Esteban Soriano 
Encarnación y Fernando Cristóforis, este último dio al pri-
mero en calidad de préstamo, la suma de siete mil pesos 
oro, para ser pagado en un solo pago al vencimiento del 
término de un año, más los intereses a razón de uno por 
ciento mensual, y, para garantía del pago de la indicada 
suma y los intereses, el mencionado deudor "afectó en hipo-
teca de segundo rango en favor de su acreedor, el solar Nni 
3 de la manzana N^ 865, del Distrito Catastral N^ 1, del 
Distrito Nacional, con todas sus mejoras, de su propiedad"; 
b) que previo mandamiento de pago, "el día treinta de sep-
tiembre del mil novecientos cincuenta y ocho, ... el minis-
terial Miguel Angel Rodrigo, Alguacil Ordinario de la Su-
prema Corte de Justicia, practicó un embargo inmobiliario 
sobre el solar N° 3, manzana N^ 865, del Distrito Catastral 
N°  1, del Distrito Nacional, propiedad de Juan Esteban So-
riano; y en ésa misma fecha y por acto del mismo alguacil, 
le fué denunciado dicho embargo inmobiliario al (embar-
gado)"; c) "que el día diecisiete de octubre del año mil 
novecientos cincuenta y ocho, el Registrador de Títulos del 
Distrito Nacional, acogiéndose a las disposiciones del ar-
tículo 680 del Código de Procedimiento Civil, no inscribió el 
embargo de que se trata e hizo constar su negativa al dorso 
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del acta de denuncia de embargo, indicando que existe un 
embargo anterior constituido por el Licdo. Ramón de Windt 
Lavandier a nombre de José Armenteros & Co., C. por A., 
inscrito el día primero de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, bajo el N9  1082, en el folio 371 del libro N" 30"; d)) 
"que Fernando Cristóforo continuó los procedimientos del, 
embargo inmobiliario y depositó el treinta de enero de mil 
novecientos cincuenta y nueve, el pliego de condiciones por 
el cual se regiría la adjudicación del inmueble embargado"; 
e) "que en la audiencia del día 26 de febrero de 1959, de la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, se dio lectura al pliego de con-
diciones y "se fijó el día dos de abril de mil novecientos, 
cincuentinueve, para, en audiencia pública de pregones, 
proceder a la venta y adjudicación del inmueble ya mencio-
nado"; f) que en fecha 19 de abril de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, por acto de abogado a abogado, los doctores W.. 
R. Guerrero Pou y Rafael Duarte Pepín, abogados del em-
bargado Juan Esteban Soriano Encarnación, citaron al Dr. 
Manuel Tomás Rodríguez, abogado del embargante Fer-
nando Cristóforis, "para que compareciera por ante la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional el día seis de ese mismo mes 
de abril, a las nueve horas de la Mana, a fin de que: . . . Oi-
ga. : Declarar radicalmente nulo el procedimiento de em-
bargo inmobiliario que por este mismo acto se impugna, 
en lo que se refiere a los actos realizados con posterioridad 
a la fecha en que el Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional hizo constar, al margen del acta de embargo instru-1 
mentado por el ministerial Miguel Angel Rodrigo el día 
treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
su negativa a inscribir y registrar el embargo, en razón de 
que los mencionados actos tuvieron lugar no obstante la 
existencia de un precedente embargo, o declarar que el se-
ñor Fernando Cristóforis carece de calidad para promover 
la adjudicación del inmueble embargado, y que, en conse- 

cuencia, son nulos todos los actos de persecución realizados 
por él con posterioridad a la fecha en que el Registrador de 
Títulos del Distrito Nacional rehusó inscribir y registrar 
ese embargo, a causa de que, la única persona con calidad 
para ello es el primer acreedor ejecutante, o sea la José 
Armenteros & Co., C. por A."; 

Considerando que lo precedentemente expuesto pone de 
manifiesto que, en la especie, se trata de un incidente de 
acumulación de embargos inmobiliarios, esto es, del con-
curso de dos embargos sobre un mismo inmueble; 

Considerando que al tenor de la última parte del artícu-
lo 731 del Código de Procedimiento Civil, las sentencias en 
defecto en materia de incidentes de embargo inmobiliario, 
intervenidas en grado de apelación, "no estarán sujetas a 
la oposición"; que esta disposición, que tiende a evitar que 
la vía de la oposición sea utilizada con fines puramente dila-
torios del procedimiento del embargo, es una disposición im-
perativa de la ley, y constituye un medio de orden público 
que debe ser suplido de oficio; que, en tal virtud, la Corte 
a qua debió declarar inadmisible el recurso de oposición 
interpuesto por el actual recurrente contra la sentencia en 
defecto, de fecha veinte y uno de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve; que, al no hacerlo así, dicha Corte 
»desconoció el artículo 731 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que cuando la casación no deja cosa algu-
na por juzgar, no habrá envío del asunto; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel. —F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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del acta de denuncia de embargo, indicando que existe un 
embargo anterior constituido por el Licdo. Ramón de Windt 
Lavandier a nombre de José Armenteros & Co., C. por A., 
inscrito el día primero de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, bajo el N°  1082, en el folio 371 del libro N" 30"; d)j 
"que Fernando Cristóforo continuó los procedimientos del 
embargo inmobiliario y depositó el treinta de enero de mil 
novecientos cincuenta y nueve, el pliego de condiciones por 
el cual se regiría la adjudicación del inmueble embargado"; 
e) "que en la audiencia del día 26 de febrero de 1959, de la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, se dio lectura al pliego de con-
diciones y "se fijó el día dos de abril de mil novecientos, 
cincuentinueve, para, en audiencia pública de pregones, 
proceder a la venta y adjudicación del inmueble ya mencio-
nado"; f) que en fecha 1 9  de abril de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, por acto de abogado a abogado, los doctores W. 
R. Guerrero Pou y Rafael Duarte Pepín, abogados del em-
bargado Juan Esteban Soriano Encarnación, citaron al Dr. 
Manuel Tomás Rodríguez, abogado del embargante Fer-
nando Cristóforis, "para que compareciera por ante la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional el día seis de ese mismo mes 
de abril, a las nueve horas de la !nana, a fin de que:. . 

: Declarar radicalmente nulo el procedimiento de em-
bargo inmobiliario que por este mismo acto se impugna, 
en lo que se refiere a los actos realizados con posterioridad 
a la fecha en que el Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional hizo constar, al margen del acta de embargo instru-
mentado por el ministerial Miguel Angel Rodrigo el día 
treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
su negativa a inscribir y registrar el embargo, en razón de 
que los mencionados actos tuvieron lugar no obstante la 
existencia de un precedente embargo, o declarar que el se-
ñor Fernando Cristóforis carece de calidad para promover 
la adjudicación del inmueble embargado, y que, en conse- 

cuencia, son nulos todos los actos de persecución realizados 
por él con posterioridad a la fecha en que el Registrador de 
Títulos del Distrito Nacional rehusó inscribir y registrar 
ese embargo, a causa de que, la única persona con calidad 
para ello es el primer acreedor ejecutante, o sea la José 
Armenteros & Co., C. por A."; 

Considerando que lo precedentemente expuesto pone de 
manifiesto que, en la especie, se trata de un incidente dei 
acumulación de embargos inmobiliarios, esto es, del con-
curso de dos embargos sobre un mismo inmueble; 

Considerando que al tenor de la última parte del artícu-
lo 731 del Código de Procedimiento Civil, las sentencias en 
defecto en materia de incidentes de embargo inmobiliario, 
intervenidas en grado de apelación, "no estarán sujetas a 
la oposición"; que esta disposición, que tiende a evitar que 
la vía de la oposición sea utilizada con fines puramente dila-
torios del procedimiento del embargo, es una disposición im-
perativa de la ley, y constituye un medio de orden público 
que debe ser suplido de oficio; que, en tal virtud, la Corte 
a qua debió declarar inadmisible el recurso de oposición 
interpuesto por el actual recurrente contra la sentencia en 
defecto, de fecha veinte y uno de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y nueve; que, al no hacerlo así, dicha Corte 
-desconoció el artículo 731 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que cuando la casación no deja cosa algu-
na por juzgar, no habrá envío del asunto; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel. —F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia h sidó dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran e encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes año en él expresados, y fue' 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 20 de julio de 1960. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel de la Rosa Santana. 

Abogado: Dr. W. R. Guerrero Pou. 

Recurrido: Fernando Ricart Lluberes. 

Abogado: Lic. Héctor Tulio Benzo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
la Rosa Santana, dominicano, mayor de edad, obrero, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, calle Delmonte y Tejada, 
casa Ng 50, cédula 1619, serie 11 , sello 87515, contra sen-
tencia civil dictada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha veinte de julio de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 



700 	 BOLETÍN JUD!CIA 

La presente sentencia h sidb dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran e encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Sentenda impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 20 de julio de 1960. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel de la Rosa Santana. 
Abogado: Dr. W. R. Guerrero Pou. 

Recurrido: Fernando Ricart Lluberes. 
Abogado: Lic. Héctor Tulio Benzo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
la Rosa Santana, dominicano, mayor de edad, obrero, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, calle Delmonte y Tejada, 
casa NQ 50, cédula 1619, serie la, sello 87515, contra sen-
tencia civil dictada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha veinte de julio de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula 41560, serie 
1h, sello 32965, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Héctor Tulio Benzo, cédula 73, serie 23, sello 
3182, abogado del recurrido Fernando Ricart Lluberes, do-
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado 
y residente en Ciudad Trujillo, cédula 3629, serie 1, sello 
1340, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha cinco de 
octubre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. W. R. 
Guerrero Pou, en el cual se invocan los medios que después 
se enunciarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Héctor 
Tulio Benzo, y notificado al abogado del recurrente en fecha 
diecinueve de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 218 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda incidental de inscripción en falsedad inten 
tada por Manuel de la Rosa Santana contra Fernando Ricarl 
Lluberes, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó, en fecha diez 
del mes de septiembre del año mil novecientos cincuentinue-
ve, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Rechaza, por los motivos ya enunciados la de-
manda de inscripción en falsedad de que se trata, intentada 
por Manuel de la Rosa Santana, según acto introductivo de 
fecha 17 (diecisiete) del mes de junio del año en curso 1959, 
contra Fernando Ricart Lluberes; SEGUNDO: Condena a 
Manuel de la Rosa Santana, parte demandante que sucum- 
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be, al pago de las costa'; b) que sobre la apelación inter-
puesta por Manuel de la osa Santana, la Corte a qua dictó 
en fecha once de febrero de mil novecientos sesenta una 
sentencia que contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Ordena, que previamente a todo juicio sobre el 
fondo del recurso de apelación de que se trata, las partes 
en causa, Manuel de la Rosa Santana, intimante, y Fernan-
do Ricart Lluberes, intimado, se comuniquen, recíproca-
mente, por vía de la Secretaría de esta Corte, en el plazo 
legal, todos y cada uno de los documentos que utilizarán en 
apoyo de sus respectivas pretensiones; y SEGUNDO: Reser-
va las costas"; e) que en fecha seis de abril de mil nove-
cientos sesenta, la misma Corte de Apelación dictó otra 
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe ratificar y ratifica el defecto por falta de concluir 
sobre el fondo pronunciado en audiencia contra el intimante, 
señor Manuel de la Rosa Santana, de generales anotadas en 
el expediente; SEGUNDO: declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el señor Ma-
nuel de la Rosa Santana contra sentencia civil dictada por la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha diez de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y nueve; TERCERO: Confir-
ma en todas sus partes la predicha sentencia del 10 de sep-
tiembre de 1959, del dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: 
Rechaza, por los motivos ya enunciados, la demanda de ins-
cripción en falsedad de que se trata, intentada por Manuel 
de la Rosa Santana, según acto introductivo de fecha 17 
(diecisiete) del mes de junio del año en curso, 1959, contra 
Fernando .Ricart Lluberes; Segundo: Condena al señor Ma-
nuel de la Rosa Santana, parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas'; Rechazando consecuentemente, las 
conclusiones del apelante; CUARTO: Condena al señor Ma-
nuel de la Rosa Santana, parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; d) que contra esta última sentencia recurrió en 
oposición Manuel de la Rosa Santana; 
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Oído el Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula 41560, serie 
1.›, sello 32965, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Héctor Tulio Benzo, cédula 73, serie 23, sello 
3182, abogado del recurridp Fernando Ricart Lluberes, do-
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado 
y residente en Ciudad Trujillo, cédula 3629, serie 1, sello 
1340, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha cinco de 
octubre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. W. R. 
Guerrero Pou, en el cual se invocan los medios que después 
se enunciarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Héctor 
Tulio Benzo, y notificado al abogado del recurrente en fecha 
diecinueve de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 218 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda incidental de inscripción en falsedad inten 
tada por Manuel de la Rosa Santana contra Fernando Ricart 
Lluberes, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó, en fecha diez 
del mes de septiembre del año mil novecientos cincuentinue-
ve, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Rechaza, por los motivos ya enunciados la de-
manda de inscripción en falsedad de que se trata, intentada 
por Manuel de la Rosa Santana, según acto introductivo de 
fecha 17 (diecisiete) del mes de junio del año en curso 1959, 
contra Fernando Ricart Lluberes; SEGUNDO: Condena a 
Manuel de la Rosa Santana, parte demandante que sucum- 
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be, al pago de las costa'; b) que sobre la apelación inter-
puesta por Manuel de la osa Santana, la Corte a qua dictó 
en fecha once de febrero de mil novecientos sesenta una 
sentencia que contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Ordena, que pre-viamente a todo juicio sobre el 
fondo del recurso de apelación de que se trata, las partes 
en causa, Manuel de la Rosa Santana, intimante, y Fernan-
do Ricart Lluberes, intimado, se comuniquen, recíproca-
mente, por vía de la Secretaría de esta Corte, en el plazo 
legal, todos y cada uno de los documentos que utilizarán en 
apoyo de sus respectivas pretensiones; y SEGUNDO: Reser-
va las costas"; e) que en fecha seis de abril de mil nove-
cientos sesenta, la misma Corte de Apelación dictó otra 
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe ratificar y ratifica el defecto por falta de concluir 
sobre el fondo pronunciado en audiencia contra el intimante, 
señor Manuel de la Rosa Santana, de generales anotadas en 
el expediente; SEGUNDO: declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el señor Ma-
nuel de la Rosa Santana contra sentencia civil dictada por la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha diez de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y nueve; TERCERO: Confir-
ma en todas sus partes la predicha sentencia del 10 de sep-
tiembre de 1959, del dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: 
Rechaza, por los motivos ya enunciados, la demanda de ins-
cripción en falsedad de que se trata, intentada por Manuel 
de la Rosa Santana, según acto introductivo de fecha 17 
(diecisiete) del mes de junio del año en curso, 1959, contra 
Fernando Ricart Lluberes; Segundo: Condena al señor Ma-
nuel de la Rosa Santana, parte demandante que sucumbe, 
al pago de las costas'; Rechazando consecuentemente, las 
conclusiones del apelante; CUARTO: Condena al señor Ma-
nuel de la Rosa Santana, parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; d) que contra esta última sentencia recurrió en 
oposición Manuel de la Rosa Santana; 
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Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el presente recurso de oposición; SEGUNDO: Rechaza, por 
improcedente y mal fundado, el recurso de apelación inter-
puesto por Manuel de la Rosa Santana, contra la sentencia 
pronunciada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
10 de septiembre del año 1959, cuyo dispositivo aparece 
copiado en otra parte de esta sentencia, y en consecuencia, 
confirma en todas sus partes la expresada sentencia; y TER-
CERO: Condena en costas al intimante, Manuel de la Rosa 
Santana"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación: "Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, por errada motivación, 
y del 218 del mismo Código, por falsa aplicación y atentado 
al derecho de defensa"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del medio de 
casación propuesto, el recurrente alega, en síntesis, que 
"la Corte a qua no examinó los medios que sustentaban la 
falsedad, sino que rechazó la demanda en admisión de la 
misma porque, del examen formal del acto impugnado, de-
dujo que se habían cumplido todas las formalidades tanto 
intrínsecas al acto mismo como la del plazo prescrito por la 
ley para su notificación, o sea que para la Corte a qua el 
acto argüido de falsedad no es falso porque, aparentemente, 
es regular en cuanto a la forma; que al razonar de este 
modo dicha Corte incurrió, en primer término, en la viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
puesto que dio al fallo impugnado motivos inoperantes, inca-
paces de justificarlo, ya que el hecho de que un acto en apa-
riencia sea regular en cuanto a la forma no quiere decir, en 
modo alguno, que no sea falso, sobre todo cuando con el 
procedimiento incidental de inscripción en falsedad se pre-
tende demostrar el incumplimiento de formalidades inheren- 

tes al acto controvertido; y, en segundo lugar, hizo una falsa 
aplicación del artículo 218 del citado Código toda vez que la 
facultad reconocida al juez para rechazar la demanda en 
admisión de inscripción en falsedad en la primera fase del 
procedimiento, o sea cuando estatuye conforme con el men-
cionado artículo 218 sobre la admisibilidad de la 
misma, sólo puede ser ejercida: a) si la pieza no es sus-
ceptible de ser atacada por la inscripción en falsedad; b) 
si la falsedad no es de naturaleza a influir sobre la solución 
del proceso; y e) si los medios de falsedad, que él puede 
examinar en esta primera fase, no son convincentes"; y 
agrega el recurrente, que en el fallo impugnado "también 
incurrió la Corte a qua en violación al derecho de defensa, 
puesto que rechazó la demanda en admisión de inscripción 
en falsedad sin que al entonces demandante y ahora recu-
rrente en casación se le hubiera dado la oportunidad de 
someter a la consideración de dicha Corte la prueba de la 
falsedad invocada por él"; pero, 

Considerando que de conformidad con los términos del 
artículo 214 del Código de Procedimiento Civil, que establece 
que la inscripción en falsedad puede ser admitida "si ha 
lugar", los jueces que conocen de una demanda de esa natu-
raleza gozan de un poder discrecional para admitirla o re-
chazarla, según las circunstancias, las cuales apreciarán 
soberanamente; que, en consecuencia, si ellos hallan en los 
documentos producidos y en los hechos de la causa los ele-
mentos suficientes para formar su convicción, no están obli-
gados a agotar todos los medios de instrucción previstos 
por la ley en el procedimiento relativo a la falsedad como 
incidente civil; 

Considerando que, en la especie, frente al alegato del 
hoy recurrente en casación, de que el acto de denuncia de 
embargo inmobiliario instrumentado por el ministerial Pe-
dro Antonio Read Tolentino el veintiséis de agosto de mil 
novecientos cincuentiocho, era falso, los jueces del fondo, 
luego de examinar el referido acto, formaron su convicción 



704 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BoLETIN JUDICIAL 	 705 
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en el sentido de que en él "se han cumplido todas las forma-
lidades legales, tanto las intrínsecas al acto mismo, cuanto 
la del plazo señalado en el artículo 677, modificado, del 
Código de Procedimiento Civil, y que, en tal virtud, dicho 
acto debe ser declarado intachable y, consecuentemente, de-
be ser rechazada, con todas sus consecuencias legales, la 
inscripción en falsedad de que se trata"; 

Considerando, que al proceder de ese modo, la Corte 
a qua hizo uso de los poderes de que está investida para la 
solución del caso, y lejos de violar los textos legales indi-
cados por el recurrente, los aplicó correctamente; que, por 
consiguiente, el único medio del recurso carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de la Rosa Santana contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo en fecha veinte de julio de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco• 
rís de fecha 17 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Secundino Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala doilde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au- . 

 diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Secundino 
Tejada, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, do-
miciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís, 
cédula 17617, serie 23, sello 1429524, contra sentencia co-
rreccional dictada por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en fecha diecisiete de noviembre de mil nove-
cientos sesenta, notificada al recurrente el día dos de diciem-
bre de ese año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha seis de diciembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406 y 463, del Código Penal; 
12 y 19 de la Ley N" 1608, de 1947, sobre Ventas Condicio-
nales de Muebles, 188 y 208 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
once de febrero de mil novecientos sesenta, la Caribbean 
Motors Co., C. por A., presentó querella contra Secundino 
Tejada, por el hecho de éste haber dispuesto de un radio que 

1' 1 1 había adquirido en venta condicional, antes de pagar la to-
talidad del precio convenido; b) que apoderado del conoci-
cimiento del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís lo decidió por su 
sentencia de fecha veintinueve de marzo de mil novecientos 
sesenta, la cual contiene el dispositivo siguiente: "PRIME-
RO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el 
nombrado Secundido Tejada por no haber comparecido a la 
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; SE- 
GUNDO: Que debe condenar y condena al nombrado Se- .) 
cundino Tejeda, a sufrir la pena de un mes de prisión co- 1 

 rreccional, por el delito de abuso de confianza, en perjuicio 
de la Caribbean Motors Co., C. por A.; TERCERO: Que debe 
condenar y condena al inculpado al pago de las costas"; c) 
que en fecha veintiséis de abril de mil novecientos sesenta, 
dicho Juzgado dictó otra sentencia con el dispositivo que 
sigue: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara 
nulo sin valor ni efecto el recurso de oposición interpuesto 
por el nombrado Secundino Tejada, contra sentencia de este 
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Tribunal N.? 182 de fecha 29 de marzo de 1960, que lo conde-
nó en defecto a sufrir la pena de un mes de prisión correc-
cional, por el delito de 'abuso de confianza', en perjuicio de 
la Caribbean Motors, Co. C. por A.; SEGUNDO: Que debe 
condenar y condena al prevenido al pago de las costas"; d) 
que sobre la apelación interpuesta por el prevenido, la Corte 
a qua dictó su sentencia de fecha veintinueve de julio de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el in-
culpado Secundino Tejada, por no haber comparecido a la 
audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma la sentencia dictada en fecha veintiséis de 
abril de mil novecientos sesenta, en materia correccional, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, que condenó al nombrado Secundino 
Tejada a sufrir la pena de un mes de prisión correccional y 
al pago de las costas, por el delito de abuso de confianza, en 
perjuicio de la Caribbean Motors, Co. C. por A., acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena 
a dicho inculpado al pago de las costas"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Por no haber comparecido el incul-
pado Secundino Tejada a la audiencia de hoy, no obstante 
haber sido legalmente citado, declara nulo, y, en consecuen-
cia, sin ningún valor ni efecto legal, el presente recurso de 
oposición interpuesto por dicho inculpado, contra sentencia 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en materia 
correccional, en fecha 29 de julio de 1960, cuya parte dis-
positiva dice así: 'FALLA: Admite en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 
contra el inculpado Secundino Tejada, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia dictada en fecha 
26 de abril de 1960, en materia correccional, por el Juzgado 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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oposición interpuesto por dicho inculpado, contra sentencia 
dictada en defecto por esta Corte de Apelación, en materia 
correccional, en fecha 29 de julio de 1960, cuya parte dis-: 
positiva dice así: 'FALLA: Admite en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto 
contra el inculpado Secundino Tejada, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia dictada en fecha 
26 de abril de 1960, en materia correccional, por el Juzgado 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, que condenó al nombrado Secundino Tejada a su. 
frir la pena de un mes de prisión correccional y al pago de 
las costas, por el delito de abuso de confianza en perjuicio de 
la Caribbean Motors, Co. C. por A., acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena a dicho in: 
culpado al pago de las costas'; SEGUNDO: Condena a dicho 
inculpado al pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del diecisiete de 
noviembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener la 
oposición; que en el fallo impugnado por el presente recurso , 
de casación, es constante que el oponente no compareció ar 
la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstant 
haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, por 
consiguiente, los mencionados textos legales fueron correcl 
tamente aplicados por la Corte a qua, al declarar nulo, y 
consecuentemente, sin ningún valor ni efecto, el recurso de 
oposición interpuesto por Secundino Tejada contra la sen-
tencia en defecto del veintinueve de julio de mil novecientos 
sesenta, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando que como el recurso interpuesto contra 
una sentencia correccional que declara nula la oposiciónt 
por no haber comparecido el oponente se extiende a la pri-, 
mera sentencia por defecto que estatuyó sobre el fondo de' 
la prevención, procede el examen de la sentencia dictada 
por la Corte a qua el veintinueve de julio de mil novecientos , 

 sesenta; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta) 
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba: 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de: 
la causa, lo siguiente: "a) que el inculpado Secundino  

jada, por virtud de contrato intervenido en fecha 4 de julio 
de 1958, con la Caribbean Motors, Co. C. por A., compró, 
bajo venta condicional un radio marca "Siemeno", modelo 
571wo, serie N°  112630, por el precio de ciento diez pesos oro 
(RD$110.00), a pagar en sumas parciales, desde agosto de 
1958 hasta mayo de 1959; b) que el día 8 de febrero de 
rail novecientos sesenta, por actuación practicada en esa 
fecha por el ministerial Enemorén Dalmasí, Alguacil de 
Estrados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, el prevenido Secundino Te-
jada fué intimado a pagar la suma de ocho pesos oro (R0 
$8.00), importe de una obligación vencida, no habiendo sa-
tisfecho tal intimación; c) que frente a tal negatoria de pago 
ya referida, el alguacil actuante procedió a colocar el mue-
ble en cuestión bajo la custodia de un guardián, no pudiendo 
hacerlo, porque el intimado Secundino Tejada, no lo tenía 
en su poder, lo que se desprende por constar en el acto ya 
referido, lo siguiente: 'Hago constar que mi requerido Se-
cundino Tejada me declaró haber empeñado el radio que se 
le requiere en este acto, dispuso de él"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos caracterizan el delito previsto por el artículo 19 de la 
Ley I\19  1608, de 1947, sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles, según el cual, "constituye abuso de confianza, sujeto 
a las penas establecidas en el artículo cuatrocientos seis 
del Código Penal: a) El hecho de parte del comprador de 
vender o en cualquier forma disponer de la cosa antes] 
de haber adquirido derecho de propiedad y sin el consenti-
miento del propietario"; y no el constituido por "el hecho 
de no entregar la cosa cuando le sea requerida en la forma 
prevista en el artículo doce, salvo por causa de fuerza 
mayor", como fué apreciado por la Corte a qua, de confor-
midad con el apartado e) del citado artículo 19; que, sin 
embargo, este error no puede da rlugar a la anulación de 
la sentencia impugnada, puesto que el referido delito de 
abuso de confianza está igualmente sancionado, en todas 
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, que condenó al nombrado Secundino Tejada a su. 
frir la pena de un mes de prisión correccional y al pago d 
las costas, por el delito de abuso de confianza en perjuicio de 
la Caribbean Motors, Co. C. por A., acogiendo en su favo 
circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena a dicho in 
culpado al pago de las costas'; SEGUNDO: Condena a dicho 
inculpado al pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del diecisiete de 
noviembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulida 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener la 
oposición; que en el fallo impugnado por el presente recurso 
de casación, es constante que el oponente no compareció 
la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstant 
haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, por 
consiguiente, los mencionados textos legales fueron correc-
tamente aplicados por la Corte a qua, al declarar nulo, y 
consecuentemente, sin ningún valor ni efecto, el recurso de 
oposición interpuesto por Secundino Tejada contra la sen-
tencia en defecto del veintinueve de julio de mil novecientos 
sesenta, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando que como el recurso interpuesto contra 
una sentencia correccional que declara nula la oposición 
por no haber comparecido el oponente se extiende a la pri-
mera sentencia por defecto que estatuyó sobre el fondo de 
la prevención, procede el examen de la sentencia dictada 
por la Corte a qua el veintinueve de julio de mil novecientos 
sesenta; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, lo siguiente: "a) que el inculpado Secundino  Te- 
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jada, por virtud de contrato intervenido en fecha 4 de julio 
de 1958, con la Caribbean Motors, Co. C. por A., compre), 
bajo venta condicional un radio marca "Siemeno", modelo 
571wo, serie N° 112630, por el precio de ciento diez pesos oro 
(RD$110.00), a pagar en sumas parciales, desde agosto de 
1958 hasta mayo de 1959; b) que el día 8 de febrero de 
mil novecientos sesenta, por actuación practicada en esa 
fecha por el ministerial Enemorén Dalmasí, Alguacil de 
Estrados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, el prevenido Secundino Te-
jada fué intimado a pagar la suma de ocho pesos oro (R0 
$8.00), importe de una obligación vencida, no habiendo sa-
tisfecho tal intimación; c) que frente a tal negatoria de pago 
ya referida, el alguacil actuante procedió a colocar el mue-
ble en cuestión bajo la custodia de un guardián, no pudiendo 
hacerlo, porque el intimado Secundino Tejada, no lo tenía 
en su poder, lo que se desprende por constar en el acto ya 
referido, lo siguiente: 'Hago constar que mi requerido Se-
cundino Tejada me declaró haber empeñado el radio que se 
le requiere en este acto, dispuso de él"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos caracterizan el delito previsto por el artículo 19 de la 
Ley N" 1608, de 1947, sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles, según el cual, "constituye abuso de confianza, sujeto 
a las penas establecidas en el artículo cuatrocientos seis 
del Código Penal: a) El hecho de parte del comprador de 
vender o en cualquier forma disponer de la cosa antes¡ 
de haber adquirido derecho de propiedad y sin el consenti-
miento del propietario"; y no el constituido por "el hecho 
de no entregar la cosa cuando le sea requerida en la forma 
prevista en el artículo doce, salvo por causa de fuerza 
mayor", como fué apreciado por la Corte a qua, de confor-
midad con el apartado e) del citado artículo 19; que, sin 
embargo, este error no puede da rlugar a la anulación de 
la sentencia impugnada, puesto que el referido delito de 
abuso de confianza está igualmente sancionado, en todas 
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las modalidades previstas por dicho texto legal, con las pe. 
nas de prisión correccional de uno a dos años y multa que 
no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la 
tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que se 
deban al agraviado, al tenor de las disposiciones del artícu-
lo 406 del Código Penal; que, por otra parte, al declarar al 
prevenido culpable del mencionado delito y al condenarlo, 
acogiendo circunstantes atenuantes, a un mes de prisió 
correccional, la Corte a qua le impuso una pena ajustad 
a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Secundino Tejada contra sentencia 
correccional dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís en fecha diecisiete de noviembre de mil no-
vecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrent 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

Rentenda impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
ris de fecha 20 de octubre de 1960. 

materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Victor José Rondón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98'. de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-i 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Víctor José Rondón, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, 
calle Federico R. Bermúdez, casa N^ 53, cédula 24319, serie 
23, sello 26857, contra sentencia correccional dictada por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha veinte 
de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 713 712 	 BOLETÍN JUDICIAL 

I. 
Ih 

las modalidades previstas por dicho texto legal, con las pe-
nas de prisión correccional de uno a dos años y multa qu 
no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de 1 
tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que s 
deban al agraviado, al tenor de las disposiciones del artícu 
lo 406 del Código Penal; que, por otra parte, al declarar 
prevenido culpable del mencionado delito y al condenarlo 
acogiendo circunstantes atenuantes, a un mes de prisió 
correccional, la Corte a qua le impuso una pena ajustad 
a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Secundino Tejada contra sentencia 
correccional dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís en fecha diecisiete de noviembre de mil no-
vecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrent 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánche 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ris de fecha 20 de octubre de 1960. 

materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Víctor José Rondón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien. 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Víctor José Rondón, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, 
calle Federico R. Bermúdez, casa N^ 53, cédula 24319, serie 
23, sello 26857, contra sentencia correccional dictada por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha veinte 
de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua en fecha diecisiete de noviembre de mil nove-
cientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 12 y 19 de la Ley N9  1608, de 1947, so-
bre Ventas Condicionales de Muebles; 406 y 463 del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
nueve de marzo de mil novecientos sesenta, Orlando Mar-
tínez M., sub-agente local de la compañía Frías y Dohse, 
C. por A., presentó querella contra Manuel Víctor José Ron-
dón, por el hecho de éste haber dispuesto de una bicicleta 
que había adquirido en venta condicional, antes de pagar la 
totalidad del precio convenido; b) que apoderado del cono-
cimiento del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís lo decidió por su 
sentencia de fecha dieciocho de mayo de mil novecientos se-
senta, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
1°—Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el 
nombrado Víctor José Rondón, por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; 
2^—Que debe condenar y condena al nombrado Víctor José 
Rondón, a sufrir la pena de tres meses de prisión correccio-
nal por el delito de Abuso de Confianza, en perjuicio de ppdo. 
de Frías & Dhose, C. por A.; 39— Que debe condenar y con-
dena al inculpado al pago de las costas"; c) que en fecha 
veintidós de junio de mil novecientos sesenta, dicho Juzgado 
dictó otra sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido el 
recurso de oposición interpuesto por el inculpado Manuel 
Víctor José Rondón, contra sentencia de este Tribunal N^ 
303 de fecha 18 de mayo de 1960, que lo condenó en defecto 
a sufrir la pena de tres meses de prisión correccional, en  

il 

perjuicio de ppdo. de Frías & Dhose, (Representado por 
Orlando Martínez) y lo declara nulo sin valor ni efecto dicho 
recurso; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Que debe 
condenar y condena al inculpado al pago de las costas"; d) 
que sobre la apelación interpuesta por el prevenido, la Corte 
a qua dictó su sentencia de fecha doce de septiembre de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el nom-
brado Manuel Víctor José Rondón, por no haber compare-
cido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, en materia correccional, en fecha 22 de 
junio de 1960, que ondenó al nombrado Manuel Víctor José 
Rondón a sufrir la pena de tres meses de prisión correcciom 
nal, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el 
delito de abuso de confianza, en perjuicio de la Compañía 
"Frías & Dohse", C. por A.; CUARTO: Condena -a dicho in-
culpado al pago de las costas"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
• sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 

"FALLA: PRIMERO: Por no haber comparecido el incul-
pado Manuel Víctor José Rondón a la audiencia de hoy, no 
obstante haber sido legalmente citado, declara nulo, y, en 
consecuencia sin ningún valor ni efecto legal, el presente 
recurso de oposición interpuesto por dicho inculpado, contra 
sentencia dictada en defecto por esta Corte de Apelación, 
en materia correccional, en fecha 12 de septiembre de 1960, 
cuya parte dispositiva dice así: "FALLA : PRIMERO: Admi-
te en cuanto a la forma, el recurso de apelación; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Víctor 
José Rondón, por no haber comparecido a la - audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Confir-
ma la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan- 
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Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua en fecha diecisiete de noviembre de mil nove-
cientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 12 y 19 de la Ley N9 1608, de 1947, so-
bre Ventas Condicionales de Muebles; 406 y 463 del Código 
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
nueve de marzo de mil novecientos sesenta, Orlando Mar-
tínez M., sub-agente local de la compañía Frías y Dohse, 
C. por A., presentó querella contra Manuel Víctor José Ron-
dón, por el hecho de éste haber dispuesto de una bicicleta 
que había adquirido en venta condicional, antes de pagar la 
totalidad del precio convenido; b) que apoderado del cono-
cimiento del caso, el Juzgado de Primera Instancia del DisL 
trito Judicial de San Pedro de Macorís lo decidió por su 
sentencia de fecha dieciocho de mayo de mil novecientos se-
senta, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
1"—Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el 
nombrado Víctor José Rondón, por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado: , 

 2"—Que debe condenar y condena al nombrado Víctor José 
Rondón, a sufrir la pena de tres meses de prisión correccio-
nal por el delito de Abuso de Confianza, en perjuicio de ppdo. 
de Frías & Dhose, C. por A.; 3'— Que debe condenar y con-
dena al inculpado al pago de las costas"; e) que en fecha 
veintidós de junio de mil novecientos sesenta, dicho Juzgado 
dictó otra sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido el 
recurso de oposición interpuesto por el inculpado Manuel 
Víctor José Rondón, contra sentencia de este Tribunal N" 
303 de fecha 18 de mayo de 1960, que lo condenó en defecto 
a sufrir la pena de tres meses de prisión correccional, en 

perjuicio de ppdo. de Frías & Dhose, (Representado por 
Orlando Martínez) y lo declara nulo sin valor ni efecto dicho 
recurso; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Que debe 
condenar y condena al inculpado al pago de las costas"; d) 
que sobre la apelación interpuesta por el prevenido, la Corte 
a qua dictó su sentencia de fecha doce de septiembre de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el nom-
brado Manuel Víctor José Rondón, por no haber compare-
cido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, en materia correccional, en fecha 22 de 
junio de 1960, que ondenó al nombrado Manuel Víctor José 
Rondón a sufrir la pena de tres meses de prisión correcciom 
nal, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el 
delito de abuso de confianza, en perjuicio de la Compañía 
"Frías & Dohse", C. por A.; CUARTO: Condena -a dicho in-
culpado al pago de las costas"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
• sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 

"FALLA: PRIMERO: Por no haber comparecido el incul-
pado Manuel Víctor José Rondón a la audiencia de hoy, no 
obstante haber sido legalmente citado, declara nulo, y, en 
consecuencia sin ningún valor ni efecto legal, el presente 
recurso de oposición interpuesto por dicho inculpado, contra 
sentencia dictada en defecto por esta Corte de Apelación, 
en materia correccional, en fecha 12 de septiembre de 1960, 
cuya parte dispositiva dice así: "FALLA : PRIMERO: Admi-
te en cuanto a la forma, el recurso de apelación; SEGUNDO: 
Pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Víctor 
José Rondón, por no haber comparecido a la• audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Confir-
ma la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan- 
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cia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en materia 
correccional, en fecha 22 de junio de 1960, qué condenó al 
nombrado Manuel Víctor José Rondón a sufrir la pena de 
tres meses de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, por el delito de abuso de confian-
za, en perjuicio de la Compañía "Frías & Dohse" C. por A.; 
CUARTO: Condena a dicho inculpado al pago de las costas"; 
SEGUNDO: Condena a dicho inculpado al pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del veinte de 
octubre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 y 
208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia en defecto pronunciada en materia correccio-
nal es nula si el oponente no compareciere a sostener la opo-
sición; que en el fallo impugnado por el presente recurso de 
casación, es constante que el oponente no compareció a la 
audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstante 
haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, 
por consiglente, los mencionados textos legales fueron co-
rrectamente aplicados por la Corte a qua, al declarar nulo, y 
consecuentemente, sin ningún valor ni efecto, el recurso de 
oposición interpuesto por Manuel Víctor José Rondón contra 
la sentencia en defecto del doce de septiembre de mil nove-
cientos sesenta, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula 
la oposición por no haber comparecido el oponente se ex- ,-

tiende a la primera sentencia por defecto que estatuyó sobre 
el fondo de la prevención, procede el examen de la sentencia 
dictada por la Corte a qua el doce de septiembre de mili 

novecientos sesenta; 
Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-

blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, lo siguiente: a) que en fecha diez de julio de mil* 
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novecientos cincuentiocho, Manuel; Víctor José Rondón 
suscribió un contrato de venta condicional de muebles con 
la Compañía Frías y Dohse, C. por A., mediante el cual esta 
entidad comercial le vendió una bicicleta marcha "Raleigh" 
modelo popular con cambio para hombre, por la suma de 
ciento diez pesos (RD$110.00), habiendo pagado el com-
prador, como cuota inicial al recibir el mueble, la suma de 
RD$30.00, y debiendo pagar la diferencia del precio en su-
mas parciales, a razón de RD$10.00 por mes; b) que el pre-
venido no cumplió lo pactado en el referido contrato, y al 
requerírsele la entrega del mueble recibido en venta con-
dicional, en ejecución del auto de incautación dictado por 
el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito 
Nacional, de fecha dicisiete de febrero de mil novecientos se-
senta, no lo entregó, limitándose a manifestarle al alguacil 
actuante: "Que él no la tiene. Que dispuso de la bicicleta"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, constituyen el delito de abuso de 
confianza, previsto por el inciso e) del artículo 19 de la Ley 
N . ' 1608, de 1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles, 
y sancionado con las penas de prisión correccional de uno a 
dos años y multa que no bajará de cincuenta pesos, ni exce-
derá el tanto de la tercera parte de las indemnizaciones y 
restituciones que se deban al agraviado, de conformidad con 
el artículo 406 del Código Penal; que, por consiguiente, los 
hechos de la prevención han sido correctamente calificados; 
que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable del 
referido delito y al condenarlo, consecuentemente, a la pena 
de tres meses de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Víctor José Rondón contra 
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cia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en materia 
correccional, en fecha 22 de junio de 1960, qué condenó al 
nombrado Manuel Víctor José Rondón a sufrir la pena de 
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casación, es constante que el oponente no compareció a la 
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por consigt.iiente, los mencionados textos legales fueron co-
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puesto contra una sentencia correccional que declara nula 
la oposición por no haber comparecido el oponente se ex- . 

 tiende a la primera sentencia por defecto que estatuyó sobre 
el fondo de la prevención, procede el examen de la sentencia 
dictada por la Corte a qua el doce de septiembre de mil 

novecientos sesenta; 
Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
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que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
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novecientos cincuentiocho, Manuel Víctor José Rondón 
suscribió un contrato de venta condicional de muebles con 
la Compañía Frías y Dohse, C. por A., mediante el cual esta 
entidad comercial le vendió una bicicleta marcha "Raleigh" 
modelo popular con cambio para hombre, por la suma de 
ciento diez pesos (RD$110.00), habiendo pagado el com-
prador, como cuota inicial al recibir el mueble, la suma de 
RD$30.00, y debiendo pagar la diferencia del precio en su-
mas parciales, a razón de RD$10.00 por mes; b) que el pre-
venido no cumplió lo pactado en el referido contrato, y al 
requerírsele la entrega del mueble recibido en venta con-
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Nacional, de fecha dicisiete de febrero de mil novecientos se-
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hechos de la prevención han sido correctamente calificados; 
que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable del 
referido delito y al condenarlo, consecuentemente, a la pena 
de tres meses de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Víctor José Rondón contra 
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sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fecha veinte de octubre de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 

1' 	Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

11 	
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué ,  11 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

ncia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 2 de noviembre de 1960. 

feria: Penal. 

nte: Héctor Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restau-
ración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor 
Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
95212, serie P, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, domiciliado y residente en esta ciudad, contra sen-
tencia correccional pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo en fecha dos de noviembre de mil novecien-
tos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el mismo día de la sentencia, a 
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sentencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fecha veinte de octubre de mil 
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ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restau-
ración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor 
Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
95212, serie P, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, domiciliado y residente en esta ciudad, contra sen-
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el mismo día de la sentencia, a 
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requerimiento del recurrente y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 del Código Pe nal, refor-
mado por la Ley N° 4999 del año 1958, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
treinta de mayo de mil novecientos sesenta, Antonio Sains 
Mojica presentó querella contra Héctor Fernández por el 
hecho de sustracción de su hija menor Antonia Salas; b) 
que el Procurador Fiscal del Distrito Nacional apodere, 
regularmente del caso a la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del citado Distrito, la cual lo 
decidió por su sentencia de fecha quince de agosto de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, a Héctor Fernández, culpa-
ble del delito de sustracción de la menor de 18 años de edad, 
Antonia Salas, y, en consecuencia, se le condena, a dos (2) 
meses de prisión correccional, y al pago de una multa de 
RD$30.00, multa que en caso de insolvencia compensará 
con un día de prisión por cada peso dejado de pagar; SE-1 
GUNDO: Condena, al mencionado prevenido al pago de las 
penales causadas"; 

Considerando que sobre recursos del querellante An-
tonio Salas Mojica y del prevenido, la Corte a qua dictó la 

sentencia ahora impugnada cuyo cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, el recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado Héctor Fernández; 
SEGUNDO: Declara inadmisible el recurso de apelación 
interpuesto por el señor Antonio Salas Mojica, por no ser 
éste parte en el proceso; TERCRO: Modica la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 15 de septiembre de 1960, que con-
denó al nombrado Héctor Fernández, de generales que cons- 
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tan, a dos (2) meses de prisión correccional, al pago de una 
multa de RD$30.00 y costas, por el delito de sustracción de 
la menor de edad Antonia Salas, y, en consecuencia, conde-
na a dicho prevenido a sufrir la pena de un (1) mes de pri-
sión correccional y RD$30.00 de multa, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena a di-
cho prevenido Héctor Fernández, al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la querella fué presentada en fecha trein-
ta de mayo de mil novecientos sesenta, señalando que "el 
hecho ocurrió en esta ciudad hace cuatro meses, pero sin 
precisar el día, y que la joven agraviada "es menor de 17 
años", en tanto que la certificación de la declaración del 
nacimiento, expedida el seis de junio de mil novecientos 
sesenta, revela que el nacimiento de la referida agraviada 
ocurrió el día diecisiete de enero del año mil novecientos 
cuarntidós; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 355 del 
Código Penal, tal como rige actualmente, desde que fué 
promulgada la Ley N° 4999 del año 1958 en que se redujo 
a dieciocho años la mayor edad, el hecho que se imputa al 
prevenido, ocurrido en el mes de enero del año mil nove-
cientos sesenta escaparía a las persecuciones penales si se 
estableciera que el hecho ocurrió después del día diecisiete 
del mencionado mes de enero, fecha en la cual adquirió su 
mayor edad la joven agraviada; 

Considerando que al no haber establecido con presicion 
la Corte a qua los hechos de la causa para determinar el 
en que ocurrió el hecho de la sustracción, es decir, si 
antes o después del día diecisiete del mes de enero del año 
mil novecientos sesenta, la sentencia impugnada debe ser 
casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha dos del mes de noviembre del ario 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro 
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requerimiento del recurrente y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal, refor-
mado por la Ley N° 4999 del año 1958, y 1 y 65 de la Ley 
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Antonia Salas, y, en consecuencia, se le condena, a dos (2) 
meses de prisión correccional, y al pago de una multa de 
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interpuesto por el señor Antonio Salas Mojica, por no ser 
éste parte en el proceso; TERCERO: Modica la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 15 de septiembre de 1960, que con-
denó al nombrado Héctor Fernández, de generales que cons- 
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tan, a dos (2) meses de prisión correccional, al pago de una 
multa de RD$30.00 y costas, por el delito de sustracción de 
la menor de edad Antonia Salas, y, en consecuencia, conde-
na a dicho prevenido a sufrir la pena de un (1) mes de pri-
sión correccional y RD$30.00 de multa, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena a di-
cho prevenido Héctor Fernández, al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la querella fué presentada en fecha trein-
ta de mayo de mil novecientos sesenta, señalando que "el 
hecho ocurrió en esta ciudad hace cuatro meses, pero sin 
precisar el día, y que la joven agraviada "es menor de 17 
años", en tanto que la certificación de la declaración del 
nacimiento, expedida el seis de junio de mil novecientos 
sesenta, revela que el nacimiento de la referida agraviada 
ocurrió el día diecisiete de enero del año mil novecientos 
cuarntidós; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 355 del 
Código Penal, tal como rige actualmente, desde que fué 
promulgada la Ley N^ 4999 del año 1958 en que se redujo 
a dieciocho años la mayor edad, el hecho que se imputa al 
prevenido, ocurrido en el mes de enero del año mil nove-
cientos sesenta escaparía a las persecuciones penales si se 
estableciera que el hecho ocurrió después del día diecisiete 
del mencionado mes de enero, fecha en la cual adquirió su 
mayor edad la joven agraviada; 

Considerando que al no haber establecido con presicion 
la Corte a qua los hechos de la causa para determinar el 
en que ocurrió el hecho de la sustracción, es decir, si fue 
antes o después del día diecisiete del mes de enero del año 
mil novecientos sesenta, la sentencia impugnada debe ser 
casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha dos del mes de noviembre del año 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro 
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lugar del presente fallo y envía el asunto a la Corte de Ape- 
lación de San Cristóbal; y, Segundo: Declara de oficio las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.--
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán. —Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loc; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DE 1961 

s,nteneia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Duarte de fecha 28 de noviembre de 1960. 

materia. Penal. 

;•eurrente: César Difó Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
nci Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- 

uto de Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
;t:el A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de abril de mil nove-
eizmtos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
k. la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
t. Lcia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César Difó 
Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, dorni-

' cié ado y residente en el municipio de San Francisco de Ma-
corís, cédula 22157, serie 56, sello 1191767, contra senten-
cia correccional pronunciada en grado de apelación por la 
'amara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Duarte, en fecha veintiocho del mes de noviembre 
del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Vasquez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
eu ado y residente en el municipio de San Francisco de Ma-
corís, cédula 22157, serie 56, sello 1191767, contra senten-
cia correccional pronunciada en grado de apelación por la 
l'amara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en fecha veintiocho del mes de noviembre 
del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaria del Tribunal a quo el mismo día de la sentencia, a 
requerimiento del recurrente y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra a), párrafos II y V de 
la Ley N° 2022, modificado por la Ley N^ 3749, del año 
1954; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
dGcumentos a que ella se refiere consta: a) que la Policía 
Nacional en la ciudad de San Francisco de Macorís sometió 
en fecha siete del mes de octubre del año mil novecientos 
sesenta a Luis María Paulino Salcedo y César Difó Vásquez 
p.i el hecho de golpes recíprocos en perjuicio de ambos pre-
venidos, a consecuencia de un choque originado entre dos 
vehículos de motor manejados por éstos, y el último, ade-
más, según acta por separado, por no estar provisto de li-
cencia para manejar vehículo de motor; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del Municipio de San Francisco 
ae Macorís, lo decidió por su sentencia del mismo día del 
sometimiento cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara a los nom-
brados Luis María Paulino Salcedo y César Difó, de genera-
les anotadas, culpable del hecho que se le acusa violación a 
la Ley 4809 (por no tener su licencia para manejar vehículo 
c..e motor o por no portarla consigo), y en consecuencia se 
!e condena a pagar una multa de RD$3.00 cada uno, aco-
giendo en cuanto al señor César Difó, el principio de no cúmu-
lo de penas; y SEGUNDO: Que se condenen a ambos al pago 
de las costas"; 

Considerando que sobre recursos interpuestos por el 
evenido Luis María Paulino Salcedo y el Procurador Fiscal 

del Distrito Judicial de Duarte en fechas siete y diez del mes 
de octubre de mil novecientos sesenta, respectivamente, la 

cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, en grado de apelación, lo decidió por su 
.z9,3tencia de fecha veintiocho del mes de noviembre del año 
ala novecientos sesenta, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, regula-
r2S y válidos los presentes recursos de apelación interpues-
1JS por el prevenido Luis María Paulino y por el Magistra- , 

 do Procurador Fiscal; SEGUNDO: Que debe modificar y 
Laodifica, la sentencia N" 715 de fecha 7 de octubre de 1960, 
dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción de este municipio, y obrando por propio imperio, decla-
ra a los nombrados Luis María Paulino y César Difó, de 
generales anotadas, culpables del delito de violación a la 
Ley N° 2022, y en consecuencia, los condena a Luis María 
Paulino a sufrir 3 días de prisión y a RD$30.00 de multa; y 
a César Difó, a 3 meses de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$90.00, acogiendo en favor de ambos 
falta de la víctima, y en perjuicio del último la agravante de 
no tener licencia; TERCERO: Que debe declarar y declara 
a los prevenidos Luis María Paulino y César Difó, no cul-
pables del delito de violación a la Ley 4809, y los descarga 
en razón de que el hecho constitutivo del citado delito, es 
una falta determinante e integrante del delito de violación 
a la Ley N" 2022; y CUARTO: Que debe condenar y conde-
na, a los citados prevenidos al pago de las costas, y las de-
clara de oficio en cuanto respecta al delito de violación a 
la Ley N° 4809"; 

Considerando que la Cámara Penal a qua dió por esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción 
de la causa, lo siguiente: 1) que el día siete del mes de octu-
bi e del año mil novecientos sesenta en la esquina formada 
por las calles "Salomé Ureña" y "San Francisco" de la ciu-
■ lad de San Francisco de Macorís, entre el carro placa públi-
ca N° 18462 y el camión de volteo placa N°  33400, manejados 
respectivamente, por los prevenidos Luis María Paulino Sal- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
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requerimiento del recurrente y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 
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más, según acta por separado, por no estar provisto de li-
cencia para manejar vehículo de motor; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del Municipio de San Francisco 
áe Macorís, lo decidió por su sentencia del mismo día del 
sometimiento cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara a los nom-
brados Luis María Paulino Salcedo y César Difó, de genera-
les anotadas, culpable del hecho que se le acusa violación a 
la Ley 4809 (por no tener su licencia para manejar vehículo 
c..e motor o por no portarla consigo), y en consecuencia se 
:e condena a pagar una multa de RD$3.00 cada uno, aco-
giendo en cuanto al señor César Difó, el principio de no cúmu-
lo de penas; y SEGUNDO: Que se condenen a ambos al pago 
de las costas"; 

Considerando que sobre recursos interpuestos por el 
pi evenido Luis María Paulino Salcedo y el Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Duarte en fechas siete y diez del mes 
de octubre de mil novecientos sesenta, respectivamente, la  
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dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción de este municipio, y obrando por propio imperio, decla-
ra a los nombrados Luis María Paulino y César Difó, de 
generales anotadas, culpables del delito de violación a la 
Ley N° 2022, y en consecuencia, los condena a Luis María 
Paulino a sufrir 3 días de prisión y a RD$30.00 de multa; y 
a César Difó, a 3 meses de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$90.00, acogiendo en favor de ambos 
falta de la víctima, y en perjuicio del último la agravante de 
no tener licencia; TERCERO: Que debe declarar y declara 
a los prevenidos Luis María Paulino y César Difó, no cul-
pables del delito de violación a la Ley 4809, y los descarga 
en razón de que el hecho constitutivo del citado delito, es 
una falta determinante e integrante del delito de violación 
a la Ley N° 2022; y CUARTO: Que debe condenar y conde-
na, a los citados prevenidos al pago de las costas, y las de-
clara de oficio en cuanto respecta al delito de violación a 
la Ley N^ 4809"; 

Considerando que la Cámara Penal a qua dió por esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción 
de la causa, lo siguiente: 1) que el día siete del mes de octu-
bi e del año mil novecientos sesenta en la esquina formada 
por las calles "Salomé Ureña" y "San Francisco" de la ciu-
dad de San Francisco de Macorís, entre el carro placa públi-
ca /\19 18462 y el camión de volteo placa N° 33400, manejados 
respectivamente, por los prevenidos Luis María Paulino Sal- 
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cedo y César Difó Vásquez se produjo un choque o colisión, 
resultando ambos conductores con golpes leves que curaron 
ardes de diez días; 2) que el choque se produjo, porque los 
revenidos, a pesar de que se vieron a una distancia de diez 
yardas, no aminoraron la marcha de sus vehículos y porque 

otra parte no tocaron bocina como advertencia de su 
acercamiento en una zona de tránsito que requería mayor 
vigilancia; y 3) que además de esas faltas comunes en que 
incurrieron simultáneamente ambos prevenidos, se com-
probó que César Difó Vásquez estaba manejando su vehícu-
lo sin estar provisto de la licencia correspondiente, deter-
minándose, por ende, que si de una parte hubo incidencia 
recíproca de las víctimas que resultaron ser ambos preve-
nidos, en cuanto al ahora recurrente su hecho estaba agra-
vado además por una falta exclusiva, la de manejar su ve-
hículo sin estar provisto de licencia; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Cámara Penal a qua a cargo de César Difó Vás-
quez, constituyen el delito de golpes por imprudencia, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, previsto y san-
cionado por el artículo 3, letra a) de la Ley N" 2022, mocli-
icado por la Ley N9  3749 del año 1954 con las penas de 

seis días a seis meses de prisión correccional y multa de 
a ciento ochenta pesos; que, por consiguiente, los he-

chos de la prevención han sido correctamente calificados; 
que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable del 
referido delito y condenarlo, consecuentemente, a las penas 
de tres meses de prisión correccional y- noventa pesos oro 
de multa, de acuerdo con los párrafos II y V, combinados, 
del citado texto legal, la Cámara Penal a qua hizo una co-
necta aplicación de la ley; 

'Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por César Difó Vásquez, contra sentencia  

orreccional dictada en grado de apelación por la Cámara 
enal del Juzgado de Primera Instancia de Duarte en fecha 
eintiocho del mes de noviembre del año mil novecientos se-
nta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 

&lo; Segundo: Condena al recurrente al pago das las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
fIrmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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lo sin estar provisto de la licencia correspondiente, deter-
minándose, por ende, que si de una parte hubo incidencia 
recíproca de las víctimas que resultaron ser ambos preve-
nidos, en cuanto al ahora recurrente su hecho estaba agra-
vado además por una falta exclusiva, la de manejar su ve-
hículo sin estar provisto de licencia; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Cámara Penal a qua a cargo de César Difó Vás-
quez, constituyen el delito de golpes por imprudencia, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, previsto y san-
cionado por el artículo 3, letra a) de la Ley Ng 2022, modi-
ficado por la Ley N 9  3749 del año 1954 con las penas de 
seis días a seis meses de prisión correccional y multa de 

a ciento ochenta pesos; que, por consiguiente, los he-
chos de la prevención han sido correctamente calificados; 
que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable del 
referido delito y condenarlo, consecuentemente, a las penas 
de tres meses de prisión correccional y- noventa pesos oro 
de multa, de acuerdo con los párrafos II y V, combinados, 
del citado texto legal, la Cámara Penal a qua hizo una co-
ri ecta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por César Difó Vásquez, contra sentencia 
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órreccional dictada en grado de apelación por la Cámara 
enal del Juzgado de Primera Instancia de Duarte en fecha 
eintiocho del mes de noviembre del año mil novecientos se- 

ta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
silo; Segundo: Condena al recurrente al pago das las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 

_Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
Vrmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
cer tífico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ABRIL DE 1961 

Sentencias impugnadas: Corte de Apelación de San Pedro de Caco 
rís de fechas 20 de septiembre y 14 de noviembre de 1960.  

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Suárez. 
Abogado: Dr. Barón del Giúdice Marchena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma • 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andi és 
Suárez, dominicano, mayor de dedad, soltero, negociante, 
domiciliado y residente en Higüey, cédula 555, serie 27, sello 
2203017, parte civil constituida, contra sentencias pronuncia-
das por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fechas veinte de septiembre y catorce de noviembre de mil 
novecientos sesenta, y cuyos dispositivos se copian más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula 21229, 
serie 47, sello 74831, en representación del Dr. Barón del 
Giúdice Marchena, cédula 2700, serie 23, sello 71635, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantadá en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diecisiete de noviem-
bre del año mil novecientos sesenta y uno, a requerimiento 
del Dr. Barón del Giúdice Marchena, en representación del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veinte de febre-
ro de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el Dr. Ba-
rón del Giúdice Marchena, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 20, 22 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de febrero del año mil novecientos sesenta, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, apoderado por el ministerio público, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declina, por ante el Juzgado de Instrucción correspondiente 
el presente expediente seguido contra los nombrados Aura 
Quezada del Rosario e Inocencio Jesús Escolástico, preveni-
dos del delito de robo y complicidad del mismo hecho, en 
perjuicio de Andrés Suárez, por haber indicios de que se ha 
cometido un crimen; Segundo: Mantiene la fianza impuesta 
al coprevenido Inocencio Jesús Escolástico, hasta tanto se 
apodere el Juzgado de Instrucción correspondiente; Tercero: 
Reserva las costas"; b) que en fecha veintitrés de febrero 
del mismo año, el Procurador Fiscal de La Altagracia dictó 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ABRIL DE 1961 

Sentencias impugnadas: Corte de Apelación de San Pedro de Caco-
ris de fechas 20 de septiembre y 14 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Suárez. 

Abogado: Dr. Barón del Giúdice Marchena. 

Oído el Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula 21229, 
serie 47, sello 74831, en representación del Dr. Barón del 
Giúdice Marchena, cédula 2700, serie 23, sello 71635, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a qua, en fecha diecisiete de noviem-

re del año mil novecientos sesenta y uno, a requerimiento 
del Dr. Barón del Giúdice Marchena, en representación del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veinte de febre-
ro de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el Dr. Ba-
rón del Giúdice Marchena, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 20, 22 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de febrero del año mil novecientos sesenta, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, apoderado por el ministerio público, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declina, por ante el Juzgado de Instrucción correspondiente 
el presente expediente seguido contra los nombrados Aura 
Quezada del Rosario e Inocencio Jesús Escolástico, preveni-
dos del delito de robo y complicidad del mismo hecho, en 
perjuicio de Andrés Suárez, por haber indicios de que se ha 
cometido un crimen; Segundo: Mantiene la fianza impuesta 
al coprevenido Inocencio Jesús Escolástico, hasta tanto se 
apodere el Juzgado de Instrucción correspondiente; Tercero: 
Reserva las costas"; b) que en fecha veintitrés de febrero 
del mismo año, el Procurador Fiscal de La Altagracia dictó 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma • 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día doce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Suárez, dominicano, mayor de dedad, soltero, negociante, 
domiciliado y residente en Higüey, cédula 555, serie 27, sello 
2203017, parte civil constituida, contra sentencias pronuncia-
das por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fechas veinte de septiembre y catorce de noviembre de mil 
novecientos sesenta, y cuyos dispositivos se copian más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

• 

(11  
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un auto requiriendo del Juez de Instrucción de aquel Dis• 
trito Judicial, proceder a la instrucción de la sumaria co-
rrespondiente en relación con el crimen de robo de que 

1 fué víctima Andrés Suárez; c) que en fecha veintiocho de 
marzo siguiente, el indicado Juez de Instrucción dictó una 
Ordenanza cuyo dispositivo es el siguiente: "RESOLVE-
MOS: Declarar, como al efecto declaramos, que no hay lugar 
a la prosecución de las actuaciones judiciales contra los nom-
brados Aura Quezada del Rosario e Inocencio de Jesús Es-
colástico, de generales que constan, por no revestir el hech 
que se les imputa carácter de crimen; Encargar al Secreta-
rio de este Juzgado que haga las notificaciones de lugar" 
d) que sobre apelación interpuesta por Andrés Suárez, part 
civil constituida, contra la indicada Ordenanza, la Cámar 
de 'Calificación de San Pedro de Macorís, dictó en 'fech 
veintiocho de abril de mil novecientos sesenta, una Decisió 
cuyo dispositivo es el siguiente: "DECLARAMOS: a) Admi 
tir como válido en la forma, el recurso de apelación de An 
drés Suárez, parte civil constituida; b) Revocar dicha Ord 
nanza de No Ha Lugar por considerar esta Cámara de Ca 
lificación que existen cargos e indicios suficientes para in 
culpar, primero, a la nombrada Aura Quezada del Rosario 
de generales anotadas en el proceso, del crimen de robo d 
noche, y en casa habitada, en perjuicio de Andrés Suáre 
y segundo, al nombrado Inocencio Jesús Escolástico, d 
generales también anotadas en el proceso, como cómplice 
por ocultación en el robo cometido por Aura Quezada del 
Rosario; y, en consecuencia, MANDAMOS C ORDENAMOS' 
PRIMERO: Que los nombrados Aura Quezada del Rosario e 
Inocencio Jesús Escolástico sean enviados por ante el Tri-
bunal Criminal, para que respondan a los hechos puestos al 
su cargo y se les juzgue de acuerdo con la Ley. SEGUNDO.  

Que el infrascrito Secretario proceda a la notificación de 1 
presente decisión, tanto al Magistrado Procurador Fiscal  

de este Distrito Judicial, así como a los prevenidos Aur 
Quezada del Rosario e Inocencio Jesús Escolástico. TER 
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CERO: Que las actuaciones de la Cámara de Calificación y 
un estado de los objetos y documentos que han de obrar co-
mo fundamento de convicción, sean transmitidos al Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Alta-
gracia, para los fines de lugar"; e) que así apoderado del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia, lo decidió por sentencia de fecha catorce 
de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo dice 
sí: "FALLA: PRIMERO: Varía, la calificación del crimen 

de robo de noche en casa habitada, puesto a cargo de la 
ombrada Aura Quezada del Rosario, de generales anotadas, 
r la del delito de robo simple mayor de veinte pesos en 
rjuicio de Andrés Suárez y en consecuencia la condena a 
frir la pena de seis (6) meses de prisión correccional, 

cogiendo en su favor circunstancias atenuantes, como auto-
ra de ese delito; SEGUNDO: Condena, al nombrado Inocen-
cio de Jesús Escolástico, de generales anotadas, a pagar una 
multa de cinco pesos oro (RD$5.00) por cómplice en el 
hecho puesto a cargo de Aura Quezada del Rosario, acogien-
do a su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Decla-
ra, buena y válida la constitución en parte civil, hecha en 
audiencia por Andrés Suárez, por órgano de su abogado Dr. 
Barón del Giúdice, en contra de los acusados Aura Quezada 
del Rosario e Inocencio de Jesús Escolástico y en consecuen-
cia al declarar sus conclusiones procedentes y bien fundadas 
se condenan a ambos acusados, a la restitución de la suma 
de novecientos diez pesos oro (RD$910.00) que les fueron 
robados al agraviado Andrés Suárez y al pago de una indem-
nización por los darlos morales y materiales acosionados con 
su hecho delictuoso de trescientos pesos oro (RD$300.00), 
así como también al pago de las costas civiles, con distrac-
ción a favor del abogado Dr. Barón del Giúdice, quien afir-
mó haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Condena, 
además a dichos acusados, al pago de las costas penales"; 
f) que sobre los recursos de apelación interpuestos por los 
condenados, la Corte a qua pronunció, en fecha veinte de 
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un auto requiriendo del Juez de Instrucción de aquel Dis•. 
trito Judicial, proceder a la instrucción de la sumaria co-
rrespondiente en relación con el crimen de robo de que 
fué víctima Andrés Suárez; c) que en fecha veintiocho de 
marzo siguiente, el indicado Juez de Instrucción dictó una 
Ordenanza cuyo dispositivo es el siguiente: "RESOLVE-
MOS: Declarar, como al efecto declaramos, que no hay lugar 
a la prosecución de las actuaciones judiciales contra los nom-
brados Aura Quezada del Rosario e Inocencio de Jesús Es-
colástico, de generales que constan, por no revestir el hech 
que se les imputa carácter de crimen; Encargar al Secreta-
rio de este Juzgado que haga las notificaciones de lugar" - 
d) que sobre apelación interpuesta por Andrés Suárez, part 
civil constituida, contra la indicada Ordenanza, la Cámara 
de Calificación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha  

veintiocho de abril de mil novecientos sesenta, una Decisió 
cuyo dispositivo es el siguiente: "DECLARAMOS: a) Admi 
tir como válido en la forma, el recurso de apelación de An 
drés Suárez, parte civil constituída; b) Revocar dicha Orde 
nanza de No Ha Lugar por considerar esta Cámara de Ca 
lificación que existen cargos e indicios suficientes para in 
culpar, primero, a la nombrada Aura Quezada del Rosario 
de generales anotadas en el proceso, del crimen de robo d 
noche, y en casa habitada, en perjuicio de Andrés Suáre 
y segundo, al nombrado Inocencio Jesús Escolástico, d 
generales también anotadas en el proceso, como cómplice 
por ocultación en el robo cometido por Aura Quezada de 
Rosario; y, en consecuencia, MANDAMOS C ORDENAMOS,  

PRIMERO: Que los nombrados Aura Quezada del Rosario 
Inocencio Jesús Escolástico sean enviados por ante el Tri,  

bunal Criminal, para que respondan a los hechos puestos 
su cargo y se les juzgue de acuerdo con la Ley. SEGUNDO 
Que el infrascrito Secretario proceda a la notificación de 1.  

presente decisión, tanto al Magistrado Procurador Fisca 
de este Distrito Judicial, así como a los prevenidos Aur 

Quezada del Rosario e Inocencio Jesús Escolástico. TER 

e 

: 

it 
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CERO: Que las actuaciones de la Cámara de Calificación y 
un estado de los objetos y documentos que han de obrar co-
mo fundamento de convicción, sean transmitidos al Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Alta-
gracia, para los fines de lugar"; e) que así apoderado del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia, lo decidió por sentencia de fecha catorce 
de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo dice 
sí: "FALLA: PRIMERO: Varía, la calificación del crimen 
e robo de noche en casa habitada, puesto a cargo de la 
ombrada Aura Quezada del Rosario, de generales anotadas, 
r la del delito de robo simple mayor de veinte pesos en 
rjuicio de Andrés Suárez y en consecuencia la condena a 
frir la pena de seis (6) meses de prisión correccional, 

cogiendo en su favor circunstancias atenuantes, como auto-
ra de ese delito; SEGUNDO: Condena, al nombrado Inocen-
cio de Jesús Escolástico, de generales anotadas, a pagar una 
multa de cinco pesos oro (RD$5.00) por cómplice en el 
hecho puesto a cargo de Aura Quezada del Rosario, acogien-
do a su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Decla-
ra, buena y válida la constitución en parte civil, hecha en 
audiencia por Andrés Suárez, por órgano de su abogado Dr. 
Barón del Giúdice, en contra de los acusados Aura Quezada 
del Rosario e Inocencio de Jesús Escolástico y en consecuen-
cia al declarar sus conclusiones procedentes y bien fundadas 
se condenan a ambos acusados, a la restitución de la suma 
de novecientos diez pesos oro (RD$910.00) que les fueron 
robados al agraviado Andrés Suárez y al pago de una indem-
nización por los daños morales y materiales acosionados con 
su hecho delictuoso de trescientos pesos oro (RD$300.00), 
así como también al pago de las costas civiles, con distrac-
ción a favor del abogado Dr. Barón del Giúdice, quien afir-
mó haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Condena, 
además a dichos acusados, al pago de las costas penales"; 
f) que sobre los recursos de apelación interpuestos por los 
condenados, la Corte a qua pronunció, en fecha veinte de 
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septiembre de mil novecientos sesenta, una sentencia, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: , 

 Admite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; SE-. 
 GUNDO: Desestima el pedimento hecho a nombre de la , 

parte civil constituida, de que se reenvíe la causa para que 
sean oídos a los testigos Teófilo Polanco y Polanco, un tal 
Morales y a los miembros de la Policía Nacional que actua-• 
ron en el caso, por no considerarlo de utilidad para la sus-, 
tanciación de la causa; TERCERO: Revoca la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Altagracia, en atribuciones correccionales, en 
fecha catorce (14) de julio de 1960, que condenó a Aura' 
Quezada del Rosario y a Inocencio de Jesús Escolástico, la 
primera a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio 
nal, como autora del delito de robo simple, cuyo valor es 
mayor de veinte pesos oro, pero menor de mil, en perjuicio 
del señor Andrés Suárez y el segundo al pago de una multa 
de RD$5.00 como cómplice del delito puesto a cargo de la 
primera, acogiendo en favor de dichos inculpados circuns-
tancias atenuantes; declaró buena y válida la constitución 
en parte civil del señor Andrés Suárez, por órgano de su 
abogado el Dr. Barón del Giúdice, en contra de los referido.; 
inculpados; condenó a los inculpados a la restitución de 
RD$910.00 que les fueron robados al agraviado André -
Suárez y los condenó al pago de una indemnización de R 
$300.00, a título de daños morales y materiales causado -
por su hecho delictuoso, así como al pago de las costas pe-
nales y civiles, con distracción de las últimas en provecho 
del Dr. Barón del Giúdice, abogado que afirmó haberla -

avanzado en su totalidad, y obrando por contrario imperio 
descarga a los referidos inculpados, de los indicados delitos 
por insuficiencia de pruebas; CUARTO: Pronuncia el defecto 
de la parte civil constituida, señor Andrés Suárez, por falt: 
de concluir; QUINTO: Condena a la dicha parte civil qu -
sucumbe, al pago de las costas, con distracción en provech 
de los abogados Licenciado Ramón de Windt Lavandier 

Dr. Mario Carbuccia Ramírez, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte; y SEXTO: Declara las costas 
penales de oficio de ambas instancias"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto contra esta última sentencia, por la parte civil cons-
tituída, la Corte a qua pronunció la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara nulo, y por consiguiente, sin efecto legal, el recurso 
de oposición de Andrés Suárez, parte civil constituida, por 
no haber comparecido a la nueva audiencia de fecha 3 de 
noviembre del 1960, fijada por esta Corte de Apelación, no 
obstante haber sido citado legalmente, cuya sentencia en 
defecto desestimó su pedimento "de que la causa fuera 
reenviada para que fueran oídos a los testigos Teófilo Po-
lanco y Polanco y un tal Morales y a los miembros de la 
Policía Nacional que actuaron en el caso", por no conside-
rarlo de utilidad para la sustanciación de la causa; pronun-
ció el defecto por falta de concluir al fondo y lo condenó 
además, al pago de las costas civiles, con distracción en 
provecho de los abogados licenciado Ramón de Windt La-
vandier y Dr. Mario Carbuccia Ramírez, quienes afirmaron 
haberlas avanzado en su mayor parte; SEGUNDO: Condena 
al oponente Andrés Suárez, al pago de las costas civiles"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
base legal. Motivación insuficiente. Segundo Medio: Viola-
ción de los derechos de defensa; 

Considerando, en cuanto al recurso relativo a la sen-
tencia del catorce de noviembre de mil novecientos sesenta, 
que las sentencias pronunciadas en defecto en materia cri-
minal, contra la parte civil y la persona civilmente respon-
sable, son susceptibles de oposición, el cual queda sometido 
a las disposiciones de los artículos 188 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, con todas sus consecuencias; 

Considerando que, por consiguiente, la nulidad de la 
Oposición por no haber comparecido el oponente, no puede 
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septiembre de mil novecientos sesenta, una sentencia, cuyo, 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: ,  
Admite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; SE- 
GUNDO: Desestima el pedimento hecho a nombre de la 
parte civil constituida, de que se reenvíe la causa para que 
sean oídos a los testigos Teófilo Polanco y Polanco, un tal 
Morales y a los miembros de la Policía Nacional que actua- 
ron en el caso, por no considerarlo de utilidad para la sus 
tanciación de la causa; TERCERO: Revoca la sentencia dic- 
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 
cial de La Altagracia, en atribuciones correccionales, en 

¡I! 

	

	fecha catorce (14) de julio de 1960, que condenó a Aura 
Quezada del Rosario y a Inocencio de Jesús Escolástico, 1 . 

(I primera a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio 
nal, como autora del delito de robo simple, cuyo valor es 
mayor de veinte pesos oro, pero menor de mil, en perjuicio 
del señor Andrés Suárez y el segundo al pago de una multa 
de RD$5.00 como cómplice del delito puesto a cargo de la 
primera, acogiendo en favor de dichos inculpados circuns 
tancias atenuantes; declaró buena y válida la constitución 
en parte civil del señor Andrés Suárez, por órgano de su 
abogado el Dr. Barón del Giúdice, en contra de los referidos 
inculpados; condenó a los inculpados a la restitución de 
RD$910.00 que les fueron robados al agraviado Andrés 
Suárez y los condenó al pago de una indemnización de R 
$300.00, a título de daños morales y materiales causado 
por su hecho delictuoso, así como al pago de las costas pe 
nales y civiles, con distracción de las últimas en provech 
del Dr. Barón del Giúdice, abogado que afirmó haberla 
avanzado en su totalidad, y obrando por contrario imperio 
descarga a los referidos inculpados, de los indicados delitos 
por insuficiencia de pruebas; CUARTO: Pronuncia el defect'  
de la parte civil constituída, señor Andrés Suárez, por falta,  
de concluir; QUINTO: Condena a la dicha parte civil qu 
sucumbe, al pago de las costas, con distracción en provech 
de los abogados Licenciado Ramón de Windt Lavandier 

.1 

Dr. Mario Carbuccia Ramírez, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte; y SEXTO: Declara las costas 
penales de oficio de ambas instancias"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto contra esta última sentencia, por la parte civil cons-
tituída, la Corte a qua pronunció la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara nulo, y por consiguiente, sin efecto legal, el recurso 
de oposición de Andrés Suárez, parte civil constituída, por 
no haber comparecido a la nueva audiencia de fecha 3 de 
noviembre del 1960, fijada por esta Corte de Apelación, no 
obstante haber sido citado legalmente, cuya sentencia en 
defecto desestimó su pedimento "de que la causa fuera 
reenviada para que fueran oídos a los testigos Teófilo Po-
lanco y Polanco y un tal Morales y a los miembros de la 
Policía Nacional que actuaron en el caso", por no conside-
rarlo de utilidad para la sustanciación de la causa; pronun-
ció el defecto por falta de concluir al fondo y lo condenó 
además, al pago de las costas civiles, con distracción en 
provecho de los abogados licenciado Ramón de Windt La-
vandier y Dr. Mario Carbuccia Ramírez, quienes afirmaron 
haberlas avanzado en su mayor parte; SEGUNDO: Condena 
al oponente Andrés Suárez, al pago de las costas civiles"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
base legal. Motivación insuficiente. Segundo Medio: Viola-
ción de los derechos de defensa; 

Considerando, en cuanto al recurso relativo a la sen-
tencia del catorce de noviembre de mil novecientos sesenta, 
que las sentencias pronunciadas en defecto en materia cri-
minal, contra la parte civil y la persona civilmente respon-
sable, son susceptibles de oposición, el cual queda sometido 
a las disposiciones de los artículos 188 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, con todas sus consecuencias; 

Considerando que, por consiguiente, la nulidad de la 
oposición por no haber comparecido el oponente, no puede 
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ser pronunciada de oficio por los jueces del fondo; que para 
ello es indispensable que el ministerio público o la parte a 
quien la oposición es dirigida, así lo soliciten; 

Considerando que en el presente caso, el examen dei 
fallo impugnado pone de manifiesto que el oponente no com-
pareció a la audiencia celebrada por la Corte a qua el tres 
de noviembre de mil novecientos sesenta, para conocer del 
recurso de oposición interpuesto; que en esa audiencia el mi-
nisterio público no pidió formalmente la nulidad de dicha 
oposición, sino que se limitó a dejar la solución del caso a los 
magistrados que integran la Corte por tratarse de un re-
curso de la parte civil; que, asimismo, consta en dicho 
fallo, que los prevenidos, o sean las partes a quienes la opo-
sición iba dirigida, no comparecieron a la indicada audiencia 
y no pudieron pedir, por tanto, la nulidad del aludido re-
curso; 

Considerando que en tales condiciones, la Corte a qua 
debió conocer el fondo del recurso y no declarar de oficio 
la nulidad de la oposición de que se trata; que al fallar de 
ese modo, dicha Corte violó por desconocimiento, los ar-
tículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
por lo cual la sentencia del catorce de noviembre de mil 
novecientos sesenta, debe ser casada, sin ponderar, por esa 
circunstancia, los medios invocados por el recurrente en su 
recurso contra la sentencia en defecto del veinte de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, puesto que el recurso 
de oposición del recurrente ha recobrado toda su eficacia; 

Considerando que el presente asunto debe ser enviado 
ante una Corte de Apelación en atribuciones criminales, a 
fin de que, se conozca de conformidad con las disposiciones 
del artículo 296 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que como el recurrente no ha hecho pedi-
mento alguno respecto de las costas, no ha lugar a estatuir 
acerca de las mismas; 

Por tales motivos, Casa la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha ca- 

toree de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía el 
asunto ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L._ Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ser pronunciada de oficio por los jueces del fondo; que para 
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del artículo 296 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que como el recurrente no ha hecho pedi-
mento alguno respecto de las costas, no ha lugar a estatuir 
acerca de las mismas; 

Por tales motivos, Casa la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha ca- 

toree de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía el 
asunto ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primer4 

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 6 de mayo. 1960 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Pelayo Mariano. 

Abogados: Dres. Altagracia G. Maldonado, Víctor Manuel Mangua 

y Radhamés B. Sepúlveda. 

Recurrido: Szabolcs Juan Petheo. (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
+ida, regularmente constituida por los Jueces licenciado 
Ti. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus 
1 ituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma 
miel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen 
dados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al 
t'redo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en I 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis 
trito Nacional, hoy día doce de abril de mil novecientos se 
senta y uno, años 118' de la Independencia, 88' de la Restau 
ración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pelayo Ma 
llano, dominicano, mayor de edad, soltero, del domicilio 
residencia de Ciudad Trujillo, cédula 10040, serie 27, sell 
381078, contra sentencia dictada por la Cámara de Trabaj 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, e 
lecha seis de mayo de mil novecientos sesenta, cuyo dispo 
salvo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oída la doctora Altagracia G. Maldonado, cédula 50563, 
serie 11, sello 68656, por sí y por los doctores Víctor Manuel 
Mangual, cédula 18900, serie 1a, sello 75202 y Radhamés 
B. Maldonado, cédula 38221, serie 1a , sello 76477, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la sentencia dictada por esta Suprema Corte de 
Justicia en fecha diecinueve de septiembre de mil novecien-
tos sesenta, por la cual se declaró el defecto del recurrido 
Szabolcs Juan Petheo; 

Visto el memorial del recurso de casación suscrito por 
1'1 abogados del recurrente, Altagracia G. Maldonado, Víc-
.!or Manuel Mangual y Radhamés Maldonado, depositado en 
fecha once de julio de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, inciso 3" del Código de Tra-
bajo, 51 y 57 de la Ley 637, del año 1944, sobre Contratos 
de Trabajo, 141, 407 y 413 del Código de Procedimiento 
Civil, y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

'Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

•r motivo de la demanda laboral intentada por el obrero 
Pelayo Mariano, contra su patrono Szabolcs Juan Pheteo, 
tras infructuosa tentativa de conciliación administrativa, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha veintiocho de octubre de mil novecientos cincuenti- 

eve una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declara, resuelto el contrato de trabajo que 
existió entre las partes por causa de despido justificado; 
SEGUNDO: Condena, al trabajador Mariano Pelayo al pago 
de una multa de RD$4.00 como sanción disciplinaria; TER-
CERO: Condena, a la parte que sucumbe al pago de los 
costos"; 

Considerando que no conforme con dicha decisión, el 
obrero Pelayo Mariano recurrió en apelación, y la Cámara 

Ud 
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SEGUNDO: Condena, al trabajador Mariano Pelayo al pago 
de una multa de RD$4.00 como sanción disciplinaria; TER-
CERO: Condena, a la parte que sucumbe al pago de los 
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Considerando que no conforme con dicha decisión, el 
obrero Pelayo Mariano recurrió en apelación, y la Cámara 
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.1  auto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma -
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residencia de Ciudad Trujillo, cédula 10040, serie 27, sello 
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de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional dictó sobre dicho recurso la sentencia ahora im-
pLgnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Pelayo Mariano contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo de este Distrito Nacional, de fecha 21 
de octubre de 1959, dictada en favor de sabolcs Juan 
Patheo, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Rechaza, en cuanto al 
fondo, dicho recurso de alzada, por mal fundado y absoluta 
carencia de base legal, y, consiguientemente, confirma en 
todas sus partes la sentencia impugnada"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación por falsa 
aplicación del párrafo 3°, del artículo 78 del Código de Tra-
bajo. Desnaturalización de los hechos de la causa. Violación 
de los artículos 51 y 57 de la Ley N° 637 sobre Contratos de 
Trabajo. Segundo Medio: Violación de los artículos 407 y 
413 del Código de Procedimiento Civil. Negativa la realiza-
ci/n de las medidas de instrucción ordenadas por el Tribunal. 
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falsos motivos. Falta de base legal"; 

Considerando en cuanto a las violaciones invocadas en 
los tres medios del recurso, a cuyo examen se procederá 
conjuntamente, que en su apoyo se alega, en síntesis, que 
de la decisión impugnada no resulta establecido que el obre-
i.•o Pelayo Mariano cometiera falta de probidad o de honradez 
en perjuicio de su patrono, pues en la cata que éste dirigiera 
al Departamento de Trabajo, participando el despido, lo que 
a?ega es que Mariano lo quiso engañar "con ropa traída 
por él a la Lavandería que entregó en el recibo para el plan-
chado y sin embargo después de su entrega lo llevó al La-
vado en Seco para 'fines de lavarlas"; que lo verdaderamente 
invocado por el patrono es que el recurrente 'desobedeció 
las pretendidas órdenes que en relación con la tramitación 
de la ropa para el lavado en seco debía efectuarse a través 

de tres personas designadas por él con fines de llevar un 

control que estaba a cargo del testigo Ramón de Jesús Her-

nández Núñez. .. pero que esas órdenes no fueron dadas 
( n forma prohibitiva para los trabajadores de la empresa"; 
incurriendo así el juez a quo en la desnaturalización de los 
hechos de la causa; que además hay falsos motivos en la 
decisión "al proclamarse en ella que el trabajador quiso 
adrovecharse del importe de RD$1.35 que constituye la 
diferencia económica entre las dos clases de servicio, lavado 
en seco y aplanchado, ya que a los obreros se les hacía una 
( 1.ducción cuando ellos mismos llevan ropa de fuera para 
ti atarla, y que, como se alegó antes, el fundamento del des-
pido ha sido la desobediencia a presuntas órdenes que se dice 
'fueron dictadas por el patrono, pero sin que se haya determi-
ludo en qué momento las mismas fueron dictadas, ni mucho 
menos las mismas fueron pasadas al trabajador Pelayo Ma-
rinno, ni tampoco se ha establecido si el trabajador preten-
día rehusar el pago correspondiente, ya que en ningún mo-
r..ento se le indicó que de lavarse en seco la ropa tendría que 
pagar la cantidad de dinero indicada en la tarifa correspon-
d:ente", y por último que a pesar de que por su sentencia 
del veinticinco de enero de mil novecientos sesenta, el juez 
a quo dispuso, antes de decidir el fondo, la celebración de 
informativo, contrainformativo y comparecencia personal 
de las partes, dictó su sentencia al fondo basándose exclu-
tsivamente en la declaración del testigo Ramón de Jesús Her-
nández Núñez, "dejándose de celebrar las restantes partes 
oel informativo, contrainformativo y comparecencia per-
sonal", sin que el acta correspondiente dé constancia de que 

partes renunciaran su celebración o de que el tribunal 
consideró innecesaria la celebración, consignándose sin em-
bargo expresamente en la sentencia impugnada, que las me-
didas de instrucción ordenadas por la referida sentencia 
pi nparatoria, fueron realizadas; pero, 

IP" Considerando que, si ciertamente el juez a quo por su 
szertencia del veinticinco de enero de mil novecientos sesen- 
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de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional dictó sobre dicho recurso la sentencia ahora im-
pt,gnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Pelayo Mariano contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo de este Distrito Nacional, de fecha 21 
de octubre de 1959, dictada en favor de sabolcs Juan 
Patheo, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Rechaza, en cuanto al 
fondo, dicho recurso de alzada, por mal fundado y absoluta 
carencia de base legal, y, consiguientemente, confirma en 
todas sus partes la sentencia impugnada"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación por falsa 
aplicación del párrafo 3°, del artículo 78 del Código de Tra-
bajo. Desnaturalización de los hechos de la causa. Violación 
de los artículos 51 y 57 de la Ley N" 637 sobre Contratos de 
Trabajo. Segundo Medio: Violación de los artículos 407 y 
413 del Código de Procedimiento Civil. Negativa la realiza-
ci('n de las medidas de instrucción ordenadas por el Tribunal. 
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falsos motivos. Falta de base legal"; 

Considerando en cuanto a las violaciones invocadas en 
los tres medios del recurso, a cuyo examen se procederá 
conjuntamente, que en su apoyo se alega, en síntesis, que 
de la decisión impugnada no resulta establecido que el obre-
ro Pelayo Mariano cometiera falta de probidad o de honradez 
en perjuicio de su patrono, pues en la cata que éste dirigiera 
al Departamento de Trabajo, participando el despido, lo que 
alega es que Mariano lo quiso engañar "con ropa traída 
por él a la Lavandería que entregó en el recibo para el plan-
chado y sin embargo después de su entrega lo llevó al La-
vado en Seco para fines de lavarlas"; que lo verdaderamente 
invocado por el patrono es que el recurrente 'desobedeció 
las pretendidas órdenes que en relación con la tramitación 
de la ropa para el lavado en seco debía efectuarse a través 

de tres personas designadas por él con fines de llevar un 

control que estaba a cargo del testigo Ramón de Jesús Her-

nández Núñez. .. pero que esas órdenes no fueron dadas 

n forma prohibitiva para los trabajadores de la empresa"; 
iacurriendo así el juez a quo en la desnaturalización de los 
hechos de la -causa; que además hay falsos motivos en la 
decisión "al proclamarse en ella que el trabajador quiso 
adrovecharse del importe de RD$1.35 que constituye la 
fliferencia económica entre las dos clases de servicio, lavado 
en seco y aplanchado, ya que a los obreros se les hacía una 
t !,..4ucción cuando ellos mismos llevan ropa de fuera para 

ti atarla, y que, como se alegó antes, el fundamento del des-
pido ha sido la desobediencia a presuntas órdenes que se dice 
fueron dictadas por el patrono, pero sin que se haya determi-
nado en qué momento las mismas fueron dictadas, ni mucho 
menos las mismas fueron pasadas al trabajador Pelayo Ma-
riano, ni tampoco se ha establecido si el trabajador preten-
día rehusar el pago correspondiente, ya que en ningún mo-
r..ento se le indicó que de lavarse en seco la ropa tendría que 
pagar la cantidad de dinero indicada en la tarifa correspon-
d:ente", y por último que a pesar de que por su sentencia 
del veinticinco de enero de mil novecientos sesenta, el juez 
a quo dispuso, antes de decidir el fondo, la celebración de 
informativo, contrainformativo y comparecencia personal 
de las partes, dictó su sentencia al fondo basándose exclu-
.lvamente en la declaración del testigo Ramón de Jesús Her-
nández Núñez, "dejándose de celebrar las restantes partes 
del informativo, contrainformativo y comparecencia per-
sonal", sin que el acta correspondiente dé constancia de que 
; s partes renunciaran su celebración o de que el tribunal 
consideró innecesaria la celebración, consignándose sin em-
bargo expresamente en la sentencia impugnada, que las me-
didas de instrucción ordenadas por la referida sentencia 
1:1 nparatoria, fueron realizadas; pero, 

Considerando que, si ciertamente el juez a quo por su 
, ortencia del veinticinco de enero de mil novecientos sesen- 
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ta, como se alega, ordenó antes de dicidir el fondo, la cele- 
bración de un informativo, contrainformativo y la compa- 
ecencia personal de las partes, no lo es menos que dichas 

medidas no pudieron efectuarse exhaustivamente debido a 
que, como consta en el acta correspondiente, en el curso del 
interrogatorio de Jesús Hernández Núñez, "el Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual (apoderado del obrero) y su acompañante se-
retiraron del plenario en actitud insolente y poco respetuosa 
hacia el juez de la causa, por haber éste requerido a dicho 
señor que aclarara una pregunta héchale al testigo. .."; 
(aserción que confirma el mismo recurrente) en su memo-
) iai de casación, al consignar en relación con este aspecto 
del recurso, consideraba justificado el retiro de sus aboga-
dos de los estrados, "toda vez que habían sido coartados en 
el ejercicio de su ministerio al requerirles la continuación de 
un interrogatorio frente a un testigo que observaba una 
postura incorrecta frente a los letrados") ; que en tales 
circunstancias el juez a quo pudo correctamente, sin incurrir 
en las violaciones invocadas en este aspecto del recurso, dar 
por realizadas las medidas de instrucción ordenadas por su 
sentencia del veinticinco de enero de mil novecientos sesen-
fzi, y bastarse para fundar su decisión, aparte de los elemen-
tos de juicio ya existentes en el proceso, en la declaración 
del testigo Hernández Núñez, regularmente oído por él; que 
per otra parte si el juez a quo dio por establecido en la sen-
tencia impugnada: "a) que Pelayo Mariano era aplanchador 
en la lavandería propiedad de Szabolcs Juan Petheo; b) que 
el, precitado patrono le permitía a Pelayo Mariano echar a 
lavar en seco la ropa que llevara dicho trabajador por su 
propia cuenta, pagando el importe correspondiente; c) que 
el patrono decidió llevar un control de la ropa que se levara 
< n seco, y, al efecto, designó al testigo Hernández Núñez 
antiguo empleado de Petheo) para llevar el mencionado 

control, indicándole que sólo recibiera ropa de tres perso-
nas: "De Dionisio Martínez, de Panchito y de Orlando"; d) 
que el trabajador Pelayo Mariano no podía llevar ropa di- 
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rectamente al lavado en seco, como lo hacía antes de po-
nerse el control supraindicado; e) que el demandante Ma-
riano llevó directamente al lavado en seco tres (3) panta-
lones, los cuales figuran consignados en un recibo que obra 

en el expediente (documento N^ 4, depositado por el recu-
rrente); f) que el encargado de controlar el lavado en seco 
eportó a su patrono la ocurrencia precedentemente señala-

da, ya que Pelayo Mariano no era una de las personas desig-
nadas por dicho patrono para entregarle ropa; g) que, en 
vista de esto, Petheo despidió al trabajador Pelayo Mariano; 
h) que, por otra parte, el intimante conocía la prohibición 
de llevar ropa directamente al lavado en seco que no fueran 

únicos tres individuos designados para ello, toda vez que 
anteriormente el patrono le había llamado la atención sobre 
el particular; i) que el hecho cometido por el trabajador Pe-
laye Mariano fué en horas laborables; j) que cuando se en-
tregaba ropa a los recibidores, éstos hacían un recibo, donde 
se indicaba, por medio de una referencia, qué clase de lim-
pieza o qué trabajo se le iba a hacer a la ropa entregada; k) 
que la referencia para el lavado en seco era "D-C" y sola-
n'ente para planchado era "PL"; no fué esencialmente en la 
inobservancia de las órdenes de su patrono en que el juez 

a quo se fundó para considerar en falta al trabajador Pelayo 
Mariano y declarar justificado su despido, sino en "haber 
llegado a la convicción definitiva de que el trabajador Pela-
yo Mariano quiso aprovecharse personalmente del importe 
de RD$1.35 que constituye la diferencia económica entre 
'as dos clases de servicio (lavado en seco y aplanchado) todo 

perjuicio de su patrono", después de establecer adicio-
nalmente dicho juez, según se expresa en la decisión im-
pugnada, "que por medio de un recibo (documento N" 4, des-
positado por el trabajador Pelayo Mariano) se comprueba 

que los pantalones que llevó Mariano para que fueran lava-
dos en seco habían sido entregados para que solamente fue-
1 an aplanchados. .. y que el lavado en seco de los tres pan-
talones cuesta más caro (RD$2.25, según declaración del 
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ta, como se alega, ordenó antes de dicidir el fondo, la cele- 
bración de un informativo, contrainformativo y la compa- 
ccencia personal de las partes, no lo es menos que dichas 

medidas no pudieron efectuarse exhaustivamente debido a 
que, como consta en el acta correspondiente, en el curso del 
interrogatorio de Jesús Hernández Núñez, "el Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual (apoderado del obrero) y su acompañante se-
r el iraron del plenario en actitud insolente y poco respetuosa 
hacia el juez de la causa, por haber éste requerido a dicho 
eñor que aclarara una pregunta héchale al testigo . .."; 

(aserción  que confirma el mismo recurrente) en su memo-
) la i de casación, al consignar en relación con este aspecto 
del recurso, consideraba justificado el retiro de sus aboga-
dos de los estrados, "toda vez que habían sido coartados en 
el ejercicio de su ministerio al requerirles la continuación de 
un interrogatorio frente a un testigo que observaba una 
postura incorrecta frente a los letrados") ; que en tales 
circunstancias el juez a quo pudo correctamente, sin incurrir 
en las violaciones invocadas en este aspecto del recurso, dar 
por realizadas las medidas de instrucción ordenadas por su 
sentencia del veinticinco de enero de mil novecientos sesen-
ta, y bastarse para fundar su decisión, aparte de los elemen-
tos de juicio ya existentes en el proceso, en la declaración 
del testigo Hernández Núñez, regularmente oído por él; que 
per otra parte si el juez a quo dio por establecido en la sen-
tencia impugnada: "a) que Pelayo Mariano era aplanchador 
en la lavandería propiedad de Szabolcs Juan Petheo; b) que 
el precitado patrono le permitía a Pelayo Mariano echar .1 
lavar en seco la ropa que, llevara dicho trabajador por su 
propia cuenta, pagando el importe correspondiente; c) que 
el patrono decidió llevar un control de la ropa que se levara  
..n seco, y, al efecto, designó al testigo Hernández Núñez 
¡antiguo empleado de Petheo) para llevar el mencionado 
control, indicándole que sólo recibiera ropa de tres perso-
nas: "De Dionisio Martínez, de Panchito y de Orlando"; d) 
que el trabajador Pelayo Mariano no podía llevar ropa di- 

rectamente al lavado en seco, como lo hacía antes de po-
nerse el control supraindicado; e) que el demandante Ma-
riano llevó directamente al lavado en seco tres (3) panta-
lones, los cuales figuran consignados en un recibo que obra 

£
n el expediente (documento N^ 4, depositado por el recu-

rrente) ; f) que el encargado de controlar el lavado en seco 
eportó a su patrono la ocurrencia precedentemente señala-

da, ya que Pelayo Mariano no era una de las personas desig-
nadas por dicho patrono para entregarle ropa; g) que, en 
vista de esto, Petheo despidió al trabajador Pelayo Mariano; 
h) que, por otra parte, el intimante conocía la prohibición 
de llevar ropa directamente al lavado en seco que no fueran 
'is únicos tres individuos designados para ello, toda vez que 
anteriormente el patrono le había llamado la atención sobre 
el particular; i) que el hecho cometido por el trabajador Pe- 

Mariano fué en horas laborables; j) que cuando se en-
tregaba ropa a los recibidores, éstos hacían un recibo, donde 
se indicaba, por medio de una referencia, qué clase de lim-
rieza o qué trabajo se le iba a hacer a la ropa entregada; k) 
que la referencia para el lavado en seco era "D-C" y sola-
n'ente para planchado era "PL"; no fué esencialmente en la 
inobservancia de las órdenes de su patrono en que el juez 

a quo se fundó para considerar en falta al trabajador Pelayo 
Mariano y declarar justificado su despido, sino en "haber 
llegado a la convicción definitiva de que el trabajador Pela-
yu Mariano quiso aprovecharse personalmente del importe 
(le RD$1.35 que constituye la diferencia económica entre 
las dos clases de servicio (lavado en seco y aplanchado) todo 
:‘n perjuicio de su patrono", después de establecer adicio-
nalmente dicho juez, según se expresa en la decisión im-
pugnada, "que por medio de un recibo (documento N" 4, des-
•ositado por el trabajador Pelayo Mariano) se comprueba 

que los pantalones que llevó Mariano para que fueran lava-
dos en seco habían sido entregados para que solamente fue-

arr  .. y que el lavado en seco de los tres pan-
talones cuesta más caro (RD$2.25, según declaración del 
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testigo de la causa) que el aplanchado ("RD$0.90) según 
aparece en el recibo supradicho"; que así el intento del tra-
lwjador de apoderarse, según fué soberanamente admitido 
por el tribunal a quo, mediante la maniobra por él realiza-
( - .1, del excedente de lo que eventualmente debía percibir. 
constituye evidentemente el caso previsto en el inciso a . . 
apartado 3, del articulo 78 del Código de Trabajo; que lo aquí 
expuesto resulta además que en la sentencia impugnada no 

nOtg-,ha incurrido en la desnaturalización alegada, que ella 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo y una exposición de los hechos y circunstancias 
de la causa que han permitido a esta Suprema Corte de Jus-
ticia comprobar que en la especie se ha hecho una correcta 
arlicación de la ley; que, en consecuencia, el presente recur-
so debe ser rechazado; 

Considerando que en el presente caso no procede la 
cc.ndenación en costas de la parte sucumbiente, al no haber 
la parte intimada, contra la cual este procedimiento se ha 
seguido en defecto, tenido oportunidad de concluir en este 
sentido; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Pelayo Mariano contra sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha seis de 
mayo de mil novecientos sesenta, cuyo cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D.— Bergés Chupani.— Barón T. Sán-
chez L. Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 

1Y
El, 	--Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
i:i 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
i, , , señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
I : 	(iiencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 

, 	fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 1° de 
abril de 1960. 

3Iateria: Tierras. 

Recurrente: Abdón Guzmán. 
Abogado: Lic. Eduardo Sánchez Cabral. 

Recurrido: Evarista Henríquez Rosario. 
Abogado: Lic. Luis Sosa Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados • 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abdón 
Guzmán, dominicano, agricultor, domiciliado y residente en 
el municipio de Moca, cédula 11965, serie 54, sello 8318, 
contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha primero de abril de mil novecientos sesenta, concer-
niente a la parcela N9 39 del Distrito Catastral N9  15 del 
Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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testigo de la causa) que el aplanchado ("RD$0.90) según 
aparece en el recibo supradicho"; que así el intento del tra-
lob fiador de apoderarse, según fué soberanamente admitido 
por el tribunal a quo, mediante la maniobra por él realiza-
(..t, del excedente de lo que eventualmente debía percibir, 
constituye evidentemente el caso previsto en el inciso 3", 
apartado 3, del artículo 78 del Código de Trabajo; que lo aquí 
expuesto resulta además que en la sentencia impugnada no 

nizisl•ha incurrido en la desnaturalización alegada, que ella 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo y una exposición de los hechos y circunstancias 
de la causa que han permitido a esta Suprema Corte de Jus-
Urja comprobar que en la especie se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley; que, en consecuencia, el presente recur-
so debe ser rechazado; 

Considerando que en el presente caso no procede la 
ei_ndenación en costas de la parte sucumbiente, al no haber 
la parte intimada, contra la cual este procedimiento se ha 
seguido en defecto, tenido oportunidad de concluir en este 
sentido; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Pelayo Mariano contra sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha seis de 
mayo de mil novecientos sesenta, cuyo cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Maribel A. 
Amiama.— Manuel D.— Bergés Chupani.— Barón T. Sán-
chez L. Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
--Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
(., iencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha r de 

abril de 1960. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Abdón Guzmán. 
Abogado: Lic. Eduardo Sánchez Cabral. 

Recurrido: Evarista Henríquez Rosario. 

Abogado: Lic. Luis Sosa Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados • 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abdón 
Guzmán, dominicano, agricultor, domiciliado y residente en 
el municipio de Moca, cédula 11965, serie 54, sello 8318, 
contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha primero de abril de mil novecientos sesenta, concer-
niente a la parcela N9  39 del Distrito Catastral NQ 15 del 
Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eduardo Sánchez Cabral, cédula 4818, se-

rie 31, sello 6335, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Luis Sosa Vásquez, cédula 3789, serie 1 .  , 
sello 6209, abogado de la recurrida Evarista Henríquez Ro-
sario, dominicana, mayor de edad, propietaria, casada con 
Santiago Rosario, domiciliada en La Rosa, sección del mu-
nicipio de La Vega; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha primero de 
junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
del recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia im-
pugnada los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintisiete de 
junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado de 
la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 29 de la Ley de Registro y Con-
servación de Hipotecas, de fecha 21 de junio de 1890; 133 
y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de agosto de mil novecientos cincuentiséis, 
el Dr. J. Alberto Rincón sometió una instancia al Tribunal 
Superior de Tierras, solicitando la transferencia en favor 
de Evarista Henríquez Rosario, de la parcela No  39 del Dis-
trito Catastral N" 15 del municipio de La Vega, ya saneada 
conforme a la Ley de Registro de Tierras; b) que por ins-
tancia sometida el dos de agosto del mismo año, el Dr. Anto-
nio Manuel Frías, pidió a dicho tribunal la transferencia de 
la mencionada parcela, en favor de Abdón Guzmán Her-
nández; e) que ignorando la primera de dichas dos instan- 
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ciar, el citado tribunal, acogió la última y, consecuentemente, 
ordenó la transferencia solicitada en favor de Abdón Guz-
mán Hernández, mediante resolución dictada el veintidós de 
agosto de mil novecientos cincuentiséis; d) que la impetrante 
Evarista Henríquez de Rosario, se dirigió nuevamente al 
Tribunal Superior de Tierras, por instancia de fecha tres de 
septiembre de mil novecientos cincuentiséis, pidiendo la re-
vocación de la supradicha resolución, y el acogimiento de su 
precedente instancia; e) que el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original apoderado para conocer del caso como litis 
sobre derechos registrados dictó al respecto su decisión N" 
1 de fecha trece de octubre de mil novecientos cincuentiocho, 
cuyo dispositivo figura en el de la sentencia ahora impugna-
da, que más adelante se copia; f) que sobre recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Rubén Arturo Núñez, a nom-
bre de Abdón Guzmán Hernández el Tribunal Superior de 
Tierras dictó en fecha primero de abril de mil novecientos 
sesenta, la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: 1"—Se rechaza la apelación interpuesta en 
fecha 27 de octubre de 1958 por el Dr. Rubén Arturo Nú-
ñez Fernández, a nombre y en representación del señor 
Abdón Guzmán Hernández. 2"—Se confirma en todas sus 
partes la decisión N" 1 dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original en fecha 13 de octubre de 1958, 
en relación con la Parcela N" 39 del Distrito Catastral N4  
15 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, que este Tribunal es incompetente pa-
ra conocer de la demanda incidental en garantía por causa 
de evicción, incoada en fecha 14 de agosto del 1957, por el 
señor Abdón Guzmán, representado por el Lic. R. A. Jorge 
Rivas, contra la señora Francisca Altagracia Romero Pe-
ralta, por haberla intentado después de concluido el proceso 
de saneamiento de esta parcela; SEGUNDO: Que debe 
revocar, como al efecto revoca, en todas sus partes, la 
resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eduardo Sánchez Cabral, cédula 4818, se-

rie 31, sello 6335, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Luis Sosa Vásquez, cédula 3789, serie 1', 
sello 6209, abogado de la recurrida Evarista Henríquez Ro-
sario, dominicana, mayor de edad, propietaria, casada con 
Santiago Rosario, domiciliada en La Rosa, sección del mu-
nicipio de La Vega; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha primero de 
junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
del recurrente, en el cual se alegan contra la sentencia im-
pugnada los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintisiete de 
junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado de 
la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 29 de la Ley de Registro y Con-
servación de Hipotecas, de fecha 21 de junio de 1890; 133 
y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de agosto de mil novecientos cincuentiséis, 
el Dr. J. Alberto Rincón sometió una instancia al Tribunal 
Superior de Tierras, solicitando la transferencia en favor 
de Evarista Henríquez Rosario, de la parcela NO  39 del Dis-
trito Catastral N° 15 del municipio de La Vega, ya saneada 
conforme a la Ley de Registro de Tierras; b) que por ins-
tancia sometida el dos de agosto del mismo año, el Dr. Anto-
nio Manuel Frías, pidió a dicho tribunal la transferencia de 
la mencionada parcela, en favor de Abdón Guzmán Her-
nández; e) que ignorando la primera de dichas dos instan- 

  

cias, el citado tribunal, acogió la última y, consecuentemente, 
ordenó la transferencia solicitada en favor de Abdón Guz-
mán Hernández, mediante resolución dictada el veintidós de 
agosto de mil novecientos cincuentiséis; d) que la impetrante 
Evarista Henríquez de Rosario, se dirigió nuevamente al 
Tribunal Superior de Tierras, por instancia de fecha tres de 
septiembre de mil novecientos cincuentiséis, pidiendo la re-
vocación de la supradicha resolución, y el acogimiento de su 
precedente instancia; e) que el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original apoderado para conocer del caso como litis 
sobre derechos registrados dictó al respecto su decisión N" 
1 de fecha trece de octubre de mil novecientos cincuentiocho, 
cuyo dispositivo figura en el de la sentencia ahora impugna-
da, que más adelante se copia; f) que sobre recurso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Rubén Arturo Núñez, a nom-
bre de Abdón Guzmán Hernández el Tribunal Superior de 
Tierras dictó en fecha primero de abril de mil novecientos 
sesenta, la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: 1 9—Se rechaza la apelación interpuesta en 
fecha 27 de octubre de 1958 por el Dr. Rubén Arturo Nú-
ñez Fernández, a nombre y en representación del señor 
Abdón Guzmán Hernández. 2"—Se confirma en todas sus 
partes la decisión N^ 1 dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original en fecha 13 de octubre de 1958, 
en relación con la Parcela N° 39 del Distrito Catastral N^ 
15 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, que este Tribunal es incompetente pa-
ra conocer de la demanda incidental en garantía por causa 
de evicción, incoada en fecha 14 de agosto del 1957, por el 
señor Abdón Guzmán, representado por el Lic. R. A. Jorge 
Rivas, contra la señora Francisca Altagracia Romero Pe-
ralta, por haberla intentado después de concluido el proceso 
de saneamiento de esta parcela; SEGUNDO: Que debe 
revocar, como al efecto revoca, en todas sus partes, la 
resolución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 
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de agosto del año 1956, que ordenó la transferencia de esta 
parcela en favor del señor Abdón Guzmán Hernández, y la 
expedición del Decreto de Registro correspondiente en favor 
de dicho señor; TERCERO: Que debe aprobar, como al efec-
to aprueba, la transferencia otorgada por la señora Francis-
ca Altagracia Romero Peralta, en favor de la señora Eva-
rista Henríquez de Rosario, de la totalidad de esta parcela 
y sus mejoras, en virtud del acto instrumentado en fecha 
18 de julio del 1956, por el Notario Público del Municipio de 
La Vega, Dr. J. Alberto Rincón; CUARTO: Que debe orde-
nar, com oal efecto ordena, que esta parcela y sus mejoras 
sea registrada en favor de la señora Evarista Henríquez de 
Rosario, de generales anotadas"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada, el'   
 

re recurnte invoca los siguientes medios de casación: "PRI-
MER MEDIO: Violación del artículo 29 de la Ley N^ 2914 de ! o 
fecha 21 de junio de 1890 sobre Registro y Conservación de 
Hipotecas, al decidir la sentencia recurrida que es oponible 
al recurrente la venta de la parcela N° 39 del Distrito Catas-
tral NY  15 del Municipio de La Vega, consentida por la seño-

,ra Francisca Altagracia Romero Peralta a la señora Evaris-
ta Henríquez de Rosario el 18 de julio de 1956, a pesar de, 
haber sido transcrita posteriormente a la venta que la mis-
ma vendedora otorgó al recurrente el primero de agosto del 
a ►ismo año; SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 1071.1 
del Código Civil y falsa aplicación del principio de que el 
fraude hace excepción a todas las reglas, al declarar la sen-
tencia recurrida que el conocimiento que el recurrente tenía 
de la primera venta le impide invocar el beneficio del artícu-
lo 29 de la Ley N° 2914 del 21 de junio de 1890; TERCER 
MEDIO: Falta de base legal, violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil por insuficiencia de motivos, 
y errónea calificación de concierto fraudulento aplicada a la 
conducta del recurrente, al no determinar con precisión la 
sentencia impugnada, que los hechos realizados por este 

mimpidieron a la primera compradora transcribir su 
acto eficazmente"; ficazmente"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 

c 
  

medio en el cual se alega que la sentencia impugnada ha 
violado el artículo 29 de la Ley sobre Registro y Conserva-
ción de Hipotecas, el recurrente expone que las operaciones 
sobre derechos registrados se rigen por un sistema que ga-
rantiza su seguridad con la sola aplicación de ciertas reglas 
taxativas; que el artículo 185 de la Ley sobre Registro de 
Tierras hace producir sus efectos al registro desde el mo-
mento en que lo realiza el Registrador de Títulos correspon-
diente, sin tener que examinar si los contratantes se condu-
jeron de buena o mala fé respecto de otro contratante ante-
rior que no haya cumplido esa formalidad; que el citado 
artículo 29 dispone que los actos anteriores son inoponibles 
a aquellos que los hayan conservado de conformidad con la 
ley; que en la sentencia impugnada consta que el recurrente 
transcribió su adquisición el primero de agosto de 1956, 
con el N9  185, mientras que la otra venta lo fué, el mismo 
día, con el N^ 188, y sin embargo decidió que la venta trans-
crita en segundo término es oponible al recurrente, para lo 
cual declaró nula la primera transcripción, no obstante la 
regularidad y la validei de la venta; pero, 

Considerando que si bien es cierto que, de acuerdo con 
el artículo 29 de la Ley de Registro y Conservación de Hipo-
tecas, en caso de conflicto ocasionado por dos ventas hechas 
por el propietario de un mismo inmueble a diferentes com-
pradores, debe darse preferencia a aquel que hace transcri-
bir primero su acto de adquisión, no es menos cierto que ese 
principio debe sufrir una excepción cuando media un con-
cierto fraudulento entre el enagenador y el segundo adqui- 
riente con ánimo de despojar al primer adquiriente, puesto 

IP que el fin de la formalidad de las transmisiones de propie-
dad inmobiliaria para evitar el fraude y, por consiguiente, 
esa formalidad pierde toda eficacia cuando es desviada de 
su misión y puesta el servicio del fraude; 
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de agosto del año 1956, que ordenó la transferencia de esta 
parcela en favor del señor Abdón Guzmán Hernández, y la 
expedición del Decreto de Registro correspondiente en favor 
de dicho señor; TERCERO: Que debe aprobar, como al efec-
to aprueba, la transferencia otorgada por la señora Francis-
ca Altagracia Romero Peralta, en favor de la señora Eva-
rista Henríquez de Rosario, de, la totalidad de esta parcela 
y sus mejoras, en virtud del acto instrumentado en fecha 
18 de julio del 1956, por el Notario Público del Municipio de 
La Vega, Dr. J. Alberto Rincón; CUARTO: Que debe orde-
nar, com oal efecto ordena, que esta parcela y sus mejoras 
sea registrada en favor de la señora Evarista Henríquez de 
Rosario, de generales anotadas"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada, el 
recurrente invoca los siguientes medios de casación: "PRI-
MER MEDIO: Violación del artículo 29 de la Ley N" 2914 de 
fecha 21 de junio de 1890 sobre Registro y Conservación de 
Hipotecas, al decidir la sentencia recurrida que es oponible 
al recurrente la venta de la parcela N^ 39 del Distrito Catas-
tral N^ 15 del Municipio de La Vega, consentida por la seño-
ra Francisca Altagracia Romero Peralta a la señora Evaris-
ta Henríquez de Rosario el 18 de julio de 1956, a pesar de 
haber sido transcrita posteriorménte a la venta que la mis-
ma vendedora otorgó al recurrente el primero de agosto del 
mismo año; SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 1071 
del Código Civil y falsa aplicación del principio de que el 
fraude hace excepción a todas las reglas, al declarar la sen-
tencia recurrida que el conocimiento que el recurrente tenía 
de la primera venta le impide invocar el beneficio del artícu-
lo 29 de la Ley N° 2914 del 21 de junio de 1890; TERCER 
MEDIO: Falta de base legal, violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil por insuficiencia de motivos, 
y errónea calificación de concierto fraudulento aplicada a la 
conducta del recurrente, al no determinar con precisión la 
sentencia impugnada, que los hechos realizados por este 

acto eficazmente"; 
último, 	a la primera compradora transcribir su 
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esa formalidad pierde toda eficacia cuando es desviada de 
su misión y puesta el servicio del fraude; 



748 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 749 

Considerando que, en la especie, el examen de la sen-
tencia impugnada revela que, para dar preferencia como 
acto traslativo de propiedad a la venta otorgada en favor 
de la recurrida, no obstante haber el recurrente transcrito 
antes otro acto de venta consentido en su favor por la misma 
vendedora, sobre el inmueble objeto de ambas ventas, el 
tribunal a quo se fundó —esencialmente— en la existencia 
de un concierto fraudulento entre la vendedora y el recu-
rrente, realizado con el fin de despojar a la recurrida del 
beneficio de su contrato de venta, anterior en fecha al del 
recurrente; que, en consecuencia, el Tribunal a quo, al deci-
dir en la forma antes señalada no incurrió en la violación 
del citado artículo 29, invocado en este medio, el cual debe 
ser desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, se alega que para justificar la no aplicación de la 
Ley sobre Registro y Conservación de Hipotecas, el Tribu-
nal a quo invoca la máxima fraus omnia corrumpit, afir-
mando que el conocimiento que el recurrente tenía de la 
primera venta constituye un fraude, olvidando que el ar-
tículo 1071 del Código Civil dispone que ese conocimiento 
no puede suplir la falta de transcripción de la venta anterior, 
por lo que su título tenía que ser preferido al ser transcrito 
antes que el del primer adquiriente; que se ha violado ese 
texto legal, ante el cual debe ceder 1 principio general de la 
buena fé, ya que excluye la prueba del conocimiento perso-
nal, especialmente cuando se trata de un sistema en que la 
seguridad prevalece sobre las consideraciones morales; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada, no se ha 
fundado exclusivamente en el conocimiento que el recurrente 
Abdón Guzmán tenía sobre la venta anterior, para dar pre-
ferencia a ésta a pesar de haber sido transcrita posterior-
mente a la suya, sino en la existencia de un concierto frau-
dulento en que participó dicho recurrente, como se ha ex-
puesto al examinar el precedente medio; que por tanto, el 

medio que se examina carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer me-
dio alega el recurrente que, aún admitiendo la doctrina favo-
rable a la aplicación de la máxima fraus omnia corrumpit, 
los jueces del fondo tenían la obligación de enunciar los he-
chos que tomaron como base de su fallo y, en la especie 
afirmar que los hechos y circunstancias relatados constitu-
yen presunciones tan serias, precisas y concordantes que 
han sido suficientes para formar la convicción firme del 
tribunal a quo, de que la venta hecha al recurrente "fué el 
resultado de un consorcio o concierto fraudulento con el fin 
de despojar a la señora Evarista Henríquez de Rosario del 
beneficio del primer contrato de venta otorgado en su favor 
no es justificar el fallo. .. que los jueces del fondo no han 
dicho en qué otra cosa, además del conocimiento de la venta 
anterior, consiste ese fraude, por lo cual la Suprema Corte 
de Justicia no puede determinar si se ha violado o no la men-
cionada máxima, por lo cual la sentencia carece de base legal 
y violó el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da evidencia que el tribunal a quo da por establecido el con-
cierto fraudulento en que fundamenta su decisión, después 
de ponderar las declaraciones que ante los jueces del fondo 
hicieron en la instrucción del proceso, el recurrente, la ven-
dedora y los testigos Mario Calderón, Juan Taveras, José 
Polo Gómez, Juan Mejía, Dr. Alberto Rincón, Evangelista 
Henríquez, Francisco Compres y Dr. Antonio Frías, de 
cuyas declaraciones resulta, según consta en el fallo im-
pugnado, lo siguiente: a) que después de ,la venta hecha por 
Francisco Romero a la recurrida, ambas fueron al terreno 
para la entrega de la parcela vendida; b) que posteriormen-
te se suscitó una discusión entre la vendedora y su hermano 
sobre el precio de las mejoras fomentadas por éste en el 
inmueble en cuestión, poniéndose ambos hermanos de acuer- 

á . 
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puesto al examinar el precedente medio; que por tanto, el '-  

medio que se examina carece de fundamento y debe ser des-
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Considerando que en el desenvolvimiento del tercer me-
dio alega el recurrente que, aún admitiendo la doctrina favo-
rable a la aplicación de la máxima fraus omnia corrumpit, 
los jueces del fondo tenían la obligación de enunciar los he-
chos que tomaron como base de su fallo y, en la especie 
afirmar que los hechos y circunstancias relatados constitu-
yen presunciones tan serias, precisas y concordantes que 
han sido suficientes para formar la convicción firme del 
tribunal a quo, de que la venta hecha al recurrente "fué el 
resultado de un consorcio o concierto fraudulento con el fin 
de despojar a la señora Evarista Henríquez de Rosario del 
beneficio del primer contrato de venta otorgado en su favor 
no es justificar el fallo. .. que los jueces del fondo no han 
dicho en qué otra cosa, además del conocimiento de la venta 
anterior, consiste ese fraude, por lo cual la Suprema Corte 
de Justicia no puede determinar si se ha violado o no la men-
cionada máxima, por lo cual la sentencia carece de base legal 
y violó el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna- 
da evidencia que el tribunal a quo da por establecido el con- 
cierto fraudulento en que fundamenta su decisión, después 
de ponderar las declaraciones que ante los jueces del fondo 
hicieron en la instrucción del proceso, el recurrente, la ven- 
dedora y los testigos Mario Calderón, Juan Taveras, José 

• Polo Gómez, Juan Mejía, Dr. Alberto Rincón, Evangelista 
Henríquez, Francisco Comprés y Dr. Antonio Frías, de 
cuyas declaraciones resulta, según consta en el fallo im- 
pugnado, lo siguiente: a) que después de ,la venta hecha por 
Francisco Romero a la recurrida, ambas fueron al terreno 
para la entrega de la parcela vendida; b) que posteriormen- 
te se suscitó una discusión entre la vendedora y su hermano 
sobre el precio de las mejoras fomentadas por éste en el 
inmueble en cuestión, poniéndose ambos hermanos de acuer- 
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do para obtener mayores ventajas con Abdón Guzmán, quien, 
no obstante conocer de la primera venta, ofreció comprar 
la parceja vendida a cien pesos por tarea; c) que el día . 

10 de agosto de 1956, se trasladaron en el mismo carro la 
vendedora, su hermano Gilberto, Abdón Guzmán y su abo-
gado Dr. Frías Pérez, a La Vega, para hacer la operación 
así convenida, y una vez en esa ciudad pasaron por la oficina' 
del Notario Alberto Rincón, quien había instrumentado la 
venta hecha en favor de la recurrida y, después de infor-
marse de que todavía no se había transcrito dicho acto, 
porque momentos antes fué cuando la compradora le habíá 
entregado el importe de la transcripción, el Dr. Frías Pérez 
le dijo al Notario Rincón que no saliera de la oficina pues él 
volvería dentro de un momento para que le instrumentara 
un acto de hipoteca con el Banco Agrícola; y d) que el nota-
rio quedó esperando toda la mañana al Dr. Frías Pérez, el 
cual nunca más hizo acto de presencia en su oficina, sino 
que con sus acompañantes fueron al despacho del notario - 
Belliard, y después que éste instrumentó el acto de venta 
en favor de Abdón Guzmán, el Dr. Frías Pérez se trasladó 
a la Conservaduría de Hipotecas para transcribirlo; que 
encontrando la oficina cerrada por ser ya las doce del día, 
fué a la residencia del Conservador de Hipotecas, el cual le 
expresó que debía ir a la oficina cuando se abriera a las dos 
de la tarde; y que, cuando el Conservador de Hipotecas llegó , 

a su oficina, algo después de las dos, ya estaban transcri-
biendo ese acto, llegando después de transcrito, el Notario 
Rincón a transcribir la primera venta, informándosele de que 

se había transcrito antes otra venta sobre el mismo in- 

mueble; 
Considerando que por lo antes expuesto se comprueba 

que en la sentencia impugnada están indicados con claridad , 

y precisión los hechos que, de acuerdo con la soberana apre-
ciación de los jueces del fondo, caracterizaron el concierto 
fraudulento, sobre cuya base el Tribunal a quo dio preferen-
cia a la venta hecha a la recurrida sobre la venta hecha a 

recurrente Abdón Guzmán a pesar de que ésta fué trans-
crita antes que la primera; que, consecuentemente, dicha 
sentencia no adolece del vicio de falta de base legal, como 
alega el recurrente; que, además, contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo; que, por 
tanto, procede rechazar también el tercero y último medio 
del presente recurso de - casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Abdón Guzmán contra sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha primero 
de abril de mil novecientos sesenta, concerniente a la parcela 
N° 39 del Distrito Catastral N 0  15 del Municipio de La Vega, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas con 
distracción en favor del licenciado Luis Sosa Vásquez, abo-
gado de la recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime:a 
Instancia del Distrito Nacional de fecha 15 de mayo. 195.9. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: José Altagracia Medina. 
Abogado: Dr. José Martín Elsevif López. 

Recurrido: Heradio Suárez. 
Abogado: Dr. José Maria Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce de abril de mil novecientos 
sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Alta-
gracia Medina, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, 
domiciliado en la calle José de Js. Ravelo N°  11, de Ciudad 
Trujillo, cédula 41467, serie 1, sello 328972, contra sentencia 
de fecha quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia. 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, se-
rie 1, sello 68115, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, 
serie 31, sello 32686, abogado del recurrido Heradio Suárez, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en la 
calle Las Carreras NI' 4 de Ciudad Trujillo, cédula 2503, 
serie 1, sello 359181, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiocho 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Dr. José Martín Elsevif López, en el cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha catorce de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. José 
María Acosta Torres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de 
Trabajo, y los artículos 16, 17, 20 del mismo Código; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una reclamación laboral de José Altagracia 
Medina contra Heradio Suárez que no pudo ser objeto de 
conciliación administrativa, el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional dictó en fecha veinte 
de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena al 
señor Heradio Suárez a pagar la diferencia dejada de pagar 
por la colocación de 2760 (dos mil setecientos sesenta) 
blocks, de acuerdo con lo que estipula el Comité Nacional de 
Salarios; SEGUNDO: Condena, a dicho señor Heradio Suá-
rez, a pagar los intereses legales de dicha suma a partir del 
día de la demanda; TERCERO: Condena al señor Heradio 
Suárez, al pago de las costas"; b) que, sobre apelación de 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime 
Instancia del Distrito Nacional de fecha 15 de mayo. 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: José Altagracia Medina. 
Abogado: Dr. José Martín Elsevif López. 

Recurrido: Heradio Suárez. 
Abogado: Dr. José Maria Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce de abril de mil novecientos 
sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Alta-
gracia Medina, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, 
domiciliado en la calle José de Js. Ravelo N° 11, de Ciudad 
Trujillo, cédula 41467, serie 1, sello 328972, contra sentencia 
de fecha quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, se-
rie 1, sello 68115, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, 
lerie 31, sello 32686, abogado del recurrido Heradio Suárez, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en la 
calle Las Carreras NQ 4 de Ciudad Trujillo, cédula 2503, 
serie 1, sello 359181, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiocho 
de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Dr. José Martín Elsevif López, en el cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha catorce de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. José 
María Acosta Torres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de 
Trabajo, y los artículos 16, 17, 20 del mismo Código; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una reclamación laboral de José Altagracia 
Medina contra Heradio Suárez que no pudo ser objeto de 
conciliación administrativa, el Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional dictó en fecha veinte 
de agosto de mil novecientos cincuenta y 'ocho una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena al 
señor Heradio Suárez a pagar la diferencia dejada de pagar 
por la colocación de 2760 (dos mil setecientos sesenta) 
blocks, de acuerdo con lo que estipula el Comité Nacional de 
Salarios; SEGUNDO: Condena, a dicho señor Heradio Suá-
rez, a pagar los intereses legales de dicha suma a partir del 
día de la demanda; TERCERO: Condena al señor Heradio 
Suárez, al pago de las costas"; b) que, sobre apelación de 
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Heradio Suárez, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, que conoció de esa 
apelación por haber recibido en vurtud de la ley los expe-
dientes de trabajo que antes correspondían al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 
quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve una 
sentencia, que es la ahora impugnada en casación, con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge, en la 
forma y en el fondo, el recurso de apelación interpuesto por 
Heradio Suárez contra la sentencia de Trabajo del Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito Na-
cional, de fecha 20 de agosto de 1958, dictada en favor de 
José Altagracia Medina, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar de esta misma sentencia, y consecuencialmen-
te, revoca en todas sus partes la sentencia impugnada, por 
no existir vínculo contractual entre las partes en litigio; 
SEGUNDO: Condena al trabajador sucumbiente al pago de 
las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo 
con la Ley 5055, del 20 de diciembre de 1958, ordenándose 
su distracción en provecho del Dr. José María Acosta To-
rres, abogado de la parte gananciosa, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que el recurrente funda su recurso en 
los siguientes medios: 19 Violación y falsa aplicación e in-
terpretación de los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de 
Trabajo; 2" Violación del artículo 1315 por falsa aplicación 
del mismo; 3° Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil por carencia absoluta de motivos en la 
sentencia impugnada; y 4" Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal; 

Considerando, que, en apoyo del primer medio, el recu-
rrente alega, en esencia, que, al acoger la apelación de Hera-
dio Suárez y revocar la sentencia del Juzgado de Paz que 
había dado ganancia de causa al recurrente, sobre el fun-
damento de que Heradio Suárez no era el patrono del recu-
rrente, porque quien tenía esa calidad era la señora Merce- 

des O. Lebreaux Vda. Ramírez, y de que Heradio Suárez no 
era sino representante de dicha señora, la Cámara a qua ha 
violado los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de Trabajo; 
que, puesto que el recurrente fué contratado por Suárez, y 
no por la señora Legreaux Vda. Ramírez, a quien el recu-
rrente no conocía, Suárez era para él el patrono o su repre-
sentante responsable; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada se da por 
establecido que entre el recurrente Medina y el recurrido 
Suárez existía una relación de servicio; que esa relación de 
servicio implicaba la existencia de un contrato de trabajo 
entre esas dos personas a menos que Suárez probara lo con-
trario; que, en la especie, y según resulta de los conside-
randos de la sentencia impugnada, lo que probó Suárez no 
fué la inexistencia de un contrato de trabajo, sino que su 
actuación con respecto a Medina la realizaba en represen-
tación de la señora Legreaux Vda. Ramírez; que, en tales 
condiciones, si la Cámara a qua consideraba objetivamente 
fundada la reclamación del trabajador Medina, no podía, 
jurídicamente, descargar de responsabilidad a Suárez; que, 
en la especie, si Suárez quería sustraerse, respecto del tra-
bajador Medina, de una responsabilidad personal, su protec-
ción debía haberla procurado por la puesta en causa, a su 
diligencia, de la señora Legreaux Vda. Ramírez; 

Considerando, que el medio alegado por el trabajador 
Medina, por la forma de su desarrollo, implica la invocación 
de todos los artículos del Código de Trabajo relativos a re-
presentantes de los patronos e intermediados entre éstos y 
los trabajadores, a que el recurrente no haya citado expre-
samente los textos correspondientes, o sean los artículos 16, 
17 y 20; que, aunque en la sentencia impugnada se da por 
establecido que en el trabajo de construcción en que actuaba 
Medina el patrono verdadero era la Señora Legreaux Vda. 
Ramírez, no quedó en cambio establecido que el trabajador 
Medina tenía conocimiento de que esa señora el el patrono, 
sino que procedió a su demanda contra Suárez sobre la 



Heradio Suárez, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, que conoció de esa 
apelación por haber recibido en vurtud de la ley los expe-
dientes de trabajo que antes correspondían al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 
quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve una 
sentencia, que es la ahora impugnada en casación, con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge, en la 
forma y en el fondo, el recurso de apelación interpuesto por 
Heradio Suárez contra la sentencia de Trabajo del Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito Na-
cional, de fecha 20 de agosto de 1958, dictada en favor de 
José Altagracia Medina, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar de esta misma sentencia, y consecuencialmen-
te, revoca en todas sus partes la sentencia impugnada, por 
no existir vínculo contractual entre las partes en litigio; 
SEGUNDO: Condena al trabajador sucumbiente al pago de 
las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo 
con la Ley 5055, del 20 de diciembre de 1958, ordenándose 
su distracción en provecho del Dr. José María Acosta To-
rres, abogado de 1m parte gananciosa, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

'Considerando, que el recurrente funda su recurso en 
los siguientes medios: 1^ Violación y falsa aplicación e in-
terpretación de los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de 
Trabajo; 2" Violación del artículo 1315 por falsa aplicación 
del mismo; 3^ Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil por carencia absoluta de motivos en la 
sentencia impugnada; y 4^ Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal; 

Considerando, que, en apoyo del primer medio, el recu-
rrente alega, en esencia, que, al acoger la apelación de Hera-
dio Suárez y revocar la sentencia del Juzgado de Paz que 
había dado ganancia de causa al recurrente, sobre el fun-
damento de que Heradio Suárez no era el patrono del recu-
rrente, porque quien tenía esa calidad era la señora Merce- 

des O. Lebreaux Vda. Ramírez, y de que Heradio Suárez no 
era sino representante de dicha señora, la Cámara a qua ha 
violado los artículos 1, 2, 6 y 691 del Código de Trabajo; 
que, puesto que el recurrente fué contratado por Suárez, y 
no por la señora Legreaux Vda. Ramírez, a quien el recu-
rrente no conocía, Suárez era para él el patrono o su repre-
sentante responsable; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada se da por 
establecido que entre el recurrente Medina y el recurrido 
Suárez existía una relación de servicio; que esa relación de 
servicio implicaba la existencia de un contrato de trabajo 
entre esas dos personas a menos que Suárez probara lo con-
trario; que, en la especie, y según resulta de los conside-
randos de la sentencia impugnada, lo que probó Suárez no 
fué la inexistencia de un contrato de trabajo, sino • que su 
actuación con respecto a Medina la realizaba en represen-
tación de la señora Legreaux Vda. Ramírez; que, en tales 
condiciones, si la Cámara a qua consideraba objetivamente 
fundada la reclamación del trabajador Medina, no podía, 
jurídicamente, descargar de responsabilidad a Suárez; que, 
en la especie, si Suárez quería sustraerse, respecto del tra-
bajador Medina, de una responsabilidad personal, su protec-
ción debía haberla procurado por la puesta en causa, a su 
diligencia, de la señora Legreaux Vda. Ramírez; 

Considerando, que el medio alegado por el trabajador 
Medina, por la forma de su desarrollo, implica la invocación 
de todos los artículos del Código de Trabajo relativos a re-
presentantes de los patronos e intermediados entre éstos y 
los trabajadores, a que el recurrente no haya citado expre-
samente los textos correspondientes, o sean los artículos 16, 
17 y 20; que, aunque en la sentencia impugnada se da por 
establecido que en el trabajo de construcción en que actuaba 
Medina el patrono verdadero era la Señora Legreaux Vda. 
Ramírez, no quedó en cambio establecido que el trabajador 
Medina tenía conocimiento de que esa señora el el patrono, 
sino que procedió a su demanda contra Suárez sobre la 
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creencia, justificada por la apariencia, de que Suárez era el 
patrono responsable; 

Considerando, que, en tales circunstancias, la sentencia 
impugnada debe ser casada en todas sus partes, sin nece-
sidad de ponderar los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes la 
sentencia dictada en fecha quince de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Condena al recu-
rrido Heradio Suárez al pago de las costas y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. José Martín Elseyf López, 
abogado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco. 

rís de fecha 22 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vetilio Ce-
dano, cédula 3561, serie 28, Eladio Guerrero, cédula 8888, 
serie 28, y Tomás de la Rosa, cédula 3667, serie 28, cuyos 
sellos de renovación no constan en el expediente, dominica-
nos, mayores de edad, agricultores, domiciliados y residen-
tes en la Sección Jina Jaraguá„ del Municipio de Higüey, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta, 
notificádales el día seis de diciembre del mismo año, y cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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creencia, justificada por la apariencia, de que Suárez era el 
patrono responsable; 

Considerando, que, en tales circunstancias, la sentencia 
impugnada debe ser casada en todas sus partes, sin nece-
sidad de ponderar los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes la 
sentencia dictada en fecha quince de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Condena al recu-
rrido Heradio Suárez al pago de las costas y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. José Martín Elseyf López, 
abogado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís de fecha 22 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de la Rosa. 

fF 
	

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vetilio Ce-
dano, cédula 3561, serie 28, Eladio Guerrero, cédula 8888. 
serie 28, y Tomás de la Rosa, cédula 3667, serie 28, cuyos 
sellos de renovación no constan en el expediente, dominica-
nos, mayores de edad, agricultores, domiciliados y residen-
tes en la Sección Jina Jaraguá„ del Municipio de Higüey, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta, 
notificádales el día seis de diciembre del mismo año, y cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha siete de diciembre •de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del abogado Dr. 
Arévalo Cedeño Valdez, cédula 12281, serie 28, sello 42746, 
en representación de los prevenidos, y en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley N' 43 de 1930, y 
1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinte de mayo de mil novecientos sesenta, el Lic. Julio F. 
Peynado, presentó querella ante el Procurador Fiscal de La 
Altagracia, contra Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás 
de la Rosa, por el hecho de haberse introducido sin permiso, 
en una parcela del querellante y hacer tumbas y desmontes 
para conucos; b) que apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, lo 
decidió por sentencia de fecha diecinueve de julio del mismo 
año, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Des-
carga, a los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y 
Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, de generales anotadas, 
del delito de violación de propiedad en perjuicio del Lic. 
Julio F. Peynado, por no haberlo cometido; SEGUNDO: ;- 
Rechaza, la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por el Lic. Julio F. Peynado, por mediación de su abogado, 
Dr. Enrique Peynado, en contra de los prevenidos, por im-
procedente y mal 'fundada; TERCERO: Condena, a la parte 
civil constituída, al pago de las costas civiles con distracción 
en provecho de los doctores Pedro María Solimán Bello y 
Arévalo Cedeño Valdez, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que sobre los recursos interpuestos por 
el Procurador General de la Corte de Apelación de San Pe- 

dro de Macorís y por la parte civil constituida, la Corte a qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, los 
recursos de apelación; SEGUNDO: Que antes de decidir res-
pecto del delito de violación de propiedad puesto a cargo de 
los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de 
la Rosa, (a) Lao, sobresee el fallo sobre el fondo de dicha 
prevención, hasta tanto la jurisdicción competente decida 
sobre el derecho de propiedad suscitado en causa, fijando 
para dichas partes un plazo de cuatro (4) meses a contar 
de la notificación de la presente sentencia; TERCERO: Re-
serva las costas penales y civiles"; 

Considerando que para que la excepción prejudicial de 
propiedad sea admitida, es preciso: 1"—que el prevenido la 
haya propuesto; 2^—que tal excepción despoja al hecho de 
su carácter penal; 3"—que esté fundada en un derecho per-
sonal del prevenido; y 4°—que dicha excepción se funde en 
títulos aparentes o en hechos de posesión equivalentes al 
título; 

Considerandb que la Corte a qua para admitir la ex-
cepción de propiedad, ha expresado en el fallo impugnado 
lo siguiente: "que los sometidos, por sí mismos, a excepción 
de Eladio Guerrero, no han pretendido discutir al Lic. Julio 
F. Peynado ser dueños de la parcela N' 367, ni ningún otro 
derecho real, pero en cambio sostienen que los dueños son 
los Solimán y no el Lic. Peynado, habiendo depositado con-
tratas de arrendamiento suscritos por Vetilio Cedano y la 
Sucesión de Luis Bello y por Eladio Guerrero y la Sucesión 
de Luis Bello; que en presencia de tal disparidad, la juris-
dicción penal le incumbe antes de dar solución al proceso 
sometido ante ella, que se haya determinado quien es el 
propietario de la señalada parcela; si (es) del Lic. Julio F. 
Peynado o de los Solimán" ; 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que los prevenidos lejos de invocar ningún derecho 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría .de la Corte a qua, en fecha siete de diciembre •de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del abogado Dr. 
Arévalo Cedeño Valdez, cédula 12281, serie 28, sello 42746, 
en representación de los prevenidos, y en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley N9  43 de 1930, y 
1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinte de mayo de mil novecientos sesenta, el Lic. Julio F. 
Peynado, presentó querella ante el Procurador Fiscal de La 
Altagracia, contra Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás 
de la Rosa, por el hecho de haberse introducido sin permiso, 
en una parcela del querellante y hacer tumbas y desmontes 
para conucos; b) que apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, lo 
decidió por sentencia de fecha diecinueve de julio del mismo 
año, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Des-
carga, a los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y 
Tomás de la Rosa (a) Tomás Lao, de generales anotadas, 
del delito de violación de propiedad en perjuicio del Lic. 
Julio F. Peynado, por no haberlo cometido; SEGUNDO: 
Rechaza, la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por el Lic. Julio F. Peynado, por mediación de su abogado, 
Dr. Enrique Peynado, en contra de los prevenidos, por im-
procedente y mal fundada; TERCERO: Condena, a la parte 
civil constituída, al pago de las costas civiles con distracción 
en provecho de los doctores Pedro María Solimán Bello y 
Arévalo Cedeño Valdez, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que sobre los recursos interpuestos por 
el Procurador General de la Corte de Apelación de San Pe- 
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dro de Macorís y por la parte civil constituida, la Corte a ella 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, los 
recursos de apelación; SEGUNDO: Que antes de decidir res-
pecto del delito de violación de propiedad puesto a cargo de 
los nombrados Vetilio Cedano, Eladio Guerrero y Tomás de 
la Rosa, (a) Lao, sobresee el fallo sobre el fondo de dicha 
prevención, hasta tanto la jurisdicción competente decida 
sobre el derecho de propiedad suscitado en causa, fijando 
para dichas partes un plazo de cuatro (4) meses a contar 
de la notificación de la presente sentencia; TERCERO: Re-
serva las costas penales y civiles"; 

Considerando que para que la excepción prejudicial de 
propiedad sea admitida, es preciso: 1 9—que el prevenido la 
haya propuesto; 2 9—que tal excepción despoja al hecho de 
su carácter penal; 39—que esté fundada en un derecho per-
sonal del prevenido; y 4°—que dicha excepción se funde en 
títulos aparentes o en hechos de posesión equivalentes al 
título; 

*Y' Considerandb que la Corte a qua para admitir la ex-
cepción de propiedad, ha expresado en el fallo impugnado 
lo siguiente: "que los sometidos, por sí mismos, a excepción 
de Eladio Guerrero, no han pretendido discutir al Lic. Julio 
F. Peynado ser dueños de la parcela N9 367, ni ningún otro 
derecho real, pero en cambio sostienen que los dueños son 
los Solimán y no el Lic. Peynado, habiendo depositado con-
tratas de arrendamiento suscritos por Vetilio Cedano y la 
Sucesión de Luis Bello y por Eladio Guerrero y la Sucesión 
de Luis Bello; que en presencia de tal disparidad, la juris-
dicción penal le incumbe antes de dar solución al proceso 
sometido ante ella, que se haya determinado quien es el 
propietario de la señalada parcela; si (es) del Lic. Julio F. 
Peynado o de los Solimán". ; 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que los prevenidos lejos de invocar ningún derecho 
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real sobre el terreno objeto de la prevención, se han limitado 
a pedir su descargo sosteniendo que los dueños de esas tie-
rras son `los Solimán y no el Lic. Peynado" y que ellos (los 
prevenidos) tienen "contratos de arrendamiento con la Su-
cesión de Luis Bello"; que en esas condiciones, no se estaba 
en presencia de una excepción prejudicial de propiedad, y 
por tanto, la Corte a qua debió conocer y fallar el fondo de 
la prevención; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, dictada en atri-
buciones correccionales en 'fecha veintidós de noviembre de 
mil novecientos sesenta, y cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo y envía el asunto ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresas, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

temía impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 19 de agosto de 1960. 

da: Penal. 

ente: Ligia Creales de Brens. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril del año mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ligia 
Creales de Brens, dominicana, mayor de edad, de quehace-
res domésticos, domiciliada y residente en la casa N°  65 de la 

]le Pina, de esta ciudad, cédula 37969, serie 1 1, sello 38686, 
contra la sentencia correccional dictada en fecha diecinueve 
de agosto de mil novecientos sesenta, por la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguaci le turno en la lectura del rol; 



real sobre el terreno objeto de la prevención, se han limitado 
a pedir su descargo sosteniendo que los dueños de esas tie-
rras son 'los Solimán y no el Lic. Peynado" y que ellos (los 
prevenidos) tienen "contratos de arrendamiento con la Su-
cesión de Luis Bello"; que en esas condiciones, no se estaba 
en presencia de una excepción prejudicial de propiedad, y 
por tanto, la Corte a qua debió conocer y fallar el fondo de 
la prevención; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, dictada en atri-
buciones correccionales en fecha veintidós de noviembre de 
mil novecientos sesenta, y cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo y envía el asunto ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a u 
diencia pública del día, mes y año en él expresas, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ABRIL DE 1961 

acta Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 19 de agosto de 1960. 

ría: Penal. 

ente: Ligia Creales de Brens. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día catorce del mes de abril del año mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ligia 
Creales de Brens, dominicana, mayor de edad, de quehace-
res domésticos, domiciliada y residente en la casa N° 65 de la 
calle Pina, de esta ciudad, cédula 37969, serie la, sello 38686, 
contra la sentencia correccional dictada en fecha diecinueve 
de agosto de mil novecientos sesenta, por la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguaci le turno en la lectura del rol; 

BOLETIIT JUDICIAL 	 761 760 	 BOLETÍN JUDICIAL 



762 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 763 

Oído el dictamen del dictamen del Magistrado Procu 
rador General de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha dos de noviembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento de la recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro 
cedimiento Criminal; 66 de la Ley NQ 2859, sobre Cheques; 
405 y 463 del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
indeterminada del mes de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete siete, la Insular Trading Company, C. por 
A., presentó querella contra Ligia Creales de Brens por vio-
lación de la Ley N9  2859, del 30 de abril de 1951, sobre Che-
ques; b) que la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente apo-
derada del hecho, lo decidió por su sentencia en defecto 
fecha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronun-
cia, el defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens 
de generales ignoradas por no haber comparecido a esta 
audiencia para la cual fué legalmente citada; SEGUNDO: 
Declara, culpable a la nombrada Ligia Creales de Brens, del 
delito de violación a la Ley de cheques, en perjuicio de la 
Insular Trading Company, C. por A., y en consecuencia se 
condena a un año de prisión correccional así como al pago 
de la suma adeudada a la Insular Trading Company, C. por 
A., de RD$194.40; TERCERO: Condena, a la inculpada al pa-
go de las costas penales"; que en fecha veintisiete de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la misma Cámara dictó 
otra sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Pronuncia, el defecto contra la nombrada Ligia 

Greales de Brens, de generales ignoradas por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual fué legalmente citada; 
SEGUNDO: Declara nulo, el recurso de oposición interpues-
to  por la nombrada Ligia Creales de Brens, contra sentencia 
dictada por este Tribunal, que la condenó por el delito de 
%,iolación a la Ley de cheques, a sufrir la pena de un año 
de prisión correccional y costas; TERCERO: Confirma, la 
sentencia recurrida y la condena además a las costas"; d) 
que sobre la apelación interpuesta por la prevenida, la Corte 
a qua dictó su sentencia del diecisiete de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la prevenida 
Ligia Creales de Brens, por no haber comparecido; SEGUN-
DO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 27 de junio de 1958, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia, el 
defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual 'fué legalmente citada; Segundo: Declara 
nulo, el recurso de oposición interpuesto por la nombrada 
Ligia Creales de Brens, contra sentencia dictada por este 
Tribunal, que la condenó por el delito de violación a la Ley 
de 'Cheques, a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal y costas; y TERCERO: Confirma, la sentencia recurrida 
y la condena además a las costas'. CUARTO: Condena a la 
nombrada Ligia Creales de Brens, al pago de las costas de 
su recurso"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara nulo el recurso de oposición interpues-
to por la prevenida Ligia Creales de Brens, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte, en atribuciones correccionales, 
el día 17 de junio del año 1960, cuyo dispositivo dice así:* 
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Oído el dictamen del dictamen del Magistrado ProcU 
rador General de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 
Secretaría de la Corte a qua. en fecha dos de noviembre d 
mil novecientos sesenta, a requerimiento de la recurrente 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro 
cedimiento Criminal; 66 de la Ley NQ 2859, sobre Cheques 
405 y 463 del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pr 
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
indeterminada del mes de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete siete, la Insular Trading Company, C. por 
A., presentó querella contra Ligia Creales de Brens por vi 
lación de la Ley N9  2859, del 30 de abril de 1951, sobre Che-
ques; b) que la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente apo-
derada del hecho, lo decidió por su sentencia en defecto 
fecha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronun-
cia, el defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens 
de generales ignoradas por no haber comparecido a esta 
audiencia para la cual fué legalmente citada; SEGUNDO: 
Declara, culpable a la nombrada Ligia Creales de Brens, del 
delito de violación a la Ley de cheques, en perjuicio de la 
Insular Trading Company, C. por A., y en consecuencia se 
condena a un año de prisión correccional así como al pago 
de la suma adeudada a la Insular Trading Company, C. por 
Á., de RD$194.40; TERCERO: Condena, a la inculpada al pa-
go de las costas penales"; que en fecha veintisiete de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la misma Cámara dictó 
otra sentencia con el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Pronuncia, el defecto contra la nombrada Ligia 

Greales de Brens, de generales ignoradas por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual fué legalmente citada; 
SEGUIDO: Declara nulo, el recurso de oposición interpues-
to  por  la nombrada Ligia Creales de Brens, contra sentencia 
dictada por este Tribunal, que la condenó por el delito de 
violación a la Ley de cheques, a sufrir la pena de un año 
de prisión correccional y costas; TERCERO: Confirma, la 
sentencia recurrida y la condena además a las costas"; d) 
que sobre la apelación interpuesta por la prevenida, la Corte 
a qua dictó su sentencia del diecisiete de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la prevenida 
Ligia Creales de Brens, por no haber comparecido; SEGUN-
DO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, por 
la Segunda Cá:nara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 27 de junio de 1958, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia, el 
defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual 'fué legalmente citada; Segundo: Declara 
nulo, el recurso de oposición interpuesto por la nombrada 
Ligia Creales de Brens, contra sentencia dictada por este 
Tribunal, que la condenó por el delito de violación a la Ley 
de Cheques, a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal y costas; y TERCERO: Confirma, la sentencia recurrida 
y la condena además a las costas'. CUARTO: Condena a la 
nombrada Ligia Creales de Brens, al pago de las costas de 
su recurso"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara nulo el recurso de oposición interpues-
to por la prevenida Ligia Creales de Brens, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte, en atribuciones correccionales, 
el día 17 de junio del año 1960, cuyo dispositivo dice así: 
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`FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la preve-
nida Ligia Creales de Brens, por no haber comparecido; SE 
GUNDO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 27 de junio de 1958, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pronuncia, el 
defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual fué legalmente citada; Segundo: Declara 
nulo el recurso de oposición interpuesto por la nombrada 
Ligia Creales de Brens, contra sentencia dictada por este 
Tribunal, que la condenó por el delito de violación a la ley de 
cheques; a sufrir la pena de un año de prisión correccional 
y costas; y TERCERO: Confirma, la sentencia recurrida y 
la condena además a las costas'. CUARTO: Condena a la 
nombrada Ligia Creales de Brens, al pago de las costas de 
su recurso". SEGUNDO: Condena a la prevenida Ligia Crea-
les de Brens, al pago de las costas de su recurso de oposición"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del diecinueve 
de agosto de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 y 
208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener 
la oposición; que en el fallo impugnado por el presente re-
curso de casación, es constante que la oponente no compa-
reció a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no 
obstante haber sido legalmente citada, y que el ministerio 
público pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; 
que, por consiguiente, los mencionados textos legales fue-
ron correctamente aplicados por la Corte a qua al declarar 
nulo, y consecuentemente ,sin ningún valor ni efecto, el 
recurso de oposición interpuesto por Ligia Creales de Brens 
contra la sentencia por defecto del diecisiete de junio de mil  

ovecientos cincuenta y nueve, que falló el fondo de la 
revención; 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opo-
sición por no haber comparecido el oponente se extiende a la 
primera sentencia por defecto que estatuyó sobre el fondo 
de la  prevención; que, por tanto, en la especie procede el 
examen de la sentencia dictada por la Corte a qua el dieci-
siete de junio de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, lo siguiente: "a) que el día ocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, la prevenida Ligia Creales 
de Brens expidió un cheque marcado con el N 136, ponla ; 

 suma de RD$194.40, a favor de la Insular Trading Company, 
C. por A., para pagar efectos tomados por dicha prevenida 
en aquel establecimiento; b) que presentado al cobro el re-
ferido cheque, el Banco de Reservas rehusó hacerlo efectivo 
afirmando que la señora Ligia Creales de Brens no tiene 
cuenta con aquella institución bancaria; y c) que la preve-
nida Ligia Creales de Brens, no obstante haber sido inti-
mada a ello, no hizo el depósito o provisión de fondos nece-
sarios en la forma y en el tiempo previsto por la Ley"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi- 
tidos por la Corte a qua constituyen el delito de emisión de 
cheque sin provisión, previsto por el artículo 66 de la Ley 
1\l'. 2859, sobre cheques, y sancionado con las penas de pri- 
sión correccional de seis meses a dos años, y multa de veinte 
a doscientos pesos, por el artículo 405 del Código Penal; que, 
por consiguiente, los hechos de la prevención han sido co- 
rrectamente calificados; que, por otra parte, al declarar a la 
prevenida culpable del referido delito y al condenarla, aco- 
giendo circunstancias atenuantes, a la pena de un año de 

apli- 
cación 

dnce la  correccional, la Corte a qua hizo una correcta  



`FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la preve-
nida Ligia Creales de Brens, pór no haber comparecido; SE-
GUNDO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha 27 de junio de 1958, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Pronuncia, el 
defecto contra la nombrada Ligia Creales de Brens, de ge-
nerales ignoradas por no haber comparecido a esta audien-
cia para la cual fué legalmente citada; Segundo: Declara 
nulo el recurso de oposición interpuesto por la nombrada 
Ligia Creales de Brens, contra sentencia dictada por este 
Tribunal, que la condenó por el delito de violación a la ley de 
cheques; a sufrir la pena de un año de prisión correccional 
y costas; y TERCERO: Confirma, la sentencia recurrida y 
la condena además a las costas'. CUARTO: Condena a la 
nombrada Ligia Creales de Brens, al pago de las costas de 
su recurso". SEGUNDO: Condena a la prevenida Ligia Crea-
les de Brens, al pago de las costas de su recurso de oposición"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del diecinueve 
de agosto de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 y 
208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener 
la oposición; que en el fallo impugnado por el presente re-
curso de casación, es constante que la oponente no compa-
reció a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no 
obstante haber sido legalmente citada, y que el ministerio 
público pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; 
que, por consiguiente, los mencionados textos legales fue-
ron correctamente aplicados por la Corte a qua al declarar 
nulo, y consecuentemente ,sin ningún valor ni efecto, el 
recurso de oposición interpuesto por Ligia Creales de Brens 
contra la sentencia por defecto del diecisiete de junio de mil  

novecientos cincuenta y nueve, que falló el fondo de la 
prevención; 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opo-
sición por no haber comparecido el oponente se extiende a la 
primera sentencia por defecto que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; que, por tanto, en la especie procede el 
examen de la sentencia dictada por la Corte a qua el dieci-
siete de junio de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa, lo siguiente: "a) que el día ocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, la prevenida Ligia Creales 
de Brens expidió un cheque marcado con el N° 136, ponla, 
suma de RD$194.40, a favor de la Insular Trading Company, 
C. por A., para pagar efectos tomados por dicha prevenida 
en aquel establecimiento; b) que presentado al cobro el re-
ferido cheque, el Banco de Reservas rehusó hacerlo efectivo 
afirmando que la señora Ligia Creales de Brens no tiene 
cuenta con aquella institución bancaria; y e) que la preve-
nida Ligia Creales de Brens, no obstante haber sido inti-
mada a ello, no hizo el depósito o provisión de fondos nece-
sarios en la forma y en el tiempo previsto por la Ley"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi- 
idos por la Corte a qua constituyen el delito de emisión de 

cheque sin provisión, previsto por el artículo 66 de la Ley 
I\1° 2859, sobre cheques, y sancionado con las penas de pri- 
sión correccional de seis meses a dos años, y multa de veinte 
a doscientos pesos, por el artículo 405 del Código Penal; que, 
por consiguiente, los hechos de la prevención han sido co- 
rrectamente calificados; que, por otra parte, al declarar a la 
prevenida culpable del referido delito y al condenarla, aco- 
giendo circunstancias atenuantes, a la pena de un año de 

apli- 
cación 

dnce la  correccional, nal, la Corte a qua hizo una correcta  
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1961 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 8 
de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ernesto Manuel de Moya Sosa. 
Abogado: Lic. Ramón B. García G. 

Intervinlente: - Natale Martino Rossetti. 
Abogado: Dr. Ramón Maria Pérez Maracallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ligia Creales de Brens contra la sen-
tencia correccional dictada en fecha diecinueve de agosto 
de mil novecientos sesenta por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel. —F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete de abril de mil novecientos 
sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ernesto 
Manuel de Moya Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula 20077, serie 1 3, sello 1384, domiciliado y residente 
en la sección "Amarga", jurisdicción del municipio de San 
Francisco de Macorís, persona civilmente responsable, con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha ocho de noviem- 
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bre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Ramón B. García G., cédula 976, serie 47, se 

llo 30898, abogado del recurrente, en la lectura de sus con 
clusiones; 

Oído el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula 1332, 
serie 47, sello 71474, abogado de la parte interviniente Nata-
le Martino Rossetti, de nacionalidad italiana, mayor de edad, 
agricultor, domiciliado y residente en "La Mata", sección 
del municipio de Cotuí, cédula 2928, serie 71, sello 16605, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha quince de noviembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Lic. Ramón 
B. García G., abogado del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1382 y 1384 (3) del Código 
Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de diciembre de mil novecientos cincuentP 
nueve, Natale Martino Rossetti, presentó querella ante el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra 
Abraham Taveras, Faustino Gavilán Concepción y Abra- 
ham Canaán hijo, por haberse introducido sin permiso en 
una parcela del querellante y haber destruido "una gran 
cantidad de plátanos"; b) que apoderado del caso la Segun- 
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Judicial de La Vega, lo decidió por su sentencia de 
fecha primero de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dis- 
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia 
el defecto contra los nombrados Faustino Gavilán y Abra- 

ham Taveras por no haber comparecido a audiencia no obs-
tante haber sido citado legalmente. SEGUNDO: Se descar-
gan a los nombrados Abraham Canaán hijo, Faustino Gavi-

lán y Abraham Taveras, de toda responsabilidad, penal, de 
los delitos de Violación de propiedad y destrucción de co-
secha por falta de intención delictuosa. TERCERO: Se re-
chaza la constitución hecha en Parte Civil por Natale Mar-
tino Rossetti en contra de Ernesto de Moya como persona 
civilmente responsable puesta en causa por improcedente 

y mal 'fundada. CUARTO: Se declaran las costas penales de 
oficio. QUINTO: Se condena a la parte civil constituída Na-
tale Martino Rossetti al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en favor del Lic. Ramón B. García quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que sobre el rect._,_rso de apelación inter-
puesto por Natale Martino Rossetti, parte civil constituida, 
la Corte a qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y 
válido, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revo-
ca la sentenció apelada en el aspecto recurrido y condena a 
Ernesto Moya como persona civilmente responsable, a pagar 
una indemnización a justificar por estado, en favor de Nata-
le Martino Rossetti, a título de daños y perjuicios; TERCE-
RO: Condena a Ernesto Moya, parte que sucumbe, al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: "1 Violación del artícu- 
lo 1384 del Código Civil; 2^—Violación de los artículos 65 
ordinal primero de la Constitución y 43 de la Ley de Orga- 
nización Judicial; 3"—Falta de base legal o contradicción de 
motivos; y 4"—Desnaturalización de los hechos de la causa"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del seugndo 
cilio, el recurrente alega en síntesis, que la Corte a qua 

Podía conocer, accesoriamente a la acción pública, de la 
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bre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Ramón B. García G., cédula 976, serie 47, se 

lb 30898, abogado del recurrente, en la lectura de sus con 
clusiones; 

Oído el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula 1332, 
serie 47, sello 71474, abogado de la parte interviniente Nata 
le Martino Rossetti, de nacionalidad italiana, mayor de edad, 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1382 y 1384 (3) del Código 
Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de diciembre de mil novecientos cincuenti- 
nueve, Natale Martino Rossetti, presentó querella ante el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra 
Abraham Taveras, Faustino Gavilán Concepción y Abra- 
ham Canaán hijo, por haberse introducido sin permiso en 
una parcela del querellante y haber destruido "una gran 
cantidad de plátanos"; b) que apoderado del caso la Segun- 
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Judicial de La Vega, lo decidió por su sentencia de 
fecha primero de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dis- 
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia 
el defecto contra los nombrados Faustino Gavilán y Abra- 

harn Taveras por no haber comparecido a audiencia no obs-
tante haber sido citado legalmente. SEGUNDO: Se descar-

gan a los nombrados Abraham Canaán hijo, Faustino Gavi-
lán  y Abraham Taveras, de toda responsabilidad, penal, de 
los delitos de Violación de propiedad y destrucción de co-
secha por falta de intención delictuosa. TERCERO: Se re-
chaza la constitución hecha en Parte Civil por Natale Mar-
tino Rossetti en contra de Ernesto de Moya como persona 
civilmente responsable puesta en causa por improcedente 
y mal fundada. CUARTO: Se declaran las costas penales de 
oficio. QUINTO: Se condena a la parte civil constituida Na-
tale Martino Rossetti al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en favor del Lic. Ramón B. García quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

•Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Natale Martino Rossetti, parte civil constituida, 
la Corte a qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y 
válido, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revo-
ca la sentencia apelada en el aspecto recurrido y condena a 
Ernesto Moya como persona civilmente responsable, a pagar 
una indemnización a justificar por estado, en favor de Nata-
le Martino Rossetti, a título de daños y perjuicios; TERCE-
RO: Condena a Ernesto Moya, parte que sucumbe, al pago 
de las costas, con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: "1 Violación del artícu- 
lo 1384 del Código Civil; 2^—Violación de los artículos 65 

9rtmero de la Constitución y 43 de la Ley de Orga- 
nización Judicial; 3"—Falta de base legal o contradicción de 
motivos; .y 4"—Desnaturalización de los hechos de la causa"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del seugndo 
odio. el recurrente alega en síntesis, que la Corte a qua 

ho podía conocer, accesoriamente a la acción pública, de la 
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demanda en responsabilidad civil contra dicho recurrente, en 
razón de que él no fué "traducido al Tribunal penal bajo 
ninguna supuesta prevención"; y que, en el presente caso 
no se aplica el principio de la unidad de jurisdicción; pero, 

Considerando que contrariamente a lo que cree el recu-
rrente, lo. tribunales penales son competentes para decidir 
sobre las acciones civiles que surjan de las infracciones pe-
nales, tanto cuando esas acciones se dirijan contra los auto-
res de tales infracciones, como cuando se dirijen, como en 
la especi°, contra las personas que, conforme al artículo 
1384 del Código Civil deben responder civilmente por las 
faltas de aquellos, todo, según resulta de las disposiciones 
de los artículos 74 del Código Penal y 3 y 180 del Código de 
Procedimiento Criminal; que, por tanto, los alegatos del 
recurren te contenidos en el presente medio, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de casación, el recurrente sostiene en síntesis, lo si-
guiente: que en el fallo impugnado se violó el artículo 1384 
del Código Civil porque los prevenidos Abraham Taveras y 
Faustino Gavilán al extraer las cepas de plátanos de la 
parcela de Rossetti, actuaron "por su propia cuenta", como 
empresarios, y no por cuenta del recurrente; que ellos "pro-
curaron sus trabajadores y demás elementos que necesita-
ron para la ejecución de su empresa", mientras que la única 
participación que tuvo el recurrente 'fué "beneficiarse de las 
cepas y pagar el precio convenido por millar"; pero, 

Considerando que la responsabilidad civil del comiten-
te se caracteriza por la idea de autoridad, por la posibilidad 
de dar ilistrucciones y de vigilar la ejecución de la labor 
encomendada al empleado; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente aportados en 
la instrucción de la causa, dio por establecido, en resumen, 
los siguientes hechos: a) que Ernesto de Moya encargó a 
Abraham Taveras y a Faustino Gavilán que le extrajeran  

de un platanal de Natale Martino Rossetti, situado en Jima 
Abajo, sección del municipio de La Vega, una cantidad de 
cepas de plátanos; b) que Ernesto de Moya convino en pagar 
:Taveras y a Gavilán, dos pesos por cada millar de cepas; 

c ) que éstos realizaron esa labor "por cuenta y orden" de 
Moyr: ;  d) que Taveras y Gavilán, mientras realizaban esa 
(fuer "cometieron una devastación" en el referido platanal, 

que causó daños y perjuicios a la parte civil constituida; 
Considerando que el examen del fallo impugnado pone 

de mlnifiesto que la Corte a qua para admitir la responsa-
bilidad civil del recurrente, se fundó en que los prevenidos 
Ab:aliarn Taveras y Faustino Gavilán Concepción, come-
heton los "hechos punibles" a que se ha hecho referencia, 
cuando realizaban no una empresa por su propia cuenta, 
sino una tarea "por cuenta y orden de Ernesto de Moyi"; 
que, además, aún cuando los prevenidos se hubiesen procu-
ra:10 trabajadores, en el fallo impugnado se da por esta-
blec.do que dichos prevenidos "estaban al servicio de Moya 
cuando cometieron los hechos que originaron los daños, y 
que Moya podía "darle órdenes en sus funciones", lo que 
prueba, como se afirma en ese fallo, la existencia de un "la-
zo de subordinación"; 

Considerando que por lo anteriormente expuesto se ad-
vierte que la Corte a qua al acoger sobre ese fundamento la 
denr.nda en daños y perjuicios de que se trata, hizo una co-
meta aplicación del inciso 3^ del artículo 1384 del Código 
Civil; que, en consecuencia, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
rccro y cuarto, reunidos, el recurrente alega, en síntesis, 

ue el fallo impugnado carece de base legal o "contradice la 
motivación", porque le da "el valor de una confesión a las 

claraciones prestadas por Abraham Taveras, Faustino Ga- 
vilán y Abraham Canáan hijo" ante la Junta Protectora de 

gricultura de.La Vega, que es un organismo "puramente 
neiliador"; que esas declaraciones no valen confesión ni 
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demanda en responsabilidad civil contra dicho recurrente, en 
razón de que él no fué "traducido al Tribunal penal bajo 
ninguna supuesta prevención"; y que, en el presente caso 
no se aplica el principio de la unidad de jurisdicción; pero, 

Considerando que contrariamente a lo que cree el recu-
rrente, lo tribunales penales son competentes para decidir 
sobre las acciones civiles que surjan de las infracciones pe-
nales, tanto cuando esas acciones se dirijan contra los auto-
res de taics infracciones, como cuando se dirijen, como en 
la especi", contra las personas que, conforme al artículo 
1384 del Código Civil deben responder civilmente por las 
faltas de aquellos, todo, según resulta de las disposiciones 
de los articulos 74 del Código Penal y 3 y 180 del Código de 
Procedimiento Criminal; que, por tanto, los alegatos del 
recurren te contenidos en el presente medio, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de casación, el recurrente sostiene en síntesis, lo si-
guiente: que en el fallo impugnado se violó el artículo 1384 
del Código Civil porque los prevenidos Abraham Taveras y 
Faustino Gavilán al extraer las cepas de plátanos de la 
parcela de Rossetti, actuaron "por su propia cuenta", como 
empresarios, y no por cuenta del recurrente; que ellos "pro-
curaron sus trabajadores y demás elementos que necesita-
ron para la ejecución de su empresa", mientras que la única 
participación que tuvo el recurrente 'fué "beneficiarse de las 
cepas y pagar el precio convenido por millar"; pero, 

Cons;derando que la responsabilidad civil del comiten-
te se caracteriza por la idea de autoridad, por la posibilidad 
de dar instrucciones y de vigilar la ejecución de la labor 
encomendada al empleado; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente aportados en 
la instrucción de la causa, dio por establecido, en resumen, 
los siguientes hechos: a) que Ernesto de Moya encargó a 
Abraham Taveras y a Faustino Gavilán que le extrajeran  

de un platanal de Natale Martino Rossetti, situado en Jima 
Abajo, sección del municipio de La Vega, una cantidad de 

cepas de plátanos; b) que Ernesto de Moya convino en pagar 
a Taveras y a Gavilán, dos pesos por cada millar de cepas; 

, ine éstos realizaron esa labor "por cuenta y orden" de 
oyr.; d) que Taveras y Gavilán, mientras realizaban esa 

rai eo "cometieron una devastación" en el referido platanal, 
que causó daños y perjuicios a la parte civil constituida; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de mnnifiesto que la Corte a qua para admitir la responsa-
bilidad civil del recurrente, se fundó en que los prevenidos 
Ab:aliarn Taveras y Faustino Gavilán Concepción, come-
hei on los "hechos punibles" a que se ha hecho referencia, 
cuando realizaban no una empresa por su propia cuenta, 
sino una tarea "por cuenta y orden de Ernesto de Moyri"; 
que, además, aún cuando los prevenidos se hubiesen procu-
rarlo trabajadores, en el fallo impugnado se da por esta-
blec.do que dichos prevenidos "estaban al servicio de Moya 
cuando cometieron los hechos que originaron los daños, y 
que Moya podía "darle órdenes en sus funciones", lo que 
prueba, como se afirma en ese fallo, la existencia de un "la-
zo de subordinación"; 

Considerando que por lo anteriormente expuesto se ad-
ele que la Corte a qua al acoger sobre ese fundamento la 
ernz...nda en daños y perjuicios de que se trata, hizo una co-
l'eta aplicación del inciso 3" del artículo 1384 del Código 
vil; que, en consecuencia, el medio que se examina carece 

e fundamento y debe ser desestimado; 
Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 

rccro y cuarto, reunidos, el recurrente alega, en síntesis, 
lie el fallo impugnado carece de base legal o "contradice la 

motivación", porque le da "el valor le una confesión a las 
claraciones prestadas por Abraham Taveras, Faustino Ga-
lán y Abraham Canáan hijo" ante la Junta Protectora de 

Agricultura de.La Vega, que es un organismo "puramente 
nelliador"; que esas declaraciones no valen confesión ni 
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judicial ni extrajudicial, y que la Corte a qua al pondera 

l'3S hechos con el auxilio exclusivo de las "aportaciones" d 
Abraham Taveras y Faustino Gavilán Concepción, los h 
"desnaturalizado", "opacando o callando tanto las aporta 
dones de Félix Paredes como las de Abraham Canaán hij 

Considerando que el examen del fallo impugnado mue 
tra que para dar por establecido como cuestión de hecho, que 
el recurrente era comitente de los prevenidos en el momento 
en que éstos extraían las cepas de plátanos, la Corte a qua 
hizo uso del poder soberano que le confiere la ley para ap 
ciar el valor de los elementos de prueba; que la circunstancia 
de que la Corte a qua llamara "confesión" a lo expuesto por 
los prevenidos ante la Junta Protectora de la Agricultura 
que luego ratificaron ante dicha Corte, no le quita el cará 
ter cíe declaraciones que tienen, y que han podido servir a 1 
jueces del fondo como elementos de prueba para formar 
2c.1vicción; que además, el fallo impugnado contiene motiv 
std:cientes, pertinentes y congruentes que justifican plena 
mente su dispositivo, y una relación completa de los hech 
y circunstancias de la causa que han permitido verificar qu 
en el caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley; qu 
finalmente, lo que el recurrente llama desnaturalización 
no es otra cosa que la libre convicción a que llegó .1a Cor 
a qua acerca de una cuestión de hecho de su soberana apr 
ciación; que, en consecuencia, los medios que se examina 
calecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como parte inte 
riente a Natale Martino Rossetti; Segundo: Rechaza 

recurso de casación interpuesto por Ernesto Manuel de M 
N a Sosa, contra sentencia dictada en atribuciones correcci 
naies por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha och 
de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositiv 
se copia en otra parte del presente fallo; Tercero: Conden 
al recurrente al pago de las costas, ordenándose la distra 
ción de las mismas en provecho del Dr. Ramón María Pér 

acallo, abogado que afirma haberlas avanzado en su 
yor 

prra:taed'  (Firos) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
J. an A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
mojama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.. – Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
se?Irres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
ciir pública del día,. mes y año en él expresados, y fué 
fil mada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
ce' I ifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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recurso de casación interpuesto por Ernesto Manuel de M 
N a Sosa, contra sentencia dictada en atribuciones correcci 
naies por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha och 
de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositiv 
se copia en otra parte del presente fallo; Tercero: Conden 
al recurrente al pago de las costas, ordenándose la dist•a 
ción de las mismas en provecho del Dr. Ramón María Pér 

ishi acallo, abogado que afirma haberlas avanzado en su 

jr".aano(FirApr.inarMatoedro
.es1.) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
1, – Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ei.nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
sef-irres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
di< ncia pública del día; mes y año en él expresados, y fué 
fi: mada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

      

              



774 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 775 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 10 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel A. Florencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
14. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo 

 
 Conde Pausas, asitidos del Secretario General, en la41 

Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la 

Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel A. 
Florencio, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en La Romana, cédula 10254, serie 25, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, persona civilmente 
responsable, contra sentencia pronunciada por la Corte de 

Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez de octubre de 

mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Admite, como regulares y 
válidas en cuanto a la forma, las apelaciones de que se trata; 
SEGUNDO: Revoca el ordinal tercero de la sentencia correc-
cional dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo, de 'fecha cinco de marzo de 1959, 
que rechazó, por improcedente y mal fundada, la demanda 

en  daños y perjuicios, interpuesta por las partes civiles cons-
tituidas, Alejandrina Ubiera, Eustasia o Benita Ubiera, Es-
teban Ubiera, Reyes Ubiera; y Javier Santana, contra Mi-
guel A. Florencio, como persona civilmente responsable, co-
mo comitente, de Salomón Rincón Cueto, y, en consecuencia, 
le condena a pagar en favor de las partes civiles expresadas, 
las sumas respectivas, de tres mil pesos, para la primera, y la 
de  doscientos pesos, para la segunda de dichas partes civiles 
constituidas; TERCERO: Condena a Miguel A. Florencio, 
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles, 
distraídas en favor de los abogados, doctores Bienvenido 
Leonardo G., Rolando Cedeño Valdez y Pompilio Bonilla 
Cuevas, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

joakr- 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha siete de noviembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, cédula 39706, serie 1, sello 9060, quien 
actuaba en nombre y representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente, perso-
na civilmente responsable, no invocó cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho recu-
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla- 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 10 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel A. Florencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma -.1 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-, 
ciados Barón 7'. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asitidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel A. 
Florencio, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en La Romana, cédula 10254, serie 25, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, persona civilmente 
responsable, contra sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez de octubre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: 

9. 
 "FALLA: PRIMERO: Admite, como regulares y .; 

válidas en cuanto a la forma, las apelaciones de que se trata; í 
SEGUNDO: Revoca el ordinal tercero de la sentencia correc-  
cional dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo, de fecha cinco de marzo de 1959, 
que rechazó, por improcedente y mal fundada, la demanda:  

en daños y perjuicios, interpuesta por las partes civiles cons-
tituidas, Alejandrina Ubiera, Eustasia o Benita Ubiera, Es-
teban Ubiera, Reyes Ubiera; y Javier Santana, contra Mi-
guel A. Florencio, como persona civilmente responsable, co-
mo comitente, de Salomón Rincón Cueto, y, en consecuencia, 
le  condena a pagar en favor de las partes civiles expresadas, 
las sumas respectivas, de tres mil pesos, para la primera, y la 
de doscientos pesos, para la segunda de dichas partes civiles 
constituídas; TERCERO: Condena a Miguel A. Florencio, 
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles, 
distraídas en favor de los abogados, doctores Bienvenido 
Leonardo G., Rolando Cedeño Valdez y Pompilio Bonilla 
"llevas, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha siete de noviembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Juan To-
más Mejía Feliú, cédula 39706, serie 1, sello 9060, quien 
actuaba en nombre y representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente, perso-
na civilmente responsable, no invocó cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho recu-
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla- 
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ración del recurso, el memorial con la exposición de los 
medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Miguel A. Florencio, persona civil-
mente responsable, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez de oc-
tubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en,  
otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recu 
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

tenia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 23 de noviembre de 1960. 

ria: Penal. 

ente: Antonio Aquino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Aquino, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, cédula 65756, serie 1, sello 
420514, parte civil constituida, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha vein-
titrés de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 17 del mes 
de octubre del ario 1960, cuyo dispositivo aparece copiado 
en otro lugar del presente fallo; y, obrando por propia auto- 
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ración del recurso, el memorial con la exposición de los 
medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Miguel A. Florencio, persona civil-
mente responsable, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez de oc-
tubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué0 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

ncia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 23 de noviembre de 1960. 

ria: Penal. 

rente: Antonio Aquino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Aquino, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, cédula 65756, serie 1, sello 
420514, parte civil constituida, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha vein-
titrés de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 17 del mes 
de octubre del ario 1960, cuyo dispositivo aparece copiado 
en otro lugar del presente fallo; y, obrando por propia auto- 
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ridad, descarga a la prevenida Gloria Moraima Bodden, de  
los delitos que se le imputan, amenazas y violación a la Ley 
número 3143 en perjuicio de Antonio Aquino, por insufi-
ciencia de pruebas; rechazando consecuentemente las con• 
clusiones formuladas en audiencia por la parte civil cons-
tituida Antonio Aquino, por improcedentes y mal fundadas; 
TERCERO: Condena a la parte civil constituida Antonio 
Aquino, al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de diciembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito 
de un memorial con la exposición de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente, par-
te civil constituida, no invocó, cuando declaró su recurso, 
ningún medio determinado de casación; que dicho recurren-
te tampoco na presentado con posterioridad a la declaración 
del recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Antonio Aquino, parte civil cons-
tituida, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
laci Sr de Ciudad Trujillo, en fecha veintitrés de noviembre 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en 
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a parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— F. 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-
rón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo 
C onde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
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civil o por la persona civilmente responsable, el depósito 
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del recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Antonio Aquino, parte civil cons-
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a parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
r/IntA,  al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— F. 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bérgés Chupani.— Ba-
rón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo 
C onde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de o c  l a República; 
a del recurso de casación levantada en fecha 

d  

 de mil novecientos sesenta, en la secre-
taría 

d 

 e  diciembre 

e  b i cc aa t; 
Vista 

 

taría de la Corte a qua, a requerimiento de la recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintinueve de marzo del mil novecientos sesenta, 
Catalina Guzmán de Hernández, presentó querella contra 
Alfredo Mejía Santana por no cumplir éste con sus obliga-
ciones de padre de una niña de nombre Luz Nereida Guz-
mán de nueve meses de nacida que la querellante alegó ha-
ber procreado con el prevenido y solicitó se le asignara a 
este último una pensión de diez pesos oro mensuales para 
subvenir a las necesidades de dicha menor; b) que remitido 
el expediente al Juez de Paz del Municipio de El Seibo para 
fines de conciliación ésta no tuvo efecto por cuanto el pre-
venido negó ser el padre de dicha menor; c) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de El Seibo, dictó en fecha veinte de julio del mil nove-
cientos sesenta la sentencia cuyo dispositivo figura en el de 
la ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de la madre quere-
llante, Catalina Guzmán de Hernández, la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en cuanto a la forma, el recurso de apelación. SE-
GUNDO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, en 
materia correccional, en fecha 20 de julio de 1960, que des- 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma. 

corís de fecha 12 de diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Catalina Guzmán de Hernández. 

           

       

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

        

       

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, M-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de abril, de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catalina 
Guzmán de Hernández, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la 
sección Dos Ríos, del Municipio de Hato Mayor, cédula N' 
7009, serie 27, sello 2473134, contra sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha doce de diciembre 
del mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

       

       

       

       

       

       

              



SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís de fecha 12 de diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Catalina Guzmán de Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 1\1,i-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de abril, de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catalina 
Guzmán de Hernández, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la 
sección Dos Ríos, del Municipio de Hato Mayor, cédula N' 
7009, serie 27, sello 2473134, contra sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha doce de diciembre 
del mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Ij 

780 	 BOLETÍN JUDICIAL HOLE Ti:N JUDICIAL 	 781 
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 a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

en fecha veintinueve de marzo del mil novecientos sesenta, 
Catalina Guzmán de Hernández, presentó querella contra 
Alfredo Mejía Santana por no cumplir éste con sus obliga-
ciones de padre de una niña de nombre Luz Nereida Guz-
mán de nueve meses de nacida que la querellante alegó ha-
ber procreado con el prevenido y solicitó se le asignara a 
este último una pensión de diez pesos oro mensuales para 
subvenir a las necesidades de dicha menor; b) que remitido 
el expediente al Juez de Paz del Municipio de El Seibo para 
fines de conciliación ésta no tuvo efecto por cuanto el pre-
venido negó ser el padre de dicha menor; c) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de El Seibo, dictó en fecha veinte de julio del mil nove-
cientos sesenta la sentencia cuyo dispositivo figura en el de 
la ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de la madre quere-
llante, Catalina Guzmán de Hernández, la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en cuanto a la forma, el recurso de apelación. SE-
GUNDO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, en 
materia correccional, en fecha 20 de julio de 1960, que des- 
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cargó al nombrado Alfredo Mejía Santana del delito 
violación a la ley N° 2402, en perjuicio de la menor L 
Nereyda Guzmán, hija de la querellante Catalina Guzm' 
de Hernández, por no haberse probado que el referido i 
culpado sea el padre de dicha menor; TERCERO: Declar 
las costas de oficio"; 

Considerando que para confirmar el fallo apelado qu 
descargó al prevenido Alfredo Mejía Santana, del delito de 
violación de la Ley 2402 del 1950, en perjuicio de la menor 
Luz Mercedes Guzmán, de nueve meses de nacida, la Cor 
a qua se fundó, después de ponderar los elementos de juici 
aportados al debate, en que la paternidad de dicha meno 
que la querellante y actual recurrente, Catalina Guzm: 
de Hernández, quien está casada con Luis María Hernán-
dez, atribuye al prevenido, no había quedado establecida; 
que para llegar a esta conclusión la Corte a qua se fundó 
en que, siendo la madre querellante una mujer casada, la 
menor Luz Nereyda Guzmán estaba protegida por la pre-
sunción de paternidad establecida en el artículo 312 d 
Código Civil, y en que esa presunción no fué destruída po 
cuanto no se estableció que durante el período de la co 
cepción el prevenido vivía en concubinato público y notori 
con la querellante; que al estatuir como .lo hizo la Cort 
a qua aplicó correctamente el artículo 191 del Código 
Procedimiento Criminal; 

Considerando que examinada en sus demás aspect 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que just . 

 fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de c 
sación interpuesto por Catalina Guzmán de Hernández con 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de S 
Pedro de Macorís, en fecha doce de diciembre de mil nov 
cientos sesenta, y cuyo dispositivo se copia en parte ant 
rior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas d 
oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L .— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 14 d 

diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Anis Felipe Vidal Musa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen 
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anis Felipe 
Vidal Musa, libanés, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en la Avenida Mella N.' 79 de esta 
ciudad, cédula 2628, serie 1, sello 1316, contra sentencia de 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instanci 
del Distrito Nacional, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, y en grado de apelación, en fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia mis 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
catorce de diciembre de mil novecientos sesenta, en la Se-
cretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, inciso a), y párrafo IV de la 
Ley 2022, de 1949, reformada por la Ley N9  3749, de 1954,1 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de septiembre de mil novecientos sesenta 
fueron sometidos a la acción judicial por la Policía Nadie, 
nal de esta ciudad, Antonio Jiménez Martín y Anis Felipe 
Vidal Musa, por violación de las Leyes Nos. 4809 del 1957 y 
2022 del 1949; b) que apoderado del hecho el Juez de Paz 
de Asuntos Penales del Distrito Nacional, dictó en fecha 
seis de septiembre del mil novecientos sesenta, la sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Descarga al 
nombrado Antonio Jiménez Martín, de generales anotadas, 
de violación a la Ley 4809, sobre Tránsito de Vehículos, 
por no haberla cometido; SEGUNDO: Condena al nombrado 
Anis Felipe Vidal y Musa, de generales anotadas, a pagar 
RD$6.00 de multa y a sufrir la pena de seis días de prisión 
y se ordena la cancelación de su licencia por dos meses, por 
violar el artículo 3 de la Ley N' 2022 en perjuicio de Antonio 
Jiménez Martín; TERCERO: Condena a Anis Felipe Vidal y 
Musa al pago de las costas y en cuanto a Antonio Jiménez 
Martín las declara de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de Anis 
Felipe Vidal Musa, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por Anis Felipe Vidal Musa, contra 
sentencia del Juzgado de Paz para Asuntos Penales de fecha 

,r 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 
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H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
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trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 1 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audienci 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anis Felipe 
Vidal Musa, libanés, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en la Avenida Mella N" 79 de esta 
ciudad, cédula 2628, serie 1, sello 1316, contra sentencia ele 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, y en grado de apelación, en fecha catorce de diciembre 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia má 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
catorce de diciembre de mil novecientos sesenta, en la Se-
cretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, inciso a), y párrafo IV de la 
Ley 2022, de 1949, reformada por la Ley N° 3749, de 1954,1, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de septiembre de mil novecientos sesenta 
fueron sometidos a la acción judicial por la Policía Naciio- • 
nal de esta ciudad, Antonio Jiménez Martín y Anis Felipe 
Vidal Musa, por violación de las Leyes Nos. 4809 del 1957 y 
2022 del 1949; b) que apoderado del hecho el Juez de Paz 
de Asuntos Penales del Distrito Nacional, dictó en fecha 
seis de septiembre del mil novecientos sesenta, la sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Descarga al 
nombrado Antonio Jiménez Martín, de generales anotadas, 
de violación a la Ley 4809, sobre Tránsito de Vehículos, 
por no haberla cometido; SEGUNDO: Condena al nombrado 
Anis Felipe Vidal y Musa, de generales anotadas, a pagar 
RD$6.00 de multa y a sufrir la pena de seis días de prisión 
y se ordena la cancelación de su licencia por dos meses, por 
violar el artículo 3 de la Ley N" 2022 en perjuicio de Antonio 
Jiménez Martín; TERCERO: Condena a Anis Felipe Vidal y 
Musa al pago de las costas y en cuanto a Antonio Jiménez 
Martín las declara de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de Anis 
Felipe Vidal Musa, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por Anis Felipe Vidal Musa, contra 
sentencia del Juzgado de Paz para Asuntos Penales de fecha 
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6 de septiembre de 1960, que lo condenó a seis días de pri-
sión, RD$6.00 de multa y cancelación de la licencia por dos 
meses, por violación al Art. 3 de la Ley 2022 en perjuicio de 
Antonio Jiménez Martín; SEGUNDO: Confirma en cuanto 
al fondo, en todas sus partes la aludida sentencia y condena 
a Anis Felipe Vidal Musa, al pago de las costas de esta 
alzada"; 

Considerando que el Tribunal a quo dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que. 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
que el prevenido Anis Felipe Vidal y Musa causó, con e! 
manejo de un vehículo de motor, a Antonio Jiménez Martín, 
golpes y heridas que curaron antes de diez días, hecho que 
se debió al exceso de velocidad con que conducía su auto-
móvil dicho prevenido; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por el Tribunal a quo constituyen el delito de golpes y 
heridas por imprudencia causados con el manejo de un ve-
hículo de motor, que curaron antes de diez días, prescrito 
y sancionado por el artículo 13, inciso a) de la Ley 2022 del 
1949, modificado por la Ley 3749, del 1954, con penas de seis 
días a seis meses de prisión y multa de seis a ciento ochenta 
pesos; que, por consiguiente, los hechos de la prevención 
han sido correctamente calificados; que, por otra parte, al 
declarar el prevenido culpable del referido delito y al con-
denarlo consecuentemente a la 'pena de seis días de prisión 
correccional y seis pesos de multa y cancelación de la licen-
cia por un período de dos meses, el Tribunal a quo hizo ur a 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Anis Felipe Vidal Musa contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 

del Distrito Nacional, en fecha catorce de diciembre de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primer a 
Instancia del Distrito Nacional de fecha 31 de abril, 1959, 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Pablo Arredondo. 

Abogado: Dr. Camilo Heredia Soto. 

Recurrido: La Industria de Asbesto Cemento, C. por A. 

Abogados: Dres. A. Ballester Hernández y M. Antonio Báez Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus 
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Mi-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al 
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audienci 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo 
Arredondo, dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 26856, serie 23, seno' 
156641, contra sentencia pronunciada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha treinta de abril de mil novecientos cincuenti-
nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48, sello 17312, por sí y en representación del Dr. M. Anto-: 
i-do Báez Brito, cédula 31853, serie 26, sello 74579, abogados 
de la recurrida, la Industria de Asbesto Cemento, C. por A., 
sociedad comercial organizada de acuerdo con las leyes de 
la República Dominicana, con su principal establecimiento 
en la Avenida Tiradentes, de Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha cua-
tro de agosto de mil novecientos sesenta, suscrito por el 
Dr. Camilo Heredia Soto, cédula 73, serie 13, sello 6262, 
abogado del recurrente, en el cual se invocan contra la sen-
tencia impugnada, los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
Antonio Ballester Hernández y M. Antonio Báez Brito, abo-
gados de la recurrida, la Industria de Asbesto y Cemento, 
C. por A., notificado al abogado del recurrente, en fecha 
veintiocho de septiembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 77, 78, ilncisos 3 y 4, 81, 82, 83 
y 691 del Código de Trabajo; 51, 57 y 58 de la Ley sobre 
Contratos de Trabajo, N° 637, de 1944, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que con motivo de la demanda intentada por 
Pablo Arredondo contra la Industria de Asbesto Cemento, 
C. por A., después de agotada infructuosamente la concilia-
ción, en pago de las prestaciones que el Código de Trabajo 
acuerda a los trabajadores despedidos sin causa justificada, 
el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito 
Nacional, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer 
grado, dictó en fecha veintiuno de octubre de mil novecien-
tos cincuentiocho, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Declarar y ordenar, la rescisión del 
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contrato de trabajo intervenido entre la Industrias Asbes-
to-Cemento, C. por A., y Pablo Arredondo, por culpa y res-
ponsabilidad de la primera, por su despido injusto al segun-
do; SEGUNDO: Condena a la Industrias Asbesto-Cemento, 
C. por A., a pagar al señor Pablo Arredondo, las sumas o 

valores que les corresponden por los conceptos de pre-aviso; 
auxilio de cesantía; indemnizaciones y demás compensa-
ciones legales; y TERCERO: Condena a la parte sucumbien-
te la Industrias Asbesto-Cemento, C. por A., al pago de las 
costas del procedimiento hasta su completa ejecución"; 2) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto por la Indus 
tria de Asbesto-Cemento, C. por A., el Tribunal a quo dictó 
en fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
nueve, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Ordena, antes de hacer derecho sobre el fondo, 
en el recurso de apelación interpuesto por la Industria de 
Asbesto-Cemento, C. por A., contra la sentencia de trabajo 
del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción de este 
Distrito Nacional, de fecha 21 de octubre de 1958, dictada 
en favor de Pablo Arredondo, que dicha parte intimante 
haga la prueba de los hechos que interesen a su causa, me-
diante informativo legal, reservando el contra-informativo 
a la parte intimada, por ser de derecho; SEGUNDO: Fija la 
audiencia pública que celebrará este Tribunal .  el día trece del 
mes de marzo del año en curso de 1959, a las nueve horas 
y treinta minutos (9:30) de la mañana, para que tengan 
efecto tales medidas ordenadas; TERCERO: Reserva los. 
costos"; 3) que posteriormente, después de realizada la 
medida de instrucción ordenada por la sentencia antes men-
cionada, el Tribunal a quo dictó su fallo sobre el fondo, el 
cual contiene el dispositivo que se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge, por ser justo y reposar sobre base 
legal, el recurso de apelación interpuesto por la Industrias de 
Asbesto-Cemento, C. por A., contra la sentencia de trabajo 
del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción de este 
Distrito Nacional, de fecha 21 de octubre de 1958, dictada 

en  favor de Pablo Arredondo, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar de esta misma sentencia y, en consecuen-
cia' revoca en todas sus partes la sentencia impugnada, por 
los motivos precedentemente expuestos; SEGUNDO: Con-
dena al trabajador Pablo Arredondo al pago de una multa 
de diez pesos oro (RD$10.00) como corrección disciplinaria; 
TERCERO: Condena a dicho trabajador Pablo Arredonde, 
parte sucumbiente, al pago de las costas, tan sólo en un cin-
cuenta por ciento, de acuerdo con la Ley N^ 5055 del 20 de 
diciembre de 1958, ordenándose su distracción en provecho 
de los abogados de la compañía recurrente, :uienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca contra la sen. 
tencia impugnada, los.siguientes medios: "PRIMER MEDIO: 
Violación del art. 81 y 82 del Código de Trabajo. Falsa apli-
cación de los artículos 77 y 78 del mismo Código. Violación 
de las reglas de la prueba en materia laboral. SEGUNDO': 
MEDIO: Violación del artículo 83 del Código de Trabajo; y 
de los artículos 51, 57, 58 de la Ley N" 637, sobre Contratos 
de Trabajo, vigente. Falta de base legal"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el Tribu-
nal a quo di opor establecido, después de ponderar soberana-
mente las declaraciones de los testigos que fueron oídos en 
el informativo ordenado por sentencia de fecha trece de 
febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, lo siguiente: 
"a) que el trabajador recurrido Pablo Arredondo sostuvo 
una riña con un compañero de trabajo; b) que dicha riña 
aconteció en horas laborables y dentro de la fábrica; c) qty , 

 la mencionada riña alteró el orden donde trabajaban los 
contendientes, puesto que varios trabajadores abandonaron 
sus labores"; y corrieron a apartarlos; 

Considerando que esos hechos constituyen, tal como 
lo ha admitido correctamente el Tribunal a quo, la causa de 
despido prevista por los incisos 3 y 4 del artículo 78 del 
Código de Trabajo, según el cual el patrono puede dar por 
terminado el contrato de trabajo despidiendo al trabajador, 
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el informativo ordenado por sentencia de fecha trece de 
febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, lo siguiente: 
"a) que el trabajador recurrido Pablo Arredondo sostuvo 
una riña con un compañero de trabajo; b) que dicha riña 
aconteció en horas laborables y dentro de la 'fábrica; c) que 
la mencionada riña alteró el orden donde trabajaban los 
contendientes, puesto que varios trabajadores abandonaron 
us labores"; y corrieron a apartarlos; 

Considerando que esos hechos constituyen, tal como 
lo ha admitido correctamente el Tribunal a quo, la causa de 
despido prevista por los incisos 3 y 4 del artículo 78 del 
Código de Trabajo, según el cual el patrono puede dar por 
terminado el contrato de trabajo despidiendo al trabajador, 
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cuando éste corneta, contra alguno de sus compañeros, acto 
o intentos de violencia, si con ello altera el orden del lugar 
en que trabaja; 

Considerando que, por otra parte, contrariamente a lo 
que sostiene el recurrente, el despido fué comunicado al 
Departamento de Trabajo dentro del plazo de 48 horas seña-
lado por el artículo 81 del Código de Trabajo; que, en efecto, 
el propio recurrente reconoce que fué despedido el once de,  
junio de mil novecientos cincuentiocho, y en el fallo irn 
pugnado se expresa que entre "los documentos depositados 
bajo inventario por la parte intimante (la Industria de As-
besto-Cemento, C. por A.) ", figura la "comunicación de des- - 

 pedido de fecha 12 de junio de 1958"; 
Considerando que, en tales condiciones, el Tribunal 

a quo, al declarar justificado el despido del actual recurren-
te, hizo una correcta aplicación de los artículos 77, 78, inci-
sos 3 y 4, 81 y 82 del Código de Trabajo, y de las reglas de 
la prueba, por lo cual el primer medio carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto al segundo y último medio, 
que el recurrente se ha limitado, al desenvolver dicho medio, 

'a criticar la decisión impugnada, en cuanto condena al tra- - 
 bajador demandante al pago de una multa de diez pesos, 

como sanción disciplinaria; que lo decidido a este respecto 
por el Tribunal a quo está de acuerdo con las disposiciones 
imperativas del artículo 83 del Código de Trabajo, según las 
cuales, si como consecuencia del despido surje contención y 
el patrono prueba la justa causa invocada por él, el tribunal 
declarará justificado el despido y condenará al trabajador 
al pago de una multa de cinco a veinticinco pesos, como san-
ción disciplinaria; que, en lo que concierne a la violación 
de los artículos 51, 57 y 58 de la Ley sobre Contratos de 
Trabajo N° 637, de 1944, relativos al carácter sumario del 
procedimiento en materia laboral y a las reglas de la prue-
ba, el recurrente no ha expuesto en qué consiste la violación 
de dichos textos legales, imputada al fallo impugnado, el 

cual, según ha quedado demostrado en el examen de ambos 
medios del recurso, está legalmente justificado; que, por 
consiguiente, el segundo y último medio del recurso carece, 

como el anterior, de fundamento y debe ser desestimado; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Pablo Arredondo, contra sentencia 
pronunciada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha treinta de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho de los doctores Antonio Ballester Hernán-
dez y M. Antonio Báez Brito, abogados de la recurrida, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

• (Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
han A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido y firmada por los señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primer 
Instancia del Distrito Nacional de fecha 16 de septiemb 

de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Blazt Angustia. 
Abogados: Dres. Jovino Herrera Arnó y Julio C. Montolío R. 

Recurrido: Higinio Hoglar. 
Abogado: Lic. Eurípides R. Roques Román. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma 
nuel, A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve de abril de mil novecien 
tos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Blazt An-
gustia, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, del 
domicilio y residencia del Distrito Nacional, kilómetro 13 de 
la carretera Duarte, cédula 8364, serie 1, sello 1146421,;,l 
contra sentencia dictada por la. Cámara de Trabajo del Juz- ' 11 

 gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha' 
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-eciséis de septiembre de mil novecientos cincuenta y nue-
, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 

sello 32678, por sí y por el Dr. Julio C. Montolío R., cé-
ula 37299, serie la, sello 14688, abogados del recurrente, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en la secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veinte y 
ocho de marzo de mil novecientos sesenta, suscrito por los 
abogados del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, Higio Ho-
glar, español, mayor de edad, casado, agricultor, domicilie 
do y residente en el kilómetro 12 de la carretera Duarte, 

istrito Nacional, cédula 66562, serie P, sello 127038, sus-
rito por su abogado constituido, Lic. Eurípides R. Roques 

Román, cédula 19651, serie 1', sello 2609; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
rocedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda laboral intentada por el obrero 
lazt Angustia, contra su patrono Higinio Hoglar, tras 

infructuosa tentativa de conciliación administrativa, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 
cuatro de marzo del año mil novecientos cincuenta y nueve 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara, la rescisión del contrato de trabajo que 
existió entre las partes, por causa de despido injustificado; 
SEGUNDO: Condena, al señor Higinio Hoglar, a pagarle 
al trabajador Blazt Angustia, los valores correspondientes 
a preaviso y auxilio de cesantía; o sean las sumas de diez y 

ti: 
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796 	 BOLETÍN JUDICIAL 

    

BOLETÍN JUDICIAL 	 797 

        

        

        

siete pesos cincuenta y dos centavos (RD$17.52) y noven 
y nueve pesos (RD$99.00) por concepto de auxilio de 
Higinio Hoglar a pagarle al trabajador Blazt Angustia 
suma de once pesos (RD$11.00) por concepto de cator 
(14) días de vacaciones calculadas a razón de cinco pesos 
cincuenta centavos semanales (RD$5.50) ; CUARTO: Con. 
dena al señor Higinio Hoglar a pagarle al trabajador recl 
mante una suma igual a los salarios que habría recibido 
trabajador desde el día de la demanda, hasta la fecha de 
sentencia definitiva, dictada en última instancia, sin ex 
der de los salarios correspondientes a tres (3) meses; QUIN 
TO: Condena, al señor Higinio Hoglar al pago de los gast 
de procedimiento"; b) que no conforme con dicha decisión, 
Higinio Hoglar recurrió, en apelación, y la Cámara de Tra-, 
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó sobre dicho recurso la sentencia ahora impugnad 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: D 
clara regular y válido el recurso de apelación deducido p 
Higinio Hoglar contra sentencia del Juzgado de Paz d 
Trabajo de este Distrito Nacional, de fecha 4 de marzo d 
1959, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lugar d 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Revoca la sentencia 
pugnada y, consecuentemente, rechaza la demanda origin 
incoada por el trabajador Blazt Angustia contra su patron 
Higinio Hoglar, por no haberse probado la ocurrencia d 
despido que alegó dicho trabajador; TERCERO: Condena 
a Blazt Angustia, parte sucumbiente, al pago de las costas, 
tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo con los ar 
tículos 691 del Código de Trabajo y 52-ref. de la Ley N 
637, sobre Contratos de Trabajo vigente"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguiente 
medios de casación: "Primer Medio: Violación a las disposi 
ciones de los artículos 84 del Código de Trabajo y 1315 de 
Código Civil. Segundo Medio: Falta de base legal. Violació 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y falta 
de motivos"; 

Considerando que en el segundo medio del recurso se 
a lega que "El recurrente en casación, Blazt Angustia, ha 
alegado en todo momento que su patrono Higinio Hoglar lo 

espidió de su trabajo, fundándose en la acusación que le 
hizo, es decir, que le estaba robando los huevos de la granja 
de su propiedad", y que estos hechos "han sido plenamente 
corroborados por las declaraciones prestadas por el patrono 

iginio Hoglar, al efectuarse la medida de instrucción orde-
ada por el Tribunal a quo, a la cual comparecieron perso-
almente las partes"; que esta declaración 'tenía que ser 
nderada —por su importancia— por el Juez a quo, al dic-

ar su sentencia"... máxime que de su consideración de-
pendía que se hiciera una correcta aplicación de la ley, cir-
cunstancia que pone de manifiesto la falta de base legal que 
concurre en la sentencia"; 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
ne de manifiesto que la Cámara a qua, para la prueba de 

os hechos en que se apoya la demanda del obrero, ordenó la 
elebración de un informativo y la comparecencia personal 

de las partes, medidas de instrucción que fueron cumplidas 
ambas, y que dicha Cámara para rechazar como rechazó la 
emanda sobre la base de no haberse probado el despido 
legado se fundó exclusivamente en la apreciación que hizo 
e la información testimonial, ignorando completamente a 
te respecto los resultados de la comparecencia personal; 

que la circunstancia de no haberse establecido el despido de 
la información verificada, no liberaba al Tribunal de su 
obligación de examinar y ponderar la declaración del patro-
o Higinio Hoglar, ya que la prueba del despido alegado era 
seeptible de resultar eventualmente de su sola deposición; 

ue en consecuencia, en la decisión impugnada se ha incu-
ido en el vicio de falta de base legal invocado, por lo que 
cha decisión debe ser casada, sin que haya que ponderar 
s demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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Considerando que en el segundo medio del recurso se 
alega que "El recurrente en casación, Blazt Angustia, ha ° alegado en todo momento que su patrono Higinio Hoglar lo 
despidió de su trabajo, fundándose en la acusación que le 
hizo, es decir, que le estaba robando los huevos de la granja 
de su propiedad", y que estos hechos "han sido plenamente 
corroborados por las declaraciones prestadas por el patrono 
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nada por el Tribunal a quo, a la cual comparecieron perso-
nalmente las partes"; que esta declaración 'tenía que ser 
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tar su sentencia"... máxime que de su consideración de-
pendía que se hiciera una correcta aplicación de la ley, cir-
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Considerando que el examen de la decisión impugnada 
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s hechos en que se apoya la demanda del obrero, ordenó la 

elebración de un informativo y la comparecencia personal 
e las partes, medidas de instrucción que fueron cumplidas 
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sceptible de resultar eventualmente de su sola deposición; 

que en consecuencia, en la decisión impugnada se ha incu-
rrido en el vicio de falta de base legal invocado, por lo que 
dicha decisión debe ser casada, sin que haya que ponderar 

s demás medios del recurso; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distrito Nacional, en fecha dieciséis de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante él Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Trujillo; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana, de fecha 28 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Emilio Melo Peña. 

abogado: Lic. Angel S. Canó 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Bil,ini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno, años 
118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Melo Peña, dominicano, mayor de edad, casado, obre-
ro, domiciliado y residente en la ciudad de San Juan de la 
Maguana, cédula 1790, serie 3, sello 1491116, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, en sus atribuciones criminales, en fecha 'Qeintiocho 
de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie 

10, sello 4723, abogado del recurrente, en la lectura dr ZUs 
conclusiones; 

111-  ._ 	., 
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L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.--
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Recurrente: Manuel Emilio Melo Peña. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Bil,ini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno, años 
118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Melo Peña, dominicano, mayor de edad, casado, obre-
ro, domiciliado y residente en la ciudad de San Juan de la 
Maguana, cédula 1790, serie 3, sello 1491116, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, en sus atribuciones criminales, en fecha 9-eintiocho 
de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie 

10, sello 4723, abogado del recurrente, en la lectura dr ZUs 
conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la -Secretaría d 
la Corte a qua, en fecha dieciséis de diciembre de mil nov 
cientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en la cu 
no se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha trece de marz 
de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el abogad . 

 del recurrente; 
Visto el escrito de ampliación, de fecha dieciséis d 

marzo de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el abo 
gado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado y vistos los artículos 136 del Código de Procedimien• 
to Criminal; 3 de la Ley N' 2022, del año 1949; 2 y 309 de 
Código Penal; 1 y 10 de la Ley N" 4117, del año 1955; y 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 ^ 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fech 
treinta y uno de mayo de mil novecientos sesenta. el Magia'  
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Benefacto 
dictó un requerimiento introductivo por medio del cu 
apoderó regularmente al Juez de Instrucción del mismo  
Distrito Judicial, para que instruyera la sumaria corres 
pondiente, en relación con los hechos de que fueron víctim.  
José Altagracia Alcántara, Manuel Emilio Melo, Aquil 
Santil y José del Carmen Ferreira, por presentar esos he.: 
chos indicios de un crimen; b) que en fecha primero de agos-
to de mil novecientos sesenta el Juez de Instrucción dict" 
acerca del caso la siguiente providencia calificativa: "RE-
SOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara-
mos, que existen cargos suficientes para inculpar al nom-
brado Dante Acosta del crimen de tentativa de homicidio, - 

 en perjuicio del nombrado José Altagracia Alcántara, y de 
los delitos de heridas involuntarias (Violación Ley N° 2022); 
en perjuicio de los nombrados Manuel Emilio Melo Peña 
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unes Santil, herida voluntaria, en perjuicio del nombrado 
osé del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
echos realizados en esta ciudad, en fecha 31 de mayo del 
-
o 1960; SEGUNDO: Enviar, como al efecto enviamos, al 

ombrado Dante Acosta, de generales anotadas, para que 
llí sea juzgado de acuerdo con la ley . .."; c) que así apo-
erado, el Juzgado de Primera Instancia de Benefactor y 
espués de cumplir los requisitos legales pronunció en au-
iencia de fecha diecinueve de septiembre de mil novecien-
os sesenta, su sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LA: PRIMERO: Se varía la calificación dada por el Ma-
istrado Juez de Instrucción de tentativa de homicidio en 
•rjuicio del señor José Altagracia Alcántara, y de los deli-
os de heridas involuntarias (Violación a la Ley N' 2022) 
n perjuicio de los nombrados Manuel Emilio Melo, Peña y 

Aquiles Santil, herida voluntaria en perjuicio del señor 
osé del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
r la de tentativa de homicidio en perjuicio del señor José 
ltagracia Alcántara, heridas voluntarias que dejaron le-
ón permanente, en perjuicio de Manuel Emilio Melo Peña, 
olpes involuntarios en perjuicio de Aquiles Santil, que cu-
n antes de los diez días, heridas voluntarias, en perjuicio 

e José del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
echos realizados en esta ciudad, en fecha 31 de mayo de 
960, y en esa virtud al declarar culpable de los hechos 
encionados, al nombrado Dente Acosta, se le condena a un 

no de prisión correccional y al pago de las costas, acogien- 
o en su favor el principio del no cúmulo de penas y amplias 
cunstancias atenuantes; SEGUNDO: Se declara buena 
válida la constitución en parte civil hecha por el señor 
anuel Emilio Melo Peña contra la señora Lucía de los San- 

tos Vicioso, por haber sido hechas dentro de las formalida- 
des legales; TERCERO: Se pronuncia el defecto contra ella 
por no haber comparecido, a pesar de haber sido legalmente 
citada; CUARTO: Se rechaza las conclusiones de dicha parte 

vil constituida por improcedente y mal fundada, y se con- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador taener 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría d; 
la Corte a qua, en fecha dieciséis de diciembre de mil nov 
cientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en la cu 
no se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha trece de marz 
de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el abogad' 
del recurrente; 

Visto el escrito de ampliación, de fecha dieciséis d: 
marzo de mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el abo 
gado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del' 
berado y vistos los artículos 136 del Código de Procedimie 
to Criminal; 3 de la Ley N9 2022, del año 1949; 2 y 309 de 
Código Penal; 1 y 10 de la Ley N" 4117, del año 1955; y 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en l• 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fech a 
treinta y uno de mayo de mil novecientos sesenta. el Magi 
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Benefacto 
dictó un requerimiento introductivo por medio del cu.. 
apoderó regularmente al Juez de Instrucción del mism 
Distrito Judicial, para que instruyera la sumaria corres 
pondiente, en relación con los hechos de que fueron víctim. 
José Altagracia Alcántara, Manuel Emilio Melo, Aquil-
Santil y José del Carmen Ferreira, por presentar esos he 
chos indicios de un crimen; b) que en fecha primero de agos -
to de mil novecientos sesenta el Juez de Instrucción dict i 
acerca del caso la siguiente providencia calificativa: "R 
SOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara. 
mos, que existen cargos suficientes para inculpar al nom-
brado Dante Acosta del crimen de tentativa de homicidio, 
en perjuicio del nombrado José Altagracia Alcántara, y d-
los delitos de heridas involuntarias (Violación Ley N° 2022); 
en perjuicio de los nombrados Manuel Emilio Melo Peña  

uiles Santil, herida voluntaria, en perjuicio del nombrado 
osé del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
echos realizados en esta ciudad, en fecha 31 de mayo del 
ño 1960; SEGUNDO: Enviar, como al efecto enviamos, al 
ombrado Dante Acosta, de generales anotadas, para que 
Ilí sea juzgado de acuerdo con la ley. . ."; c) que así apo-

derado, el Juzgado de Primera Instancia de Benefactor y 
después de cumplir los requisitos legales pronunció en au-
iencia de fecha diecinueve de septiembre de mil novecien-
os sesenta, su sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LA: PRIMERO: Se varía la calificación dada por el Ma-
strado Juez de Instrucción de tentativa de homicidio en 
rjuicio del señor José Altagracia Alcántara, y de los deli-

os de heridas involuntarias (Violación a la Ley N° 2022) 
perjuicio de los nombrados Manuel Emilio Melo. Peña y 

quiles Santil, herida voluntaria en perjuicio del señor 
osé del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
r la de tentativa de homicidio en perjuicio del señor José 
tagracia Alcántara, heridas voluntarias que dejaron le-

ón permanente, en perjuicio de Manuel Emilio Melo Peña, 
olpes involuntarios en perjuicio de Aquiles Santil, que cu-
n antes de los diez días, heridas voluntarias, en perjuicio 

e José del Carmen Ferreira y porte ilegal de arma blanca, 
echos realizados en esta ciudad, en fecha 31 de mayo de 
960, y en esa virtud al declarar culpable de los hechos 
encionados, al nombrado Dante Acosta, se le condena a un 

ño de prisión correccional y al pago de las costas, acogien-
G en su favor el principio del no cúmulo de penas y amplias 
cunstancias atenuantes; SEGUNDO: Se declara buena 
válida la constitución en parte civil hecha por el señor 
anuel Emilio Melo Peña contra la señora Lucía de los San-

Vicioso, por haber sido hechas dentro de las formalida- 
s legales; TERCERO: Se pronuncia el defecto contra ella 

no haber comparecido, a pesar de haber sido legalmente 
tada; CUARTO: Se rechaza las conclusiones de dicha parte 
vil constituida por improcedente y mal fundada, y se con- 
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dena a éste al pago de las costas civiles, distrayéndolas e 
provecho del Dr. Francisco José Díaz Peralta quien afirm 
estarlas avanzando en su totalidad, y se ordena a la vez la 
confiscación del cuchillo que figura como cuerpo del delito' 
d) que contra esta sentencia interpusieron recurso de ape_ 
lación, la parte civil constituída, Manuel Emilio Melo Peña, 
en fecha veinte de septiembre de mil novecientos sesenta y 
el Magistrado Procurador General de la Corte de Apel 
ción de San Juan de la Maguana; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIM 
RO: Declara regular en cuanto a la forma los recursos de 
apelación interpuestos por el Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación y por el señor Manuel Emili 
Melo Peña, parte civil constituída; SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable, señora Lucía de los Santos Vicioso, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
citada; TERCERO: Confirma la sentencia apelada en cuan-
to declaró culpable al acusado Dante Acosta de los crímenes 
de tentativa de homicidio en perjuicio de José Altagracia 
Alcántara, y de golpes y heridas que dejaron lesión perma-
nente en perjuicio del señor Manuel Emilio Melo Peña y 
de los delitos de herida voluntaria que curaron antes de los 
diez días en perjuicio de José del Carmen Ferreira y golpes 
involuntarios en perjuicio de Aquiles Santil que curaron 
antes de diez días, y de porte ilegal de arma blanca y la 
modifica en cuanto a la pena impuesta, y en consecuencia 
de acuerdo con el principio del no cúmulo de penas conde-
na a dicho acusado a sufrir la pena de dos años de prisión 
correccional, se ordena la confiscación de un cuchillo cuerp 
del delito y se condena al pago de las costas penales; CUAR-
TO: Declara regular la constitución en parte civil hecha por 
Manuel Emilio Melo Peña contra la señora Lucía de los 
Santos Vicioso, persona civilmente responsable y en cons 
cuencia condena a ésta a pagar al señor Manuel Emilio Mel 
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peña la suma de RD$3,000.00 (tres mil pesos oro), a titulo 
de  indemnización por los daños y perjuicios sufridos por la 
repetida parte civil constituída con motivo del hecho delic-
tuoso cometido por su preposé Dante Acosta; QUINTO: 
Condena a la señora Lucía de los Santos Vicioso en su cali-
dad ya expresada al pago de las costas civiles, ordenando su 
distracción en provecho de los abogados licenciado Angel 
S. Canó Pelletier y del Dr. Tomás Suzaña Herrera quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Decla-
ra que la presente sentencia no es oponible a la entidad ase-
guradora Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
tratarse en la especie de un hecho voluntario y no de un 
accidente automovilístico; SEPTIMO: En lo relativo a la 
acción incoada por Manuel Emilio Melo Peña contra la 
Compañía Dominicana, C. por A., en el sentido de que esta 
sentencia le fuera oponible a dicha Compañía se le condena 
al pago de las costas civiles, ordenando su distracción en 
provecho del Doctor José Díaz Peralta, por afirmar éste 
haberlas avanzado en su totalidad"; 
.ri. Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: "PRI-
MER MEDIO: Violación del artículo 136 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, consecuencialmente, de la autoridad de 
la cosa juzgada que tienen las providencias del Juez de Ins-
trucción; SEGUNDO MEDIO: Desnaturalización de los 
hechos, testimonios, circunstancias y documentos de la cau-
sa, consecuencialmente violación de los artículos 309 del 
Código Penal y 3 de la Ley N° 2022, sobre accidentes con 
vehículos de motor; TERCER MEDIO: Violación, por falsa 
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley N° 4117 sobre 
Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos 
de motor; CUARTO MEDIO: Violación del contrato de se-
guro contenido en la póliza N° 348, de fecha 25 de enero de 
1960; QUINTO MEDIO: Ausencia completa de motivos y 
en consecuencia violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil y 2 del Código Penal y falta de base legal"; 

4  
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dena a éste al pago de las costas civiles, distrayéndolas en 
provecho del Dr. Francisco José Díaz Peralta quien afirm a 

 estarlas avanzando en su totalidad, y se ordena a la vez la 
confiscación del cuchillo que figura como cuerpo del delito"; 
d) que contra esta sentencia interpusieron recurso de ape. 
lación, la parte civil constituida, Manuel Emilio Melo Peña. 
en fecha veinte de septiembre de mil novecientos sesenta y 
el Magistrado Procurador General de la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en cuanto a la forma los recursos d 
apelación interpuestos por el Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación y por el señor Manuel Emilio 
Melo Peña, parte civil constituída; SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable, señora Lucía de los Santos Vicioso, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
citada; TERCERO: Confirma la sentencia apelada en cuan-
to declaró culpable al acusado Dante Acosta de los crímenes 
de tentativa de homicidio en perjuicio de José Altagracia 
Alcántara, y de golpes y heridas que dejaron lesión perma-
nente en perjuicio del señor Manuel Emilio Melo Peña y 
de los delitos de herida voluntaria que curaron antes de los 
diez días en perjuicio de José del Carmen Ferreira y golp 
involuntarios en perjuicio de Aquiles Santil que curaron 
antes de diez días, y de porte ilegal de arma blanca y la 
modifica en cuanto a la pena impuesta, y en consecuencia 
de acuerdo con el principio del no cúmulo de penas conde-
na a dicho acusado a sufrir la pena de dos años de prisión 
correccional, se ordena la confiscación de un cuchillo cuerpo 
del delito y se condena al pago de las costas penales; CUAR-
TO: Declara regular la constitución en parte civil hecha por 
Manuel Emilio Melo Peña contra la señora Lucía de los 
Santos Vicioso, persona civilmente responsable y en conse-
cuencia condena a ésta a pagar al señor Manuel Emilio Melo  

peña la suma de RD$3,000.00 (tres mil pesos oro), a título 
de indemnización por los daños y perjuicios sufridos por la 
repetida parte civil constituida con motivo del hecho delic-
tuoso cometido por su preposé Dante Acosta; QUINTO: 
Condena a la señora Lucía de los Santos Vicioso en su cali-
dad va expresada al pago de las costas civiles, ordenando su 
distracción en provecho de los abogados licenciado Angel 
S. Canó Pelletier y del Dr. Tomás Suzaña Herrera quienes 
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Decla-
ra que la presente sentencia no es oponible a la entidad ase-
guradora Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
tratarse en la especie de un hecho voluntario y no de un 
accidente automovilístico; SEPTIMO: En lo relativo a la 
acción incoada por Manuel Emilio Melo Peña contra la 
Compañía Dominicana, C. por A., en el sentido de que esta 
sentencia le fuera oponible a dicha Compañía se le condena 
al pago de las costas civiles, ordenando su distracción en 
provecho del Doctor José Díaz Peralta, por afirmar éste 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: "PRI-
MER MEDIO: Violación del artículo 136 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, consecuencialmente, de la autoridad de 
la cosa juzgada que tienen las providencias del Juez de Ins-
trucción; SEGUNDO MEDIO: Desnaturalización de los 
hechos, testimonios, circunstancias y documentos de la cau-
sa, consecuencialmente violación de los artículos 309 del 
Código Penal y 3 de la Ley NQ 2022, sobre accidentes con 
vehículos de motor; TERCER MEDIO: Violación, por falsa 
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley N" 4117 sobre 
Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos 
de motor; CUARTO MEDIO: Violación del contrato de se-
guro contenido en la póliza N^ 348, de fecha 25 de enero de 
1960; QUINTO MEDIO: Ausencia completa de motivos y 
en consecuencia violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil y 2 del Código Penal y falta de base legal"; 
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Considerando que la parte civil constituida interpuso 
recurso de casación después de haberle notificado la senten 
cia impugnada a la persona civilmente responsable, par 
condenada en defecto, y de haber transcurrido el plazo d 
la oposición; que el presente recurso de casación es pue 
admisible; 

Considerando que por el primer medio se alega qu 
"entra en los poderes del juez de lo criminal, variar la cali 
ficación que a un hecho le ha dado el juez de instrucció 
pero en la especie se ha excedido ese poder, puesto que s 
criminalizó un hecho que el Juez de Instrucción había con 
siderado un delito" que "esto no es ya cambiarle la califi-
cación a un hecho, sino negarle a un veredicto de un Juez tic 
Instrucción la autoridad de cosa juzgada que tiene"; pe 

Considerando que las providencias del juez de instrucw-
ción, que envían al acusadopor ante el tribunal criminalj 
no tiene autoridad de la cosa juzgada en cuanto a la califirt, 
cación de los hechos puestos a cargo del acusado; que, por'''' 
el contrario, el tribunal criminal apoderado, no tan sol() 
tiene el derecho sino que está en el deber de restituir al he w 

 cho su verdadera fisonomía legal, y fallar sobre el caso, aunar 
que la nueva calificación implique para el acusado una pena 
más grave, en virtud de la plenitud de jurisdicción de qu 
están investidos dichos tribunales; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, al va: 
variar la calificación dada por el Juez de Instrucción al hetij: 
cho puesto a cargo del acusado en perjuicio de Manuel Emi-
lio Melo, del delito de heridas por imprudencia causadas c( 
el manejo de un vehículo de motor, por la del crimen (1, , 

 heridas voluntarias que causaron lesión permanente, en. 
perjuicio de la misma persona, no ha violado la autoridad;;; 
de la cosa juzgada de la mencionada providencia calificati-, 
va, como se pretende; razón por la cual el presente medio 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se denuncia 
que la Corte a qua ha desnaturalizado en la sentencia irn-'  

pugnada las declaraciones de los testigos José Altagracia 
Alcántara y Aquiles Santil, prestadas en el Juzgado de Ins-
trucción; que esas declaraciones no permiten deducir que 
en la especie hubiere principio de ejecución de la tentativa de 
homicidio en perjuicio de José Altagracia Alcántara, porque 
este principio de ejecución no lo constituye el hecho de que 
el acusado persiguiera a este último, con su automóvil; que 
si el procesado "Dante Acosta quedó acusado del crimen 
de tentativa de homicidio en perjuicio de José Altagracia 
Alcántara, fué porque se demostró que inmediatamente 
después del choque con el hidrante, se salió de su carro, 
cuchillo en mano, corriendo detrás de su rival a quien no 
pudo herir porque no lo pudo alcanzar"; para concluir sos-
teniendo que el hecho puesto a cargo del acusado en lo que 
se refiere a Manuel Emilio Melo Peña constituye el delito 
previsto por el artículo 3 de la Ley N' 2022, sobre acciden-
tes causados con el manejo de un vehículo de motor y no el 
crimen de golpes y heridas voluntarios, que ocasionaron le-
sión permanente, previsto y sancionado por el Art. 309 del 
Código Penal; pero 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba sometidos al debate dio 
por establecido: "a) que en fecha 31 de mayo de 1960, siendo 
más o menos las once antes meridiano, el acusado Dante 
Acosta, chófer del carro Ford matrícula N" 19442, al - servi-
cio público, propiedad de la señora Lucía de los Santos Vi-
cioso, estacionó en la calle Duarte, próximo a la esquina de 
dicha calle con la Generalísimo Trujillo (en la acera del 
mercado público) quedando dentro de dicho carro sentado 
en el asiento delantero, el nombrado Aquiles Santil, acom-
pañante del chófer del referido vehículo; b) que acto seguido 
el chófer Dante Acosta entró al mercado público, llamó a 
su esposa Ana Francisca Encarnación y por motivos de ce-
los de ésta con José Altagracia Alcántara sostuvo una dis-
cusión en presencia de José Altagracia Alcántara, termi-
nando la misma con la intervención de la señora Dolores En- 
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Considerando que la parte civil constituida interpuso s 
recurso de casación después de haberle notificado la senten 
cia impugnada a la persona civilmente responsable, part 
condenada en defecto, y de haber transcurrido el plazo d 
la oposición; que el presente recurso de casación es pu 
admisible; 

Considerando que por el primer medio se alega qu 
"entra en los poderes del juez de lo criminal, variar la cali 
ficación que a un hecho le ha dado el juez de instrucció 
pero en la especie se ha excedido ese poder, puesto que s 
criminalizó un hecho que el Juez de Instrucción había con 
siderado un delito" que "esto no es ya cambiarle la calif 
cación a un hecho, sino negarle a un veredicto de un Juez dé`'
Instrucción la autoridad de cosa juzgada que tiene"; pero 

Considerando que las providencias del juez de instru( - 
ción, que envían al acusado por ante el tribunal criminal, 
no tiene autoridad de la cosa juzgada en cuanto a la cald 
cación de los hechos puestos a cargo del acusado; que, po 
el contrario, el tribunal criminal apoderado, no tan sol 
tiene el derecho sino que está en el deber de restituir al h 
cho su verdadera fisonomía legal, y fallar sobre el caso, aun-
que la nueva calificación implique para el acusado una pe/ 
más grave, en virtud de la plenitud de jurisdicción de (,, 
están investidos dichos tribunales; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, al va.w 
variar la calificación dada por el Juez de Instrucción al he- 
cho puesto a cargo del acusado en perjuicio de Manuel EmP 1 

 lio Melo, del delito de heridas por imprudencia causadas con 
el manejo de un vehículo de motor, por la del crimen 
heridas voluntarias que causaron lesión permanente, 
perjuicio de la misma persona, no ha violado la autorki, 1 
de la cosa juzgada de la mencionada providencia calificati-
va, como se pretende; razón por la cual el presente medio 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se denum 
que la Corte a qua ha desnaturalizado en la sentencia im  

pugnada las declaraciones de los testigos José Altagracia 
Alcántara y Aquiles Santil, prestadas en el Juzgado de Ins-
trucción; que esas declaraciones no permiten deducir que 
en la especie hubiere principio de ejecución de la tentativa de 
homicidio en perjuicio de José Altagracia Alcántara, porque 
este principio de ejecución no lo constituye el hecho de que 
el acusado persiguiera a este último, con su automóvil; que 
si el procesado "Dante Acosta quedó acusado del crimen 
de tentativa de homicidio en perjuicio de José Altagracia 
Alcántara, fué porque se demostró que inmediatamente 
después del choque con el hidrante, se salió de su carro, 
cuchillo en mano, corriendo detrás de su rival a quien no 
pudo herir porque no lo pudo alcanzar"; para concluir sos-
teniendo que el hecho puesto a cargo del acusado en lo que 
se refiere a Manuel Emilio Melo Peña constituye el delito 
previsto por el artículo 3 de la Ley N" 2022, sobre acciden-
tes causados con el manejo de un vehículo de motor y no el 
crimen de golpes y heridas voluntarios, que ocasionaron le-
sión permanente, previsto y sancionado por el Art. 309 del 
Código Penal; pero 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba sometidos al debate dio 
por establecido: "a) que en fecha 31 de mayo de 1960, siendo 
más o menos las once antes meridiano, el acusado Dante 
Acosta, chófer del carro Ford matrícula N" 19442, al' servi-
cio público, propiedad de la señora Lucía de los Santos Vi-
cioso, estacionó en la calle Duarte, próximo a la esquina de 
dicha calle con la Generalísimo Trujillo (en la acera del 
mercado público) quedando dentro de dicho carro sentado 
en el asiento delantero, el nombrado Aquiles Santil, acom-
pañante del chófer del referido vehículo; b) que acto seguido 
el chófer Dante Acosta entró al mercado público, llamó a 
su esposa Ana Francisca Encarnación y por motivos de ce-
los de ésta con José Altagracia Alcántara sostuvo una dis-
cusión en presencia de José Altagracia Alcántara, termi-
nando la misma con la intervención de la señora Dolores En- 
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carnación, madre de Ana Francisca Encarnación y el retiro 
de José Altagracia Alcántara, quien tenía la bicicleta en 
que andaba, y mientras se disponía irse, con dirección de 
Sur a Norte, inmediatamente, Dante Acosta expresó a Do.. 
lores Encarnación: "Ud. verá lo que voy a hacer ahora"; 
c) que de inmediato, Dante Acosta tomó el carro que mane-
jaba, y emprendió la marcha en la misma dirección en que 
iba José Altagracia Alcántara, y cuando ya iba a alcanzarlo 
aceleró la marcha del vehículo, y alguien avisó a éste, que 
Dante Acosta lo perseguía, por lo que dobló" rápidamenteal 
tirarle el carro arriba lo que tuvo como consecuencia, que 
el carro que guiaba Dante Acosta, se estrellara con el hi-
drante que está en la esquina de dicha calle, ocasionándole 
a Manuel Emilio Melo Peña, que estaba de espalda en la 
acera de dicha esquina, golpes, contuáiones y fracturas que 
curaron después de veinte días y dejan lesión permanente; 
d) que como consecuencia del choque del vehículo el acom-
pañante tdel chófer Aquiles Santil sufrió golpes que curaron 
dentro de los diez primeros días; e) que inmediatamente 
después del choque el acusado Dante Acosta se desmontó'  
del vehículo, y agarrando un cuchillo que portaba ilegal-
mente, persiguió a José Altagracia Alcántara, y en la ca-
rrera, tratando de herir a éste hirió a José del Carmen Fe-
rreira con el cuchillo que portaba, la cual curó dentro de los 
diez primeros días"; 

Considerando que la Corte a qua se funda en estos mo 
tivos para justificar la calificación de la infracción: "que ch 
los hechos anteriormente expuestos se evidencia que el acu-
sado Dante Acosta, impulsado por los celos, tuvo el propó-
sito de dar muerte a José Altagracia Alcántara, lo que no 
realizó por la circunstancia de éste haber podido doblar rá 
pidamente por la calle Trinitaria, que es obvio, que en estos  
hechos así expuestos se hallan reunidos los elementos cons-
titutivos del crimen de tentativa de homicidio voluntario 
en perjuicio de José Altagracia Alcántara, por lo cual 
procede declararlo culpable de dicho crimen; que asimismo 
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se evidencia que los golpes sufridos por Manuel Emilio Me-
lo  Peña fué a consecuencia del acusado Dante Acosta tirar-

le voluntariamente el carro a José Altagracia Alcántara lo 
que constituye el crimen de golpes y heridas que dejaron 
lesión  permanente en perjuicio de Manuel Emilio Melo 
Peña"; 

Considerando que los jueces del fondo no desnaturali-
zaron, como se pretende, los testimonios de la causa para 
establecer los hechos antes mencionados; que, por otra parte, 
habiendo sido los golpes y heridas recibidos por el recurren-
te Manuel Emilio Melo Peña la consecuencia de un hecho 
cometido por el acusado con la intención de dar la muerte a 
una persona, a José Altagracia Alcántara, dichos golpes y 
heridas constituyen también infracciones intencionales; que, 
en efecto, la falta intencional del agente es un elemento sub-
jetivo que subsiste, con tal carácter, en los atentados cor-
porales, aunque haya habido error en la persona o desvío 
del daño; que, por todo lo expuesto, el presente medio carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio del recurso se 
alega que la Corte a qua ha violado en su fallo la Ley N° 
4117 sobre Seguro Obligatorio contra daños ocasionados 

n un vehículo de motor, porque esta ley ha tenido por 
topósito proteger "a los terceros lesionados por un vehícu- 

de motor, sin tomar en consideración si el accidente 
utomovilístico ha sido o no el resultado de un hecho volun-

tario o involuntario a cargo del conductor"; que por esa 
circunstancia la indemnización acordada en provecho del 
recurrente a cargo de Lucía de los Santos Vicioso, ha debido 
ser declarada oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., en su condición de-aseguradora del vehículo 
que hizo el daño; pero, 

Considerando que de acuerdo con los términos del ar-
tículo 1° de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio, la Póliza 
de seguro de que deben proveerse los propietarios o poseedo-
res de un vehículo de motor, es para cubrir la responsabi- 
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carnación, madre de Ana Francisca Encarnación y el retiro 
de José Altagracia Alcántara, quien tenía la bicicleta en 
que andaba, y mientras se disponía irse, con dirección de 
Sur a Norte, inmediatamente, Dante Acosta expresó a Do-
lores Encarnación: "Ud. verá lo que voy a hacer ahora"; 
c) que de inmediato, Dante Acosta tomó el carro que mane-
jaba, y emprendió la marcha en la misma dirección en que 
iba José Altagracia Alcántara, y cuando ya iba a alcanzarlo 
aceleró la marcha del vehículo, y alguien avisó a éste, que 
Dante Acosta lo perseguía, por lo que dobló" rápidamenteal 
tirarle el carro arriba lo que tuvo como consecuencia, que 
el carro que guiaba Dante Acosta, se estrellara con el hi-
drante que está en la esquina de dicha calle, ocasionándole 
a Manuel Emilio Melo Peña, que estaba de espalda en la 
acera de dicha esquina, golpes, contuáiones y fracturas que 
curaron después de veinte días y dejan lesión permanente; 
d) que como consecuencia del choque del vehículo el acom-
pañante tdel chófer Aquiles Santil sufrió golpes que curaron 
dentro de los diez primeros días; e) que inmediatamente,  
después del choque el acusado Dante Acosta se desmontó 
del vehículo, y agarrando un cuchillo que portaba ilegal-
mente, persiguió a José Altagracia Alcántara, y en la ca-
rrera, tratando de herir a éste hirió a José del Carmen Fe-
rreira con el cuchillo que portaba, la cual curó dentro de los 
diez primeros días"; 

Considerando que la Corte a qua se funda en estos mo 
tivos para justificar la calificación de la infracción: "que d 
los hechos anteriormente expuestos se evidencia que el acu-
sado Dante Acosta, impulsado por los celos, tuvo el propó-
sito de dar muerte a José Altagracia Alcántara, lo que no 
realizó por la circunstancia de éste haber podido doblar rá-
pidamente por la calle Trinitaria, que es obvio, que en estos 
hechos así expuestos se hallan reunidos los elementos cons-
titutivos del crimen de tentativa de homicidio voluntario 
en perjuicio de José Altagracia Alcántara, por lo cual 
procede declararlo culpable de dicho crimen; que asimismo 
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se evidencia que los golpes sufridos por Manuel Emilio Me-
lo  peña fué a consecuencia del acusado Dante Acosta tirar-

le voluntariamente el carro a José Altagracia Alcántara lo 
que constituye el crimen de golpes y heridas que dejaron 
les ión  permanente en perjuicio de Manuel Emilio Melo 
peña"; 

Considerando que los jueces del fondo no desnaturali-
zaron, como se pretende, los testimonios de la causa para 
establecer los hechos antes mencionados; que, por otra parte, 
habiendo sido los golpes y heridas recibidos por el recurren-
te Manuel Emilio Melo Peña la consecuencia de un hecho 
cometido por el acusado con la intención de dar la muerte a 
na persona, a José Altagracia Alcántara, dichos golpes y 

heridas constituyen también infracciones intencionales; que, 
n efecto, la falta intencional del agente es un elemento sub-

jetivo que subsiste, con tal carácter, en los atentados cor-
¡wrales, aunque haya habido error en la persona o desvío 
del daño; que, por todo lo expuesto, el presente medio carece 

fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio del recurso se 
lega que la Corte a qua ha violado en su fallo la Ley N° 
117 sobre Seguro Obligatorio contra daños ocasionados 

con un vehículo de motor, porque esta ley ha tenido por 
ropósito proteger "a los terceros lesionados por un vehícu- 

de motor, sin tomar en consideración si el accidente 
tomovilístico ha sido o no el resultado de un hecho volun-

tario o involuntario a cargo del conducto•"; que por esa 
circunstancia la indemnización acordada en provecho del 
recurrente a cargo de Lucía de los Santos Vicioso, ha debido 
ser declarada oponible a la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., en su condición de•aseguradora del vehículo 
que hizo el daño; pero, 

Considerando que de acuerdo con los términos del ar-
tículo 1° de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio, la Póliza 
de seguro de que deben proveerse los propietarios o poseedo-
res de un vehículo de motor, es para cubrir la responsabi- 



lidad civil en los casos de accidentes causados por el vehíc 
lo a terceras personas o a la propiedad; que el daño ase 
rado debe, pues, provenir de un accidente; que en el senti 
del seguro el accidente es un acontecimiento fortuito o 
voluntario, en el cual el vehículo haya sido un factor dete 
minante; que, por consiguiente, y dado el carácter restri 
tivo de las disposiciones de la materia, preciso es admit' 
que la citada Ley N" 4117 excluye de los beneficios d 
seguro el daño causado intencionalmente por el conduct 
del vehículo, sirviéndose del mismo como instrumento pa 
realizarlo; que, por ello, lo alegado en el presente med' 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto medio se alega la vi 
lación de la cláusula primera del contrato de seguro ex 
tente entre la Compañía aseguradora y la asegurada Luc" 
de los Santos, porque entre los accidentes de que ampara es-
ta póliza se deben incluir los producidos por faltas volun 
tarias, ya que no podría dejarse al asegurado en descubie 
para esos casos; que en el Seguro se garantizan "todos 1 
accidentes en que el automóVil, por el sólo hecho de 
presencia, haya sido un factor determinante del acciden 
no la causa generatriz"; y agrega, además, "no obstante 
expuesto, la sentencia recurrida pone de manifiesto que e 
hecho puesto a cargo del acusado Dante Acosta con respec-
to a Manuel Emilio Melo Peña, es enteramente involuntari 
enteramente fortuito" porque "en ningún momento tu 
Dante Acosta el propósito de llevarse de encuentro al señ 
Manuel Emilio Melo Peña y ocasionarle las lesiones perm 
nentes que presenta"; por lo cual ese hecho está cubie 
por la póliza; pero 

Considerando que para rechazar la demanda del rec 
rrente contra la Compañía aseguradora, tendiente a q 
fuera declarada oponible contra ella la condenación que 
le impusiera a la persona civilmente responsable, la Cort 
a qua expresó que, de acuerdo con la póliza de seguro que 
obra en el expediente "la Compañía Dominicana de Segur  

por A., sólo se obliga con el asegurado a reparar los daños 
asionados a terceras personas cuando éstos sean la conse-

uencia de un accidente automovilístico" y no cuando como 
la especie los golpes y heridas fueran ocasionados "yo-

untariamente, sirviéndose del automóvil para cometerlos"; 
ue esta comprobación pone de manifiesto que en dicho 
ontrato no se aseguró la falta intencional de las personas 
r quienes debe responder el asegurado, razón por la cual 

a pretendida violación del contrato en referencia carece 
mbién de fundamento; que, por otra parte, lo alegado 
nalmente en este medio sobre el carácter involuntario de 
infracción cometida por el acusado en perjuicio del recu-
ente. ha sido contestado ya en el examen del segundo 
edio; 

Considerando que por el quinto y último medio se de-
nuncia que "en la especie el solo hecho de montarse en el 
automóvil y emprender una loca carrera con el fin de al-
anzar a la víctima y echarle el carro encima, sin que esto 
timo sucediera, no puede constituir el principio de ejecu-
ón; que "para que hubiera principio de ejecución en el 
resente caso, se hacía indispensable que se probara que el 
mbrado Dante Acosta le echó el carro encima al señor 

osé Altagracia Alcántara y eso no se ha probado, puesto 
que la sentencia recurrida da por averiguado, en su página 
11 in-fine, que el señor José Altagracia Alcántara dobló la 

quina al tirarle Dante Acosta encima el carro, esto es, 
e no llegó a tirárselo encima. Así es como entendemos que 
be razonablemente interpretarse esta frase"; que la sen-
ncia impugnada carece de motivos y de base legal porque 
os jueces del fondo estaban en la obligación de establecer, 

claridad y precisión, lo que no han hecho, cuando se 
ciaron los hechos de ejecución"; pero 

Considerando que, como se ha comprobado ya en el 
amen del segundo medio, el hecho cometido por el acusa- 

do Dante Acosta en perjuicio de José Altagracia Alcántara, 
nstituye el crimen de tentativa de homicidio; que contra- 
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lidad civil en los casos de accidentes causados por el vehíc 
lo a terceras personas o a la propiedad; que el daño ase 
rado debe, pues, provenir de un accidente; que en el sentí 
del seguro el accidente es un acontecimiento fortuito o 
voluntario, en el cual el vehículo haya sido un factor dete 
minante; que, por consiguiente, y dado el carácter restri 
tivo de las disposiciones de la materia, preciso es admit* 
que la citada Ley N^ 4117 excluye de los beneficios d 
seguro el daño causado intencionalmente por el conductor 
del vehículo, sirviéndose del mismo como instrumento par 
realizarlo; que, por ello, lo alegado en el presente medí 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto medio se alega la vi 
lación de la cláusula primera del contrato de seguro ex 
tente entre la Compañía aseguradora y la asegurada Lucí 
de los Santos, porque entre los accidentes de que ampara 
ta póliza se deben incluir los producidos por faltas volun 
tarias, ya que no podría dejarse al asegurado en descubie 
para esos casos; que en el Seguro se garantizan "todos 1 
accidentes en que el automóVil, por el sólo hecho de 
presencia, haya sido un factor determinante del acciden 
no la causa generatriz"; y agrega, además, "no obstante lo 
expuesto, la sentencia recurrida pone de manifiesto que el 

hecho puesto a cargo del acusado Dante Acosta con respec-
to a Manuel Emilio Melo Peña, es enteramente involuntari 
enteramente fortuito" porque "en ningún momento tuvo 
Dante Acosta el propósito de llevarse de encuentro al señor 
Manuel Emilio Melo Peña y ocasionarle las lesiones perma 
nentes que presenta"; por lo cual ese hecho está cubie 
por la póliza; pero 

Considerando que para rechazar la demanda del rec 
rrente contra la Compañía aseguradora, tendiente a q 
fuera declarada oponible contra ella la condenación que 
le impusiera a la persona civilmente responsable, la Co 
a qua expresó que, de acuerdo con la póliza de seguro q 
obra en el expediente "la Compañía Dominicana de Segur 

por A., sólo se obliga con el asegurado a reparar los daños 
. asionados a terceras personas cuando éstos sean la conse-
uencia de un accidente automovilístico" y no cuando como 
n la especie los golpes y heridas fueran ocasionados "vo-
ntariamente, sirviéndose del automóvil para cometerlos"; 
ue esta comprobación pone de manifiesto que en dicho 
ontrato no se aseguró la falta intencional de las personas 
r quienes debe responder el asegurado, razón por la cual 

la  pretendida violación del contrato en referencia carece 
también de fundamento; que, por otra parte, lo alegado 
inalmente en este medio sobre el carácter involuntario de 

infracción cometida por el acusado en perjuicio del recu-
ente. ha sido contestado ya en el examen del segundo 
edio; 

Considerando que por el quinto y último medio se de-
ncia que "en la especie el solo hecho de montarse en el 

utomóvil y emprender una loca carrera con el fin de al-
nzar a la víctima y echarle el carro encima, sin que esto 
timo sucediera, no puede constituir el principio de ejecu-
ón; que "para que hubiera principio de ejecución en el 
resente caso, se hacía indispensable que se probara que el 
mbrado Dante Acosta le echó el carro encima al señor 

osé Altagracia Alcántara y eso no se ha probado, puesto 
que la sentencia recurrida da por averiguado, en su página 
11 in-fine, que el señor José Altagracia Alcántara dobló la 
squina al tirarle Dante Acosta encima el carro, esto es, 
ue no llegó a tirárselo encima. Así es como entendemos que 

debe razonablemente interpretarse esta frase"; que la sen-
ncia impugnada carece de motivos y de base legal porque 
os jueces del fondo estaban en la obligación de establecer, 
n claridad y precisión, lo que no han hecho, cuando se 
ciaron los hechos de ejecución"; pero 

Considerando que, como se ha comprobado ya en el 
amen del segundo medio, el hecho cometido por el acusa- 

do Dante Acosta en perjuicio de José Altagracia Alcántara, 
nstituye el crimen de tentativa de homicidio; que contra- 
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riamente a lo afirmado por el recurrente, el fallo impug-
nado indica con claridad y precisión el principio de ejecu-
ción de ese crimen, puesto que allí se establece que los golpes 
y heridas recibidos por el recurrente resultaron "al tirarle 
el carro voluntariamente a José Altagracia Alcántara", y 
que, asimismo, el agente no logró su propósito criminal po 
una circunstancia contingente independiente de su voluntad 
que, en consecuencia, este último medio carece de funda 
mento y debe ser desestimado como los demás; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Emilio Melo Peña contra sen-

tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha veintiocho de noviembre de mil 

novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en 

parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia' pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certtfico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

sen tencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 17 de 
octubre de 1960. 

ateria: Penal. 

Recurrentes: Procurador General de la República y José Ulises 
Mallo!. 

Abogado: Lic. Joaquín Díaz Belliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
1-1. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinte y uno de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 
31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

É 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la República y por José Ulises Mallo!, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Monte Cristy, cédula 429, serie 
41 , sello 18269, contra sentencia correccional dictada en 
fecha diecisiete de octubre de mil novecientos sesenta, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 



riamente a lo afirmado por el recurrente, el fallo impug. 
nado indica con claridad y precisión el principio de ejeco„; 
ción de ese crimen, puesto que allí se establece que los golpekj 
y heridas recibidos por el recurrente resultaron "al tirarle . 

 el carro voluntariamente a José Altagracia Alcántara", y 

que, asimismo, el agente no logró su propósito criminal por 
una circunstancia contingente independiente de su voluntad; 
que, en consecuencia, este último medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado como los demás; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Emilio Melo Peña contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha veintiocho de noviembre de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras — 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D.  
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hilo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 10 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la ate" 
diencia" pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que,. 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

el 

TENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 17 de 
octubre de 1960. 

: Penal. 

Recurrentes: Procurador General de la República y José Ulises 
Mallo]. 

Abogado: Lic. Joaquín Díaz Belliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinte y uno de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 
31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la República y por José Ulises Mallol, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Monte Cristy, cédula 429, serie 
41 , sello 18269, contra sentencia correccional dictada en 
fecha diecisiete de octubre de mil novecientos sesenta, por 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
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Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copla 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 190, seri 

41, sello 65292, abogado del recurrente José Ulises Mal 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera' 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Cámara a qua en fecha veintitrés de no-
viembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento 
Lic. Joaquín Díaz Belliard, en nombre y -representación le 
José Ulises Mallol, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
secretaría de la Cámara a qua en fecha veintiocho de no-
viembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del 
Abogado Ayudante del Procurador General de la República, 
en nombre y representación del Procurador General de la 
la República, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-* 
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha seis de f 
brero de mil novecientos sesenta y uno, por el abogado d 
recurrente Juan Ulises Mallol; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dl 
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley N^ 2022, sobre 
accidentes causados con el manejo de vehículos de motor, 
del año 1949, modificada por la Ley N" 3749, del año 1954; 
y 1, 63 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
siete de septiembre de mil novecientos sesenta, José Ulises 
Mallol y Rafael de los Santos fueron sometidos a la acción 
de la justicia por el hecho de haber ocasionado golpes )T.  

imprudencia a Estela María Marichal Menieur de Ma  

con el manejo de vehículos de motor; b) que el Juzgado 
de paz para Asuntos Penales del Distrito Nacional, regu-
larmente apoderado del hecho, lo decidió por su sentencia 
de fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO: 
Condena a los nombrados José Ulises Mallol y Rafael de 
los Santos, de generales anotadas, al pago de sendas mul-
tas de RD$6.00 y RD$10.00, respectivamente, y a sufrir la 
pena de seis días de prisión correccional y ordena la cance-
lación de sus licencias para conducir vehículos de motor, 
por un período de dos meses, por violar el artículo 3 de 
Ley N" 2022 sobre Accidentes Causados con Vehículos de 
Motor, en perjuicio de la señora Estela Marichal de Mallol; 
SEGUNDO: Condena a los referidos José Ulises Mallol y 
Rafael de los Santos, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los prevenidos contra esa sentencia, inter-
vino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos 
por José Ulises Mallol y Rafael de los Santos contra sen-
tencia del Juzgado de Paz para Asuntos Penales de fecha 
5 de octubre de 1960 que los condenó a RD$6.00 y RD$10.00 
de multa, respectivamente, 6 días de prisión correccional 
cada uno y cancelación de la licencia por dos meses por el 
delito de violación a la Ley 2022 en perjuicio de Estela Ma-
richal de Mallol, y en cuanto al fondo, confirma en todas 
sus partes la aludida sentencia con respecto del prevenido 
José Ulises Mallol, y en cuanto a Rafael de los Santos, se 
descarga por no haber violado la Ley 2022; SEGUNDO: 
Condena a José Ulises Mallol al pago de las costas, decla-
rándolas de oficio en cuanto se refiere a Rafael de los 
Santos"; 

En cuanto al recurso del Procurador General de la 
República: 
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Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 190, serie 

41, sello 65292, abogado del recurrente José Ulises Mai' 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Cámara a qua en fecha veintitrés de no. 
viembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento 
Lic. Joaquín Díaz Belliard, en nombre y -representación de 
José Ulises Mallol, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 
secretaría de la Cámara a qua en fecha veintiocho de no-
viembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del 
Abogado Ayudante del Procurador General de la Repúbli(-1, 
en nombre y representación del Procurador General de la 
la República, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-' 
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha seis de fe-
brero de mil novecientos sesenta y uno, por el abogado del 
recurrente Juan Ulises Mallol; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d( .i-
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley N^ 2022, sol) 
accidentes causados con el manejo de vehículos de moto 
del año 1949, modificada por la Ley N" 3749, del año 1954, 
y 1, 63 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casacilm: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en tos 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
siete de septiembre de mil novecientos sesenta, José Ulises 
Mallol y Rafael de los Santos fueron sometidos a la acción 
de la justicia por el hecho de haber ocasionado golpes 
imprudencia a Estela María Marichal Menieur de Mallol 

con el manejo de vehículos de motor; b) que el Juzgado 
de Paz para Asuntos Penales del Distrito Nacional, regu-
larmente apoderado del hecho, lo decidió por su sentencia 
de fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO: 
Condena a los nombrados José Ulises Mallol y Rafael de 
los Santos, de generales anotadas, al pago de sendas mul-
tas de RD$6.00 y RD$10.00, respectivamente, y a sufrir la 
pena de seis días de prisión correccional y ordena la cance-
lación de sus licencias para conducir vehículos de motor, 
por un período de dos meses, por violar el artículo 3 de 
Ley N" 2022 sobre Accidentes Causados con Vehículos de 
Motor, en perjuicio de la señora Estela Marichal de Mallol; 
SEGUNDO: Condena »a los referidos José Ulises Mallol y 
Rafael de los Santos, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los prevenidos contra esa sentencia, inter-
vino el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos 
por José Ulises Mallol y Rafael de los Santos contra sen-
tencia del Juzgado de Paz para Asuntos Penales de fecha 
5 de octubre de 1960 que los condenó a RD$6.00 y RD$10.00 
de multa, respectivamente, 6 días de prisión correccional 
cada uno y cancelación de la licencia por dos meses por el 
delito de violación a la Ley 2022 en perjuicio de Estela Ma-
richal de Mallol, y en cuanto al fondo, confirma en todas 
sus partes la aludida sentencia con respecto del prevenido 
José Ulises Mallol, y en cuanto a Rafael de los Santos, se 
descarga por no haber violado la Ley 2022; SEGUNDO: 
Condena a José Ulises Mallol al pago de las costas, decla-
rándolas de oficio en cuanto se refiere a Rafael de los 
Santos"; 

En cuanto al recurso del Procurador General de la 
República: 
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Considerando que al tenor del artículo 63 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Procurador Genera 
de la República puede interponer el recurso de casación 
en interés de la Ley contra toda sentencia dictada en últ. 
ma  instancia, en toda materia, en la cual se hubiese violado 
la ley, siempre que las partes interesadas no hayan recu-
rrido en casación en tiempo hábil; que dicho recurso 1 
sido establecido únicamente en interés del mantenimiento 
de los principios y tiene por fin la corrección teórica de las 
interpretaciones erróneas de la ley, cuando las partes hayan 
dejado de deferir a la Suprema Corte de Justicia la decisión 
que contenga una violación a una falsa aplicación de la 
ley, bien sea en el fondo o bien sea en la forma; 

Considerando que, en la especie, el prevenido José 
Ulises Mallol, condenado por violación de la Ley N^ 2022, 
por sentencia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha dieci-
siete de octubre de mil novecientos sesenta, recurrió en 
casación contra esta decisión en tiempo hábil, según se 
comprueba por el acta del recurso levantada en la Secre-
taría de la Cámara a qua el día 23 de noviembre de 1960; 
que, en tales condiciones, el recurso del Magistrado Procu-
rador General de la República no puede ser admitido; 

En cuanto al recurso del prevenido José Ulises Mallol 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación, en resumen, que él "no fué ni pudo ser el autor 
de las contusiones sufridas por su esposa, para que se le 
declarara culpable de violación a la Ley NQ 2022", puesto 
que "la causa eficiente de la colisión, ... no fué otra que la 
velocidad excesiva con que transitaba de los Santos, sin 
tomar precauciones, por la calle Padre Billini, y como esta 
velocidad fué comprobada en el primer grado, el juez del 
segundo grado tenía que destruirla con alguna prueba 
legal o superior, cosa que no fué hecha"; que habiéndose  

stablecido "que la única violación en que (él) pudo in-
urrir... fué a la Ordenanza N" 97, del Consejo Adminis-
ativo, y no a la Ley 2022 por golpes involuntarios, por 

plicación de la teoría de la causalidad adecuada se podía 
liminar de la relación causal aquella falta (violación Ord. 
), que no desempeñó ninguna función generadora prepon-

erante en la comisión de los golpes involuntarios, para 
tener aquella (la velocidad), que fué la determinante del 

impacto"; de donde colige el recurrente, que la sentencia 
impugnada debe ser casada "ya sea por error en la cali-
ficación del hecho en cuanto al recurrente, o por carencia 
de pruebas para condenarlo, o por violación de los princi-
pios que rigen el sistema de la causalidad adecuada en 
materia penal, o por contradicción o insuficiencia de moti-
vos, o por falta de base legal para justificar el dispositivo"; 

.,z2ero, 

el" Considerando que para declarar al recurrente culpable 
del delito imputádole, la Cámara a qua dió por establecido. 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: "a) que el día 6 del mes de septiembre 
del año mil novecientos sesenta, a eso de las doce horas y 
cincuenta y cinco minutos de la tarde, mientras la guagua 
placa 18985, conducida por el nombrado José Ulises Mallol, 
transitaba por la calle Pina, de sur a norte, al llegar a la 
esquina que se forma con la calle Padre Billini, originó un 
choque con la guagua placa 5648, conducida por el nom-
brado Rafael de los Santos, que transitaba por la citada 
calle Padre Billini, de este a oeste, resultando ambos ve-
hículos con desperfectos y. .. con golpes la señora Estela 
María Marichal Menieur de Mallol, quien viajaba como 
ocupante en la guagua placa N9 18985; b) que este acci-
dente se originó porque el nombrado José Ulises Mallol 
no observó la señal de PARE que hay en la calle Pina, ni 
se cercioró si venía algún vehículo por la calle Padre Bi-1 
llini que le impidiera su libre marcha, ni realizó ninguna 
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Considerando que al tenor del artículo 63 de la I-, 
sobre Procedimiento de Casación, el Procurador General 
de la República puede interponer el recurso de casación 
en interés de la Ley contra toda sentencia dictada en últi-
ma instancia, en toda materia, en la cual se hubiese violado 
la ley, siempre que las partes interesadas no hayan rece  

rrido en casación en tiempo hábil; que dicho recurso 1 
sido establecido únicamente en interés del mantenimiento 
de los principios y tiene por fin la corrección teórica de las 
interpretaciones erróneas de la ley, cuando las partes hayan 
dejado de deferir a la Suprema Corte de Justicia la decisión 
que contenga una violación a una falsa aplicación de la 
ley, bien sea en el fondo o bien sea en la forma; 

Considerando que, en la especie, el prevenido José 
Ulises Mallol, condenado por violación de la Ley N" 2022, 
por sentencia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha dieci-
siete de octubre de mil novecientos sesenta, recurrió en 
casación contra esta decisión en tiempo hábil, según se 
comprueba por el acta del recurso levantada en la Secre-
taría de la Cámara a qua el día 23 de noviembre de 1960; 
que, en tales condiciones, el recurso del Magistrado Procu-
rador General de la República no puede ser admitido; 

En cuanto al recurso del prevenido José Ulises Mallol 

Considerando que el recurrente alega en su memorial  
de casación, en resumen, que él "no fué ni pudo ser el autor 
de las contusiones sufridas por su esposa, para que se le 
declarara culpable de violación a la Ley N" 2022", puesto 
que "la causa eficiente de la colisión, . .. no fué otra que la 
velocidad excesiva con que transitaba de los Santos, sin 
tomar precauciones, por la calle Padre Billini, y como esta 
velocidad fué comprobada en el primer grado, el juez del 
segundo grado tenía que destruirla con alguna prueba 
legal o superior, cosa que no fué hecha"; que habiéndose 

establecido "que la única violación en que (él) pudo in-
currir... fué a la Ordenanza N" 97, del Consejo Adminis-
trativo, y no a la Ley 2022 por golpes involuntarios, por 
aplicación de la teoría de la causalidad adecuada se podía 
eliminar de la relación causal aquella falta (violación Ord. 
97), que no desempeñó ninguna función generadora prepon-
derante en la comisión de los golpes involuntarios, para 
retener aquella (la velocidad), que fué la determinante del 
impacto"; de donde colige el recurrente, que la sentencia 
impugnada debe ser casada "ya sea por error en la cali-
ficación del hecho en cuanto al recurrente, o por carencia 
de pruebas para condenarlo, o por violación de los princi-
pios que rigen el sistema de la causalidad adecuada en 
materia penal, o por contradicción o insuficiencia de moti-
vos, o por falta de base legal para justificar el dispositivo"; 
pero, 

Considerando que para declarar al recurrente culpable 
del delito imputádole, la Cámara a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: "a) que el día 6 del mes de septiembre 
del año mil novecientos sesenta, a eso de las doce horas y 
cincuenta y cinco minutos de la tarde, mientras la guagua 
placa 18985, conducida por el nombrado José Ulises Mallol, 
transitaba por la calle Pina, de sur a norte, al llegar a la 
esquina que se forma con la calle Padre Billini, originó un 
choque con la guagua placa 5648, conducida por el nom-
brado Rafael de los Santos, que transitaba por la citada 
calle Padre Billini, de este a oeste, resultando ambos ve-
hículos con desperfectos y. .. con golpes la señora Estela 
María Marichal Menieur de Mallol, quien viajaba como 
ocupante en la guagua placa N^ 18985; b) que este acci-
dente se originó porque el nombrado José Ulises Mallol 
no observó la señal de PARE que hay en la calle Pina, ni 
se cercioró si venía algún vehículo por la calle Padre Bi-1 
llini que le impidiera su libre marcha, ni realizó ninguna 
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de las señales, ni otro medio de los indicados por la ley en 
circunstancias semejantes para evitar el choque"; c) qu 
los golpes sufridos por Estela María Marichal Menieur d 
Mallol curaron antes de diez días; d) "que en lo que re 
pecta al nombrado Rafael de los Santos, no se ha podid 
comprobar por ninguno de los medios establecidos por 1 
ley, que éste haya violado la Ley 2022 en alguna de s 
disposiciones . .."; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que el juez del fondo apreció correctamente, que:1 
la causa eficiente del accidente fué la imprudencia come 
tida por el prevenido José Ulises Mallol al no detener la 
marcha de la guagua que manejaba en la intersección dé 
las calles Pina y Padre Billini, donde hay un letrero que , 

 dice PARE, y atravesar la última calle sin cerciorarse an 
tes de que por ella transitaba otro vehículo; que, en cons 
cuencia, al establecer el juez que la causa única del acci-
dente fué la falta antes descrita, cometida por el actua 
recurrente, no había lugar a la aplicación de la teoría dg 
la causalidad adecuada; 

Considerando que, además, la sentencia impugnad 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican-  
plenamente su dispositivo, así como una descripción com-
pleta de los hechos y circunstancias de la causa que ha' 
permitido verificar que en el presente caso se ha cump11-, 
do el voto de ley; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Tribunal a quo caracterizan el delito de golpes 1, 
imprudencia causados con el manejo de un vehículo 
motor, previsto por el artículo 3 de la Ley N° 2022, o 
año 1949, modificada por la Ley N^ 3749, del año 1954, y 
sancionado por el apartado a) de dicho artículo con prP 
sión de seis días a seis meses y multa de seis a ciento cirki 
cuenta pesos; que, por consiguiente, los hechos de la pre-
vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, el declarar al prevenido culpable del referido delito 
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al condenarlo, consecuentemente, a las penas de seis 
de prisión correccional y RD$6.00 de multa, el Tribunal 

un hizo una correcta aplicación de la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

tencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi- 
spuorcatsa

alecs motivos, otivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
curso de casación interpuesto, en interés de la ley, por el 
procurador General de la República, contra la sentencia 
correccional dictada en fecha diecisiete de octubre de mil 
novecientos sesenta, por la Segunda Cámara de lo Penai 
del Juzgado, de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por José Ulises Mallol contra la antedicha sentencia; 
y Tercero: Condena al recurrente a José Ulises Mallol al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de las señales, ni otro medio de los indicados por la ley en 
circunstancias semejantes para evitar el choque"; e) qu 
los golpes sufridos por Estela María Marichal Menieur d 
Mallol curaron antes de diez días; d) "que en lo que re 
pecta al nombrado Rafael de los Santos, no se ha podid 
comprobar por ninguno de los medios establecidos por 1.  
ley, que éste haya violado la Ley 2022 en alguna de s 
disposiciones . .."; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que el juez del fondo apreció correctamente, qué; 
la causa eficiente del accidente fué la imprudencia come 
tida por el prevenido José Ulises Mallol al no detener la; 
marcha de la guagua que manejaba en la intersección d 
las calles Pina y Padre Billini, donde hay un letrero qu 
dice PARE, y atravesar la última calle sin cerciorarse anzy.. 
tes de que por ella transitaba otro vehículo; que, en consei,!.; , 

 cuencia, al establecer el juez que la causa única del acei-
dente fué la falta antes descrita, cometida por el actua 
recurrente, no había lugar a la aplicación de la teoría de 
la causalidad adecuada; 

Considerando que, además, la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican 
plenamente su dispositivo, así como una descripción com-
pleta de los hechos y circunstancias de la causa que ha 
permitido verificar que en el presente caso se ha cumpla 
do el voto de ley; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Tribunal a quo caracterizan el delito de golpes por 
imprudencia causados con el manejo de un vehículo 
motor, previsto por el artículo 3 de la Ley N° 2022, c ■ 

año 1949, modificada por la Ley N^ 3749, del año 1954, y 
sancionado por el apartado a) de dicho artículo con pri 
sión de seis días a seis meses y multa de seis a ciento cirki 
cuenta pesos; que, por consiguiente, los hechos de la pre, 
vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, el declarar al prevenido culpable del referido delito 

'al condenarlo, consecuentemente, a las penas de seis 
de prisión correccional y RD$6.00 de multa, el Tribunal 

no hizo una correcta aplicación de la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

tencia impugnada no contiene vicio alguno que justif i-
su casación; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto, en interés de la ley, por el 
procurador General de la República, contra la sentencia 
correccional dictada en fecha diecisiete de octubre de mil 
novecientos sesenta, por la Segunda Cámara de lo Penai 
del Juzgado, de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por José Ulises Mallol contra la antedicha sentencia; 
y Tercero: Condena al recurrente a José Ulises Mallo] al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera 	Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo d e 

 fecha 19 de diciembre de 1960. 

Materia' Penal. 

Recurrente: Rafael Emilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrefa Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, a-us-

tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra -us 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy cha 

veinte y uno del mes de abril de mil novecientos sesent a . , y 

uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración 
y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Emilio Valenzuela, dominicano, mayor de edad, casado, 
constructor, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
52662, serie primera, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia dictada en atribuciones 
criminales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 

fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de diciembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 23 y 151 del Código Penal y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha catorce de julio de mil novecientos sesenta, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, requirió del Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del mismo Dis-
trito, que instruyera la sumaria correspondiente en rela-
ción con el crimen de falsedad en escritura de Banco y otros 
delitos conexos que se le imputan a José Méndez Valerio y 
Rafael Emilio Valenzuela, en perjuicio de varias personas; 
b) que en fecha once de agosto de mil novecientos sesenta, 
el indicado Juez de Instrucción dictó acerca del caso, una 
Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice así: "RE-
SOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara-
mos, que hay cargos suficientes, para inculpar a los nom-
brados José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael Emilio Va-
lenzuela (a) Fellito, del crimen de falsedad en escritura de 
Banco Privada y Uso de escritura de Banco privada, en 
perjuicio del Dr. Rafael Leonidas Trujillo hijo, Coronel Dr. 
Luis Rafael Trujillo Molina, E. N. y Capitán Leonidas Rha-
dam-s Trujillo Martínez, A. M. D.; previsto y penado por 
los artículos 66, de la Ley N°  2859, de fecha 19 de abril 
del año 1951, y arts. 150 y 151, del Código Penal; SEGUN -- 
DO: Que los nombrados José Méndez Valerio (a) Mon y 
Rafael Emilio Valenzuela (a) Fellito, son también reos de 
estafa, en perjuicio de los señores Pablo Vital Arias, Do-
natilo Santos y Sánchez, Rolando Ocho Vidal, Apolinar Apo-
nar Ortiz Soto, Virgilio Augusto Sasso Pichardo, Francisco 
Martínez Girona y José Manuel Alvarez Trigo; TERCERO: 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo do 

fecha 19 de diciembre de 1960. 

Materia. Penal. 

Recurrente: Rafael Emilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrefa Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinte y uno del mes de abril de mil novecientos sesenta y 
uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración 
y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Emilio Valenzuela, dominicano, mayor de edad, casado, 
constructor, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
52662, serie primera, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia dictada en atribuciones 
criminales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 819 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de diciembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 23 y 151 del Código Penal y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha catorce de julio de mil novecientos sesenta, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, requirió del Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del mismo Dis-
trito, que instruyera la sumaria correspondiente en rela-
ción con el crimen de falsedad en escritura de Banco y otros 
delitos conexas que se le imputan a José Méndez Valerio y 
Rafael Emilio Valenzuela, en perjuicio de varias personas; 
b) que en fecha once de agosto de mil novecientos sesenta,, 
el indicado Juez de Instrucción dictó acerca del caso, una 
Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice así: "RE-
SOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara-
mos, que hay cargos suficientes, para inculpar a los nom-
brados José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael Emilio Va-
lenzuela (a) Fellito, del crimen de falsedad en escritura de 
Banco Privada y Uso de escritura de Banco privada, en 
perjuicio del Dr. Rafael Leonidas Trujillo hijo, Coronel Dr. 
Luis Rafael Trujillo Molina, E. N. y Capitán Leonidas Rha-
dam-s Trujillo Martínez, A. M. D.; previsto y penado por 
los artículos 66, de la Ley N° 2859, de fecha 19 de abril 
del año 1951, y arts. 150 y 151, del Código Penal; SEGUN-
DO: Que los nombrados José Méndez Valerio (a) Mon y 
Rafael Emilio Valenzuela (a) Fellito, son también reos de 
estafa, en perjuicio de los señores Pablo Vital Arias, Do-
natilo Santos y Sánchez, Rolando Ocho Vidal, Apolinar Apa-
nar Ortiz Soto, Virgilio Augusto Sasso Pichardo, Francisco 
Martínez Girona y José Manuel Alvarez Trigo; TERCERO: 
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Que los nombrados José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael 
Emilio Valenzuela (a) Fellito, también son pasibles de viola 
ción a la Ley N Y  990, sobre cédula personal de identidad, al 
hacer uso de una cédula a nombre de JoséUniades Bergés;., 
CUARTO: Enviar, como al efecto enviamos, por ante el Tri 
bunal Criminal, a los mencionados, para que sean juzgados 
con arreglo a la ley, en la Primera Cámara Penal; QUINTO: 
Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuaciones de 
la instrucción y un estado de los documentos y objetos que 
han de obrar como elementos de convicción, sean trasmitidos 
por nuestro Secretario, inmediatamente después de expirado 
el plazo del recurso de oposición de que es susceptible esta 
Providencia Calificativa, al Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Nacional, para los fines de Ley"; c) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por el acusado Rafael 
Emilio Valenzuela, contra la anterior Providencia Califica-
tiva, la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dictó 
en fecha veintiséis de agosto de mil novecientos sesenta, una 
decisión cuyo dispositivo expresa: "RESUELVE: PRIME-
RO: Declarar como en efecto declara, bueno y válido en la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el acusado 
Rafael Emilio Valenzuela (a) Fellito, de generales anotadas, 
por haberlo hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: que debe 
mantener como en efecto mantiene, la Providencia Califi-
cativa dictada por el Magistrado Juez de Instrucción de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional en fecha 11 
de agosto de mil novecientos sesenta (1960), por haber he-
cho dicho Magistrado una correcta apreciación de los he-
chos y una justa aplicación de la ley; TERCERO: Enviar 
como en efecto envía el presente expediente por ante el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para los 
fines legales correspondientes"; ch) que así apoderada del 
caso la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, lo decidió por sentencia de fe-
cha veintinueve de septiembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME- 
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O :  Declara, a José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael Emi- 
Valenzuela (a) Fellito, de generales anotadas, culpables 

el crimen de falsedad en escritura de Banco privada y uso 
de escritura de Banco privada, en perjuicio del Dr. Rafael 
eonidas Trujillo hijo, Coronel Dr. Luis Rafael Trujillo Mo- 
a, E. N. y Capitán Leonidas Rhadamés Trujillo Martínez, 
M. D., de estafa en perjuicio de Pablo Vital Arias, Dona-

lo Santos y Sánchez, Rolando Ochoa Vidal, Apolinar Ortiz 
oto, Virgilio Augusto Sasso Pichardo, Francisco Martínez 
irona y José Manuel Alvarez Trigo; y de violación a la 

Ley N Y  990 (sobre Cédula Personal de Identidad) al hacer 

o de una cédula a nombre de José Uniades Bergés, y en 
consecuencia, se les condena, a cada uno, a diez (10) años 
de trabajos públicos; SEGUNDO: Condena, a los menciona-
dos acusados al pago solidario de las costas penales cau- 

das"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
, rpuestos por los acusados, la Corte a qua dictó la senten-
a ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LA: PRIMERO: Admite en la forma, el presente recurso 
e apelación interpuesto por los acusados José Méndez Va-
rio y Rafael Emilio Valenzuela; SEGUNDO: Varía la can-

. icación atribuída a los hechos cometidos por los acusados 
_José Méndez Valerio y Rafael Emilio Valenzuela por el 

uez a quo, de crimen de falsedad en escritura de Bancci 
rivada, uso• de escritura de Banco Privada y de los delitos 

de estafa y violación a la Ley N° 990, sobre cédula personal 
de identidad, en perjuicio de varias personas, y que lo 
condenó a cada uno de dichos acusados a 10 años de trabajos 
públicos; y, obrando por propia autoridad condena a los 
mencionados acusados a cinco (5) años de reclusión cada 
uno, por el crimen de uso de documentos falsos en perjuicio 
de varias personas; TERCERO: Condena a los acusados Jo-
sé Méndez Valerio y Rafael Emilio Valenzuela, al pago 
olidario de las costas"; 
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Que los nombrados José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael 
Emilio Valenzuela (a) Fellito, también son pasibles de viola 
ción a la Ley N" 990, sobre cédula personal de identidad, al 
hacer uso de una cédula a nombre de JoséUniades Bergés; 
CUARTO: Enviar, como al efecto enviamos, por ante el Tri-
bunal Criminal, a los mencionados, para que sean juzgados 
con arreglo a la ley, en la Primera Cámara Penal; QUINTO: 
Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuaciones de 
la instrucción y un estado de los documentos y objetos qu-
han de obrar como elementos de convicción, sean trasmitidos 
por nuestro Secretario, inmediatamente después de expirado 
el plazo del recurso de oposición de que es susceptible est. 
Providencia Calificativa, al Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Nacional, para los fines de Ley"; c) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por el acusado Rafael 
Emilio Valenzuela, contra la anterior Providencia Califica-
tiva, la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dictó 
en fecha veintiséis de agosto de mil novecientos sesenta, una 
decisión cuyo dispositivo expresa: "RESUELVE: PRIME-
RO: Declarar como en efecto declara, bueno y válido en la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el acusado 
Rafael Emilio Valenzuela (a) Fellito, de generales anotadas, 
por haberlo hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: que debe 
mantener como en efecto mantiene, la Providencia Califi-
cativa dictada por el Magistrado Juez de Instrucción de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional en fecha 11 
de agosto de mil novecientos sesenta (1960), por haber he- -
cho dicho Magistrado una correcta apreciación de los he-
chos y una justa aplicación de la ley; TERCERO: Enviar 
como en efecto envía el presente expediente por ante el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para los 
fines legales correspondientes"; ch) que así apoderada del 
caso la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, lo decidió por sentencia de fe-
cha veintinueve de septiembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME- 

O: Declara, a José Méndez Valerio (a) Mon y Rafael Emi- 
Valenzuela (a) Fellito, de generales anotadas, culpables 

1 crimen de falsedad en escritura de Banco privada y uso 
escritura de Banco privada, en perjuicio del Dr. Rafael 

Leonidas Trujillo hijo, Coronel Dr. Luis Rafael Trujillo Mo- 
a , E. N. y Capitán Leonidas Rhadamés Trujillo Martínez, 
M. D., de estafa en perjuicio de Pablo Vital Arias, Dona-

o Santos y Sánchez, Rolando Ochoa Vidal, Apolinar Ortiz 
oto, Virgilio Augusto Sasso Pichardo, Francisco Martínez 
irona y José Manuel Alvarez Trigo; y de violación a la 

Ley N° 990 (sobre Cédula Personal de Identidad) al hacer 
o de una cédula a nombre de José Uniades Bergés, y en 

consecuencia, se les condena, a cada uno, a diez (10) años 
de trabajos públicos; SEGUNDO: Condena, a los menciona-
dos acusados al pago solidario de las costas penales cau- 

das"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in- 
rpuestos por los acusados, la Corte a qua dictó la senten-

ia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LA: PRIMERO: Admite en la forma, el presente recurso 
e apelación interpuesto por los acusados José Méndez Va-
rio y Rafael Emilio Valenzuela; SEGUNDO: Varía la cali-
icación atribuída a los hechos cometidos por los acusados 

José Méndez Valerio y Rafael Emilio Valenzuela por el 
Juez a quo, de crimen de falsedad en escritura de Banco! 
Privada, uso-  de escritura de Banco Privada y de los delitos - 
de estafa y violación a la Ley N" 990, sobre cédula personal 
de identidad, en perjuicio de varias personas, y que lo 
condenó a cada uno de dichos acusados a 10 años de trabajos 
públicos; y, obrando por propia autoridad condena a los 
mencionados acusados a cinco (5) años de reclusión cada 
uno, por el crimen de uso de documentos falsos en perjuicio 
de varias personas; TERCERO: Condena a los acusados Jo-
sé Méndez Valerio y Rafael Emilio Valenzuela, al pago 
olidario de las costas"; 
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Considerando que mediante la ponderación de los ele. 
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en 
en lo que se refiere al recurrente, lo que a continuación s e 

 la instrucción de la causa, la Corte a qua dio por establecido, 
expresa: a) que Rafael Emilio Valenzuela se presentó en 
varios establecimientos comerciales de esta ciudad, con el 
fin de que les cambiaran cheques por diferentes valores,, 
haciendo creer que él era el beneficiario de los mismos; b) 
que después de cambiados estos cheques, los comerciantes 
los presentaron al banco, y allí les manifestaron que las 
firmas de esos cheques no correspondían a las de sus 0x-
pedidores; que esas firmas habían sido falsificadas; e) q 
el acusado Rafael Emilio Valenzuela, sabiendo que es 
"cheques eran falsos", hizo uso de ellos en la forma ant 
indicada; 

Considerando que los hechos así comprobados y adm 
tidos por la Corte a qua, constituyen el crimen de uso d 
documentos 'falsos previsto y sancionado por el artículo 15 
del Código Penal, con la pena de reclusión; que, por co 
guiente, los hechos de la acusación han sido correctamen 
calificados; que, por otra parte, al declarar al recurrent 
culpable del referido crimen y al condenarlo, consecuent 
mente a cinco años de reclusión, la Corte a qua hizo un 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 1 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifiqu 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Rafael Emilio Valenzuela, cont 
sentencia pronunciada en atribuciones criminales por la Cor 
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diecinueve d 
diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se co 
pia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
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sergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán,— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certífico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que mediante la ponderación de los ele.. 
mentos de prueba que fueron regularmente aportados e n 

 en lo que se refiere al recurrente, lo que a continuación se 
la instrucción de la causa, la Corte a qua dio por establecido, 
expresa: a) que Rafael Emilio Valenzuela se presentó en 
varios establecimientos comerciales de esta ciudad, con el 
fin de que les cambiaran cheques por diferentes valores > 

 haciendo creer que él era el beneficiario de los mismos; b) 
que después de cambiados estos cheques, los comerciantes 
los presentaron al banco, y allí les manifestaron que las 
firmas de esos cheques no correspondían a las de sus ex-
pedidores; que esas firmas habían sido falsificadas; c) que 
el acusado Rafael Emilio Valenzuela, sabiendo que esos 
"cheques eran falsos", hizo uso de ellos en la forma antes 
indicada; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, constituyen el crimen de uso de 
documentos falsos previsto y sancionado por el artículo 151 
del Código Penal, con la pena de reclusión; que, por consi-
guiente, los hechos de la acusación han sido correctamente 
calificados; que, por otra parte, al declarar al recurrente 
culpable del referido crimen y al condenarlo, consecuente-
mente a cinco años de reclusión, la Corte a qua hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
sación interpuesto por Rafael Emilio Valenzuela, cont 
sentencia pronunciada en atribuciones criminales por la Cor 
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diecinueve d 
diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se c 
pia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D.  

gergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— ()legado Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

-.;.111.ricia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 

fecha 8 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teodoro Wressman. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri. 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujilol, Distrito Nacional, hoy 
día veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno. 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte+• 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodoro 
Wressman, alemán, casado, mayor de edad, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 135684, serie 1, sello 80640, 
contra sentencia correccional pronunciada en fecha ocho de 
noviembre de mil novecientos sesenta, por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo y notificádale el día dieciocho del 
mismo mes, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el día veintiocho de noviern-  

bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 184 y 463 del Código Penal; 1382 del 
Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
dieciséis de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
Yolanda J. Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo 
Boehme de Lemos, presentaron querella ante el Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional, contra Teodoro Wressman, por 
el hecho de éste haberse introducido sin permiso al domicilio 
de los querellantes y haberse apoderado de unos muebles; 
b) que apoderado del caso la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, lo de-
cidió por sentencia de fecha veintitrés de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla-
ra buena y válida, en cuanto a la forma y el fondo, la cons-1 
titución en parte civil hecha por los señores Yolanda J. 
Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme 
de Lemos, por conducto del Dr. Jovino Herrera Arnó, con-
tra el prevenido Teodoro Wressman, por haber sido hecha 
de conformidad con la ley; SEGUNDO: Que debe pronun-
ciar y pronuncia el defecto contra el prevenido Teodoro 
Wressman, por no haber comparecido a la audiencia,i 
no obstante haber sido citado legalmente; TERCERO;. 
que debe declarar y declara al nombrado Teodoro. 
Wressman, de generales ignoradas, culpable de los delitos 
de violación de domicilio, golpes voluntariamente inferidos 
Y amenazas en perjuicio de la señora Yolanda F. Fuentes 
Monte de Oca de Boehme y de Eduardo Boehme de Lemos 
Y, en consecuencia, de acuerdo con el principio del no cúmu 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 8 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teodoro Wressman. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciadOs 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujilol, Distrito Nacional, hoy 
día veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodoro 
Wressman, alemán, casado, mayor de edad, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 135684, serie 1, sello 80640, 
contra sentencia correccional pronunciada en fecha ocho de 
noviembre de mil novecientos sesenta, por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo y notificádale el día dieciocho del 
mismo mes, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el día veintiocho de noviem- 
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bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 

de ió; 
La 

	s
rema Corte de Justicia, después de haber deli- 

beracadoa Suprema  los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 184 y 463 del Código Penal; 1382 del 
código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

Casación; 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
dieciséis de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
Yolanda J. Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo 
Boehme de Lemos, presentaron querella ante el Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional, contra Teodoro Wressman, por 
el hecho de éste haberse introducido sin permiso al domicilio 
de los querellantes y haberse apoderado de unos muebles; 
19) que apoderado del caso la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, lo de-
cidió por sentencia de fecha veintitrés de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla-
ra buena y válida, en cuanto a la forma y el fondo, la cons-1 
titución en parte civil hecha por los señores Yolanda J. 
Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme 
de Lemos, por conducto del Dr. Jovino Herrera Arnó, con-
tra el prevenido Teodoro Wressman, por haber sido hecha 
de conformidad con la ley; SEGUNDO: Que debe pronun-
ciar y pronuncia el defecto contra el prevenido Teodoro 
Wressman, por no haber comparecido a la audiencia,i 
no obstante haber sido citado legalmente; TERCERO;. 
que debe declarar y declara al nombrado Teodoro' 
Wressman, de generales ignoradas, culpable de los delitos 
de violación de domicilio, golpes voluntariamente inferidos 
Y amenazas en perjuicio de la señora Yolanda F. Fuentes 
Monte de Oca de Boehme y de Eduardo Boehme de Lemos 
Y, en consecuencia, de acuerdo con el principio del no cúmu 
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lo de penas, lo condena: 19 a sufrir la pena de tres meses 
de prisión correccional; 2°) a pagar una indemnización de 
un mil quinientos pesos oro moneda de curso legal (RU 
$1,500.00), en favor de la parte civil constituida, señores 
Yolanda F. Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo 
Boehme de Lemos, por los daños y perjuicios morales y 
materiales sufridos por dichos señores con motivo de los 
hechos delictuosos cometidos por el prevenido en su per-
juicio; y 3°) a la devolución a los señores Yolanda J. Fuen-
tes de Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de 
Lemos, de tres pagarés que obran en poder del prevenido y 
que son de la pertenencia de dichos señores; y CUARTO: 
Que debe condenar y condena al mismo prevenido Teodoro 
Wressman, al pago de las costas penales y civiles, con dis-
tracción de las civiles en favor del abogado de la parte civil 
constituída, Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haber-
las avanzado"; c) que sobre recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido, la misma Cámara dictó en fecha 
nueve de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido 
el recurso de oposición del inculpado; SEGUNDO: Que debe 
condenar como en efecto condena a Teodoro Wressman a 
pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, por el delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Yolanda Fuentes 
Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de Lemos; 
TERCERO: Que debe declarar y declara regular y válida 
la constitución en parte civil de los agraviados contra el in-
culpado; CUARTO: Que debe condenar como en efecto con-
dena al inculpado a pagar una indemnización de RD$600.0 0 

 pesos en favor de las partes civil constituidas; QUINTO: 
Que debe descargar al inculpado de los delitos de golpes 
amenazas, por no estar caracterizados; SEXTO: Que debe 

condenar como en efecto condena al inculpado al pago de 

las costas penales y civiles, con distracción de las últimas en 

provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haber- 

las avanzado en su mayor parte"; cl) que sobre el recurso 
de  apelación interpuesto por el prevenido, la Corte a qua dic-
tó en fecha veintisiete de enero de mil novecientos sesenta, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Teodoro 
Wressman, por no haber comparecido a la audiencia para 
la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; 
TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha nueve del mes de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo copiado textualmente dice 
así: 'Falla: Primero: Que debe declarar regular y válido, 
el recurso de oposición del inculpado; Segundo: Que debe 
condenar como en efecto condena a Teodoro Wressman a 
pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, por el delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Yolanda Fuentes 
Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de Lemos; 
Tercero: Que debe declarar y declara regular y válida la 
constitución en parte civil de los agraviados contra el incul-
pado; Cuarto: Que debe condenar como en efecto condena 
al inculpado a pagar una indemnización de RD$600.00 pesos 
en favor de las partes civil constituidas; Quinto: Que debe 
descargar al inculpado de los delitos de golpes y amenazas, 
por no estar caracterizados; Sexto: Que debe condenar co-
rno en efecto condena al inculpado al pago de las costas¡ 
penales y civiles, con distracción de las últimas en provecho 
del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte'; CUARTO: Condena al prevenido 
Teodoro Wressman, al pago de las costas, con distracción de 
las civiles en provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien 
afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
Puesto por el prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI- 
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lo de penas, lo condena: 1°) a sufrir la pena de tres meses 
de prisión correccional; 2°) a pagar una indemnización de 
un mil quinientos pesos oro moneda de curso legal (RD 
$1,500.00), en favor de la parte civil constituida, señores 
Yolanda F. Fuentes Montes de Oca de Boehme y Eduardo 
Boehme de Lemos, por los daños y perjuicios morales y 

materiales sufridos por dichos señores con motivo de los 
hechos delictuosos cometidos por el prevenido en su per-
juicio; y 31 a la devolución a los señores Yolanda J. Fuen-
tes de Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de! 
Lemos, de tres pagarés que obran en poder del prevenido y 
que son de la pertenencia de dichos señores; y CUARTO: 
Que debe condenar y condena al mismo prevenido Teodoro 
Wressman, al pago de las costas penales y civiles, con dis-
tracción de las civiles en favor del abogado de la parte civil 
constituida, Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haber-
las avanzado"; c) que sobre recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido, la misma Cámara dictó en fecha 
nueve de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido 
el recurso de oposición del inculpado; SEGUNDO: Que debe 
condenar como en efecto condena a Teodoro Wressman itygl 
pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, por el delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Yolanda Fuentes 
Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de Lemos; 
TERCERO: Que debe declarar y declara regular y válida 
la constitución en parte civil de los agraviados contra el in-
culpado; CUARTO: Que debe condenar como en efecto con- 
dena al inculpado a pagar una indemnización de RD$600.0 0  

pesos en favor de las partes civil constituídas; QUINTO: 
Que debe descargar al inculpado de los delitos de golpes Y 
amenazas, por no estar caracterizados; SEXTO: Que debe 

condenar como en efecto condena al inculpado al pago de 

las costas penales y civiles, con distracción de las últimas en 

provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haber- 

las avanzado en su mayor parte"; d) que sobre el recurso 
de  apelación interpuesto por el prevenido, la Corte a qua dic-
tó en fecha veintisiete de enero de mil novecientos sesenta, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Teodoro 
Wressman, por no haber comparecido a la audiencia para 
la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; 
TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha nueve del mes de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo copiado textualmente dice 
así: 'Falla: Primero: Que debe declarar regular y válido, 
el recurso de oposición del inculpado; Segundo: Que debe 
condenar como en efecto condena a Teodoro Wressman a 
pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, por el delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Yolanda Fuentes 
Montes de Oca de Boehme y Eduardo Boehme de Lemos; 
Tercero: Que debe declarar y declara regular y válida la 
constitución en parte civil de los agraviados contra el incul-
pado; Cuarto: Que debe condenar como en efecto condena 
al inculpado a pagar una indemnización de RD$600.00 pesos 
en favor de las partes civil constituídas; Quinto: Que debe 
descargar al inculpado de los delitos de golpes y amenazas, 
por no estar caracterizados; Sexto: Que debe condenar co-
mo en efecto condena al inculpado al pago de las costas¡ 
Penales y civiles, con distracción de las últimas en provecho 
del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte'; CUARTO: Condena al prevenido 
Teodoro Wressman, al pago de las costas, con distracción de 
las civiles en provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien 
afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter- 
Puesto por el prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora  

impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 829 

Considerando en cuanto a la sentencia del ocho de no-
viembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener .1 
oposición; que en el fallo impugnado por el presente recurso 
de casación, es constante que el oponente no compareció 

la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstante 
haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en 
consecuencia, los mencionados textos legales fueron correc-
tamente aplicados por la Corte a qua al declarar nulo el 
recurso de oposición interpuesto por Teodoro Wressman, 
ontra la sentencia del veintisiete de enero de mil nove-
ientos sesenta, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
ual se extiende el presente recurso de casación, que la Cor-
e a qua dio por establecido, mediante la ponderación de los 
]ementos de prueba que fueron regularmente aportados en 
a instrucción dé. 12 causa, lo siguiente: "a) que la señora 
olanda de Boehme compró al prevenido Teodoro Wressman 
os muebles para ser pagados a plazos; b) que por haberse 

a to varios de los muebles adquiridos por la señora, ésta, 
quirió de su vendedor Teodoro Wressman, que se los 
'reglara a lo que éste se negó; c) que posteriormente, el 
la 16 de octubre de 1957, aproximadamente a las once de 
mañana, el prevenido Teodoro Wressman se presentó en 
casa de la señora Yolanda Fuentes de Montes de Oca de 
ehme, se introdujo en ella y contra la voluntad y oposi-

ión de dicha señora mediante el empleo de la violencia 
xtrajo varios muebles de la casa trasladándolos a otro 
gar"• 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
en el delito de violación de domicilio cometido por un par-
Ular, previsto y castigado por la última parte del artículo 
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MERO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto po 
el prevenido Teodoro Wressman, por no haber compareci 
a esta audiencia para la cual 'fué legalmente citado; cont 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por es 
Corte de Apelación en fecha 27 del mes de enero del a." 
1960, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: `F 
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el prevenhí 
Teodoro Wressman por no haber comparecido a la audiencl 
para la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara 
guiar y válido, en la forma, el presente recurso de apelació 
TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada en at 
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en f_ 
cha nueve del mes de junio del año mil novecientos e', 
cuenta y ocho, cuyo dispositivo copiado textualmente di, 
así: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara regula 
y válido, el recurso de oposición del inculpado; Segund , 

 Que debe condenar como en efecto condena, a Teodo 
Wressman, a pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, 
el delito de violación de domicilio en perjuicio de Yol•an 
Fuentes Montés de Oca de Boehme y Eduardo Boehme 
Lemos; Tercero: Que debe declarar , regular y válida i« 
constitución en parte civil de los agraviados contra el 
culpado; Cuarto: Que debe condenar como en efecto co 
na al inculpado a pagar una indemnización de RD$600» 
pesos en favor de las partes civiles constituídas; Quin 
Que debe descargar al inculpado de los delitos de golpes 
amenazas, por no estar caracterizados; Sexto: Que de ,  

condenar como en efecto condena al inculpado al pago 
las costas penales y civiles, con distracción de las últim. 
en provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma 
berlas avanzado en su mayor parte"; CUARTO: Conde ,  

al prevenido Teodoro Wressman, al pago de las costas, c 
distracción de las civiles en provecho del Dr. Jovino Herr• . 

Arnó, quien afirma haberlas avanzado'; SEGUNDO: Con' 
na al prevenido Teodoro Wressman, al pago de las cost• 
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MERO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto po 
el prevenido Teodoro Wressman, por no haber compareci 
a esta audiencia para la cual 'fué legalmente citado; con 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por es 
Corte de Apelación en fecha 27 del mes de enero del a 
1960, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: 'F 
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el preveni 
Teodoro Wressman por no haber comparecido a la audienc 
para la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara r 
guiar y válido, en la forma, el presente recurso de apelació 
TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada en a 
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en f 
cha nueve del mes de junio del año mil novecientos c 
cuenta y ocho, cuyo dispositivo copiado textualmente di 
así: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara regul 
y válido, el recurso de oposición del inculpado; Segund 
Que debe condenar como en efecto condena, a Teodo 
Wressman, a pagar una multa de RD$50.00 pesos oro, 
el delito de violación de domicilio en perjuicio de Yolan 
Fuentes Montés de Oca de Boehme y Eduardo Boehme 
Lemos; Tercero: Que debe declarar regular y válida 
constitución en parte civil de los agraviados contra el 
culpado; Cuarto: Que debe condenar como en efecto con 
na al inculpado a pagar una indemnización de RD$600. 
pesos en favor de las partes civiles constituidas; Quin 
Que debe descargar al inculpado de los delitos de golpes 
amenazas, por no estar caracterizados; Sexto: Que de 
condenar como en efecto condena al inculpado al pago 
las costas penales y civiles, con distracción de las últi 
en provecho del Dr. Jovino Herrera Arnó, quien afirma 
berlas avanzado en su mayor parte"; CUARTO: Conde 
al prevenido Teodoro Wressman, al pago de las costas, c 
distracción de las civiles en provecho del Dr. Jovino Herre 
Arnó, quien afirma haberlas avanzado'; SEGUNDO: Con 
na al prevenido Teodoro Wressman, al pago de las costa 

Considerando en cuanto a la sentencia del ocho de no-
viembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de  la oposición; que de conformidad con los artículos 188 
v  208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición 
a una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener .9. 
oposición; que en el fallo impugnado por el presente recurso 
de casación, es constante que el oponente no compareció 
.a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstante 
haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en 
consecuencia, los mencionados textos legales fueron correc-
amente aplicados por la Corte a qua al declarar nulo el 
ecurso de oposición interpuesto por Teodoro Wressman, 
ontra la sentencia del veintisiete de enero de mil nove-
'entos sesenta, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
ual se extiende el presente recurso de casación, que la Cor-
e a qua dio por establecido, mediante la ponderación de los 
lementos de prueba que fueron regularmente aportados en 

instrucción de 1a causa, lo siguiente: "a) que la señora 
olanda de Boehme compró al prevenido Teodoro Wressman 
os muebles para ser pagados a plazos; b) que por haberse 

oto varios de los muebles adquiridos por la señora, ésta, 
uirió de su vendedor Teodoro Wressman, que se los 

rreglara a lo que éste se negó; c) que posteriormente, el 
'a 16 de octubre de 1957, aproximadamente a las once de 
mañana, el prevenido Teodoro Wressman se presentó en 
casa de la señora Yolanda Fuentes de Montes de Oca de 
ehme, se introdujo en ella y contra la voluntad y oposi- 

ción de dicha señora mediante el empleo de la violencia 
extrajo varios muebles de la casa trasladándolos a otro 
lugar"; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu- 
yen el delito de violación de domicilio cometido por un par- 

ula r. previsto y castigado por la última parte del artículo 
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184 del Código Penal, con las penas de 6 días a 6 meses de' 
prisión y multa de RD$10.00 a RD$50.00 pesos; que, por 
consiguiente, los hechos de la prevención han sido correc-
tamente calificados; que, por otra parte, al declarar al pre-
venido culpable del referido delito y al condenarlo, conse-
cuentemente, a la pena de RD$50.00 de multa, acogiendo 
circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una correcta 

aplicación de la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi 
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 

sación interpuesto por Teodoro Wressman, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha ocho de noviembre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 

al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 12 de diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Emilio Díaz Vallejo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicaina. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Díaz Vallejo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residentte en la Sección de Olivero, del 
municipio de Las Matas de Farfán, cédula 10435, serie 11, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones criminales 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
fecha doce de diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 
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184 del Código Penal, con las penas de 6 días a 6 meses de 
prisión y multa de RD$10.00 a RD$50.00 pesos; que, por: 
consiguiente, los hechos de la prevención han sido correc-
tamente calificados; que, por otra parte, al declarar al pre-
venido culpable del referido delito y al condenarlo, conse-
cuentemente, a la pena de RD$50.00 de multa, acogiendo 
circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una correcta 

aplicación de la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi 

fique su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Teodoro Wressman, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha ocho de noviembre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 

al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helen 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los-

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 12 de diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

*ocurrente: Emilio Díaz Vallejo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Díaz Vallejo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residentte en la Sección de Olivero, del 
municipio de Las Matas de Farfán, cédula 10435, serie 11, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones criminales 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en, 
fecha doce de diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 
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animales en los campos en perjuicio de Luis Tomás Moreta, 
para que allí sean juzgados conforme a la ley. SEGUNDO: 
Que el prevenido Arquímedes Valdez, sea puesto fuera de 
causa por no existir indicios de culpabilidad sobre el hecho 
de  que está acusado, y que sea puesto inmediatamente en 
libertad. TERCERO: Que la presente Providencia Califica-
tiva sea notificada al Magistrado Procurador Fiscal de este 
Distrito Judicial, así como también a los inculpados Emilio 
Díaz Vallejo, Otilio González, Paulino Octavio Moreta y Mo-
reta y Arquímedes Valdez, para sus respectivos conocimien-
tos; y CUARTO: Que vencido el plazo de la apelación que 
establece el art. 135, ref. del Código de Procedimiento Cris-• 
minal, el expediente contentivo de la instrucción del proceso, 
el acta redactada al cuerpo del delito y un estado de los do-
cumentos que hayan de obrar como fundamento de convic-

'ción, sean transmitidos inmediatamente al Magistrado Pro-
curador Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines co-
rrespondientes"; e) que así apoderado el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Rafael, decidió el 
caso por sentencia de fecha seis de abril de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar, como en efecto declara, a los nom-
brados Emilio Díaz Vallejo y Otilio González (a) Siso, de 
generales anotadas, culpables del crimen de uso de docu-
mento falso, en perjuicio de Arturo A. Colón, y en cónse-
cuencia y acogiendo en su favor el no cúmulo de penas, se 
les condena a sufrir la pena de dos meses de prisión correc-
cional; SEGUNDO: Que debe condenar, como en efecto 
condena a los mismos prevenidos Emilio Díaz Vallejo y Oti-

-lio González (a) Siso, al pago de las costas del procedimiento; 
TERCERO: Que debe declarar, como en efecto declara, al 
nombrado Octavio Moreta y Moreta, de generales anotadas, 
culpable del delito de robo de animales en los campos (un 
toro), en perjuicio de Luis Tomás Moreta, y en consecuen-
cia se le condena a sufrir la pena de dos meses de prisión 
:correccional y al pago de las costas, acogiendo en su favor 
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, en la misma fecha de la sentencia, a reque. 
rimiento del abogado Dr. Miguel Tomás Suzaña, cédula 
11089, serie 12, sello 35403, en representación del recu-
rrecurrente, y en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe; 
rado y vistos los artículos 148 y 463 escala del Código, 
Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) qu 
en fecha ocho de febrero de mil novecientos sesenta, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael requirió 
del Juez de Instrucción del mismo Distrito instruir la suma 
ria correspondiente, a cargo de Emilio Díaz Vallejo, Otili 
González, Arquímedes Valdez y Paulino Octavio Moreta y 
Moreta, acusados del crimen de falsedad en escritura pública 
y uso de documento falso; b) que en fecha primero de marzo 
de mil novecientos sesenta, el indicado Juez de Instrucción 
dictó una Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice así: 
"DECLARAMOS: UNICO: Que existen cargos suficientes, 
precisos y concordantes, para inculpar  a los nombrado 
Emilio Díaz Vallejo, Otilio González y Paulino Octavio M 
reta y Moreta, de generales anotadas, del crimen de false-
dad en escritura pública y uso de documento falso en per-
juicio de Arturo A. Colón, y del delito conexo de robo de 
animales en los campos en perjuicio de Luis Tomás Moreta, 
previstos y sancionados por los artículos 147, 150, 151 y 338' 
del Código Penal. MANDAMOS Y ORDENAMOS: PRIME-
RO: Que los nombrados Emilio Díaz Vallejo, Otilio Gonzá-
lez, Paulino Octavio Moreta y Moreta, cuyas generales 
constan, sean enviados por ante el Tribunal Criminal del 
Distrito Judicial de San Rafael, inculpados del crimen de 
falsedad en escritura pública y uso de documento falso en 
perjuicio de Arturo A. Colón y del delito conexo de robo de 
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, en la misma fecha de la sentencia, a reque-
rimiento del abogado Dr. Miguel Tomál Suzaña, cédula 
11089, serie 12, sello 35403, en representación del recu-
rrecurrente, y en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 148 y 463 escala 4n, del Código. 
Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 6 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) qu 
en fecha ocho de febrero de mil novecientos sesenta, el Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de San Rafael requirió 
del Juez de Instrucción del mismo Distrito instruir la suma 
ria correspondiente, a cargo de Emilio Díaz Vallejo, Otilio 
González, Arquímedes Valdez y Paulino Octavio Moreta y 
Moreta, acusados del crimen de falsedad en escritura pública 
y uso de documento falso; b) que en fecha primero de marzo 
de mil novecientos sesenta, el indicado Juez de Instrucción 
dictó una Providencia Calificativa, cuyo dispositivo dice así: 
"DECLARAMOS: UNICO: Que existen cargos suficientes, 
precisos y concordantes, para inculpar a los nombrados 
Emilio Díaz Vallejo, Otilio González y Paulino Octavio Mo-
reta y Moreta, de generales anotadas, del crimen de false 
dad en escritura pública y uso de documento falso en per-
juicio de Arturo A. Colón, y del delito conexo de robo de 
animales en los campos en perjuicio de Luis Tomás Moreta, 
previstos y sancionados por los artículos 147, 150, 151 y 338 
del Código Penal. MANDAMOS Y ORDENAMOS: PRIME-
RO: Que los nombrados Emilio Díaz Vallejo, Otilio Gonzá-
lez, Paulino Octavio Moreta y Moreta, cuyas generalel 
constan, sean enviados por ante el Tribunal Criminal del 
Distrito Judicial de San Rafael, inculpados del crimen d 
falsedad en escritura pública y uso de documento falso e 
perjuicio de Arturo A. Colón y del delito conexo de robo d 
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animales en los campos en perjuicio de Luis Tomás Moreta, 
- para que allí sean juzgados conforme a la ley. SEGUNDO: 
Que el prevenido Arquímedes Valdez, sea puesto fuera de 
causa por no existir indicios de culpabilidad sobre el hecho 
de que está acusado, y que sea puesto inmediatamente en 
libertad. TERCERO: Que la presente Providencia Califica-
tiva sea notificada al Magistrado Procurador Fiscal de este 
Distrito Judicial, así como también a los inculpados Emilio 
Díaz Vallejo, Otilio González, Paulino Octavio Moreta y Mo-
reta y Arquímedes Valdez, para sus respectivos conocimien-
tos; y CUARTO: Que vencido el plazo de la apelación que 
establece el art. 135, ref. del Código de Procedimiento Cri,-• 
minal, el expediente contentivo de la instrucción del proceso, 
el acta redactada al cuerpo del delito y un estado de los do-
cumentos que hayan de obrar como fundamento de convic-
ción, sean transmitidos inmediatamente al Magistrado Pro-
curador Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines co-
rrespondientes"; c) que así apoderado el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Rafael, decidió el 
caso por sentencia de fecha seis de abril de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar, como en efecto declara, a los nom-
brados Emilio Díaz Vallejo y Otilio González (a) Siso, de 
generales anotadas, culpables del crimen de uso de docu-
mento falso, en perjuicio de Arturo A. Colón, y en conse-
cuencia y acogiendo en su favor el no cúmulo de penas, se 
les condena a sufrir la pena de dos meses de prisión correc-
cional; SEGUNDO: Que debe condenar, como en efecto 
condena a los mismos prevenidos Emilio Díaz Vallejo y Oti-
lio González (a) Siso, al pago de las costas del procedimiento; 
TERCERO: Que debe declarar, como en efecto declara, al 
nombrado Octavio Moreta y Moreta, de generales anotadas, 
culpable del delito de robo de animales en los campos (un 
toro), en perjuicio de Luis Tomás Moreta, y en consecuen-
cia se le condena a sufrir la pena de dos meses de prisión 
correccional y al pago de las costas, acogiendo en su favor 
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circunstancias atenuantes; y CUARTO: Que debe ordenar 
como en efecto ordena, la devolución del cuerpo del delito 
(una piel de res), a su legítimo dueño"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter' 
puesto por los acusados, la Corte a qua pronunció la senten 
cia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continua.. 
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares en la forma los 
recursos de apelación intentados por los acusados Otilio 
González (a) Siso, Emilio Díaz Vallejo y Octavio Moreta y 
Moreta, en fechas 6 y 7 del mes de abril del año 1960, reo-
pectivamente, contra sentencia correccional del Juzgado de 
Primera Instancia de San Rafael, de fecha 6 de abril de 
año 1960; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada y la 
Corte obrando por propia autoridad, descarga al acusad 
Octavio Moreta y Moreta del delito que se le imputa por i 
suficiencia de pruebas y ordena la libertad inmediata d 
dicho acusado si no está detenido por otra causa; TERCE-
RO: Confirma la sentencia recurrida en cuanto a los acusa-
dos Emilio Díaz Vallejo y Otilio González (a) Siso y los 
condena a ambos solidariamente al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en la 
instrucción de la causa, la Corte a qua dio por establecido,' 
en lo que se refiere al recurrente, lo que a continuación se 
expresa: a) que una noche del mes de febrero del año mil 
novecientos sesenta, le sustrajeron a Luis Tomás Moreta 
Díaz, un torete que tenía amarrado en el patio de su cas 
en la sección de Olivero del municipio de Elías Piña; b) que 
dicho animal fué sacrificado en el matadero de Elías Piña 
por el matarife Otilio González; e) que al serle requerid 
que justificara la procedencia de ese animal, González ma-
nifestó que lo había comprado a Emilio Díaz Vallejo; d) qu 
al examinar el Certificado del traslado de dicho animal, ex 
pedido por el Alcalde Pedáneo de Olivero, se comprobó que 
estaba "ostensiblemente alterado"; que ese certificado se 
había expedido originalmente para el traslado de un cerdo,  

vendido por Paulino Octavio Moreta a Otilio González; que 
la alteración consistió en borrar la palabra cerdo y poner 
"becerro color berrendo"; e) que el acusado Emilio Díaz 
Vallejo, sabiendo que ese documento era falso, hizo uso de 
él en la 'forma antes indicada; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, constituyen el crimen de uso del 
documento falso previsto y sancionado por el artículo 148 
del Código Penal, con la pena de reclusión; que, por consi, 
guiente los hechos de la acusación han sido correctamente 
calificados; que, por otra parte, al declarar al recurrente 
culpable del referido crimen y al condenarlo consecuente- 

ente, a dos meses de prisión correccional, acogiendo en 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una 

orrecta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
ntencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

ción interpuesto por Emilio Díaz Vallejo, contra sentencia 
ronunciada en atribuciones criminales por la Corte de 
pelación de San Juan de la Maguana, en fecha doce de di-

iembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se co-
ia en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al 
currente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 

rgés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
án.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 

retario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la mi-
ela pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
'fico.— (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 
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circunstancias atenuantes; y CUARTO: Que debe ordenar 
como en efecto ordena, la devolución del cuerpo del delito 
(una piel de res), a su legítimo dueño"; 

Considerando que sobré el recurso de apelación inter' 
puesto por los acusados, la Corte a qua pronunció la senten 
cia ahora impugnada cuyo dispositiyo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares en la forma los 
recursos de apelación intentados por los acusados Otilio 
González (a) Siso, Emilio Díaz Vallejo y Octavio Moreta y 
Moreta, en fechas 6 y 7 del mes de abril del año 1960, rieh-
pectivamente, contra sentencia correccional del Juzgado d 
Primera Instancia de San Rafael, de fecha 6 de abril del 
año 1960; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada y la 
Corte obrando por propia autoridad, descarga al acusado 
Octavio Moreta y Moreta del delito que se le imputa por in-
suficiencia de pruebas y ordena la libertad inmediata d 
dicho acusado si no está detenido por otra causa; TERCE'.  
RO: Confirma la sentencia recurrida en cuanto a los acusa 
dos Emilio Díaz Vallejo y Otilio González (a) Siso y lo'  
condena a ambos solidariamente al pago de las costas"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en 1. 
instrucción de la causa, la Corte a qua dio por establecido, 
en lo que se refiere al recurrente, lo que a continuación s: 
expresa: a) que una noche del mes de febrero del año mil 
novecientos sesenta, le sustrajeron a Luis Tomás Mareta 
Díaz, un torete que tenía amarrado en el patio de su casa 
en la sección de Olivero del municipio de Elías Piña; b) que 
dicho animal fué sacrificado en el matadero de Elías Piña 
por el matarife Otilio González; e) que al serle requerido 
que justificara la procedencia de ese animal, González ma: 
nifestó que lo había comprado a Emilio Díaz Vallejo; d) qu: 
al examinar el Certificado del traslado de dicho animal, ex-
pedido por el Alcalde Pedáneo de Olivero, se comprobó que 
estaba "ostensiblemente alterado"; que ese certificado se, 
había expedido originalmente para el traslado de un cerdo  

vendido por Paulino Octavio Moreta a Otilio González; que 
la  alteración consistió en borrar la palabra cerdo y poner 
"becerro color berrendo"; e) que el acusado Emilio Díaz 
Vallejo, sabiendo que ese documento era falso, hizo uso de 
él en la 'forma antes indicada; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, constituyen el crimen de uso del 
documento falso previsto y sancionado por el artículo 148 
del Código Penal, con la pena de reclusión; que, por consi-, 
guiente los hechos de la acusación han sido correctamente 
calificados; que, por otra parte, al declarar al recurrente 
culpable del referido crimen y al condenarlo consecuente-
mente, a dos meses de prisión correccional, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, la Corte a qua hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
_sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 

casación; 
- Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ción interpuesto por Emilio Díaz Vallejo, contra sentencia 

ronunciada en atribuciones criminales por la Corte de 
pelación de San Juan de la Maguana, en fecha doce de di-

iembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se co-
ia en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 

retario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
ncia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
'fico.— (Fdo.) Ernesto 'Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco 
rís, de fecha 13 de diciembre de 1960. 

Mate‘ria: Penal. 

Recurrente: Federico Rijo. 

1 
Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés .Chupani, licenciados Barón T. Sánch 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno, años 
118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de Trújillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federi 
Rijo, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, domi-
ciliado y residente en la Sección Boca de Chavón del Muni-
cipio de La Romana, cédula 10656, serie 26, sello 1199423, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones correccionalelfit. 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 
trece de diciembre de mil novecientos sesenta y notificádale 
al prevenido recurrente, en fecha doce de enero de mil nove-
cientos sesentiuno, cuyo dispositivo se copia más adelantel 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República; 

Gj 

Vista el acta del recurso levantada en fecha dieciséis 
de enero de mil novecientos sesenta y uno, en la Secretaría 
de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley 43 de 1930; 479 
(15)del Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1, 20 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintitrés de octubre de mil novecientos sesenta, Domingo 
Chávez y Jorge Garip, presentaron querella ante la Policía 
Rural de Bayahibe, contra Federico Rijo, Diógenes Poue-
riet, Modesto García y Félix Vásquez, por el hecho de éstos 
introducirse en unas parcelas de los querellantes y haber 
entrado en ellas cuarenta cabezas de ganado de ordeño; b) 
que apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Romana, lo decidió por sentencia de 
fecha treintiuno de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara, 
a los nombrados Modesto García, Félix Vásquez, Federico 
Rijo y Diógenes Poueriet, de generales anotadas, culpables 
de los delitos de violación de propiedad, destrucción de cer-
cas y plantíos en perjuicio de Domingo Chávez y Jorge Ga-
rip, y en consecuencia acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y el principio del no cúmulo de penas, se conde-
na a cada uno, a sufrir la pena de cuatro (4) meses de pri-
sión correccional; SEGUNDO: Declara, buena y válida la 
constitución en parte civil declarada en audiencia por los 
señores Domingo Chávez y Jorge Garip, por órgano de su 
abogado el Dr. Luis Creales Guerrero y en contra de los 
prevenidos y al declararse procedentes y bien fundadas sus 
conclusiones, se condena solidariamente a los prevenidos a 
pagar una indemnización de mil pesos oro (RD$1,000.00), 
en provecho de Domingo Chávez y Jorge Garip; TERCERO: 
Condena, además a los prevenidos, al pago de las costas 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Mac 

rís, de fecha 13 de diciembre de 1960. 

Matria: Penal. 

Recurrente: Federico Rijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés .Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno de abril de mil novecientos sesenta y uno, años 
118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de TrUjillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico 
Rijo, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, domi-
ciliado y residente en la Sección Boca de Chavón del Muni-
cipio de La Romana, cédula 10656, serie 26, sello 1199423, 
contra sentencia pronunciada en atribuciones correccional: , 

 por la Corté de Apelación de San Pedro de Macorís, en fec 
trece de diciembre de mil novecientos sesenta y notificádale 
al prevenido recurrente, en fecha doce de enero de mil nove-
cientos sesentiuno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en fecha dieciséis 
e  enero de mil novecientos sesenta y uno, en la Secretaría 

de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
•ado y vistos los artículos 1 de la Ley 43 de 1930; 479 

5) del Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1, 20 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintitrés de octubre de mil novecientos sesenta, Domingo 
Chávez y Jorge Garip, presentaron querella ante la Policía 

ural de Bayahibe, contra Federico Rijo, Diógenes Poue-
Set, Modesto García y Félix Vásquez, por el hecho de éstos 

introducirse en unas parcelas de los querellantes y haber 
entrado en ellas cuarenta cabezas de ganado de ordeño; b) 
que apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del 

istrito Judicial de La Romana, lo decidió por sentencia de 
cha treintiuno de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo 
ispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara, 
los nombrados Modesto García, Félix Vásquez, Federico 
ijo y Diógenes Poueriet, de generales anotadas, culpables 

de los delitos de violación de propiedad, destrucción de cer-
cas y plantíos en perjuicio de Domingo Chávez y Jorge Ga-
rip, y en consecuencia acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes y el principio del no cúmulo de penas, se conde-
na a cada uno, a sufrir la pena de cuatro (4) meses de pri-
sión correccional; SEGUNDO: Declara, buena y válida la 
constitución en parte civil declarada en audiencia por los 
señores Domingo Chávez y Jorge Garip, por órgano de su 
abogado el Dr. Luis Creales Guerrero y en contra de los 
Prevenidos y al declararse procedentes y bien fundadas sus 
Conclusiones, se condena solidariamente a los prevenidos a 
Pagar una indemnización de mil pesos oro (RD$1,000.00), 
en provecho de Domingo Chávez y Jorge Garip; TERCERO: 
Condena, además a los prevenidos, al pago de las costas 
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penales y civiles, con distracción de las últimas en prove 
del Dr. Luis Creales Guerrero, quien afirma haberlas av 
zado en su mayor parte"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación interl 
puestos por los prevenidos y por las personas constituida s  

, 	en parte civil, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impug. 
Í!' 	nada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad- 

mite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; SE. 
GUNDO: Revoca la sentencia dictada en materia cor 
cional por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en fecha 31 de octubre de 1960, en 
cuanto condenó a los nombrados Modesto García, Federi 
Rijo, y Diógenes Poueriet a sufrir la pena de cuatro (4) 
ses de prisión correccional, por violación de propiedad, 
trucción de cercas y plantíos, en perjuicio de los serio 
Domingo Chávez y Jorge Garip y al pago de las costas 
nales, y actuando por contrario imperio, descarga a los ref 
ridos inculpados, de los delitos indicados, por insuficiencia 
de pruebas, declarando las costas penales de oficio; TERCE-
RO: Varía la calificación dada a los hechos en cuanto a 
Félix Vásquez, de violación de propiedad, destrucción de 
cercas y plantíos, por la contravención de simple policía, de 
introducir ganados en propiedad agena, prevista por el ar-
tículo 479:párrafo 15, del Código Penal, y, en consecuencia, 
condena a dicho Félix Vásquez a cinco pesos oro (RD$5.00) 
de multa como autor de la repetida contravención cometida 
en perjuicio de Domingo Chávez y Jorge Garip; CUARTO: 
Modifica la antes dicha sentencia en su aspecto civil, en lo 
que se refiere a la cuantía de un mil pesos oro (RD$1,000.00) 
fijados como indemnización, y al declarar buena y válida 
la constitución de parte civil de Domingo Chávez y Jorge 
Félix Vásquez y Diógenes Poueriet, la reduce a trescientos 
Garip, contra los prevenidos Modesto García, Federico Rijo, 
pesos oro (RD$300.00) que deben pagar en provecho de 
dichas partes a título de daños y perjuicios causados a las 
referidas partes; QUINTO: En lo que respecta a Félix V" 

uez lo condena al pago de las costas penales; SEXTO: Con- 
na a los prevenidos Modesto García, Federico Rijo, Félix 

ásquez y Diógenes Poueriet, partes que sucumben, al pago 
de las costas civiles, con distracción para el abogado Dr. 
Luis Creales Guerrero, por haberlas avanzado en su mayor 

parte"; 
Considerando que mediante la ponderación de los ele- 

entos de prueba que fueron regularmente aportados en la 
trucción de la causa, la Corte a qua, dio por establecido, 

-
en lo concerniente al recurrente, lo siguiente: a) que Fede-
rico Rijo, envió "reses de su propiedad a Félix Vásquez, 

ra que éste, mediante el pago dé una remuneración con- 
nida, se las mantuviera a piso, durante tiempo no esti- 
lado"; b) que Félix Vásquez ordenó que esas reses "fue- 
n introducidas en los potreros de Domingo Chávez y Jor- 
Garip"; e) que estos hechos han ocasionado daños mora- 
y materiales a Chávez y a Garip, constituidos en parte 

vil; 
Considerando que el examen del fallo impugnado pone 

manifiesto que la Corte a qua para admitir la responsa-
ilidad civil del recurrente expresa lo siguiente: que aunque 

Federico Rijo fué descargado por insuficiencia de prueba 
de los hechos que se le imputaban, "esta Corte estima que su 
responsabilidad civil está comprometida y por ende obligado 
a resarcir conjuntamente coi su co-preyenido Félix Vás-
quez, los daños morales y materiales sufridos por los quere-
llantes, puesto que a sabiendas de que rélix Vásquez no era 
propietario de esos potreros, pues siendo vividor de esos 
lugares estaba llamado a saber que esos potreros no eran de 
él, convino no obstante, entregarle ganado mayor de su per-
tenencia, para ser mantenido a piso en esos predios,. . . acti-
tud que demuestra en él una asistencia y una cooperación 
interesada, prestadas a Félix Vásquez para conjuntamente 
con él, aprovecharse del pasto ajeno"; pero 

Considerano que por lo que acaba de copiarse se advier-
que la Corte a- qua no estableció como era su deber, si el 



il 
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penales y civiles, con distracción de las últimas en provech o 
 del Dr. Luis Creales Guerrero, quien afirma haberlas avan, 

zado en su mayor parte"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter. 
puestos por los prevenidos y por las personas constituid as 

 en parte civil, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impug, 
nada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad. 
mite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; S. 
GUNDO: Revoca la sentencia dictada en materia cor 
cional por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju. 
dicial de La Altagracia, en fecha 31 de octubre de 1960, en 
cuanto condenó a los nombrados Modesto García, Federi 
Rijo, y Diógenes Poueriet a sufrir la pena de cuatro (4) 
ses de prisión correccional, por violación de propiedad, 
trucción de cercas y plantíos, en perjuicio de los serio 
Domingo Chávez y Jorge Garip y al pago de las costas 
nales, y actuando por contrario imperio, descarga a los reí 
ridos inculpados, de los delitos indicados, por insuficiencia, 
de pruebas, declarando las costas penales de oficio; TERC 
RO: Varía la calificación dada a los hechos en cuanto -
Félix Vásquez, de violación de propiedad, destrucción 
cercas y plantíos, por la contravención de simple policía, 
introducir ganados en propiedad agena, prevista por el 
título 479, párrafo 15, del Código Penal, y, en consecuen 
condena a dicho Félix Vásquez a cinco pesos oro (RD$5. 
de multa como autor de la repetida contravención cometí 
en perjuicio de Domingo Chávez y Jorge Garip; CUARTE  
Modifica la antes dicha sentencia en su aspecto civil, en 
que se refiere a la cuantía de un mil pesos oro (RD$1,000. I 

fijados como indemnización, y al declarar buena y váli 
la constitución de parte civil de Domingo Chávez y Jo 
Félix Vásquez y Diógenes Poueriet, la reduce a trescient 
Garip, contra los prevenidos Modesto García, Federico Rij 
pesos oro (RD$300.00) que deben pagar en provecho 
dichas partes a título de daños y perjuicios causados a 1 
referidas partes; QUINTO: En lo que respecta a Félix V 

quez lo condena al pago de las costas penales; SEXTO: Con-
dena a los prevenidos Modesto García, Federico Rijo, Félix 
vásquez y Diógenes Poueriet, partes que sucumben, al pago 
de las costas civiles, con distracción para el abogado Dr. 
Lu is  Creales Guerrero, por haberlas avanzado en su mayor 

parte''; 
Considerando que mediante la ponderación de los ele- 

entos de prueba que fueron regularmente aportados en la 
trucción de la causa, la Corte a qua, dio por establecido, 

-en lo concerniente al recurrente, lo siguiente: a) que Fede- 
rico Rijo, envió "reses de su propiedad a Félix Vásquez, 

ra que éste, mediante el pago de una remuneración con- 
nida, se las mantuviera a piso, durante tiempo no esti- 
ado"; b) que Félix Vásquez ordenó que esas reses "fue- 

troducidas en los potreros de Domingo Chávez y Jor- 
arip"; c) que estos hechos han ocasionado daños mora- 

y materiales a Chávez y a Garip, constituidos en parte 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
manifiesto que la Corte a qua para admitir la responsa-
idad civil del recurrente expresa lo siguiente: que aunque 

ederico Rijo fué descargado por insuficiencia de prueba 
los hechos que se le imputaban, "esta Corte estima que su 
ponsabilidad civil está comprometida y por ende obligado 
resarcir conjuntamente coQ. su co-preyenido Félix Vás-

. ez, los daños morales y materiales sufridos por los quere-
ntes, puesto que a sabiendas de que Félix Vásquez no era 
opietario de esos potreros, pues siendo vividor de esos 
gares estaba llamado a saber que esos potreros no eran de 
, convino no obstante, entregarle ganado mayor de su per-
nencia, para ser mantenido a piso en esos predios, . . . acti-
d que demuestra en él una asistencia y una cooperación 
teresada, prestadas a Félix Vásquez para conjuntamente 
n él, aprovecharse del pasto ajeno"; pero 

Considerano que por lo que acaba de copiarse se advier-
e la Corte a qua no estableció como era su deber, si el 
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prevenido recurrente sabía si Félix Vásquez aun no sienck, 
el propietario de esos potreros, tenía algún derecho sobre 
los mismos que le permitiera recibir como recibió, ganado a 
piso mediante el pago de una remuneración; que la pondera.. 
ción de esta circunstancia —esencial en la determinación de  
la faifa civil, imputada al recurrente—, hubiera podido con. 
ducir eventualmente, a darle al caso una solución distinta; 
que en esas condiciones la Suprema Corte de Justicia en 
funciones de Corte de Casación no puede verificar si en 
especie se ha hecho o nó una correcta aplicación de la le 
que, en consecuencia, el fallo impugnado debe ser casa 
por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto al recurr 
te Federico Rijo, la sentencia pronunciada en atribucio 
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro 
Macorís, en fecha trece de diciembre de mil novecient 
sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presen 
fallo, y envía el asunto así delimitado ante la Corte de A 
lación de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. —Olegario Hele 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hi' 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 

¡{tercia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Benefactor de fecha 6 de diciembre de 1960. 

m a ivria: Penal. 

K~ , rente: Américo Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la" República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
er Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-

ituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
or Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
hez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
sistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
us audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 

día veinte y uno de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Américo 
Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y 
residente en el municipio de San Juan de la Maguana, c-- 
ula 12263, serie 12, cuyo sello de renovación no consta en 
1 expediente, contra sentencia correccional pronunciada, en 

grado de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del 
istrito Judicial de Benefactor en fecha seis de diciembre 

de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
delante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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prevenido recurrente sabía si Félix Vásquez aun no sien 
el propietario de esos potreros, tenía algún derecho sob 
los mismos que le permitiera recibir como recibió, ganada 
piso mediante el pago de una remuneración; que la ponde 
ción de esta circunstancia —esencial en la determinación 
la falta civil, imputada al recurrente—, hubiera podido co 
duch eventualmente, a darle al caso una solución distin 
que en esas condiciones la Suprema Corte de Justicia 
funciones de Corte de Casación no puede verificar si en 
especie se ha hecho o nó una correcta aplicación de la le 
que, en consecuencia, el fallo impugnado debe ser casa 
por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa en cuanto al recurren-
te Federico Rijo, la sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha trece de diciembre de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presen 
fallo, y envía el asunto así delimitado ante la Corte de A 
ladón de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. —Olegario Hele 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hi' 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General • 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 21 DE ABRIL DE 1961 / 

a impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Benefactor de fecha 6 de diciembre de 1960. 

a: Penal. 

nte: Américo Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la" República, la Suprema Corte de Jus-
icia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
hez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
sistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 

.us audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinte y uno de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
ños 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 

de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Américo 
Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y 
esidente en el municipio de San Juan de la Maguana, c--

:dula 12263, serie 12, cuyo sello de renovación no consta en 
1 expediente, contra sentencia correccional pronunciada, en 
rado de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del 
istrito Judicial de Benefactor en fecha seis de diciembre 
e mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
delante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Juzgado a quo el día veinte del m,es de dicienn_ 
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rrente y en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 401 del Código Penal, en su acápi-
te agregado por la Ley NY  2540 del año 1950, 188 y 208 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en virtud 
de querella presentada por Felicia Alcántara Viuda Herrera, 
la Policía Nacional en San Juan de la Maguana sometió en 
fecha veintidós del mes de junio del año mil novecientos se-
senta a Américo Paulino por el hecho de haberse alojado 
como huésped en su hotel, ausentándose después de seis 
meses sin pagarle la suma de doscientos setenta pesos oro 
que le adeudaba por su hospedaje; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana 
lo decidió en defecto contra el prevenido, por su sentencia de 
fecha veinticinco de julio del año mil novecientos sesenta 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe pronunciar como al efecto pronuncia defecto contra el 
nombrado Américo Paulino, de las generales ignoradas, por 
no haber comparecido a la audiencia de este día no obstante 
haber sido legalmente citado y, en consecuencia se le conde-
na a sufrir un mes de prisión correccional, a pagar una 
multa de RD$60.00 pesos oro compensables con prisión 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar por el he 
cho de hacer un fraude habiendo consumido en comidas y 
dormitorios en el Hotel "19 de Abril" propiedad de la Sra 
Felicia Alcántara Vda. Herrera, un valor de RD$270.00 y 
ausentarse sin pagar dicha suma. SEGUNDO: Se condena 
al mismo prevenido al pago de las costas"; c) que en fecha 
treinta de agosto del año mil novecientos sesenta, dicho Juz 
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ciado de Paz dictó otra sentencia con el siguiente dispositivo: 
«FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto 
declara nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición in-
terpuesto por el nombrado Américo Paulino, de las genera-
les anotadas, contra la sentencia N' 1541 de fecha 30 de 
agosto del año 1960; SEGUNDO: Se le confirma la sentencia 
en  todas sus partes que lo condenó a sufrir un mes de pri, 
Sión correccional y a pagar sesenta pesos oro de multa 
(RD$60.00) compensables con prisión a razón de un día 
por cada peso dejado de pagar, por el hecho de 'fullería en 
perjuicio de la Sra. Felicia Alcántara; TERIERO: Se conde-
na al mismo prevenido al pago de las costas"; d) que sobre 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido, el Juzga-
do a quo dictó, en defecto, su sentencia de fecha dieciocho 
del mes de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Américo Paulino, por 

- no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Américo Paulino por haberlo hecho en tiempo hábil y 
dentro de las formalidades legales; TERCERO: Se confirma 
en todas sus partes la sentencia apelada y se condena al 
pago de las costas"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara nulo y sin ningún efecto el recurso de opo-
Sión interpuesto por el prevenido Américo Paulino; por no 
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citado y se condena al pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del seis de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 y 
208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener la 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Juzgado a quo el día veinte del m ies de diciern.. 
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rrente y en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 401 del Código Penal, en su acápi-
te agregado por la Ley N° 2540 del año 1950, 188 y 208 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en virtud 
de querella presentada por Felicia Alcántara Viuda Herrera, 
la Policía Nacional en San Juan de la Maguana sometió en 
fecha veintidós del mes de junio del año mil novecientos se-
senta a Américo Paulino por el hecho de haberse alojado 
como huésped en su hotel, ausentándose después de seis 
meses sin pagarle la suma de doscientos setenta pesos oro 
que le adeudaba por su hospedaje; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana 
lo decidió en defecto contra el prevenido, por su sentencia de 
fecha veinticinco de julio del año mil novecientos sesenta . 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe pronunciar como al efecto pronuncia defecto contra el 
nombrado Américo Paulino, de las generales ignoradas, por 
no haber comparecido a la audiencia de este día no obstante 
haber sido legalmente citado y, en consecuencia se le conde-
na a sufrir un mes de prisión correccional, a pagar una,  
multa de RD$60.00 pesos oro compensables con prisió 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar por el he 
cho de hacer un fraude habiendo consumido en comidas 
dormitorios en el Hotel "19 de Abril" propiedad de la Sra. 
Felicia Alcántara Vda. Herrera, un valor de RD$270.00 
ausentarse sin pagar dicha suma. SEGUNDO: Se condena 
al mismo prevenido al pago de las costas"; e) que en fecha 
treinta de agosto del año mil novecientos sesenta, dicho Juz 

ciado de Paz dictó otra sentencia con el siguiente dispositivo: 
«FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto 
declara nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición in-
terpuesto por el nombrado Américo Paulino, de las genera-
les anotadas, contra la sentencia N 9  1541 de fecha 30 de 
agosto del año 1960; SEGUNDO: Se le confirma la sentencia 
en todas sus partes que lo condenó a sufrir un mes de pri- I 

 Sión correccional y a pagar sesenta pesos oro de multa 
(RD$60.00) compensables con prisión a razón de un día 
por cada peso dejado de pagar, por el hecho de fullería en 
perjuicio de la Sra. Felicia Alcántara; TERIERO: Se conde-
na al mismo prevenido al pago de las costas"; d) que sobre 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido, el Juzga-
do a quo dictó, en defecto, su sentencia de fecha dieciocho 
del mes de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Américo Paulino, por 
-no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Américo Paulino por haberlo hecho en tiempo hábil y 
dentro de las formalidades legales; TERCERO: Se confirma 
en todas sus partes la sentencia apelada y se condena al 
pago de las costas"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara nulo y sin ningún efecto el recurso de opo-
Sión interpuesto por el prevenido Américo Paulino; por no 
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citado y se condena al pago de las costas"; 

Considerando en cuanto a la sentencia del seis de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, que declaró la nulidad 
de la oposición; que de conformidad con los artículos 188 y 
208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener la 
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oposición; que en el fallo impugnado por el presente recur, 
so de casación es constante que el oponente no compareció 
a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no obstante 
haber sido legalmente citado y que el ministerio público 
concluyó pidiendo formalmente la nulidad de la oposición; 
que por consiguiente los mencionados textos legales fueron 
aplicados correctamente por el Juzgado a quo al declarar 
nulo y consecuentemente sin ningún valor ni efecto, el re-
curso de oposición interpuesto por Américo Paulino contra 
la sentencia dictada en defecto el dieciocho del mes de octu-
bre de mil novecientos sesenta, que decidió el fondo de la 
prevención; 

Considerando que el recurso de casación interpues 
contra una sentencia correccional que declara nula la oposi 
ción, se extiende a la primera sentencia en defecto que esta-
tuyó sobre el fondo de la prevención; que, por tanto, en la 
especie procede el examen de la sentencia dictada por el 
Juzgado a quo el día dieciocho de octubre de mil novecientos 
sesenta; 

Considerando que el Juzgado a quo dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa que el prevenido se alojó en el hotel "19 de Abril" de 
Felicia Alcántara Viuda Herrera permaneciendo allí duran-
te seis meses, en donde fué atendido como huésped, aban: 
donando luego dicho hotel sin pagar los servicios que le 
fueron prestados ascendentes a la suma de doscientos se-
tenta pesos oro (RD$270), en comida y dormitorio, no obs-
tante los reiterados requerimientos que le hizo la propieta• 
ria del mencionado hotel, demostrando con ello que cuando 
se alojó en dicho establecimiento estaba en la imposibilidad 
absoluta de pagar; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por los jueces del fondo, constituyen el delito previsto 
y sancionado por el acápite agregado por la Ley N° 2540 del 
año 1950, al artículo 401 del Código Penal, con las penas  

de uno a seis meses de prisión correccional y multa de diez 
a c ien  pesos; que, por consiguiente, los hechos de la pre-, 

vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, al declarar al prevenido culpable de dicho delito y 

condenarlo, consecuentemente, a un mes de prisión y sesenta 
pesos de multa, el Juzgado a quo hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
u casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ción interpuesto por Américo Paulino, contra sentencia 
rreccional, pronunciada en grado de apelación por el Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefac-
tor, en fecha seis de diciembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

• (Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Paulas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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haber sido legalmente citado y que el ministerio públi 
concluyó pidiendo formalmente la nulidad de la oposició 
que por consiguiente los mencionados textos legales fuer 
aplicados correctamente por el Juzgado a quo al decla 
nulo y consecuentemente sin ningún valor ni efecto, el 
curso de oposición interpuesto por Américo Paulino contra  
la sentencia dictada en defecto el dieciocho del mes de oct 
bre de mil novecientos sesenta, que decidió el fondo de 
prevención; 

Considerando que el recurso de casación interpues • 
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especie procede el examen de la sentencia dictada por el 
Juzgado a quo el día dieciocho de octubre de mil novecientos 
sesenta; 

Considerando que el Juzgado a quo dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa que el prevenido se alojó en el hotel "19 de Abril" de 
Felicia Alcántara Viuda Herrera permaneciendo allí duran-
te seis meses, en donde fué atendido como huésped, aban-
donando luego dicho hotel sin pagar los servicios que le 
fueron prestados ascendentes a la suma de doscientos se-
tenta pesos oro (RD$270), en comida y dormitorio, no obs-
tante los reiterados requerimientos que le hizo la propieta. 
ria del mencionado hotel, demostrando con ello que cuando 
se alojó en dicho establecimiento estaba en la imposibilidad 
absoluta de pagar; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi 
tidos por los jueces del fondo, constituyen el delito previsto 
y sancionado por el acápite agregado por la Ley No 2540 del 
año 1950, al artículo 401 del Código Penal, con las penas  

de  uno a seis meses de prisión correccional y multa de diez 
a c ien pesos; que, por consiguiente, los hechos de la pre-
vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, al declarar al prevenido culpable de dicho delito y 

condenarlo, consecuentemente, a un mes de prisión y sesenta 
pesos de multa, el Juzgado a quo hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
ntencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 

casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

ción interpuesto por Américo Paulino, contra sentencia 
rreccional, pronunciada en grado de apelación por el Juz- 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefac-

tor, en fecha seis de diciembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 

egundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

• (Firmados') H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
uan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 

rgés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
uzmán.— Alfredo Conde Paulas.— Ernesto Curiel hijo, 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1961 

 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
einte de diciembre del mil novecientos sesenta, en la secre-

taría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
aría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha dos de marzo 

del mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el Dr. Manuel 
Rafael García, cédula 12718, serie 54, sello 6237, abogado 
del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 43, 44, 154, 189 y 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal; 1, 2, 3, 4, 10 y 11 de la Ley 
2402 del 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de marzo del mil novecientos sesenta, 
Gladys Cruceta presentó querella contra Carlos Infante por 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre del menor de 
nombre Antolín, de dos meses de edad, que la querellante 
alegó haber procreado con ella y solicitó se le asignara una 

nsión de ocho pesos oro mensuales para subvenir a las 
ecesidades de dicha menor; b) que enviado el expediente 

Juez de Paz del Municipio de Moca para fines de conci-1 
'ación, ésta no tuvo efecto por no haber comparecido el 
revenido ante dicho Juez; c) que apoderado del hecho por 
itación directa hecha a requerimiento del Procurador Fis- 

1, el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
paillat, dictó en fecha tres de junio del mil novecientos 
senta, la sentencia, cuyo dispositivo figura en el de la 

hora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de la madre quere-
ante, la Corte de Apelación de Santiago dictó la sentencia 
hora impugnada la cual contiene el siguiente dispositivo: 

 

  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de feell 

25 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Maria Infante Cruz. 

Abogado: Dr. Manuel Rafael García. 

 

   

   

  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia ,regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
f recio Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis- ; 

 trito Nacional, a los veinticuatro días del. mes de abril 
mil novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independen 
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, di 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguien 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carl 
María Infante Cruz, dominicano, mayor de edad, casado 
agricultor, del domicilio y residencia de El Algarrobo, s 
ción del municipio de Moca, cédula 3500, serie 54, sell 
123084, contra sentencia de la Corte de Apelación de Sa 
tiago, pronunciada en sus atribuciones correccionales, 
fecha veinticinco de noviembre del mil novecientos sesent 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fe 

25 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos María Infante Cruz. 
Abogado: Dr. Manuel Rafael García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia ,regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, M 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, D" 
trito Nacional, a los veinticuatro días del. mes de abril 
mil novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independe 
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, di 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguien 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carl 
María Infante Cruz, dominicano, mayor de edad, casad 
agricultor, del domicilio y residencia de El Algarrobo, s 
ción del municipio de Moca, cédula 3500, serie 54, sell 
123084, contra sentencia de la Corte de Apelación de S 
tiago, pronunciada en sus atribuciones correccionales, e 
fecha veinticinco de noviembre del mil novecientos sesent 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
einte de diciembre del mil novecientos sesenta, en la secre-
ría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha dos de marzo 
del mil novecientos sesenta y uno, suscrito por el Dr. Manuel 
Rafael García, cédula 12718, serie 54, sello 6237, abogado 
el recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 43, 44, 154, 189 y 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal; 1, 2, 3, 4, 10 y 11 de la Ley 
2402 del 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de marzo del mil novecientos sesenta, 

ladys Cruceta presentó querella contra Carlos Infante por 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre del menor de 
ombre Antolín, de dos meses de edad, que la querellante 
egó haber procreado con ella y solicitó se le asignara una 
nsión de ocho pesos oro mensuales para subvenir a las 

necesidades de dicha menor; b) que enviado el expediente 
al Juez de Paz del Municipio de Moca para fines de conci-i 
'ación, ésta no tuvo efecto por no haber comparecido el 
revenido ante dicho Juez; c) que apoderado del hecho por 
itación directa hecha a requerimiento del Procurador Fis-

1, el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
spaillat, dictó en fecha tres de junio del mil novecientos 
senta, la sentencia, cuyo dispositivo figura en el de la 

hora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de la madre quere-
ante, la Corte de Apelación de Santiago dictó la sentencia 
ora impugnada la cual contiene el siguiente dispositivo: 
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"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales, en fecha tres del mes de jut., 
nio del año en curso, 1960, por el Juzgado de Primera Irls. 
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, mediante la cual 
descargó al nombrado Carlos Infante, del delito de violación 
a la Ley 2402, en perjuicio del menor Antolín Ramón, de 
dos meses de edad, procreado con la señora Gladys Cruceta, 
por una total insuficiencia de pruebas, declarando de oficio 
las costas; y actuando por propia autoridad, lo reconoce co-
mo padre del referido menor, y como autor del delito de vio-
lación a la expresada ley, lo condena a la pena de dos años 
de prisión correccional; TERCERO: Fija en la cantidad de 
cuatro pesos oro mensuales, la pensión que dicho prevenido 
debe pasar a la madre querellante a partir de la fecha de la 
querella, para ayudar al sostenimiento del aludido menor; 
CUARTO: Ordena la ejecución provisional de la presente 
sentencia, no obstante cualquier recurso; QUINTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios siguientes: "Primer Medio: Violación 
de los artículos 154, 189 y 211 del Código de Procedimiento 
Criminal; de los artículos 10 y 11 de la Ley N" 2402, sobre 
asistencia obligatoria de menores de 18 años, y de los prin-
cipios que rigen la íntima convicción del Juez; Eegundo Me-
dio: Violación de los artículos 43 y 44 del Código de Proce-
dimiento Criminal, que prescriben las formalidades de los 
experticios médicos en materia penal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 1 de la Ley 2402 y falta de base legal"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 

recurrente alega que la Corte a qua desechó por interesadas 
y dudosas, o por estar influidas por el prevenido, Carlos 
María Infante Cruz, "las afirmaciones categóricas y llenas 
de verdad" de los propios testigos de Gladys Cruceta, "quie-
nes se convirtieron en los mejores defensores de nuestro pa-
trocinado"; que "en cambio da por establecidos una seria  

de hechos declarados por Gladys Cruceta, calificándolos de 
precisos y espontáneos, para deducir de ellos consecuencias 
probatorias, sin tener en cuenta que las declaraciones de la 
madre querellante no constituyen prueba suficiente por 
provenir de una parte en el proceso"; que la Corte a qua 
fundó también su fallo en las declaraciones de la madre de 
la  querellante, formando su íntima convicción con estas 
declaraciones interesadas; que, también alega el recurren-
te, que los jueces se fundaron, para establecer la culpabili-
dad del prevenido, en declaraciones de este último, referentes 
a hechos extraños al proceso, y en que dicho prevenido 
incurrió en contradicciones y en que sólo se defendía con 
la negativa "olvidando que nuestro patrocinado es un pobre 
campesino que a penas sabe leer y escribir"; pero 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos pa-
ra apreciar el valor del testimonio en justicia, y, por tanto, 
pueden aceptar unas declaraciones y desestimar las que no 
le merezcan crédito; que, además, en la especie los jueces 
del fondo no basaron su fallo únicamente en las declaracio-
nes de la madre querellante y en la de la madre de ésta, 
sino también en los documentos del expediente, en el resulta-
do del examen de sangre, y en el parecido físico de dicho 
menor con el prevenido; que, por tanto, al proceder en esta 
forma los jueces no incurrieron en las violaciones de la ley 
alegadas por el recurrente, y, en consecuencia, el primer 
medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio el 
recurrente alega que en la sentencia impugnada no se hace 
mención del juramento prestado por el Dr. José de Js. Al-
varez para realizar el examen médico legal ordenado por la 
Corte a qua; que la formalidad del juramento es una forma- - 
lidad substancial, cuya violación entraña la nulidad de la 
sentencia en que se basa esta medida; pero 

Considerando que si ciertamente en la sentencia im-
pugnada no se hizo mención del juramento prestado por el 
Dr. José de Jesús Alvarez, existe, sin embargo, en el expe- 
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"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales, en fecha tres del mes de ju. 
nio del año en curso, 1960, por el Juzgado de Primera In.s. 
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, mediante la cual 
descargó al nombrado Carlos Infante, del delito de violación 
a la Ley 2402, en perjuicio del menor Antolín Ramón, de 
dos meses de edad, procreado con la señora Gladys Cruceta, 
por una total insuficiencia de pruebas, declarando de oficio 
las costas; y actuando por propia autoridad, lo reconoce co-
mo padre del referido menor, y como autor del delito de vio-
lación a la expresada ley, lo condena a la pena de dos años 
de prisión correccional; TERCERO: Fija en la cantidad de 
cuatro pesos oro mensuales, la pensión que dicho prevenido 
debe pasar a la madre querellante a partir de la fecha de la 
querella, para ayudar al sostenimiento del aludido menor; 
CUARTO: Ordena la ejecución provisional de la presente 
sentencia, no obstante cualquier recurso; QUINTO: Conde-
na al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios siguientes: "Primer Medio: Violación 
de los artículos 154, 189 y 211 del Código de Procedimiento 
Criminal; de los artículos 10 y 11 de la Ley N" 2402, sobre 
asistencia obligatoria de menores de 18 años, y de los prin-
cipios que rigen la íntima convicción del Juez; Eegundo Me-
dio: Violación de los artículos 43 y 44 del Código de Proce-
dimiento Criminal, que prescriben las formalidades de los 
experticios médicos en materia penal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 1 de la Ley 2402 y falta de base legal"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente alega que la Corte a qua desechó por interesadas 
y dudosas, o por estar influidas por el prevenido, Carlos 
María Infante Cruz, "las afirmaciones categóricas y llenas 
de verdad" de los propios testigos de Gladys Cruceta, "qui - 
nes se convirtieron en los mejores defensores de nuestro pa: 
trocinado"; que "en cambio da por establecidos una seri  

de  hechos declarados por Gladys Cruceta, calificándolos de 
precisos y espontáneos, para deducir de ellos consecuencias 
probatorias, sin tener en cuenta que las declaraciones de la 
madre querellante no constituyen prueba suficiente por 
provenir de una parte en el proceso"; que la Corte a qua 
fundó también su fallo en las declaraciones de la madre de 
la  querellante, formando su íntima convicción con estas 
declaraciones interesadas; que, también alega el recurren-
te, que los jueces se fundaron, para establecer la culpabili-
dad del prevenido, en declaraciones de este último, referentes 
a hechos extraños al proceso, y en que dicho prevenido 
incurrió en contradicciones y en que sólo se defendía con 
la negativa "olvidando que nuestro patrocinado es un pobre 
campesino que a penas sabe leer y escribir"; pero 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos pa-
ra apreciar el valor del testimonio en justicia, y, por tanto, 
pueden aceptar unas declaraciones y desestimar las que no 
le merezcan crédito; que, además, en la especie los jueces 
del fondo no basaron su fallo únicamente en las declaracio-
nes de la madre querellante y en la de la madre de ésta, 
sino también en los documentos del expediente, en el resulta-
do del examen de sangre, y en el parecido físico de dicho 
menor con el prevenido; que, por tanto, al proceder en esta 

- forma los jueces no incurrieron en las violaciones de la ley 
alegadas por el recurrente, y, en consecuencia, el primer 
medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio el 
recurrente alega que en la sentencia impugnada no se hace 
mención del juramento prestado por el Dr. José de Js. Al-
varez para realizar el examen médico legal ordenado por la 
Corte a qua; que la formalidad del juramento es una forma-
lidad substancial, cuya violación entraña la nulidad de la 
entencia en que se basa esta medida; pero 

Considerando que si ciertamente en la sentencia im- 
pugnada no se hizo mención del juramento prestado por el 

r. José de Jesús Alvarez, existe, sin embargo, en el expe- 
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diente un acta levantada por el Juez de Paz de la Tercera 
Circunscripción del municipio de Santiago, en fecha cinc 
de septiembre del mil novecientos sesenta en que consta q 
el mencionado médico prestó dicho juramento, con lo cu • 

se cumplió con el voto de la Ley; que, en consecuencia, e 
segundo medio del recurso carece de fundamento y deb 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio el 
recurrente alega lo siguiente:' que la Corte a qua no se pre-
ocupó por indagar si Carlos María Infante Cruz podía pagar 
o no la pensión de cuatro pesos oro mensuales que le im-
puso; que con decir que es "dueño de una pulpería de cierta 
importancia en la sección donde está ubicada" no se precisa 
cuáles son los medios económicos de que dispone el preveni-
do para mantener a dicho menor; que, además, alega tam-
bién el recurrente, que al imponer dicha pensión desde el 
día de la querella, la sentencia impugnada viola los artículos 
3 y 4 de la Ley 2402, "que parecen exigir que la imposición 
de la pensión alimenticia se haga a partir de la conciliación 
o no conciliación verificada por ante el Juez de Paz, puesto 
que el requerimiento hecho al padre delincuente, primero, 
y el acta levantada por ante aquel funcionario, después, son, 
cuando quedan infructuosos, los actos que demuestran la 
negativa de los padres delincuentes a pasar la subvenció 
reclamada"; que también alega por este medio el recurrente 
que en la sentencia impugnada se expresa que el menor An 
tolín Ramón "tiene un notable parecido con el prevenido, 
en sus aspectos somáticos, pero sin decir en qué consis 
dicho parecido"; pero 

Considerando que para fijar el monto de la pensión qu 
los padres deben suministrar a sus hijos menores de 18 arios, 
los jueces deben tener en cuenta, según lo dispone el artícu-
lo 1^ de la Ley 2402 del 1950, las necesidades de los menores  
y los medios de que puedan disponer los padres; que, c• , 1 
efecto, la Corte a qua al fijar en cuatro pesos oro mensuales 
la pensión que el prevenido debía pagar a la madre quere- 

liante  para subvenir a las necesidades del menor Antolín 
Ramón, se fundó en que dicho prevenido era dueña de una 
pulpería de cierta importancia en la sección en donde está 
ubicada y, además, en que el menor era de poca edad; que 
esta es una cuestión de hecho, de la soberana apreciación 
de los jueces del fondo que escapa a la censura de la casa-
ción; 

Considerando, en cuanto a la fecha en que debe iniciar-
se el pago de la pensión, que en la sentencia impugnada se 
fijó dicho pago a partir de la querella; que al hacerlo así 
los jueces procedieron correctamente, ya que desde ese 
momento el prevenido se encontraba en falta y no desde la 
fecha de la no conciliación, como lo pretende el recurrente, 
pues contrariamente a su alegato, la Ley 2402' no señala esa 
época como la que debe tomarse como punto de partida para 
el pago de la pensión; 

Considerando en cuanto a lo alegado por el recurrente 
por este medio, de que los jueces del fondo no indicaron en 
qué consistía el parecido físico que ellos apreciaron tenía 
el prevenido con el menod Antolín Ramón; que los jueces 
no están obligados a dar esas explicaciones y sólo les 'basta-
a expresar, como expresaron que existía tal parecido, por 
odo lo cual el tercer medio del recurso debe ser también 
esestimado; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal, que la 
ntencia impugnada contiene una exposición completa de 

os hechos y una descripción de las circunstancias de lag 
auca, que han permitido verificar que dicho fallo es el resul-
ado de una correcta aplicación de la Ley a los hechos que 

fueron soberanamente comprobados por los jueces del fondo; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos el 

alto impugnado no contiene ningún vicio que justifique 
u anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos María Infante Cruz, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
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diente un acta levantada por el Juez de Paz de la Tercera 
Circunscripción del municipio de Santiago, en fecha cinco 
de septiembre del mil novecientos sesenta en que consta que 
el mencionado médico prestó dicho juramento, con lo cual 
se cumplió con el voto de la Ley; que, en consecuencia, el 
segundo medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio el 
recurrente alega lo siguiente:' que la Corte a qua no se pre-
ocupó por indagar si Carlos María Infante Cruz podía pagar 
o no la pensión de cuatro pesos oro mensuales que le im-
puso; que con decir que es "dueño de una pulpería de cierta 
importancia en la sección donde está ubicada" no se precisa 
cuáles son los medios económicos de que dispone el preveni-
do para mantener a dicho menor; que, además, alega tam-
bién el recurrente, que al imponer dicha pensión desde el 
día de la querella, la sentencia impugnada viola los artículos 
3 y 4 de la Ley 2402, "que parecen exigir que la imposición 
de la pensión alimenticia se haga a partir de la conciliación 
o no conciliación verificada por ante el Juez de Paz, puesto 
que el requerimiento hecho al padre delincuente, primero, 
y el acta levantada por ante aquel funcionario, después, son, 
cuando quedan infructuosos, los actos que demuestran la 
negativa de los padres delincuentes a pasar la subvención 
reclamada"; que también alega por este medio el recurrente, 
que en la sentencia impugnada se expresa que el menor An-
tolín Ramón "tiene un notable parecido con el prevenido, 
en sus aspectos somáticos, pero sin decir en qué consiste 
dicho parecido"; pero 

Considerando que para fijar el monto de la pensión que 
los padres deben suministrar a sus hijos menores de 18 arios, 
los jueces deben tener en cuenta, según lo dispone el artícu-
lo l" de la Ley 2402 del 1950, las necesidades de los menores  
y los medios de que puedan disponer los padres; que, e.,1 
efecto, la Corte a qua al fijar en cuatro pesos oro mensuale' 
la pensión que el prevenido debía pagar a la madre quere- 

liante  para subvenir a las necesidades del menor Antolín 
Ramón, se fundó en que dicho prevenido era dueña de una 
pulpería de cierta importancia en la sección en donde está 

d 	

además, en que el menor era de poca edad; que 

eusbtialcoas jueces del fondo que escapa a la censura de la casa- 

esa y, además, 
cuestión de hecho, de la soberana apreciación 

de  casa- 
ción; 

Considerando, en cuanto a la fecha en que debe iniciar-
se el pago de la pensión, que en la sentencia impugnada se 
fijó dicho pago a partir de la querella; que al hacerlo así 
los jueces procedieron correctamente, ya que desde ese 
momento el prevenido se encontraba en falta y no desde la 
fecha de la no conciliación, como lo pretende el recurrente, 
pues contrariamente a su alegato, la Ley 2402' no señala esa 
época como la que debe tomarse como punto de partida para 
el pago de la pensión; 

Considerando en cuanto a lo alegado por el recurrente 
por este medio, de que los jueces del fondo no indicaron en 
qué consistía el parecido físico que ellos apreciaron tenía 
el prevenido con el menod Antolín Ramón; que los jueces 
no están obligados a dar esas explicaciones y sólo les 'basta-
ba expresar, como expresaron que existía tal parecido, por 
todo lo cual el tercer medio del recurso debe ser también 
desestimado; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal, que la 
sentencia impugnada contiene una exposición completa de 
los hechos y una descripción de las circunstancias de 
causa, que han permitido verificar que dicho fallo es el resul-
tado de una correcta aplicación de la Ley a los hechos que 
fueron soberanamente comprobados por los jueces del fondo; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos el 

su 
no contiene ningún vicio que justifique u   

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos María Infante Cruz, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
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por la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinticin 
de noviembre del mil novecientos sesenta, y cuyo dispo 
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Segu. 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánc 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha nido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

 

la impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 19 de diciembre de 1960. 

: Penal. 

       

te: Beatriz Cabrera. 

Dres. JoséMartin Elsevif López y Mercedes Sosa Per, 
 domo. 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, Barón 
T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde 
Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y 
uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración 
y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente *sentenc;a: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Beatriz 
Cabrera, dominicana, mayor de edad, soltera, comerciante, 
domiciliada y residente en la casa N9 74 de la calle Jacinto 
de la Concha, de esta ciudad, cédula 518, serie P, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo en fecha diez y nueve de diciembre de mil novecien-
tos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

     

               



yi 
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por la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinticin 
de noviembre del mil novecientos sesenta, y cuyo dispos 
vo se copia en parte anterior del presente fallo; Sega 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánch 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha pido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

cia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 19 de diciembre de 1960. 

ja: Penal. 

nte: Beatriz Cabrera. 

ados: Dres. JoséMartín Elsevif López y Mercedes Sosa Per , 
 domo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, Barón 
T. Sánchez L., Olegario Helena. Guzmán y Alfredo Conde 
Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y 
uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración 
y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente 'sentenc;a: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Beatriz 
Cabrera, dominicana, mayor de edad, soltera, comerciante, 
domiciliada y residente en la casa I\1<! 74 de la calle Jacinto 
de la Concha, de esta ciudad, cédula 518, serie P, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo en fecha diez y nueve de diciembre de mil novecien-
tos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, s e

-rie 1% sello 72799, por sí y en representación de la Dra . 

Mercedes Sosa Perdomo, cédula 49473, serie 1', cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, abogados de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, el día veintidós de diciembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Jogliki 
Martín Elsevif López, abogado de la recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado el diez 
marzo del corriente año, suscrito por los abogados de 

recurr►mte, en el cual se invocan los medios que luego 

indican; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berad:), y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
to Civil, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
siguiente: 1) Que con motivo de la querella presentada 
Elgi Peralta, constituido en parte civil, contra Beatriz Ca-
brera, por el hecho de haberlo difamado e injuriado, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó en fecha seis de junio de mil nove-
cientos sesenta, una sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia más adelante, en el del fallo ahora impugnado; 
Que en fecha veintinueve de julio de mil novecientos sese 
la prevenida Beatriz Cabrera interpuso contra dicha 
tencia recurso de apelación; y 3) Que la Corte a qua, dee 

ró inadmisible por tardía la apelación, por sentencia de fe -

cha diez y nueve de diciembre de mil novecientos cincuenti - 

nueve, ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a co 
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible 
haber sido interpuesto tardíamente, el recurso de apela ►  

interpuesto por Beatriz Flora Cabrera (a) Flor, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Tercera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 6 del mes de junio del año 1960, 
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Declarar a la nombrada Beatriz Flora Cabrera, 
de  generales que constan, culpable del delito de injuria pú-
blica, en perjuicio del nombrado Elgi Peralta, y en conse-
cuencia la condena al pago de cinco pesos oro de multa, y al 
pago de las costas penales; SEGUNDO: Declara a Beatriz 
Flora Cabrera, no culpable del delito de difamación, que 
se le imputa, en perjuicio de Elgi Peralta, y en consecuencia 
la descarga de ese delito, por insuficiencia de pruebas; TER-
CERO: Declara regular y válida en cuanto a la forma y el 
fondo. la  constitución en parte civil hecha en audiencia por 
el nombrado Elgi Peralta, por intermedio de su abogado 
constituido el Dr. Freddy Gatón Arce, en contra de la pre-
venida Beatriz Flora Cabrera, en demanda de indemniza-
ción por daños y perjuicios; CUARTO: Condena a la citada 
Beatriz Flora Cabrera a pagar una indemnización de seten-
ticinco pesos oro moneda de curso legal (RD$75.00), en fa-
vor de la parte civil constituida, señor Elgi Peralta, como 
reparación de los daños y perjuicios morales y materiales 
causádole con el hecho respecto del cual se le ha reconocido 
su culpabilidad; y al pago de las costas civiles, con distrac-
ción en provecho del Dr. Freddy Gatón Arce, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado; QUINTO: Da acta al Ministerio 
Público para encausar a su oportunidad a los nombrados 
Beatriz Flora Cabrera y Elgi Peralta, por el delito contra-
vencional de 'escandalizar en. la  vía pública'; SEGUNDO: 
Condena a la prevenida Beatriz Flora Cabrera (a) Flor, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
estas últimas en provecho del Dr. Freddy Gatón Arce, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Violación por inaplicación y 

F . 
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in terpuesto por Beatriz Flora Cabrera (a) Flor, contra sen-
tenc ia dictada en atribuciones correccionales por la Tercera 
cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 6 del mes de junio del año 1960, 
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "FALLA: 
pliDIERO: Declarar a la nombrada Beatriz Flora Cabrera, 
de  aenerales que constan, culpable del delito de injuria pú-
blia, en perjuicio del nombrado Elgi Peralta, y en conse-
cuencia la condena al pago de cinco pesos oro de multa, y al 
pago de las costas penales; SEGUNDO: Declara a Beatriz 
Flora Cabrera, no culpable del delito de difamación, que 
se le imputa, en perjuicio de Elgi Peralta, y en consecuencia 
la descarga de ese delito, por insuficiencia de pruebas; TER-
CERO: Declara regular y válida en cuanto a la forma y el 
fondo. la constitución en parte civil hecha en audiencia por 
el nombrado Elgi Peralta, por intermedio de su abogado 
constituído el Dr. Freddy Gatón Arce, en contra de la pre-
venida Beatriz Flora Cabrera, en demanda de indemniza-
ción por daños y perjuicios; CUARTO: Condena a la citada 
Beatriz Flora Cabrera a pagar una indemnización de seten-
ticinco pesos oro moneda de curso legal (RD$75.00), en fa-
vor de la parte civil constituida, señor Elgi Peralta, como 
reparación de los daños y perjuicios morales y materiales 
causádole con el hecho respecto del cual se le ha reconocido 
su culpabilidad; y al pago de las costas civiles, con distrac-
ción en provecho del Dr. Freddy Gátón Arce, abogado, quien 
afirma haberlas avanzado; QUINTO: Da acta al Ministerio 
Público para encausar a su oportunidad a los nombrados 
Beatriz Flora Cabrera y Elgi Peralta, por el delito contit-
vencional de 'escandalizar en. la  vía pública'; SEGUNDO: 
Condena a la prevenida Beatriz Flora Cabrera (a) Flor, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
estas últimas en provecho del Dr. Freddy Gatón Arce, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Violación por inaplicación y 
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Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, s e. 

rie 1', sello 72799, por sí y en representación de la Dra. 
Mercedes Sosa Perdomo, cédula 49473, serie 1 1, cuyo sello 

de renovación no consta en el expediente, abogados de l a 

 recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, el día veintidós de diciembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. J 
Martín Elsevil López, abogado de la recurrente, en la cual 

no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado el diez 
marzo del corriente año, suscrito por los abogados de 

recurr► .nte, en el cual se invocan los medios que luego 

indican; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berad:), y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
to Civil, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
siguiente: 1) Que con motivo de la querella presentada 
Elgi Peralta, constituido en parte civil, contra Beatriz Ca-
brera, por el hecho de haberlo difamado e injuriado, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó en fecha seis de junio de mil nove-
cientos sesenta, una sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia más adelante, en el del fallo ahora impugnado; 
Que en fecha veintinueve de julio de mil novecientos sese 
la prevenida Beatriz Cabrera interpuso contra dicha 
tencia recurso de apelación; y 3) Que la Corte a qua, d 

ró inadmisible por tardía la apelación, por sentencia de 
cha diez y nueve de diciembre de mil novecientos cincucnti -

nueve, ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a co 
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible 
haber sido interpuesto tardíamente, el recurso de apela 

yi 
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desconocimiento del artículo 190 del Código de Procedimien. 
to Criminal"; "SEGUNDO MEDIO: Violación por falsa 
aplicación y errónea interpretación del artículo 203 del CO. 
digo de Procedimiento Criminal: 205 del mismo"; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el plazo 
de diez días de la apelación señalado por el artículo 203 del 
Código de Procedimiento Criminal, tiene por punto de par-
tida la fecha del pronunciamiento de la sentencia, cuando 
ésta sea contradictoria, y si ha sido dictada en defecto, el 
plazo corre a partir de la notificación hecha al condenado 
en defecto; que, aunque el juicio haya sido contradictorio, 
si el fallo se aplazare para una audiencia que no hubiese 
sido indicada con precisión, el pronunciamiento de la sen-
tencia no hace correr el plazo de la apelación; que en esta 
hipótesis el plazo se contará desde el día en que el condenado 
en defecto tenga conocimiento legal de la sentencia; que 
ninguna sentencia puede ser reputada legalmente conocida 
por aquél contra quien ha sido dictada, sino por el pronun-
ciamiento de la misma, hecho en su presencia, o por medio 
de una notificación regular hecha a persona o a domicilio; 

Considerando que en la especie la Corte a qua, a pesar 
de que la sentencia no fué pronunciada en presencia de la 
actual recurrente, y de que no se indicó con precisión la fe-
cha en que sería dictada, declaró inadmisible su apelación, 
fundándose en que la prevenida recurrente tuvo conoci-
miento de la sentencia y le dio aquiescencia en su aspecto 
penal, por haber pagado el mismo día de la condenación la 
multa de cinco pesos que le fué impuesta, y que, por tanto, 
ese día comenzó a correr el plazo de la apelación, el cual 
estaba ventajosamente vencido el día 'en que interpuso dicho 
recurso; pero 

Considerando que la circunstancia de que la prevenida 
condenado a una pena de multa ejecute en ese aspecto la 
sentencia, pagando la multa que le hubiese sido impuesta. 
no implica su asentimiento a la sentencia, según lo dispone 
el artículo 2 de la Ley 674, de 1934, sobre multas; que, ade- 

más, esta circunstancia no puede hacer correr el plazo de la 
apelación, el cual sólo puede tener por punto de partida en 
las sentencias por defecto o cuando, siendo contradictorias, 
no han sido pronunciadas en presencia del condenado, por 
haberse aplazado el fallo para una fecha indeterminada, el 
día de su notificación regular, único medio susceptible en 
estos casos, de poner legalmente en conocimiento del conde-
nado el fallo dictado en contra suya; 

Considerando que al haber admitido la Corte a qua que 
el simple hecho de haber pagado la prevenida la multa que 
le fuera impuesta, es implicativo del conocimiento del fallo 
apelado, y que, en consecuencia, la fecha del pago determi-
na el punto de partida del plazo de - la apelación, sin que sea 
necesaria ninguna notificación, dicha Corte ha hecho una 
errónea interpretación del artículo 203 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, por lo cual el segundo medio del re-
curso está fundado y la sentencia debe ser anulada, sin 
que sea necesario examinar el otro medio del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 
diez y nueve de diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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desconocimiento del artículo 190 del Código de Procedimien. 
to Criminal"; "SEGUNDO MEDIO: Violación por falsa 
aplicación y errónea interpretación del artículo 203 del Co. 
digo de Procedimiento Criminal: 205 del mismo"; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el plazo 
de diez días de la apelación señalado por el artículo 203 del 
Código de Procedimiento Criminal, tiene por punto de par-
tida la fecha del pronunciamiento de la sentencia, cuando 
ésta sea contradictoria, y si ha sido dictada en defecto, el 
plazo corre a partir de la notificación hecha al condenado 
en defecto; que, aunque el juicio haya sido contradictorio, 
si el fallo se aplazare para una audiencia que no hubiese 
sido indicada con precisión, el pronunciamiento de la sen-
tencia no hace correr el plazo de la apelación; que en asta 
hipótesis el plazo se contará desde el día en que el condenado 
en defecto tenga conocimiento legal de la sentencia; que 
ninguna sentencia puede ser reputada legalmente conocida 
por aquél contra quien ha sido dictada, sino por el pronun-
ciamiento de la misma, hecho en su presencia, o por medio 
de una notificación regular hecha a persona o a domicilio; 

Considerando que en la especie la Corte a qua, a pesar 
de que la sentencia no fué pronunciada en presencia de la 
actual recurrente, y de que no se indicó con precisión la fe-
cha en que sería dictada, declaró inadmisible su apelación, 
fundándose en que la prevenida recurrente tuvo conoci-
miento de la sentencia y le dio aquiescencia en su aspecto, 
penal, por haber pagado el mismo día de la condenación la 
multa de cinco pesos que le fué impuesta, y que, por tanto, 
ese día comenzó a correr el plazo de la apelación, el cual 
estaba ventajosamente vencido el día 'en que interpuso dicho 
recurso; pero 

Considerando que la circunstancia de que la prevenida 
condenado a una pena de multa ejecute en ese aspecto la 
sentencia, pagando la multa que le hubiese sido impuesta. 
no implica su asentimiento a la sentencia, según lo dispone 
el artículo 2 de la Ley 674, de 1934, sobre multas; que, ade- 

más, esta circunstancia no puede hacer correr el plazo de la 
apelación, el cual sólo puede tener por punto de partida en 
las sentencias por defecto o cuando, siendo contradictorias, 
no han sido pronunciadas en presencia del condenado, por 
haberse aplazado el fallo para una fecha indeterminada, el 
día de su notificación regular, único medio susceptible en 
estos casos, de poner legalmente en conocimiento del conde-
nado el fallo dictado en contra suya; 

Considerando que al haber admitido la Corte a qua que 
el simple hecho de haber pagado la prevenida la multa que 
le fuera impuesta, es implicativo del conocimiento del fallo 
apelado, y que, en consecuencia, la fecha del pago determi-
na el punto de partida del plazo de - la apelación, sin que sea 
necesaria ninguna notificación, dicha Corte ha hecho una 
errónea interpretación del artículo 203 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, por lo cual el segundo medio del re-
curso está fundado y la sentencia debe ser anulada, sin 
que sea necesario examinar el otro medio del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 
diez y nueve de diciembre de mil novecientos sesenta, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta levantada en la Secretaría de la Corte a qua, 
fecha primero de febrero de mil novecientos sesenta y 

o, a requerimiento de la recurrente, n la cual no se invoca 
• gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
ría de la Suprema Corte. de Justicia el día tres de marzo 

e mil novecientos sesenta y uno, por el abogado de la re-
urrente, en el cual se invocan los medios que luego se enun- 
• rán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 22 y 111 de la Ley N ..  675 
bre Urbanización, Ornato Público y Construcciones, mo- 

• icada por la Ley N" 3509, del 31 de mayo de 1953; 38-22. 
54-2^ de la Constitución; —1 y 3 del Decreto N" 1009, del 

6 de julio de 1955; 486 del Código Penal; y 1 y 65 de la 
y sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos sesenta, Carmen Ta-
várez Vda. D'Alessandro fué sometida a la acción de la jus-
ticia, "por tener un solar de su propiedad en la avenida 
Plinio B. Pina Chevalier, sin estar provisto del rótulo co-
rrespondiente"; b) que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, regu-
larmente apoderada del hecho, lo decidió por su sentencia 
de fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta, con 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia 
el defecto en contra de la nombrada Carmen Viuda Ales-
sandro, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué regularmente citada; SE-
GUNDO: Declara, culpable del delito de tener un solar de 
su propiedad en la Avenida Plinio B. Pina Chevalier, sin 
estar provisto de su letrero, y, en consecuencia, se le conde-
na a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional 

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
fecha r de febrero de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro. 

Abogado: Lic. Eduardo Sánchez Cabral. 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de abril de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmen 
Tavárez Vda. D'Alessandro, dominicana, propietaria, domi-
ciliada y residente en Ciudad Trujillo, cédula 4111, serie 1, 
sello 1264, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha primero de febre-
ro de mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se c0- 
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eduardo Sánchez Cabral, cédula 4018,11 

 rie 31, sello 6365, abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

 

 

            



858 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 859 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 

fecha r de febrero de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro. 

Abogado: Lic. Eduardo Sánchez Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticinco del mes de abril de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia ; 

 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dictat 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmen 

Tavárez Vda. D'Alessandro, dominicana, propietaria, domi-
ciliada y residente en Ciudad Trujillo, cédula 4111, serie 1, 
sello 1264, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha primero de febre-
ro de mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se 
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eduardo Sánchez Cabral, cédula 4018, 

rie 31, sello 6365, abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

- Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta levantada en la Secretaría de la Corte a qua, 
fecha primero de febrero de mil novecientos sesenta y 

o, a requerimiento de la recurrente, n la cual no se invoca 
• gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte. de Justicia el día tres de marzo 
de  mil novecientos sesenta y uno, por el abogado de la re-
currente, en el cual se invocan los medios que luego se enun-
ciarán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 22 y 111 de la Ley N" 675 
sobre Urbanización, Ornato Público y Construcciones, mo-
dificada por la Ley N" 3509, del 31 de mayo de 1953; 38-22" 
y 54-2" de la Constitución; —1 y 3 del Decreto N" 1009, del 
16 de julio de 1955; 486 del Código Penal; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos sesenta, Carmen Ta-
várez Vda. D'Alessandro fué sometida a la acción de la jus-
ticia, "por tener un solar de su propiedad en la avenida 
Plinio B. Pina Chevalier, sin estar provisto del rótulo co-
rrespondiente"; b) que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, regu-
larmente apoderada del hecho, lo decidió por su sentencia 
de fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta, con 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia 
el defecto en contra de la nombrada Carmen Viuda Ales-
sandro, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué regularmente citada; SE-
GUNDO: Declara, culpable del delito de tener un solar de 
su propiedad en la Avenida Plinio B. Pina Chevalier, sin 
estar provisto de su letrero, y, en consecuencia, se le conde-
na a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional 
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y al pago de una multa de doscientos pesos oro (RD$200.00); 
y al pago de las costas penales causadas"; c) que en fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos sesenta, la misma 
Cámara dictó otra sentencia, con el dispositivo que sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de oposición interpuesto por Carmen 
Viuda Alessandro contra sentencia de esta Cámara Penal 
que la condenó en fecha 5 de octubre de 1960, a seis (6) me- - 

 ses de prisión correccional; multa de RD$200.00, y costas, 
por el delito de violación al Decreto N° 1009 y Ley N° 675; 
SEGUNDO: Confirma, en todas sus partes la sentencia re-
currida y condena a la recurrente, Carmen Viuda Alessan-
dro, al pago de las costas"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Pri-
mera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 28 de octubre de 1960, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de oposil 
ción interpuesto por Carmen Viuda Alessandro, contra sen 
tencia de esta Cámara Penal que la condenó en fecha 5 de' 
octubre de 1960, a seis meses de prisión correccional; multa 
de RD$200.00 y costas, por el delito de violación al Decreto 
N9  1009 y Ley N° 675; SEGUNDO: Confirma, en todas sus : 
partes la sentencia recurrida y condena a la recurrente,. 
Carmen Viuda Alessandro, al pago de las costas"; TERCE-
RO: Condena a la inculpada Carmen Viuda D'Alessandro, - 
al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Violación 
del artículo 22 de la Ley sobre Urbanización, Ornato Públi-
co y Construcciones, y del principio nula pena sine lege; 
Segundo Medio: Violación del artículo 38, apartado 22 de  

la  Constitución; Tercer Medio: Violación del artículo 486 
del Código Penal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios de casación propuestos, los cuales se reúnen para 

su examen, la recurrente alega, en síntesis, que lo único 
que  incrimina el artículo 22 de la Ley sobre Urbanización, 
Ornato Público y Construcciones "es el hecho de que el 
propietario no tenga los solares cercados, en buenas con-
diciones de limpieza, de acuerdo con las leyes sanitarias"; 
que 'al extender la Corte a qua el artículo 22 indicado a hi-
pótesis no previstas en el mismo, es evidente que ha violado 
de un modo flagrante dicho artículo y ha violado además, el 
principio nula pena sine lege, ya que no existe ninguna ley 
que imponga a los propietarios la obligación de tener placa 
indicando su nombre en los solares que posean"; que, por 
otra parte, el artículo 1 del Decreto N° 1009, del 16 de julio 
de 1955, modifica el artículo 22 de la Ley N° 675 sobre 
Urbanización, Ornato Público y Construcciones; que "al rea-
lizar esta modificación no cabe duda alguna que el Poder 
Ejecutivo ha realizado una obra legislativa, para la cual no 
tiene capacidad constitucional", de donde "se deduce que al 
haber aplicado la Corte a qua el artículo primero del aludido 
Decreto, por haber infringido la recurrente dicho artículo, 
al no tener su solar con la placa indicativa del nombre del 
su propietario, ha aplicado una dispositición inconstitucional 
y ha violado, en consecuencia, el artículo 38, apartado 22 
de la Constitución"; y afirma, por último, la recurrente, que 
"es incontestable que las únicas sanciones a las violaciones 
de dicho Decreto que podían imponerse, son sanciones de 
simple policía"; que, "por consiguiente, al aplicar a la recu-
rrente el artículo primero del Decreto aludido y las sancio-
nes previstas en el artículo 3 del mismo Decreto, la Corte 
a qua no solamente ha aplicado una disposición inconstitu-
cional, sino que también ha violado el artículo 486 del Có-, 
digo Penal"; pero, 
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y al pago de una multa de doscientos pesos oro (RD$200.00) ; 
y al pago de las costas penales causadas"; c) que en fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos sesenta, la misma 
Cámara dictó otra sentencia, con el dispositivo que sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido en cuanto 
a la forma el recurso de oposición interpuesto por Carmen 
Viuda Alessandro contra sentencia de esta Cámara Penal 
que la condenó en fecha 5 de octubre de 1960, a seis (6) me-
ses de prisión correccional; multa de RD$200.00, y costas, 
por el delito de violación al Decreto N 9  1009 y Ley NQ 675; 
SEGUNDO: Confirma, en todas sus partes la sentencia re-
currida y condena a la recurrente, Carmen Viuda Alessan-
dro, al pago de las costas"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Pri-
mera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 28 de octubre de 1960, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, 
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de oposii 
ción interpuesto por Carmen Viuda Alessandro, contra sen-
tencia de esta Cámara Penal que la condenó en fecha 5 de 
octubre de 1960, a seis meses de prisión correccional; multa 
de RD$200.00 y costas, por el delito de violación al Decreto 
N°  1009 y Ley N° 675; SEGUNDO: Confirma, en todas sus 
partes la sentencia recurrida y condena a la recurrente, 
Carmen Viuda Alessandro, al pago de las costas"; TERCE-
RO: Condena a la inculpada Carmen Viuda D'Alessandro, 
al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Violación 
del artículo 22 de la Ley sobre Urbanización, Ornato Públi-
co y Construcciones, y del principio nula pena sine lege; 
Segundo Medio: Violación del artículo 38, apartado 22 de 

la  constitución; Tercer Medio: Violación del artículo 486 
del Código Penal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los tres 
medios de casación propuestos, los cuales se reúnen para 
su examen, la recurrente alega, en síntesis, que lo único 
que incrimina el artículo 22 de la Ley sobre Urbanización, 
Ornato Público y Construcciones "es el hecho de que el 
propietario no tenga los solares cercados, en buenas con-
diciones de limpieza, de acuerdo con las leyes sanitarias"; 
que 'al extender la Corte a qua, el artículo 22 indicado a hi-
pótesis no previstas en el mismo, es evidente que ha violado 
de un modo flagrante dicho artículo y ha violado además, el 
principio nula pena sine lege, ya que no existe ninguna ley 
que imponga a los propietarios la obligación de tener placa 
indicando su nombre en los solares que posean"; que, por 
otra parte, el artículo 1 del Decreto N 9  1009, del 16 de julio 
de 1955, modifica el artículo 22 de la Ley N° 675 sobre 
Urbanización, Ornato Público y Construcciones; que "al rea-
lizar esta modificación no cabe duda alguna que el Poder 
Ejecutivo ha realizado una obra legislativa, para la cual no 
tiene capacidad constitucional", de donde "se deduce que al 
haber aplicado la Corte a qua el artículo primero del aludido 
Decreto, por haber infringido la recurrente dicho artículo, 
al no tener su solar con la placa indicativa del nombre de: 
su propietario, ha aplicado una dispositición inconstitucional 
y ha violado, en consecuencia, el artículo 38, apartado 22 
de la Constitución"; y afirma, por último, la recurrente, que 
"es incontestable que las únicas sanciones a las violaciones 
de dicho Decreto que podían imponerse, son sanciones de 
simple policía"; que, "por consiguiente, al aplicar a la recu-
rrente el artículo primero del Decreto aludido y las sancio-
nes previstas en el artículo 3 del mismo Decreto, la Corte 
a qua no solamente ha aplicado una disposición inconstitu-
cional, 
ciono Penal"; 

al, sino que también ha violado el artículo 486 del Có-‹ 
dig  pero, 
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Considerando que al tenor del artículo 54, inciso 2 de 
la Constitución, corresponde al Presidente de la República : 

 "Promulgar y hacer publicar las leyes y resoluciones \ 
cuidar de su fiel ejecución. Expedir reglamentos, decretos 
e instrucciones cuando fuere necesario"; 

Considerando, que el artículo 1 del Decreto N° 1009, del 
16 de julio del año 1955, que reglamenta la manera dé dar 
cumplimiento a la obligación que impone a los propietarios 
de solares baldíos en las ciudades del país el artículo 22 de 
la Ley N9  675, de mantener cercados y en buen estado de 
limpieza, de acuerdo con las leyes sanitarias, sus solares, 
dispone que los propietarios de los mismos deberán conser-
var en buenas condiciones las verjas ornamentales a que se 
refiere el párrafo de dicho artículo, proveyéndolas, adema, 
de una placa, en un lugar visible desde la vía pública, quo 
indique en forma correcta y legible el nombre del dueño; 
y el artículo 3 de dicho Decreto sanciona la violación de es* 
disposiciones, con las penas establecidas por el artículo 111 
de la citada Ley 675, del 14 de agosto de 1944, sobre Urbq l, 
nización, Ornato Público y Construcciones, modificada por 
la Ley N" 3509, del 31 de mayo de 1953; 

Considerando que lo anteriormente expuesto demuestra 
que las sanciones aplicables en el delito de que se trata, son 

las establecidas en el citado artículo 111 de la Ley N" 675, 
del año 1944; que, por otra parte, al imponer el Decreto N" 
1009 a los propietarios de solares baldíos la obligación de 

proveerlos de placas visibles indicativas del nombre del 

dueño no ha hecho otra cosa que establecer un medio de 

identificar dichos solares; que, por tanto, la obligación esta-
blecida por dicho Decreto no constituye sino un desenvolvi -
miento del artículo 22 de la precitada Ley N" 675, a fin 
de facilitar a las autoridades el medio de conocer o localizar 
a los propietarios; que, en consecuencia, al disponer el De-

creto en referencia que el incumplimiento de sus disposicio -

nes se castigue con las mismas penas que la violación del 
artículo 22 de la Ley N° 675, o sean las establecidas en,  

artículo 111 de la misma Ley, no ha violado el artículo 486 
del Código Penal, que sólo se refiere al caso de Decretos, 
Reglamentos u Ordenanzas autónomos, o sea que no se re-
fieran a obligaciones previas y especialmente establecidas 
por leyes que provean sanciones especiales para su viola-
ciones; 

Considerando que de todo lo que antecede se desprende 
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en los 
vicios y violaciones alegados por el recurrente en su memo-
rial de casación, por lo cual los medios que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 
' Considerando que la Corte a qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa,. "que la inculpada es propietaria de un solar situado 
en la avenida Plinio B. Pina Chevalier, de esta ciudad, sin 
tener el rótulo que establece la ley"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua caracterizan el delito previsto por 
el artículo 22 de la Ley N° 675, sobre Urbanización, Ornato 
Público y Construcciones, y sancionado por el artículo 111, 
modificado, de dicha Ley, con multa de diez a doscientos 
pesos o con prisión de diez días a seis meses o con ambas 
penas a la vez; que, por consiguiente, los hechos de la pre-
vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, al declarar a la prevenida culpable del referido delito 
y al condenarla, consecuentemente, a seis meses de prisión 
correccional y a una multa de RD$200.00, la Corte a qua hi-
zo una correcta aplicación de la ley; 

'11101 .  Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carmen Tavárez Vda. D.Alessandro 
contra la sentencia correccional dictada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo en fecha primero de febrero 



862 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que al tenor del artículo 54, inciso 2 de  

la Constitución, corresponde al Presidente de la República : 
 "Promulgar y hacer publicar las leyes y resoluciones N. 

cuidar de su fiel ejecución. Expedir reglamentos, decretos 
e instrucciones cuando fuere necesario"; 

Considerando, que el artículo 1 del Decreto N" 1009, del 
16 de julio del año 1955, que reglamenta la manera dé dar 
cumplimiento a la obligación que impone a los propietarios 
de solares baldíos en las ciudades del país el artículo 22 de 
la Ley l\i> 675, de mantener cercados y en buen estado de 
limpieza, de acuerdo con las leyes sanitarias, sus solares, 
dispone que los propietarios de los mismos deberán conser-
var en buenas condiciones las verjas ornamentales a que se 
refiere el párrafo de dicho artículo, proveyéndolas, además, 
de una placa, en un lugar visible desde la vía pública, qua 
indique en forma correcta y legible el nombre del dueño; 
y el artículo 3 de dicho Decreto sanciona la violación de esas 

disposiciones, con las penas establecidas por el artículo 111 
de la citada Ley 675, del 14 de agosto de 1944, sobre Urb _ 41, 
nización, Ornato Público y Construcciones, modificada • 
la Ley N9 3509, del 31 de mayo de 1953; 

Considerando que lo anteriormente expuesto demuestra 
que las sanciones aplicables en el delito de que se trata, son 

las establecidas en el citado artículo 111 de la Ley N" 671 
del año 1944; que, por otra parte, al imponer el Decreto N" 
1009 a los propietarios de solares baldíos la obligación de  

proveerlos de placas visibles indicativas del nombre del 

dueño no ha hecho otra cosa que establecer un medio de 

identificar dichos solares; que, por tanto, la obligación esta- 
blecida por dicho Decreto no constituye sino un desenvolvi - 

miento del artículo 22 de la precitada Ley N" 675, a fin 

de facilitar a las autoridades el medio de conocer o localizaf 
a los propietarios; que, en consecuencia, al disponer el 
creto en referencia que el incumplimiento de sus disposici 
nes se castigue con las mismas penas que la violación d 
artículo 22 de la Ley N° 675, o sean las establecidas en 
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artículo 111 de la misma Ley, no ha violado el artículo 486 
del Código Penal, que sólo se refiere al caso de Decretos, 
Reglamentos u Ordenanzas autónomos, o sea que no se re-
fieran a obligaciones previas y especialmente establecidas 
por leyes que provean sanciones especiales para su viola-
ciones; 

Considerando que de todo lo que antecede se desprende 
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en los 
vicios y violaciones alegados por el recurrente en su memo-
rial de casación, por lo cual los medios que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 
' Considerando que la Corte a qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa,. "que la inculpada es propietaria de un solar situado 
en la avenida Plinio B. Pina Chevalier, de esta ciudad, sin 
tener el rótulo que establece la ley"; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua caracterizan el delito previsto por 
el artículo 22 de la Ley N° 675, sobre Urbanización, Ornato 
Público y Construcciones, y sancionado por el artículo 111, 
modificado, de dicha Ley, con multa de diez a doscientos 
pesos o con prisión de diez días a seis meses o con ambas 
penas a la vez; que, por consiguiente, los hechos de la pre-
vención han sido correctamente calificados; que, por otra 
parte, al declarar a la prevenida culpable del referido delito 
y al condenarla, consecuentemente, a seis meses de prisión 
correccional y a una multa de RD$200.00, la Corte a qua hi-
zo una correcta aplicación de la ley; 

MI' Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ón interpuesto por Carmen Tavárez Vda. D.Alessandro 
fra la sentencia correccional dictada por la Corte de 
'ación de Ciudad Trujillo en fecha primero de febrero 
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del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo h a 

 sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras,_ 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánch 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

 

  

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
19 de diciembre de 1960. 

 

  

Materia: Penal. 

    

  

Recurrente: Víctor Santiago Martínez. 

  

        

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

  

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiséis del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor 
Santiago Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de San 
Miguel, Distrito Municipal de Fantino, cédula 11031, serie 
55, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
contra sentencia de fecha diecinueve de diciembre de mil 
novecientos sesenta, de la Corte de Apelación de La Vega en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 
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del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo ha  
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segund o: 

 Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio 'Berds.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A . 

 Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas,...., 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
19 de diciembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Víctor Santiago Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiséis del mes de abril de mil novecientos sesenta y uno, 
años 118' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
_de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor 
Santiago Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de San 
Miguel, Distrito Municipal de Fantino, cédula 11031, serie 
55, cuyo sello de renovación no consta en el expedien,te, 
contra sentencia de fecha diecinueve de diciembre de mil 
novecientos sesenta, de la Corte de Apelación de La Vega en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de enero de mi ; 

novecientos sesenta y uno, a requerimiento del propio re-
currente, y en la cual no se alega ningún medio determinado 
de casación; 

La .Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. - 
berado, y vistos los artículos 78 y 202 del Código de Salu 
Pública de 1956; 185 y 208 del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1-  y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca, 
sación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
por apoderamiento del Ministerio Público, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez 
dictó en fecha quince de septiembre de mil novecientos cin-
cincuenta y nueve, en sus atribuciones correccionales, una 
sentencia con el siguiénte dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia el defecto contra el nombrado Víctor Santiago 
Martínez, de generales ignoradas, prevenido del delito de 
violación al artículo 78 del Código de Salud Pública, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
legalmente citado; SEGUNDO: Condena al prevenido a un 
mes de prisión correccional; TERCERO: Ordena la notifi( 
ción de esta sentencia al prevenido; CUARTO: Condena 
prevenido al pago de las costats; b) que, sobre oposición del 
prevenido, el mismo juzgado dictó en fecha cuatro de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y nueve una sentencia 
con el siguientte dispositivo: Primero: Declara bueno y 
válido el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Víctor S. Martínez, de generales ignoradas, prevenido del 
delito de violación al artículo 78 del Código de Salud Públi-
ca, por haberlo hecho en tiempo oportuno; Segundo: Declara 
nulo dicho recurso por no haber comparecido a la audiencia 
no obstante haber sido legalmente citado; Tercero. Confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida de este mismo 
tribunal, de fecha quince del mes de septiembre del año mil  

novecientos cincuenta y nueve que lo condenó a un mes de 
pr isión correccional; CUARTO: Ordena la notificación de 
esta sentencia al prevenido; QUINTO: Condena al prevenido 
al pago de las costas; c) que, sobre recurso del prevenido , 

 Martínez, la Corte de Apelación de La Vega dictó en fecha 
veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente. 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto del nom-
brado Víctor Santiago Martínez, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué regularmente citado; TER-
CERO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, 
el quince de septiembre del año mil novecientos cincuenta 
y nueve, que condenó en defecto al prevenido y apelante 
Víctor Santiago Martínez, de generales en el expediente, 
a un mes de prisión correccional y al pago de las costas, 
por violación al artículos 78 del Código de Salud; d) que, 
sobre oposición del prevenido Martínez, la misma Corte 
dictó en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
sesenta una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido y apelante Víctor Santiago Martínez, de 
generales en el expediente, en contra de la sentencia dictada 
por esta Corte el veintiocho de marzo de mil novecientos 
sesenta, que lo condenó en defecto al pago delas costas, 
corno autor del delito de violación al artículo 78 del Código 
de Salud, por no haber comparecido; SEGUNDO: Condena 
además al prevenido al pago de las costas; 

Considerando, que, el examen de la sentencia que de-
claró nula la oposición del actual recurrente por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante haber sido regular-
mente citado, muestra que dicha nulidad fué pedida por 
el Ministerio Público en su dictamen, por lo cual dicha nuli-
dad fué pronunciada correctamente; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 

 Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de enero de mil 
novecientos sesenta y uno, a requerimiento del propio re-
currente, y en la cual no se alega ningún medio determinado 
de casación; 

La . Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78 y 202 del Código de Salud 
Pública de 1956; 185 y 208 del Código de Procedimient 
Criminal; y 1" y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
por apoderamiento del Ministerio Público, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramíre 
dictó en fecha quince de septiembre de mil novecientos ci 
cincuenta y nueve, en sus atribuciones correccionales, un 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia el defecto contra el nombrado Víctor Santiago 
Martínez, de generales ignoradas, prevenido del delito ,1 ( , 

 violación al artículo 78 del Código de Salud Pública, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
legalmente citado; SEGUNDO: Condena al prevenido a un 
mes de prisión correccional; TERCERO: Ordena la notifi( 
ción de esta sentencia al prevenido; CUARTO: Condena 
prevenido al pago de las costats; b) que, sobre oposición del 
prevenido, el mismo juzgado dictó en fecha cuatro de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y nueve una sentencia 
con el siguientte dispositivo: Primero: Declara bueno 
válido el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Víctor S. Martínez, de generales ignoradas, prevenido del 
delito de violación al artículo 78 del Código de Salud Públi-
ca, por haberlo hecho en tiempo oportuno; Segundo: Declara 
nulo dicho recurso por no haber comparecido a la audiencia 
no obstante haber sido legalmente citado; Tercero. Confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida de este mismo 
tribunal, de fecha quince del mes de septiembre del año mil 

novecientos cincuenta y nueve que lo condenó a un mes de 

risión correccional; CUARTO: Ordena la notificación de 

esta sentencia al prevenido; QUINTO: Condena al prevenido 
al pago de las costas; c) que, sobre recurso del prevenida 
Martínez, la Corte de Apelación de La Vega dictó en fecha 
veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el presente. 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara defecto del nom-
brado Víctor Santiago Martínez, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué regularmente citado; TER-
CERO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, 
el quince de septiembre del año mil novecientos cincuenta 
y nueve, que condenó en defecto al prevenido y apelante 
Víctor Santiago Martínez, de generales en el expediente, 
a un mes de prisión correccional y al pago de las costas, 
por violación al artículos 78 del Código de Salud; d) que, 
sobre oposición del prevenido Martínez, la misma Corte 
dictó en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
sesenta una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara nulo el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido y apelante Víctor Santiago Martínez, de 
generales en el expediente, en contra de la sentencia dictada 
por esta Corte el veintiocho de marzo de mil novecientos 
sesenta, que lo condenó en defecto al pago delas costas, 
como autor del delito de violación al artículo 78 del Código 
de Salud, por no haber comparecido; SEGUNDO: Condena 
además al prevenido al pago de las costas; 

Considerando, que, el examen de la sentencia que de-
claró nula la oposición del actual recurrente por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante haber sido regular-
mente citado, muestra que dicha nulidad fué pedida por 
el Ministerio Público en su dictamen, por lo cual dicha nuli-
dad fué pronunciada correctamente; 
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Considerando que es de principio que, cuando en mate, 
ria penal se rechaza en casación un recurso contra ti na 

 sentencia que ha pronunciado la nulidad de una oposicidz, 
 el recurso se extiende a la sentencia en defecto, aun cuando 

 el recurrente no lo haya pedido expresamente; 
Considerando, que, en la sentencia en defecto del ves, 

tiocho de marzo de mil novecientos sesenta, la Corte a qu a 
 dio por establecido, mediante la ponderación de los elemen. 

tos de prueba que fueron regularmente aportados en la in s. 
trucción de la causa, que en fecha veintiocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, Víctor Santiago Martí. 
nez estaba construyendo una casa, que luego terminó, en el 
lugar de San Miguel, jurisdicción de Fantino, sin tener el 
permiso sanitario correspondiente, no obstante la oportild. 
dad que le dio un Inspector Sanitario de esa jurisdicción de 
proveerse de dicho permiso; que, el hecho así comprobado y 
admitido por la Corte a qua constituye el delito de violación 
del artículo 78 del Código de Salud Pública, castigado por 
el artículo 202 del mismo Código con las penas de multa de 
RD$25.00 a RD$1,000, ó prisión de diez días a un año o 
ambas penas a la vez en los casos graves; que, por consP 
guiente, los hechos de la prevención han sido correctamente 
calificados; y que, por otra parte, al declarar al prevenido 
culpable del referido delito y al condenarlo, consecuente-
mente, a la pena de un mes de prisión correccional, la arte 
a qua ha hecho una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Santiago Martínez contra 
las sentencias de la Corte de Apelación de La Vega d6 fe-
chas diecinueve de diciembre de mil novecientos sesenta Y 
veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta, cuyos dis-
positivos se han transcrito en parte anterior del preente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de ,,ias 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.--- F. 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba- 

T. Sánchez L.-- Oleg 
de Pausas.— Ernesto 

La presente sentencia ha s 
señores Jueces que figuran en su 
diencia pública del día, mes y añ 
firmada, leída y publicada por mí, 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hi 
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Considerando que es de principio que, cuando en cuate. 
ria penal se rechaza en casación un recurso contra lo a 

 sentencia que ha pronunciado la nulidad de una oposición, 
 el recurso se extiende a la sentencia en defecto, aun cuando 

 el recurrente no lo haya pedido expresamente; 
Considerando, que, en la sentencia en defecto del vei n. 

tiocho de marzo de mil novecientos sesenta, la Corte a q ua 
 dio por establecido, mediante la ponderación de los elemen. 

tos de prueba que fueron regularmente aportados en la in s. 
trucción de la causa, que en fecha veintiocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, Víctor Santiago Mal 
nez estaba construyendo una casa, que luego terminó, en el 
lugar de San Miguel, jurisdicción de Fantino, sin tener el 
permiso sanitario correspondiente, no obstante la oportuni-
dad que le dio un Inspector Sanitario de esa jurisdicción de 
proveerse de dicho permiso; que, el hecho así comprobado y 
admitido por la Corte a qua constituye el delito de violackin 
del artículo 78 del Código de Salud Pública, castigado por 
el artículo 202 del mismo Código con las penas de multa de 
RD$25.00 a RD$1,000, ó prisión de diez días a un &V" 
ambas penas a la vez en los casos graves; que, por consi-' 
guiente, los hechos de la prevención han sido correctam* 
calificados; y que, por otra parte, al declarar al prevenido 
culpable del referido delito y al condenarlo, consecuente-
mente, a la pena de un mes de prisión correccional, la Corte 
a qua ha hecho una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Santiago Martínez contra 
las sentencias de la Corte de Apelación de La Vega de fe-
chas diecinueve de diciembre de mil novecientos sesenta 
veintiocho de marzo de mil novecientos sesenta, cuyos dis -
positivos se han transcrito en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— B S.  

rón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.-- Alfredo 
Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-d ien

cia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
Certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, de fecha 30 de junio de 19641 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Italo Antonio Villari. 
Abogados: Dres. A. Ballester Hernández y M. A. Báez Brito.  

Recurrido: Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A. 
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martine 

Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Trujillo, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha treinta de junio de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 17312, por sí y en representación del Dr. M. A. Báez 
Brito, cédula 31853, serie 26, sello 74579, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el treinta de 
agosto de mil novecientos sesenta, suscrito por los abogados 
del recurrente, en el cual se invocan los siguientes medios: 
,,A) Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, insuficiencia de motivos; B) Falta de base legal"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de la parte intimada, la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
por A., doctores Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 
56, sello 6289 y Antonio Martínez Ramírez, cédula 22494, 
serie 31, sello 74467, de fecha veintiséis de septiembre de 
mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, inciso 14, y 691 del Código 
de Trabajo; 133 y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) Que con motivo de la demanda en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, intentada por Italo 
Antonio Villari contra la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
Por A., después de agotada la conciliación, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripcióii del Distrito Nacional, 
Como Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha 
diez de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara, injustificado el despido del trabajador Italo A. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Aamiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiséis del mes de abril de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Italo 
tonio Villari, dominicano, mayor de edad, de este domicilio 
y residencia en la Avenida Presidente Ríos N^ 28, céd 
16335, serie 37, sello 73431, contra sentencia pronunciada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
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Trujillo, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha treinta de junio de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 17312, por sí y en representación del Dr. M. A. Báez 
Brito, cédula 31853, serie 26, sello 74579, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el treinta de 
agosto de mil novecientos sesenta, suscrito por los abogados 
del recurrente, en el cual se invocan los siguientes medios: 
"A) Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, insuficiencia de motivos; B) Falta de base legal"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de la parte intimada, la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
por A., doctores Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 
56, sello 6289 y Antonio Martínez Ramírez, cédula 22494, 
serie 31, sello 74467, de fecha veintiséis de septiembre de 
mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
do y vistos los artículos 78, inciso 14, y 691 del Código 
rabajo; 133 y 141 del Código de Procedimiento Civil; y 

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) Que con motivo de la demanda en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, intentada por Italo 
Antonio Villari contra la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
Por A., después de agotada la conciliación, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, 
Corno Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha 
diez de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara, injustificado el despido del trabajador Italo A. 

           

           

SENTENCIA DE FECHA 26 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, de fecha 30 de junio de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Italo Antonio Villari. 
Abogados: Dres. A. Ballester Hernández y M. A. Báez Brito.  

Recurrido: Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A. 

Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martille,: 

Ramírez. 

  

Dios, Patria y Libertad. 	 tt 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- - , 
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Aamiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-

fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiséis del mes de abril de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia. 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Italo An-
tonio Villari, dominicano, mayor de edad, de este domicilio 
y residencia en la Avenida Presidente Ríos N^ 28, cédulas . 

16335, serie 37, sello 73431, contra sentencia pronunciada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
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Villari, por parte de la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
por A., Departamento de la Industrial Cartonera Dominj. 
cana, C. por A., y resuelto el contrato de trabajo por culpa 
de éste; SEGUNDO: Condena a la Fábrica Nacional de Fós. 
foros, C. por A., Departamento de la Industrial Cartonera Do. 
minicana, C. x A., a pagarle al trabajador Italo Villari, los 
valores correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía 
24 y 120 días, respectivamente, a razón de Dos pesos oro 
con cuarenticinco centavos (RD$2.45) por día; o sean RD 
$58.80 (cincuentiocho pesos oro con ochenta centavos), y 
RD$294.00 (doscientos noventicuatro pesos oro), respecti-
vamente; TERCERO: Condena, a dicha compañía a pagarle 
al trabajador Italo A. Villari, una suma igual a los salarios 
que habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta 
la fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
sin exceder de los salarios correspondientes a tres meses, 
así como al pago de las costas"; 2) Que sobre la apelación 
interpuesta por la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha diez y seis de 
mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge 
por fundado y según los motivos precedentemente expues-
tos el recurso de pelación interpuesto por la Fábrica Nacio-
nal de Fósforos, C. por A., contra la sentencia de Trabajo 
del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de este 

Distrito Nacional, de fecha 10 de julio de 1957, dictada en 
favor de Italo A. Villari, cuyas conclusiones rechaza por 

infundadas, y, en consecuencia revoca la sentencia recurri-
da; SEGUNDO: Condena a Italo A. Villari, parte intimada 
que sucumbe, al pago de tan sólo los costos"; 3) Que soíbre 
el recurso de casación interpuesto por el actual recurrente , 

 la Suprema Corte de Justicia, por sentencia de fecha quince 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, casó el fallo 
antes mencionado, y envió el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; 4) Que el 
Tribunal de envío dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 

dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Declara resuelto el contra de trabajo intervenido entre el 
trabajador Italo Villari y Fábrica Nacional de Fósforos, y 
justificado por parte del patrono, por haber éste probado una 
causa justa de despido prevista en el Código de Trabajo y sin 
responsabilidad para el patrono; SEGUNDO: Condena a la 
parte sucumbiente al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta 
de base legal, alegadas en los medios del recurso, que la 
Suprema Corte de Justicia casó la sentencia dictada por la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional del dieciséis de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, que declaró justificado el despido 
del actual recurrente, por haber desobedecido éste una or-
den de su patrono en relación con el servicio contratado, de 
acuerdo con el artículo 78, inciso 14, del Código de Trabajo, 
sobre el fundamento de que en dicho fallo no se determinó 
ni tampoco se precisó" "si el trabajador estaba obligado o no 
a realizar esos trabajos finos que siempre hacía el traba-
jador Villari que le ordenó su patrón en la máquina llama-
da Cizalla, eran los que le correspondían ejecutar dentro 
de los servicios contratados", y "si las veces que trabajó 
en dicha máquina lo hizo en cumplimiento directo de sus 
obligaciones, o si lo fué por espíritu de cooperación con la 
empresa", todo lo cual impidió entonces saber si el texto 
legal antes mencionado fué correctamente aplicado; 

Considerando que el Tribunal de envío, cuya sentencia 
ha sido impugnada ahora en casación, por falta de motivos 
Y falta de base legal, estableció en hecho, de acuerdo con 
el resultado de la información testimonial realizada ante 
dicho tribunal el siete de diciembre de mil novecientos cin- 
cuenta y nueve, lo siguiente: "a) que el señor Italo A. Villari 
era empleado al servicio de la Fábrica Nacional de Fósforos, 

corta- 
dora que sellama 

yque realizaba labores en una máquina corta- 
se ama Cizalla y en otras ocasiones en una má4 

quina "ralladora"; b) que "su función era trabajar en las 
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Villari, por parte de la Fábrica Nacional de Fósforos, C. 
por A., Departamento de la Industrial Cartonera Domini-
cana, C. por A., y resuelto el contrato de trabajo por culpa 
de éste; SEGUNDO: Condena a la Fábrica Nacional de Fós. 
foros, C. por A., Departamento de la Industrial Cartonera Do. 
minicana, C. x A., a pagarle al trabajador Italo Villari, los 
valores correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía 
24 y 120 días, respectivamente, a razón de Dos pesos oro 
con cuarenticinco centavos (RD$2.45) por día; o sean RE) 
$58.80 (cincuentiocho pesos oro con ochenta centavos), y 
RD$294.00 (doscientos noventicuatro pesos oro), respecti-
vamente; TERCERO: Condena, a dicha compañía a pagarle 
al trabajador Italo A. Villari, una suma igual a los salarios 
que habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta 
la fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
sin exceder de los salarios correspondientes a tres meses, 
así como al pago de las costas"; 2) Que sobre la apelación 
interpuesta por la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha diez y seis de 
mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge 
por fundado y según los motivos precedentemente expues-
tos el recurso de pelación interpuesto por la Fábrica Nacio 
nal de Fósforos, C. por A., contra la sentencia de Trabajo 
del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de este 
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favor de Italo A. Villari, cuyas conclusiones rechaza por 
infundadas, y, en consecuencia revoca la sentencia recurri-
da; SEGUNDO: Condena a Italo A. Villari, parte intimada 
que sucumbe, al pago de tan sólo los costos"; 3) Que sc4bre 
el recurso de casación interpuesto por el actual recurrente , 

 la Suprema Corte de Justicia, por sentencia de fecha quince 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, casó el fallo 
antes mencionado, y envió el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; 4) Que el 
Tribunal de envío dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
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trabajador Italo Villari y Fábrica Nacional de Fósforos, y 
justificado por parte del patrono, por haber éste probado una 
causa justa de despido prevista en el Código de Trabajo y sin 
responsabilidad para el patrono; SEGUNDO: Condena a la 
parte sucumbiente al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta 
de base legal, alegadas en los medios del recurso, que la 
Suprema Corte de Justicia casó la sentencia dictada por la 
cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional del dieciséis de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, que declaró justificado el despido 
del actual recurrente, por haber desobedecido éste una or-
den de su patrono en relación con el servicio contratado, de 
acuerdo con el artículo 78, inciso 14, del Código de Trabajo, 
sobre el fundamento de que en dicho fallo no se determinó 
ni tampoco se precisó" "si el trabajador estaba obligado o no 
a realizar esos trabajos finos que siempre hacía el traba-
jador Villari que le ordenó su patrón en la máquina llama-
da Cizalla, eran los que le correspondían ejecutar dentro 
de los servicios contratados", y "si las veces que trabajó 
en dicha máquina lo hizo en cumplimiento directo de sus 
obligaciones, o si lo fué por espíritu de cooperación con la 
empresa", todo lo cual impidió entonces saber si el texto 
legal antes mencionado fué correctamente aplicado; 

Considerando que el Tribunal de envío, cuya sentencia 
ha sido impugnada ahora en casación, por falta de motivos 
y falta de base legal, estableció en hecho, de acuerdo con 
el resultado de la información testimonial realizada ante 
dicho tribunal el siete de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, lo siguiente: "a) que el señor Italo A. Villari 
era empleado al servicio de la Fábrica Nacional de Fósforos, 
C. por A., y que realizaba labores en una máquina corta-dora  que se llama Cizalla y en otras ocasiones en una má1 
quina Talladora"; ; b) que "su función era trabajar en las 
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dos máquinas"; c) que el trabajo fino era el trabajo señal o 
 do a Italo Villari; d) que Villari estaba obligado a hacer 

cajas, recibir órdenes y distribuir los trabajos; e) que Italo 
Villari se negó a realizar un trabajo que le indicó su patron o 

 en la máquina cizalla; y que Villari, estaba obligado a tra. 
bajar en la cizalla, porque estaba en su contrato de trabaj o . 
f) que Villari hacía los trabajos finos; y que los trabaj osi 

 finos se hacen en la cizalla; g)- que las veces que el traba' 
dor Italo Villari trabajo en las máquinas cizalla y ralla 
era su deber hacerlo"; 

Considerando que en presencia de esas comprobac* 
hechas por el Tribunal a quo, dentro de sus facultades sobe- 
ranas, es evidente que el despido del trabajador Italo nto. 
nio Villari, actual recurrente, está justificado al amparo del 
artículo 78, inciso 14, del Código de Trabajo, que implica la 
resolución del contrato que lo ligaba con su patrono la Fábri- 
ca Nacional de Fósforos, C. por A., sin ninguna responsabi-
lidad para éste; 

Considerando, en cuanto al alegato de que el Tribun 
a quo "dejó de ponderar en el fallo impugnado Circunstan-

cias de hecho que se infieren de documentos que les fueron 
sometidos, tales como el informativo de la jurisdicción de 
primer grado y la sentencia del juez de esa jurisdicción 
donde constan las declaraciones del representante de la 
empresa. ..", no afecta la validez del fallo impugnado, pues-

to que para llegar a la conclusión de que el despido del ao. 
tual recurrente estaba justificado, dicho Tribunal se fun"  

esencialmente en la medida de instrucción ordenada 
mismo juzgado y realizada el siete de diciembre de 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo resultado estimó 
ficiente para esclarecer su religión con respecto a la in 
del despido; que, por otra parte, el recurrente sostiene que 
el Tribunal a quo se contradice, al afirmar que el trabaiu 
normal confiado a Villari era "el trabajo fino que se 
en las máquinas denominadas "cizalla" y "ralladora 
admitir luego que "las 'veces' que trabajó en la ref 

máquina (la cizalla), no lo hizo en actitud de cooperación 
con la empresa, sino en cumplimiento de sus obligaciones"; 
qUe esos motivos no son contradictorios; que, en efecto, lo 
que ellos significan es que Villari no trabajaba siempre en 
la cizalla; que, además dichos motivos tampoco significan 
que Villari no estaba obligado a trabajar en la cizalla, por 
el simple hecho de que lo hiciera ocasionalmente; 

Considerando que, en consecuencia, la sentencia impug- 
está legalmente justificada, por lo cual los dos medios 

recurso carecen de fundamento, y deben ser desesti- 
os; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Italo Antonio Villari, contra senten-
cia pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, en fecha treinta de junio de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, 
abogados de la recurrida, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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normal confiado a Villari era "el trabajo 'fino que se hac e 
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máquina (la cizalla), no lo hizo en actitud de cooperación 
con la empresa, sino en cumplimiento de sus obligaciones"; 
que esos motivos no son contradictorios; que, en efecto, lo 
que ellos significan es que Villari no trabajaba siempre en 
la cizalla; que, además dichos motivos tampoco significan 
que Villari no estaba obligado a trabajar en la cizalla, por 
el simple hecho de que lo hiciera ocasionalmente; 

Considerando que, en consecuencia, la sentencia impug- 
está legalmente justificada, por lo cual los dos medios 

recurso carecen de fundamento, y deben ser desesti- 
os; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Italo Antonio Villari, contra senten-
cia pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, en fecha treinta de junio de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, 
abogados de la recurrida, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte. 
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ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la:au-

diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
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Sentencia impugnada: Suprema Corte de Justicia de fecha 24 d e 

 marzo de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Martín Flaquer Brito. 

Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 - 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo. 
Distrito Nacional, hoy día veinte y ocho de abril de mil 
novecientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Martín 
Flaquer Brito, dominicano, mayor de edad, comerciante. 
cédula 25843, serie 26, sello 55585, domiciliado y residente 
en la casa N° 42 de la calle José Trujillo Valdez del munici-
pio de La. Romana, contra sentencia pronunciada por la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha veinticuatro de marzo 
del corriente año, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"RESUELVE: Primero: Que debe modificar y modifica la 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 

Pedro de Macorís, en fecha trece de marzo de mil novecien- 
tos sesenta y uno, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: Obrando por propia autoridad, 

fijar y fija en la cantidad de Cien Mil Pesos Oro (RIN debe 'fijar 
 la fianza que debe prestar el procesado Mar-

tín Flaquer Brito, para obtener su libertad provisional; la 
cual debe ser otorgada en la forma que lo determina la ley 
de la materia, para garantizar su obligación de presentarse 
a todos los actos del procedimiento; y Tercero: Que debe 
ordenar y ordena que la presente decisión sea anexada al 
proceso y notificada al Magistrado Procurador General de 
la República y a la parte civil si la hubiere"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lavRisetpaúebl acta 
a del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha treinta 
de marzo del corriente año, a requerimiento del Dr. Ramón 
Pina Acevedo y Martínez, cédula 43139, serie 1 1 , sello 128, 
abogado del recurrente; 

Vista la instancia suscrita por el Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez en nombre del recurrente Martín Flaquer 
Brito, en la cual manifiesta que éste desiste de su recurso 
tdiemcieanstaoción, y al mismo tiempo solicita acta de dicho desis. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 66, inciso 3, de la Constitución, 
Y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto al desistimiento del recurso, 
que el desistimiento del recurso de casación tiene que ser 
formulado por el propio recurrente o por un apoderado con 
Poder especial; que en el presente caso el desistimiento 
fué hecho por instancia suscrita por el abogado del recu-
rrente, sin haber justificado el mandato que recibiera de 
su cliente para tales fines; que, por tanto, dicho desisti-
miento no puede ser admitido; 
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Considerando, en cuanto al recurso de casación, q ue 
 al tenor del artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación, la Suprema Corte de Justicia decide, como Corte 
de Casación, si la ley ha sido bien o mal aplicada en lo s 

 fallos dictados en última instancia o en instancia única, por 
 los tribunales del orden judicial; que los tribunales a que se 

 refiere dicho texto legal son las Cortes de Apelación, los 
Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Paz; 

Considerando que, en consecuencia, los fallos dictados 
por la Suprema Corte de Justicia, como tribunal de apela.. 
ción, de acuerdo con las disposiciones del artículo 66, inc 
3, de la Constitución, no son susceptibles del recurso de 
sación; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el de-
sistimiento del recurso; Segundo: Declara igualmente in-
admisible el recurso de casación interpuesto por Martín 
Flaquer Brito, contra la sentencia pronunciada en grado 
de apelación por la Suprema Corte de Justicia, en fecha 
veinte y cuatro de marzo del corriente año, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; Tercero: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

tientencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 
fecha 19 de enero de 1961. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Turquino Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo 
Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de - Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tarquino 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
del domicilio y residencia de La Llanada, municipio de La 
Vega, cédula 9868, serie 47, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, contra sentencia en defecto dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en fecha diecinueve de enero del año de mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Considerando, en cuanto al recurso de casación, que 
 al tenor del artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de  

Casación, la Suprema Corte de Justicia decide, como Cort e 
 de Casación, si la ley ha sido bien o mal aplicada en los 

fallos dictados en última instancia o en instancia única, por  
los tribunales del orden judicial; que los tribunales a que se 
refiere dicho texto legal son las Cortes de Apelación, los 
Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Paz; 

Considerando que, en consecuencia, los fallos dictad 
por la Suprema Corte de Justicia, como tribunal de apela-
ción, de acuerdo con las disposiciones del artículo 66, inciso 
3, de la Constitución, no son susceptibles del recurso de 
sación; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el de-
sistimiento del recurso; Segundo: Declara igualmente in-
admisible el recurso de casación interpuesto por Martín 
Flaquer Brito, contra la sentencia pronunciada en grado 
de apelación por la Suprema Corte de Justicia, en fecha 
veinte y cuatro de marzo del corriente año, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; Tercero: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo 
Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil novecientos se-
senta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tarquino 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
del domicilio y residencia de La Llanada, municipio de La 
Vega, cédula 9868, serie 47, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, contra sentencia en defecto dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en fecha diecinueve de enero del año de mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

sen t encia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 

Ilja. 	fecha 19 de enero de 1961. 

yhtteria: Penal. 

Recurrente: Turquino Rodriguez. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de  

la Cámara a qua, en la misma fecha del pronunciamiento de 
 la sentencia impugnada, a requerimiento del Dr. Marcos 
 González H., abogado del recurrente, y en la cual no se 

 expresa ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley N° 1688 de 
1948; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal. 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de septiembre del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, Tarquino Rodríguez fué puesto a dispo-
sición de la justicia, por actuaciones del Delegado de la 
Secretaría de Agricultura en La Vega, bajo la prevención 
de haber violado la Ley NQ 1688 sobre Conservación Fores-
tal y Arboles Frutales; b) que apoderado del asunto el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, 
dictó en fecha veintiuno de noviembre del año de mil nove-
cientos sesenta, una sentencia cuyo dispositivo dice asi: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al prevenido Tarquino Rodríguez, de generales ano-
tadas, culpable de violar la Ley N'2 1688, Arts. 9 bis y 14 
(violación de la Ley Forestal), y en consecuencia lo condena 
a sufrir un (1) mes de prisión y al pago de una multa de. 
RD$25.00 y pago de las costas"; e) que contra dicha deci-
sión recurrió en tiempo oportuno el prevenido Rodríguez, y 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega dictó con dicho motivo una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Tarquino Ro-
dríguez, por no haber comparecido a audiencia no obstante 
haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se declara regu- 

lar y válido el recurso de apelación interpuesto por Tarquino 
Rodríguez a la sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de este municipio, Núm. 1223 de fecha 21 de 
noviembre de 1960, que lo condenó a sufrir un mes de pri-
s ión  y al pago de una multa de RD$25.00, por violar la Ley 
1688, en sus artículos 9 bis y 14, por haber sido hecho en 
tiempo hábil; TERCERO: Se confirma en todas sus partes 
la indicada sentencia; CUARTO: Se condena además al pago 

de 

	

; 
ns 	

ndo que habiendo recurrido en oposición con- 

tra 

 las costas"; 

 sentencia, la Cámara a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara nulo y sin ningún valor el recurso de opo-
sición interpuesto por Tarquino Rodríguez a la sentencia 
N. 2134 dictada por esta Cámara Penal en fecha 6 de di-
ciembre de 1960, que declaró el defecto del acusado y de-
claró regular el recurso de apelación a la sentencia del Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción de este munici-
pio, que lo condenó a sufrir un mes de prisión correccional 
y al pago de una multa de RD$25.00, por no haber compa-
recido a audiencia no obstante haber sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener 
la oposición; que en el fallo impugnado por el presente re-
curso de casación, es constante que el oponente no compa-
reció a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no 
obstante haber sido legalmente citado, y que el ministerio 
Público pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; 
nquue,en consecuencia, los mencionados textos legales fueron 
correctamente aplicados por la Cámara a qua al declarar 
nulo, 

 
y consecuentemente, sin ningún valor ni efecto el re-

curso de oposición interpuesto por Tarquino Rodríguez, 
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener a l 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría d e 

 la Cámara a qua, en la misma fecha del pronunciamiento de 
la sentencia impugnada, a requerimiento del Dr. Marcos 
González H., abogado del recurrente, y en la cual no s e 

 expresa ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley N° 1688 de 
1948; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal; 11 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de septiembre del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, Tarquino Rodríguez fué puesto a dispo-
sición de la justicia, por actuaciones del Delegado de la 
Secretaría de Agricultura en La Vega, bajo la prevención 
de haber violado la Ley N° 1688 sobre Conservación Fores-
tal y Arboles Frutales; b) que apoderado del asunto el Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, 
dictó en fecha veintiuno de noviembre del año de mil nove-
cientos sesenta, una sentencia cuyo dispositivo dice asi: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto 
declara, al prevenido Tarquino Rodríguez, de generales ano-
tadas, culpable de violar la Ley N" 1688, Arts. 9 bis y 14 
(violación de la Ley Forestal), y en consecuencia lo condena 
a sufrir un (1) mes de prisión y al pago de una multa de 
RD$25.00 y pago de las costas"; c) que contra dicha deci-
sión recurrió en tiempo oportuno el prevenido Rodríguez, y 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega dictó con dicho motivo una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Tarquino Ro -
dríguez, por no haber comparecido a audiencia no obstante 
haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se declara regu- 
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válido el recurso de apelación interpuesto por Tarquino lor ,"  
íguez a la sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda 

Circunscripción de este municipio, Núm. 1223 de fecha 21 de 
noviembre de 1960, que lo condenó a sufrir un mes de pri-
sión y al pago de una multa de RD$25.00, por violar la Ley 
1688, en sus artículos 9 bis y 14, por haber sido hecho en 
tiempo hábil; TERCERO: Se confirma en todas sus partes 
la indicada sentencia; CUARTO: Se condena además al pago 

Considerando idndo que habiendo recurrido en oposición con-
tra a  

a las 

 anterior sentencia, la Cámara a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara nulo y sin ningún valor el recurso de opo-
sición interpuesto por Tarquino Rodríguez a la sentencia 
Nr. 2134 dictada por esta Cámara Penal en fecha 6 de di-
ciembre de 1960, que declaró el defecto del acusado y de-
claró regular el recurso de apelación a la sentencia del Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción de este munici-
pio, que lo condenó a sufrir un mes de prisión correccional 
y al pago de una multa de RD$25.00, por no haber compa-
recido a audiencia no obstante haber sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal, la oposición a 
una sentencia en defecto pronunciada en materia correc-
cional es nula si el oponente no compareciere a sostener 
la oposición; que en el fallo impugnado por el presente re-
curso de casación, es constante que el oponente no compa-
reció a la audiencia fijada para conocer de su recurso, no 
obstante haber sido legalmente citado, y que el ministerio 
público pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; 
que, en consecuencia, los mencionados textos legales fueron 
correctamente aplicados por la Cámara a qua al declarar 
nulo, y consecuentemente, sin ningún valor ni efecto el re-
curso de oposición interpuesto por Tarquino Rodríguez, 
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
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Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, en fechas diecinueve de enero del año 

m il novecientos sesenta y uno, y seis de diciembre del año 
anterior, cuyos dispositivos se han copiado en parte anterior 

del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas. 

Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La  
Vega, en fecha seis de diciembre de mil novecientos sesenta, 
que falló el fondo de la prevención; 

Considerando que el recurso de casación interpuesto 
contra una sentencia correccional que declara nula la opo. 
sición por no haber comparecido el oponente, se extiende a 
la primera sentencia en defecto que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención, cuando como en la especie, la sentencia 
que pronuncia la nulidad de la oposición es mantenida en la 
casación; 

Considerando que la Cámara a qua dio por establecido 
en la sentencia en defecto, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, que el prevenido Tarquino 
Rodríguez cortó cuarenta troncos de roble, cinco de capá 
y uno de caoba, sin estar provisto del correspondiente per nil, 
miso de la Secretaría de Estado de Agricultura y Comercio; 
que en los hechos así comprobados y admitidos por dicha 
Cámara se encuentran reunidos los elementos constitutivos 
del delito de cortar árboles maderables sin estar provisto 
del permiso correspondiente, previsto por el artículo 9 bis 
de la Ley N° 1688, de 1948, reformado por la Ley N° 1766i 
del mismo año, y sancionado por su artículo 14 con las pe-
nas de veinticinco a doscientos pesos de multa y prisión de 
uno a seis meses; que al declarar a dicho prevenido culpable 
de la infracción puesta a su cargo y condenarlo a las penas 
de un mes de prisión correccional y veinticinco pesos oro 
de multa , la Cámara a qua atribuyó a los hech os de la 
prevención la calificación legal que les corresponde e impuso 
prevenido una pena que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Tarquino Rodríguez, contra senten-
cias dictadas en atribuciones correccionales por la Segunda 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de L a 
 Vega, en fecha seis de diciembre de mil novecientos sesenta, 

que falló el fondo de la prevención; 
Considerando que el recurso de casación interpuesto 

contra una sentencia correccional que declara nula la opo. 
sición por no haber comparecido el oponente, se extiende a 
la primera sentencia en defecto que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención, cuando como en la especie, la sentencia 
que pronuncia la nulidad de la oposición es mantenida en la 
casación; 

Considerando que la Cámara a qua dio por establecido 
en la sentencia en defecto, mediante la ponderación de 1 
elementos de prueba que fueron regularmente administra= 
dos en la instrucción de la causa, que el prevenido Tarquino 
Rodríguez cortó cuarenta troncos de roble, cinco de capá 
y uno de caoba, sin estar provisto del correspondiente per 
miso de la Secretaría de Estado de Agricultura y Comercio; 
que en los hechos así comprobados y admitidos por dicha 
Cámara se encuentran reunidos los elementos constitutiv 
del delito de cortar árboles maderables sin estar provist 
del permiso correspondiente, previsto por el artículo 9 bis 
de la Ley N" 1688, de 1948, reformado por la Ley N" 1766i 
del mismo año, y sancionado por su artículo 14 con las pe-
nas de veinticinco a doscientos pesos de multa y prisión de 
uno a seis meses; que al declarar a dicho prevenido culpable  
de la infracción puesta a su cargo y condenarlo a las penas 
de un mes de prisión correccional y veinticinco pesos oro 
de multa , la Cámara a qua atribuyó a los hech os de la 
prevención la calificación legal que les corresponde e impuso 
prevenido una pena que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Tarquino Rodríguez, contra senten-
cias dictadas en atribuciones correccionales por la Segunda 

Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
judicial de La Vega, en fechas diecinueve de enero del año 
mil novecientos sesenta y uno, y seis de diciembre del año 
anterior, cuyos dispositivos se han copiado en parte anterior 

del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-- 
Juan  A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 22 de diciembre 1960, 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lucas Armando Ruiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras. Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma- 
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani,  liceñ- 
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucas 
Armando Ruiz, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en Los Cateyes, municipio de Baní, cuya 
cédula personal de identidad no se especifica, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo 
Valdez, en fecha veintidós de diciembre del año de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo en fecha treinta de diciembre 
del año mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. 
Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, serie 1, sello 10094, 
en nombre y representación del prevenido, y en la cual no 
se especifica ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20 de la Ley N° 1841, de 1948, 
sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el prevenido Lucas Armando Ruiz, fué sometido a la acción 
de la justicia por haber incurrido en la violación de la Ley 
1841 en perjuicio de Octavio A. Castillo; y b) que el Juzga-
do de Paz del municipio de Baní, apoderado del asunto dictó 
con este motivo en fecha diecinueve de mayo de mil nove-
cientos sesenta una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defec-
to contra el nombrado Lucas Armando Ruiz, de generales 
ignoradas, por no haber comparecido a la audiencia para 
la cual fué legalmente citado; Segundo: Que debe condenar 
y condena a dicho inculpado a pagar una multa de RD 
$225.00 (doscientos veinticinco pesos oro) y a sufrir la pena 
de seis (6) meses de prisión correccional, así como a pagarle 
al señor Luis O. Castillo, la suma de RD$434.00 e intereses 
legales de dicha suma, por el hecho de haberle suscrito un 
formulario a dicho señor por la preindicada suma y no pa-
garle a vencimiento de dicho contrato, ni haber depositado 
en el Juzgado de Paz las prendas constituidas en garantía 
de dicho contrato cuando le fueron solicitadas por este Juz-
gado de Paz mediante ordenanza de fecha 5 del mes de fe-
brero del año 1960. Dicha multa será compensable a razón 
de un día de prisión por cada peso dejado de pagar en 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
- Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 22 de diciembre, i960 .  

Materia: Penal. 

Recurrente: Lucas Armando Ruiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani,  liceñ- 
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, e 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truj 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en aub 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucas 
Armando Ruiz, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en Los Cateyes, municipio de Baní, cuya 
cédula personal de identidad no se especifica, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo 
Valdez, en fecha veintidós de diciembre del año de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de  la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo en fecha treinta de diciembre 
del año mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. 
Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, serie 1, sello 10094, 

en nombre y representación del prevenido, y en la cual no 
se especifica ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20 de la Ley N" 1841, de 1948, 
sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el prevenido Lucas Armando Ruiz, fué sometido a la acción 
de la justicia por haber incurrido en la violación de la Ley 
1841 en perjuicio de Octavio A. Castillo; y b) que el Juzga-
do de Paz del municipio de Baní, apoderado del asunto dictó 
con este motivo en fecha diecinueve de mayo de mil nove-
cientos sesenta una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defec-
to contra el nombrado Lucas Armando Ruiz, de generales 
ignoradas, por no haber comparecido a la audiencia para 
la cual fué legalmente citado; Segundo: Que debe condenar 
y condena a dicho inculpado a pagar una multa de RD 
$225.00 (doscientos veinticinco pesos oro) y a sufrir la pena 
de seis (6) meses de prisión correccional, así como a pagarle 
al señor Luis O. Castillo, la suma de RD$434.00 e intereses 
legales de dicha suma, por el hecho de haberle suscrito un 
formulario a dicho señor por la preindicada suma y no pa-
garle a vencimiento de dicho contrato, ni haber depositado 
en el Juzgado de Paz las prendas constituidas en garantía 
de dicho contrato cuando le fueron solicitadas por este Juz-
gado de Paz mediante ordenanza de fecha 5 del mes de fe-
brero del año 1960. Dicha multa será compensable a razón 
de un día de prisión por cada peso dejado de pagar en 



caso de insolvencia; TERCERO: Se le condena al pago de 
las costas"; 

Considerando que no conforme con dicha decisión, el 
prevenido Lucas Armando Ruiz recurrió en apelación, y el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jose 
Trujillo Valdez apoderado de dicho recurso dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos, 
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Lucas Armando Ruiz, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del municipio de Baní, de fecha 19 
del mes de mayo del año 1960, que le condenó por violación 
a la Ley 1841, en perjuicio de Luis Octavio Castillo, a sufrir 
la pena de seis (6) meses de prisión correccional; al pago de 
una multa de RD$225.00; al pago de la suma de RD$434.00 
e intereses legales de dicha suma y al pago de las costas, por 
haber sido interpuesto en tiempo hábil y mediante requisito 
legal; SEGUNDO: Modificar, como al efecto modificamos, 
dicha sentencia en cuanto a la sanción impuéstale al incul-
pado Lucas Armando Ruiz, y se condena a sufrir la pena 
de tres (3) meses de prisión correccional que deberá cum-
plir en la Cárcel Pública de esta ciudad y al pago de una 
multa de cien pesos oro (RD$100.00) que en caso de insol-
vencia compensará a razón de un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: Confirmar, como al efec-
to confirmamos, la sentencia objeto del presente recurso en 
los demás aspectos; CUARTO: Condenar, como al efecto 
condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Juzgado a quo dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa; "que en fecha 2 de mayo del año 1958, Lucas Armando 
Ruiz, suscribió ante el Juzgado de Paz del municipio de Ba-
ní, un Contrato de Préstamo con Prenda sin Desapodera-
miento, en favor del señor Luis Octavio Castillo, por la suma 
de RD$434.00, con garantía de treintiocho quintales de café  

lavado sin pergamino, a razón de RD$20.00 el quintal, con 
vencimiento al 30 de diciembre del año 1958; que en fecha 
26 de enero del año 1959, el señor Luis Octavio 

envió una carta al Magistrado Juez de Paz del municipio de 
Bol, remitiendo el contrato antes indicado, para fines de 

ejecución por falta de pago; que en fecha 5 de febrero del 
año 1960, el mismo funcionario dictó una ordenanza por 
medio de la cual se requirió al prevenido ahora recurrente, 
pusiera en el término de cinco días a disposición del Juzgado 
de Paz, los efectos constitutivos de la garantía del préstamo, 
por no haber sido éste reembolsado a su vencimiento; re-
querimiento al que no obtemperó el deudor, según lo ad- 
mitiera"; 

Considerando que en los hechos así establecidos por el 
Juzgado a quo se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de la Ley 1841, sobre Prés-
tamos con Prenda sin Desapoderamiento, de 1948, previsto 
y sancionado en el artículo 20, con la pena de tres meses a 
dos años de prisión correccional y multa de cien a dos mil 
pesos oro; que en consecuencia, al declarar el Juzgado a quo 
al prevenido culpable de dicho delito y condenarlo a la pena 
de tres meses de prisión correccional y al pago de cien pesos 
oro de multa, ha atribuído a los hechos de la prevención la 
calificación legal que le corresponde; que, en lo que concierne 
a la pena de multa, el Tribunal a quo violó el referido texto 
legal en este aspecto; que, en efecto, dicha pena no puede 
nunca ser inferior a la suma adeudada, que en la especies 
era de RD$434.00 y dicho tribunal sólo impuso RD$100.00; 
que no obstante esa violación de la ley el fallo no puede ser 
anulado, ya que la situación del prevenido no puede ser 
agravada sobre único recurso; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
tencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
jón interpuesto por Lucas Armando Ruiz contra sentencia 
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caso de insolvencia; TERCERO: Se le condena al pago de 
las costas"; 

Considerando que no conforme con dicha decisión, el 
prevenido Lucas Armando Ruiz recurrió en apelación, y el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de José 
Trujillo Valdez apoderado de dicho recurso dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos, 
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Lucas Armando Ruiz, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del municipio de Baní, de fecha 19 
del mes de mayo del año 1960, que le condenó por violación 
a la Ley 1841, en perjuicio de Luis Octavio Castillo, a sufrir 
la pena de seis (6) meses de prisión correccional; al pago de 
una multa de RD$225.00; al pago de la suma de RD$434.00 
e intereses legales de dicha suma y al pago de las costas, por 
haber sido interpuesto en tiempo hábil y mediante requisito 
legal; SEGUNDO: Modificar, como al efecto modificamos, 
dicha sentencia en cuanto a la sanción impuéstale al incul-
pado Lucas Armando Ruiz, y se condena a sufrir la pena 
de tres (3) meses de prisión correccional que deberá cum-
plir en la Cárcel Pública de esta ciudad y al pago de una 
multa de cien pesos oro (RD$100.009 que en caso de insol-
vencia compensará a razón de un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar; TERCERO: Confirmar, como al efec-
to confirmamos, la sentencia objeto del presente recurso en 
los demás aspectos; CUARTO: Condenar, como al efecto 
condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Juzgado a quo dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa; "que en fecha 2 de mayo del año 1958, Lucas Armando 
Ruiz, suscribió ante el Juzgado de Paz del municipio de Ba 
ní, un Contrato de Préstamo con Prenda sin Desapodera; 
miento, en favor del señor Luis Octavio Castillo, por la sum 
de RD$434.00, con garantía de treintiocho quintales de caV ,  
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lavado sin pergamino, a razón de RD$20.00 el quintal, con 
vencimiento al 30 de diciembre del año 1958; que en fecha 
26 de enero del año 1959, el señor Luis Octavio Castillo, 

envió una carta al Magistrado Juez de Paz del municipio de 
ganí, remitiendo el contrato antes indicado, para fines de 

ejecución por falta de pago; que en fecha 5 de febrero del 
año 1960, el mismo funcionario dictó una ordenanza por 
medio de la cual se requirió al prevenido ahora recurrente, 
pusiera en el término de cinco días a disposición del Juzgado 
de Paz, los efectos constitutivos de la garantía del préstamo, 
por no haber sido éste reembolsado a su vencimiento; re-. 
querimiento al que no obtemperó el deudor, según lo ad-
mitiera"; 

 que en los hechos así establecidos por el 

mJuiztgieadao'so'n  
Considerando 
r a quo se encuentran reunidos los elementos cons-

titutivos del delito de violación de la Ley 1841, sobre Prés-
tamos con Prenda sin Desapoderamiento, de 1948, previsto 
y sancionado en el artículo 20, con la pena de tres meses a 
dos años de prisión correccional y multa de cien a dos mil 
pesos oro; que en consecuencia, al declarar el Juzgado a quo 
al prevenido culpable de dicho delito y condenarlo a la pena 
de tres meses de prisión correccional y al pago de cien pesos 
oro de multa, ha atribuído a los hechos de la prevención la 
calificación legal que le corresponde; que, en lo que concierne 
a la pena de multa, el Tribunal a quo violó el referido texto 
legal en este aspecto; que, en efecto, dicha pena no puede 
nunca ser inferior a la suma adeudada, que en la especies 
era de RD$434.00 y dicho tribunal sólo impuso RD$100.00; 
que no obstante esa violación de la ley el fallo no puede ser 
anulado, ya que la situación del prevenido no puede ser 
agravada sobre único recurso; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

casación; 
Por impugnada no contiene ningún vicio que justifique 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
ción interpuesto por Lucas Armando Ruiz contra sentencia 
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dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado d e 
 Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez 

 de fecha veintidós de diciembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel ,t1; 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánch 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

 

1 

  

tender impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha 

21 de diciembre de 1960. 

        

  

Merla: Penal. 

    

  

urrente: Roberto Abreu Quezada. 

   

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

     

  

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roberto 
Abreu Quezada, dominicano, mayor de edad, agricultor, del 
domicilio de Jarabacoa, cédula 6005, serie 50, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno de diciembre 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Val 
de fecha veintidós de diciembre de mil novecientos sesen 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras, 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánch 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

da Impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha 
21 de diciembre de 1960. 

• : Penal. 

te: Roberto Abreu Quezada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roberto 
Abreu Quezada, dominicano, mayor de edad, agricultor, del 
domicilio de Jarabacoa, cédula 6005, serie 50, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno de diciembre 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaría de la Cámara a qua, en fecha veintiuno de di-

ciembre del año de mil novecientos sesenta, a requerimient o 
 del Dr. Luis Vidal Pérez, abogado del prevenido, en la cual 

se invoca como único medio de casación falta de base legal ;  
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 4 y 65 de la Ley sobre Proce. 
dimiento de Casación; 

11104' Considerando que en la sentencia impugnada y en io 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Rural en Jarabacoa, Roberto 
Abreu Quezada fué sometido a la acción de la justicia, por 
haber violado la Ley NQ 1688 sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales; b) que con este motivo el Juzgado de 
Paz del municipio de Jarabacoa dictó en fecha dieciséis de 
noviembre del año de mil novecientos sesenta una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Declara culpable al in-
culpado Roberto Abreu Quezada, del delito de violación a 
la Ley Forestal por lo cual fué sometido, y en consecuencia 
le condena a RD$25.00 de multa y un mes de prisión y pago 
de los costos"; 

Considerando que contra esta decisión recurrió en ape-
lación Eliseo Abreu Paulino, padre del prevenido, "por no 
estar conforme con dicha sentencia", según consta en el 
acta correspondiente, y la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega. 
amparada de dicho recurso, dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por Eliseo Abreu Paulino a la sentencia I•1 9  478 de fecha 
16 de noviembre de 1960 que condenó a Roberto Abreu Que-
zada al pago de una multa de RD$25.00 y a sufrir un mes  

de  prisión correccional por no ser parte en este proceso; 

SEGUNDO: Se declaran las costas de oficio"; 

Considerando que para justificar su decisión la Cámara 

a qua se fundó en que "fué Eliseo Abreu Paulino, padre de 
Roberto Abreu Quezada, quien interpuso el recurso de ape-
lación" contra la sentencia dictada contra el último por el 
juzgado de Paz de Jarabacoa; 

Considerando que de acuerdo con lo que dispone el ar-
ticulo 202 del Código de Procedimiento Criminal, la facultad 
de apelar corresponde a las partes procesadas o responsa-
bles; a la parte civil, en cuanto a sus intereses civiles sola-

' mente; al fiscal del tribunal de primera instancia y al pro-
curador general de la corte de apelación; que, en consecuen-
cia, al declarar inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por Eliseo Abreu Paulino contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de Jarabacoa de fecha seis de diciem-
bre de mil novecientos sesenta, que condenó a su hijo a las 
penas antes mencionadas, el Tribunal a quo hizo una correc-

ta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Roberto Abreu Quezada, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno de diciem-
bre del año de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene,  

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la  
Secretaría de la Cámara a qua, en fecha veintiuno de di.. 
ciembre del año de mil novecientos sesenta, a requerimient o 

 del Dr. Luis Vidal Pérez, abogado del prevenido, en la cual 
se invoca como único medio de casación falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 4 y 65 de la Ley sobre Proce . 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Rural en Jarabacoa, Roberto 
Abreu Quezada fué sometido a la acción de la justicia, por 
haber violado la Ley NQ 1688 sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales; b) que con este motivo el Juzgado de 
Paz del municipio de Jarabacoa dictó en fecha dieciséis de 
noviembre del año de mil novecientos sesenta una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Declara culpable al in-
culpado Roberto Abreu Quezada, del delito de violación a 
la Ley Forestal por lo cual fué sometido, y en consecuencia 
le condena a RD$25.00 de multa y un mes de prisión y pago 
de los costos"; 

Considerando que contra esta decisión recurrió en ape-
lación Eliseo Abreu Paulino, padre del prevenido, "por no 
estar conforme con dicha sentencia", según consta en el 
acta correspondiente, y la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
amparada de dicho recurso, dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por Eliseo Abreu Paulino a la sentencia N^ 478 de fecha 
16 de noviembre de 1960 que condenó a Roberto Abreu Que-
zada al pago de una multa de RD$25.00 y a sufrir un mes  

prisión correccional por no ser parte en este proceso; 
UNDO: Se declaran las costas de oficio"; 

Considerando que para justificar su decisión la Cámara 

a qua, se fundó en que "fué Eliseo Abreu Paulino, padre de 
Roberto Abreu Quezada, quien interpuso el recurso de ape-
lación" contra la sentencia dictada contra el último por el 
juzgado de Paz de Jarabacoa; 

Considerando que de acuerdo con lo que dispone el ar-
tículo 202 del Código de Procedimiento Criminal, la facultad 

de apelar corresponde a las partes procesadas o responsa-

bles; a la parte civil, en cuanto a sus intereses civiles sola-
mente; al fiscal del tribunal de primera instancia y al pro-
curador general de la corte de apelación; que, en consecuen-
cia, al declarar inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por Eliseo Abreu Paulino contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de Jarabacoa de fecha seis de diciem-
bre de mil novecientos sesenta, que condenó a su hijo a las 

penas antes mencionadas, el Tribunal a quo hizo una correc-

ta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Roberto Abreu Quezada, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno de diciem-
bre del año de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.-- Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la a 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

"SENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

• impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 11 de noviembre de 1960. 

: Penal. 

nte: Ramón Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
r Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-

uto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
el A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
trito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
ntos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
ncia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, cédu-
la 63801, serie 13 , cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia criminal pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha once de no-
viembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 28 DE ABRIL DE 1961 

Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 11 de noviembre de 1960. 

   

Penal. 

nte: Ramón Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Er Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. More], Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho de abril de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 118' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, cédu-
la 63801, serie P, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia criminal pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha once de no-
viembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
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Vista el acta del recurso levantada en la secretaría 
la Corte a qua en fecha dieciocho del mes de noviembre d el 
año mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurre 
y en la cual no se expresa ningún medio determinado 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, inciso 20, 
Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal 
1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintinueve de abril del mil novecientos sesenta, el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, requirió, después de 
haber actuado conjuntamente en las actuaciones prelimi-
nares del Juez de Instrucción del mismo Distrito Nacional, 
para que instruyera la sumaria correspondiente, en relación 
con un hecho de sangre del cual había sido víctima Evan 7 

 gelina Pacheco o Argentina Ramírez; b) que en fecha cua-
tro de julio de mil novecientos sesenta, el Juez de Instruc-
ción dictó acerca del hecho la siguiente providencia califi-
cativa: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al 
declaramos, que existen cargos suficientes para inculpar al 
nombrado Ramón Martínez, del crimen de homicidio volun-
tario, en perjuicio de quien en vida se llamó Evangelinai 
Pacheco o Argentina Ramírez, hecho este previsto y san-
cionado por el artículo 295 y 304 (modificado por la Ley 
463 del 6 de abril 1933), y de los cuales cargos está apodera-
doda la primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de este Distrito Judicial Nacional; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal, al nom-
brado Ramón Martínez, por la infracción de que está incul-
pado, para que allí sea juzgado de acuerdo con la ley; TER-
CERO: que la presente providencia calificativa sea notifi-
cada por nuestro Secretario, al Magistrado Procurador Fis 
cal de este Distrito Nacional, así como al inculpado Ramó 
Martínez, y que las actuaciones de la instrucción, el ac  

dactada con respecto del cuerpo del delito y un estado de 
os documentos y objetos que han'de obrar como elementos 
de convicción, sean trasmitidos por nuestro Secretario, in-
mediatamente después de expirado el plazo de Apelación 
e  que es susceptible esta Providencia Calificativa, al Ma-
strado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial Nacio- 

para los fines de Ley"; e) que así apoderada del casa 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

a del Distrito Nacional dictó en fecha once de agosto de 
mil novecientos sesenta, una sentencia con el dispositivo 
ue aparece transcrito en el de la sentencia intervenida en 
pelación; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
o por el acusado la Corte a qua dictó el fallo ahora impug-

do en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
O: Admite en la forma, el presente recurso de apelación;: 
EGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-

buciones criminales pot la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
1 del mes de agosto del año 1960, cuyo dispositivo copiado 
xtualmente dice así: 'FALLA: Primero: Que debe declarar 

y declara, a Ramón Martínez, de generales anotadas, cul-
pable del crimen de homicidio voluntario, en la persona de 
quien en vida se llamó Evangelina Pacheco o Argentina 
Ramírez, y en consecuencia, se le condena a veinte años 
de trabajos públicos; Segundo: Que debe ordenar y ordena, 
la confiscación del cuerpo del delito (un cuchillo) ; Tercero: 
Que debe condenar y condena, al mencionado acusado, al 
pago de las costas penales causadas"; Tercero: Condena al 
acusado Ramón Martínez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dio por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fueron 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, 
que siendo las seis de la tarde del día veintinueve del mes de 
bril de mil novecientos sesenta, el acusado, mientras su 

-concubina Evangelina Pacheco o Argentina Ramírez 

de 



BOLETÍN JUDICIAL 	 895 1' 

894 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría 
la Corte a qua en fecha dieciocho del mes de noviembre d ei 
año mil novecientos sesenta; a requerimiento del recurre 
y en la cual no se expresa ningún medio determinado 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304, inciso 2^, 
Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal 
1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintinueve de abril del mil novecientos sesenta, el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, requirió, después de 
haber actuado conjuntamente en las actuaciones prelimi-
nares del Juez de Instrucción del mismo Distrito Nacional 
para que instruyera la sumaria correspondiente, en relación 
con un hecho de sangre del cual había sido víctima Evan 7 

 gelina Pacheco o Argentina Ramírez; b) que en fecha cua-
tro de julio de mil novecientos sesenta, el Juez de Instruc 
ción dictó acerca del hecho la siguiente providencia califi-
cativa: "RESOLVEMOS: PRIMERO: Declarar, como al 
declaramos, que existen cargos suficientes para inculpar al 
nombrado Ramón Martínez, del crimen de homicidio volun-
tario, en perjuicio de quien en vida se llamó Evangelina( 
Pacheco o Argentina Ramírez, hecho este previsto y san-
cionado por el artículo 295 y 304 (modificado por la Ley 
463 del 6 de abril 1933), y de los cuales cargos está apodera-
doda la primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de este Distrito Judicial Nacional; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos, por ante el Tribunal, al nom-
brado Ramón Martínez, por la infracción de que está incul-
pado, para que allí sea juzgado de acuerdo con la ley; TER-
CERO: que la presente providencia calificativa sea notifi-
cada por nuestro Secretario, al Magistrado Procurador FI -
cal de este Distrito Nacional, así como al inculpado Ram 
Martínez, y que las actuaciones de la instrucción, el a  

dactada con respecto del cuerpo del delito y un estado de 
los documentos y objetos que han'de obrar como elementos 

de convicción, sean trasmitidos por nuestro Secretario, in-
mediatamente después de expirado el plazo de Apelación 
e  que es susceptible esta Providencia Calificativa, al Ma-
'strado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial Nado-
al, para los fines de Ley"; e) que así apoderada del casa 
a Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional dictó en fecha once de agosto de 
mil novecientos sesenta, una sentencia con el dispositivo 
que aparece transcrito en el de la sentencia intervenida en 
pelación; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
o por el acusado la Corte a qua dictó el fallo ahora impug-

do en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
O: Admite en la forma, el presente recurso de apelación;: 
EGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-

buciones criminales po• la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
1 del mes de agosto del año 1960, cuyo dispositivo copiado 
xtualmente dice así: 'FALLA: Primero: Que debe declarar 

y declara, a Ramón Martínez, de generales anotadas, cul-
pable del crimen de homicidio voluntario, en la persona de 
quien en vida se llamó Evangelina Pacheco o Argentina 
Ramírez, y en consecuencia, se le condena a veinte años 
de trabajos públicos; Segundo: Que debe ordenar y ordena, 
la confiscación del cuerpo del delito (un cuchillo); Tercero: 
Que debe condenar y condena, al mencionado acusado, al 
ago de las costas penales causadas"; Tercero: Condena al 

acusado Ramón Martínez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dio por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fueron 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, 
que siendo las seis de la tarde del día veintinueve del mes de 
bril de mil novecientos sesenta, el acusado, mientras su 

-concubina Evangelina Pacheco o Argentina Ramírez 
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salía de la casa de una amiga suya en la calle Carac;,, d e 
 esta ciudad, con un cuchillo de 16 pulgadas que portaba, le 
 infirió voluntariamente numerosas heridas en distintas par_ 

tes del cuerpo que le ocasionaron la muerte instantánea_ 
mente; 

Considerando que los hechos así comprobados y adnú. 
tidos por la Corte a qua constituyen el crimen de homicidio 
voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal y 
sancionado por el artículo 304 inciso 2", del mismo Código 
con la pena de trabajos públicos, que es de tres a veinte 
años de trabajos públicos; que por consiguiente, los hechos  
de la acusación han sido correctamente calificados; que, 
por otra parte, al declarar al acusado culpable del re tprid e 

 crimen y al condenarlo consecuentemente, a veinte años 
de trabajos públicos, la Corte a qua hizo una correcta apli-

cación de la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos la 

sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Martínez contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fe-
cha once de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

1Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmáda por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General q 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Berrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, Dr. Manuel D. Bergés Chupani, licenciados 
Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo 
Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis de abril de mil no-
vecientos sesenta y uno ,años 118' d ela Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en Cá-
mara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Wenceslao Avila, dominicano, mayor de edad, 
casado, agricultor, cédula 12344, serie 25, sello 23565, domi-
ciliado y residente en Higüey, contra sentencia pronunciada 
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha dieciocho de 
octubre de mil novecientos sesenta, por medio de un memo-
rial de casación suscrito por el doctor Luis E. Lembert Pe-
guero, en fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos 
sesenta; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido recur-
so, dictado en fecha diecisiete de diciembre de mil nove-
cientos sesenta, por el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
Culo, se incurre en la caducidad del recurso de casación,, 
do el recurrente no emplazare al recurrido en el término 

treinta días, a contar de la fecha en que fué proveído por 
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salía de la casa de una amiga suya en la calle Caracas d e 
 esta ciudad, con un cuchillo de 16 pulgadas que portaba, ie 
 infirió voluntariamente numerosas heridas en distintas par-

tes del cuerpo que le ocasionaron la muerte instantánea. 
mente; 

Considerando que los hechos así comprobados y ad, 
tidos por la Corte a qua constituyen el crimen de homicidi o 

 voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal y 
sancionado por el artículo 304 inciso 2", del mismo Código 
con la pena de trabajos públicos, que es de tres a veinto 
años de trabajos públicos; que por consiguiente, los hecho 
de la acusación han sido correctamente calificados; que, 
por otra parte, al declarar al acusado culpable del referido 
crimen y al condenarlo consecuentemente, a veinte ah 
de trabajos públicos, la Corte a qua hizo una correcta 
cación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justi ri-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de , 
sación interpuesto por Ramón Martínez contra sentenc 
dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fe-
cha once de noviembre de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo: y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sán 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmáda por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
g !Terrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
ine•  r Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, Dr. Manuel D. Bergés Chupani, licenciados 
Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo 
Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis de abril de mil no-
vecientos sesenta y uno ,años 118' d ela Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en Cá-
mara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Wenceslao Avila, dominicano, mayor de edad, 
casado, agricultor, cédula 12344, serie 25, sello 23565, domi-
ciliado y residente en Higüey, contra sentencia pronunciada 
por el Tribunal Superior di Tierras, en fecha dieciocho de 
octubre de mil novecientos sesenta, por medio de un memo-
rial de casación suscrito por el doctor Luis E. Lembert Pe-
guero, en fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos 
sesenta; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido recur-
so, dictado en fecha diecisiete de diciembre de mil nove-
cientos sesenta, por el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
culo, se incurre en la caducidad del recurso de casación,. 
do el recurrente no emplazare al recurrido en el término 

treinta días, a contar de la fecha en que fué proveído por 
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el Presidente el auto en que se autoriza el emplazamiento ; 
 que esta caducidad puede ser pronunciada a pedimento de 
 parte o de oficio; 

Atendido a que en el expediente no hay constancia de 
que el recurrente haya emplazado al recurrido; 

Por tales motivos, 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
a Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho de abril 
de mil novecientos sesenta y uno, años 118' de la Indepen-
dencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, 
dicta en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación inter-
puesto por La Compañía Exportadora, C. por A., contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha dieciséis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por medio de un memorial 
de casación suscrito por los doctores Rafael de Moya Gru-
llón y Antonio Martínez Ramírez, en fecha diez de febrero 
de mil novecientos sesenta y uno; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha diez de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, por el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
artículo, se incurre en la caducidad del recurso de casación, 
cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el térmi-
no de treinta días, a contar de la fecha en que fué proveído 
por el Presidente al auto en que se autoriza el emplazamien- 

 

  

RESUELVE: 

  

 

Declarar, de oficio, la caducidad del recurso de casa. 
ción interpuesto por Wenceslao Avila, contra sentencia pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha dieci-
ocho de octubre de mil novecientos sesenta; y Segundo: Or-
denar que la presente resolución sea publicada en el Boletín 
Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.' 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente resolución ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu-
riel hijo. 
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el Presidente el auto en que se autoriza el emplazamient o; 
 que esta caducidad puede ser pronunciada a pedimento de 

parte o de oficio; 
Atendido a que en el expediente no hay constancia de 

que el recurrente haya emplazado al recurrido; 
Por tales motivos, 

RESUELVE: 

Declarar, de oficio, la caducidad del recurso de casa-
ción interpuesto por Wenceslao Avila, contra sentencia pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha dieci-
ocho de octubre de mil novecientos sesenta; y Segundo: Or-
denar que la presente resolución sea publicada en el Boletín 
Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-1011 
 Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente resolución ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu-
riel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-

fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho de abril 

de mil novecientos sesenta y uno, años 118' de la Indepen-
dencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Tridillo, 
dicta en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación inter-
puesto por La Compañía Exportadora, C. por A., contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha dieciséis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por medio de un memorial 
de casación suscrito por los doctores Rafael de Moya Gru-
lrón y Antonio Martínez Ramírez, en fecha diez de febrero 
de mil novecientos sesenta y uno; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha diez de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, por el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de 

Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
artículo, se incurre en la caducidad del recurso de casación, 
cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el térmi-
no de treinta días, a contar de la fecha en que fué proveído 
por el Presidente al auto en que se autoriza el emplazamien- 
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to; que esta caducidad puede ser pronunciada a pedime nto 
 de parte o de oficio; 

Atendido a que en el expediente no hay constancia de  
que el recurrente haya emplazado al recurrido; 

Por tales motivos, 

RESUELVE: 

Primero: Declarar, de oficio, la caducidad del recurso 
de casación interpuesto por La Compañía Exportadora, C. 
por A., contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape.. 
lació nde San Pedro de Macorís, en fecha dieciséis de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y nueve; y Segundo: 
Ordenar que la presente resolución sea publicada en el Bole- 
tín Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.--40 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.-- Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— . 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto 
riel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia ,regularmente constituida por los Jueces licenciados  
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-

mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegari oHelena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 

Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece de abril de 
mil novecientos sesenta y uno, año s118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Manuel Antonio López Acosta, dominicano, 
mayor de edad, agricultor ,casado, cédula 417, serie 45, sello 
al día, domiciliado y residente en Estero Hondo, Luperón, 
contra sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de 
Tierras, en fecha cinco de octubre de mil novecientos sesen-
ta, por medio de un memorial de casación suscrito por el 
doctor Víctor E. Almonte Jiménez, en fecha veintidós de 
diciembre de mil novecientos sesenta; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
rso, dictado en fecha veintitrés de diciembre de mil nove-

uesnttic;  osia sesenta, por el Presidente de la Suprema Corte de 

Visto 	del Magistrado Procurador General 
ecliaó Ri;  República; 

 el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
culo, se incurre en la caducidad del recurso de casación, 
do el recurrente no emplazare al recurrido en el tér-

o de treinta días, a contar de la 'fecha en *que fué pro- 



to; que esta caducidad puede ser pronunciada a pedime nto 
 de parte o de oficio; 

Atendido a que en el expediente no hay constancia de  
que el recurrente haya emplazado al recurrido; 

Por tales motivos, 

RESUELVE: 
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Primero: Declarar, de oficio, la caducidad del recurso 
de casación interpuesto por La Compañía Exportadora, C. 
por A., contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lació nde San Pedro de Macorís, en fecha dieciséis de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y nueve; y Segundo :  
Ordenar que la presente resolución sea publicada en el 13ole-
tín Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-40 15 
 Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu-
riel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tic ia  ,regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-

tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegari oHelena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 

Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece de abril de 
mil novecientos sesenta y uno, año s118' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Manuel Antonio López Acosta, dominicano, 

mayor de edad, agricultor ,casado, cédula 417, serie 45, sello 

al día, domiciliado y residente en Estero Hondo, Luperón, 
contra sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de 
Tierras, en fecha cinco de octubre de mil novecientos sesen-
ta, por medio de un memorial de casación suscrito por el 
doctor Víctor E. Almonte Jiménez, en fecha veintidós de 
diciembre de mil novecientos sesenta; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha veintitrés de diciembre de mil nove-
cientos sesenta, por el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
ión; 

. Atendido que de conformidad con el antes mencionado 
'culo, se incurre en la caducidad del recurso de casación, 

ando el recurrente no emplazare al recurrido en el tér-
. o de treinta días, a contar de la 'fecha en 'que fué pro- 
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veído por el Presidente el auto en que se autoriza el empl a, 
zamiento; que esta caducidad puede ser pronunciada a p e_ 
dimento de parte o de oficio; 

Atendido que en el expediente no hay constancia de q ue 
 el recurrente haya emplazado al recurrido; 

Por tales motivos, 

RESUELVE: 

Declarar, de oficio, la caducidad del recurso de casación 
interpuesto por Manuel Antonio López Acosta, contra sen-
tencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta; y Segun-
do: Ordenar que la presente resolución sea publicada en el 
Boletín Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A . 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General certifico.— (Fdo. )Ernesto Cu-
riel hijo. 

r 

Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de abril de 1961. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 8 

Recursos de casación civiles fallados  	9 

Recursos de casación penales conocidos 25 

Recursos de casación penales fallados 	 28 
Recursos de casación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	  1. 

Recursos de casación sobre libertad provisional 
bajo fianza fallados 1 

Suspensiones de ejecución de sentencias 	 4 

Defectos 	  2 

Recursos declarados caducos 	  3 

Declinatorias 4 

Designación de Jueces 	  1 

Desistimientos 	  2 

Juramentación de Abogados    	2 

Resoluciones Administrativas 	  5 

Actas 	  4 

Autos autorizando emplazamientos 	 11 

Autos pasando expedientes para dictamen .. 66 

Autos fijando causas    	 32 

Total 	  208 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
Ciudad Trujillo, D. N. 
30 de abril de 1961. 
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Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de abril de 1961. 
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veído por el Presidente el auto en que se autoriza el empi a _ 
zamiento; que esta caducidad puede ser pronunciada a p e . 
dimento de parte o de oficio; 

Atendido que en el expediente no hay constancia de q, 
el recurrente haya emplazado al recurrido; 

Por tales motivos, 

RESUELVE: 

Declarar, de oficio, la caducidad del recurso de casación 
interpuesto por Manuel Antonio López Acosta, contra sen-
tencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha cinco de octubre de mil novecientos sesenta; y Segun-
do: Ordenar que la presente resolución sea publicada en el 
Boletín Judicial. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A . 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dada y firmada ha sido la anterior sentencia por loe 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, 1,0 
que yo, Secretario General certifico.— (Fdo. )Ernesto Cu-
riel hijo. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 8 

Recursos de casación civiles fallados 	  

Recursos de casación penales conocidos 	 25 

Recursos de casación penales fallados 	 28 

Recursos de casación sobre libertad provisional 
bajo fianza conocidos  	1 

Recursos de casación sobre libertad provisional 
bajo fianza fallados  	1 

Suspensiones de ejecución de sentencias 

Defectos 	  
Recursos declarados caducos 	 

Declinatorias 	 

Designación de Jueces 

Desistimientos 	  

Juramentación de Abogados 	  

Resoluciones Administrativas 	 

Actas 	  
Autos autorizando emplazamientos 	 

Autos pasando expedientes para dictamen 

Autos fijando causas 	  

Total 	  208 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
Ciudad Trujillo, D. N. 
30 de abril de 1961. 
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